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Prólogo

Con la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, el

11 de abril de 2005, el Estado mexicano dio un paso muy importante en su compro-

miso por combatir y erradicar la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos

o degradantes. 

El Protocolo Facultativo tiene como objeto central establecer un sistema de visi-

tas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a los

lugares en que se encuentran personas privadas de su libertad. En México, la imple-

mentación del Protocolo Facultativo se erige como un instrumento central en una

estrategia integral para prevenir el fenómeno de la tortura. 

La pertinencia y necesidad del Protocolo Facultativo queda plenamente justifi-

cada si se toma en cuenta, como lo señala el Relator Especial de las Naciones Uni-

das sobre Tortura, que “la tortura y los malos tratos normalmente se producen en

lugares de detención asilados en donde quienes practican la tortura están seguros

de estar fuera del alcance de una supervisión y rendición de cuentas eficaz”. Si a

ello le sumamos los obstáculos que generalmente enfrentan las víctimas para

denunciar los actos de tortura, es evidente que una manera idónea para romper

con el círculo vicioso que genera la impunidad es el de someter a los lugares de

detención al escrutinio público. 

El Protocolo Facultativo contempla dos instrumentos concretos: por una parte,

la creación de un Subcomité Internacional de Prevención de la Tortura y, por otra,

la obligación de los Estados parte de crear o designar uno o varios mecanismos

nacionales independientes para la prevención de la tortura a nivel nacional, denomi-

nados Mecanismos Nacionales de Prevención (MNP), cuya función principal es la de

implementar un sistema de visitas periódicas a los centros de detención con el fin

de prevenir y fortalecer la protección contra la tortura, así como de emitir las reco-

mendaciones que sean necesarias para mejorar el trato y las condiciones de vida de

las personas privadas de su libertad.

El Protocolo Facultativo no define de manera rígida y acabada el modelo que

deberá de adoptar el Mecanismo Nacional de Prevención que se implemente en

cada país; ello, bajo la lógica de que cada mecanismo deberá adecuarse a las circuns-

tancias concretas de cada Estado parte. Sin embargo, sí establece un conjunto de

principios y criterios que el Mecanismo Nacional de Prevención deberá observar de

manera necesaria. Entre ellos destacan: su independencia funcional (conforme a los

Principios de París); la capacidad técnica y profesional de sus integrantes; la diversi-

dad y la pluralidad de sus miembros; los recursos económicos necesarios para llevar
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a cabo sus objetivos; las garantías de acceso tanto a los lugares de detención como

a las personas privadas de su libertad, y la necesidad de contar con información

relevante y adecuada.

El conjunto de estudios que se encuentran en la presente obra tienen por obje-

to aportar algunas respuestas y definiciones sobre la complicada tarea de insertar

el Mecanismo Nacional de Prevención en el marco jurídico mexicano, así como de

integrarlo dentro de la práctica y experiencia que ya muchas instituciones y orga-

nizaciones han desarrollado en torno a las visitas a los centros de detención en el

país. 

Es importante tomar en cuenta que estos trabajos no parten de cero, sino que

retoman los resultados y acuerdos alcanzados en la serie de foros y talleres lleva-

dos a cabo por la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas

para los Derechos Humanos, en colaboración con la Secretaría de Relaciones Exte-

riores, la Asociación para la Prevención de la Tortura y en los que participaron de

manera muy activa las organizaciones de la Sociedad Civil con experiencia en la

materia. Estas actividades se llevaron a cabo en el marco del Proyecto “Implemen-

tación de las Recomendaciones derivadas del Diagnóstico sobre la Situación de los

Derechos Humanos en México”, de la OACNUDH, con el financiamiento de la Unión

Europea.

El Estado mexicano participó activamente en el proceso de elaboración, discu-

sión y aprobación del Protocolo Facultativo. Incluso, la delegación mexicana fue la

que logró destrabar las negociaciones del mismo mediante la propuesta de incorpo-

rar al Protocolo la figura del Mecanismo Nacional de Prevención. El gran reto que el

Estado mexicano tiene por delante, además de la integración e implementación de

esta figura, es el de garantizar que se cumpla con los principios y criterios estable-

cidos en el propio Protocolo Facultativo para que tengan un impacto real y efecti-

vo en la prevención de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degra-

dantes. 

Por último, no me queda sino destacar que el proceso de discusión realizado en

México para la implementación del Mecanismo Nacional de Prevención ha sido ple-

namente incluyente y participativo. Aunque en ocasiones los trabajos de discusión

y negociación puedan llegar a ser complicados, es importante tomar en cuenta que

todo esfuerzo por llegar al más amplio consenso en el modelo a seguir para imple-

mentar este Mecanismo, redundará en el fortalecimiento de su legitimidad y en su

mayor eficacia en la prevención de la tortura en México.

AM E R I G O IN C A LC AT E R R A

Representante en México 

de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos 



Introducción

La implementación del Mecanismo Nacional de Prevención de la tortura en México,

de acuerdo con las obligaciones que el Estado mexicano contrajo como Estado

Parte del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o

Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (PF-CAT),1 presenta un desafío a la vez

esperanzador y complejo. Las pautas de su diseño exigen la creación de una institu-

cionalidad y mandato novedosos para la protección de los derechos humanos, ya

que busca articular el seguimiento de los compromisos respecto de la prevención

de la tortura mediante una instancia híbrida (nacional e internacional), con un enfo-

que singular y práctico (prevención de la tortura y el maltrato mediante un sistema

de visitas a lugares de detención y el diálogo dirigido a implementar recomendacio-

nes específicas para mejorar la prevención). 

Este esquema contempla una instancia nacional conocida en el Protocolo

como “Mecanismo Nacional de Prevención” (Mecanismo o MNP) y otra de carác-

ter internacional definida como “Subcomité de Prevención de la Tortura” (Subco-

mité). Su mandato se materializa a través de un programa de visitas a lugares de

detención2 en todo el territorio nacional, cuyos resultados se derivan en activi-

dades de diálogo, recomendación y seguimiento sistémico con la finalidad de pre-

venir actos de tortura y malos tratos. En este sentido, el Protocolo busca la dis-

minución en la práctica de las violaciones a derechos relacionados con la integri-

dad y seguridad física de las personas, mediante la implementación tanto de polí-

ticas públicas como de prácticas institucionales dedicadas específicamente a la

prevención.

La operación de este esquema genera la pregunta de cómo crear controles

eficaces que redunden directamente en un efecto positivo y práctico en el ámbi-

to de interacción cotidiana que se vive a nivel nacional entre la persona y el Esta-

do. En especial se busca reglamentar el comportamiento del Estado respecto a las

personas privadas de libertad, ya que son éstas las más vulnerables a las prácticas

de tortura o maltrato.3 En este sentido, la creación del MNP pone en la mira el des-
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1 México ratificó el Protocolo Facultativo en abril de 2005.
2 Ver conclusiones del tercer foro realizado en Querétaro (junio de 2006), para el detalle sobre la

cobertura del mandato y las actividades que debe llevar a cabo el o los mecanismos nacionales de

prevención.
3 Este hecho es notorio, y por ello, constituye el sustento principal para la creación y vigencia del

PF-CAT.



afío de crear espacios democráticos de participación, rendición de cuentas y

conocimientos técnico-profesionales, que se articulen en una cobertura nacional

dirigida específicamente a la solución de una problemática documentada y vigen-

te, la cual sigue presentando un cuadro de violaciones a derechos fundamentales

de las personas sobre la base de un ejercicio de poder desmedido e inexperto por

parte del Estado.

Desde la perspectiva del Mecanismo, el trabajo de prevención debe llevarse

a cabo de manera constructiva. Por ello, sus actividades deben articularse

sobre la base de una relación de trabajo a la par de las instituciones que custo-

dian personas privadas de su libertad.4 Más allá de un mandato de denuncia, la

encomienda del Mecanismo es facilitar la implementación práctica de medidas

que redundarán en una prevención efectiva de la tortura y el maltrato, cosa

que las instituciones existentes no han podido lograr a la fecha. Por ello, se

habla de uno o varios mecanismos de prevención que puedan articularse en una

nueva instancia que lleve a cabo precisamente las medidas necesarias de pre-

vención que las instituciones y organismos existentes no han podido adecuar en

su actividad. Por lo tanto, se yuxtaponen dos instancias —una nacional y otra

internacional— cuyo mandato es impulsar y asegurar dicha actividad, en cum-

plimiento de un compromiso internacional muy preciso en materia de derechos

humanos.

En el campo internacional, el proceso de selección de los integrantes del Subco-

mité premió, como quedó de manifiesto, tanto la experiencia de los candidatos

como su compromiso con la erradicación de la tortura, cualidades que aseguran la

efectividad de los trabajos de aquél. En este marco, la selección del candidato mexi-

cano para el Subcomité se basó en una convocatoria pública5 fincada en un perfil

profesional y de compromiso, la cual estuvo acompañada de un proceso que per-

mitió la participación directa de las organizaciones de la sociedad civil al lado de las

instancias gubernamentales. Estos antecedentes son esperanzadores en tanto pro-

vean modelos y criterios de selectividad para los mecanismos nacionales de preven-

ción que afiancen la independencia de sus funciones —es decir, independencia en el

buen sentido de la palabra—, con vistas a que la rendición de cuentas públicas y la

excelencia en su empeño garanticen el adecuado cumplimiento de su mandato. 

Este mandato, no del todo cómodo para el Estado y sus instituciones, ha sido

concebido con la idea de contribuir, de manera constructiva, a los esfuerzos del
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4 Esta es la condición que, sin lugar a duda, es el factor de riesgo más grande para la tortura y el mal-

trato. La premisa del Protocolo Facultativo es que un sistema de visitas a lugares de detención, ade-

más de la prevención puntual que pueda representar, se convierta en un medio para analizar y reco-

mendar cambios sistémicos que permitan eliminar todos los factores de riesgo posibles, en aras de

erradicar la tortura y el maltrato contra personas en situación de vulnerabilidad por estar privadas

de su libertad.
5 Miguel Sarre, profesor en derecho del Instituto Tecnológico Autónomo de México, fue el candidato

de México seleccionado para formar parte del Subcomité. En los documentos de referencia que

figuran al final de este libro, el lector encontrará la referida convocatoria pública.



Estado para acabar con el flagelo de la tortura y el maltrato. Sin embargo, este

esquema prevé que ante la falta de voluntad política para llevar esta agenda ade-

lante o la misma incapacidad para lograr los cambios necesarios, activará la inter-

vención más agresiva del Subcomité para dar un seguimiento enfocado en provo-

car acciones verificables en materia de prevención. En este caso, tanto el MNP

como el resto de la sociedad podrán proveer información al Subcomité para el buen

cumplimiento de su función.

Otro tema importante en las discusiones sobre la implementación del Mecanis-

mo es el relativo a cómo aprovechar las experiencias ganadas en las acciones de

prevención a nivel nacional, y evitar la duplicidad de instancias que terminen obsta-

culizándolas, en vez de potenciarlas. Por otra parte, se resaltó la naturaleza sui

generis de este organismo híbrido que debe operar en varios niveles, manteniendo

su enfoque único.  

Por ejemplo, debe realizar actividades operativas (visitas a lugares de deten-

ción); de planeación (asegurar cobertura nacional); de sistematización y análisis de

los resultados de las visitas con una perspectiva de indicadores de prevención; de

diseño de recomendaciones prácticas susceptibles de ser implementadas, y de pro-

moción del diálogo y la identificación de acciones concretas de implementación con

las instancias responsables de implementar las recomendaciones. Dichas actividades

implican una interlocución con los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como

con la sociedad civil, con la idea de aportar asesoría técnica, dar seguimiento a su

cumplimiento y mantener informado al Subcomité, además de emitir informes

sobre su actividad y para conocimiento del público sobre el estado de la prevención

en el país. Como quedó de manifiesto en las conclusiones de los foros, esta labor es

integral y requiere de una dedicación específica de tiempo y recursos. El mismo Pro-

tocolo refuerza tales conclusiones y exige independencia en el ejercicio del manda-

to del MNP al hacer mención del compromiso de los Estados partes “a facilitar los

recursos necesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de pre-

vención.” (Artículo 18.3).

El dilema sobre la cobertura a nivel nacional generó preguntas en cuanto a la

problemática que se presenta al tratarse de un país con una organización política

federal. Por ejemplo, cómo crear un mecanismo que tome en cuenta las distintas

jurisdicciones —municipal, estatal y federal—, y a la vez se aseguren la coherencia

y calidad de su trabajo. El sentido de las conclusiones de los foros, que el lector

podrá revisar por sí mismo, es que sería importante aprovechar las experiencias

locales y potenciar tanto el trabajo de las comisiones públicas de derechos huma-

nos como el de las organizaciones de la sociedad civil, sin que con ello se desvirtú-

en sus mandatos actuales. Es importante no confundir el mandato especial del

Mecanismo con las lógicas institucionales existentes, debido a que se estaría dilu-

yendo el esfuerzo en esta materia de su inicio. En este sentido, sería también

importante identificar posibles conflictos de interés institucionales con el modelo

del Mecanismo, para asegurar la toma de medidas específicas que eviten que esos

conflictos entorpezcan el trabajo de la prevención que mandata el Protocolo

Facultativo.
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La presente obra busca contribuir a la implementación del Mecanismo en México,

mediante la relación de los resultados de una serie de foros y talleres llevados a cabo

por esta Oficina, en colaboración con la Secretaría de Relaciones Exteriores y con el

apoyo de la Asociación para la Prevención de la Tortura, entre otros, dirigidos a infor-

mar e impulsar consensos sobre el diseño del Mecanismo Nacional de Prevención en

México. Estas actividades se llevaron a cabo en el marco del Proyecto “Implementa-

ción de las Recomendaciones derivadas del Diagnóstico sobre la Situación de los Dere-

chos Humanos en México”, de la OACNUDH, con el financiamiento de la Unión Europea. 

El Proyecto fue concebido en 2004 a la luz de la ampliamente documentada pro-

blemática de la tortura en México6 y de la disponibilidad del gobierno mexicano para

tomar medidas preventivas, de investigación y sanción de la tortura y otros tratos

o penas crueles, inhumanos o degradantes prohibidos por la CAT. Todas las activida-

des del Proyecto fueron realizadas conjuntamente con la Dirección de Democracia

y Derechos Humanos de la Secretaría de Relaciones Exteriores, y en ellas se contó

con la participación de las instituciones del Estado que custodian personas privadas

de su libertad, así como organizaciones de la sociedad civil que tenían trayectoria

previa en el tema de la prevención y sanción de la tortura y malos tratos.7
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6 Como referencia, el lector podrá ver los informes del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la

Tortura relativos a México, y los informes del Gobierno de México al respecto; la Recomendación

General 10 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; publicaciones del Centro de Derechos

Humanos; informes de las comisiones estatales de derechos humanos en México, informes de orga-

nizaciones de la sociedad civil nacionales (Centro Pro-Derechos Humanos Miguel Agustín Pro-Juárez,

en especial su libro “Injusticia Legalizada”; la Comisión Mexicana para la Promoción y Defensa de los

Derechos Humanos mediante la documentación de casos ante la Comisión Interamericana de Dere-

chos Humanos; Acción de los Cristianos contra la Tortura, ACAT) e internacionales como Amnistía

Internacional y Human Rights Watch en sus informes sobre México, entre otras fuentes.
7 Entre las instancias y organizaciones que participaron en las actividades de este proyecto figuran: el

Gobernador Constitucional del Estado de Guanajuato y el Presidente Municipal de León; la Comisión

Nacional de los Derechos Humanos y el Centro Nacional de Derechos Humanos perteneciente a

aquella; las Comisiones Estatales de Derechos Humanos de Baja California, Chiapas, Coahuila, Distri-

to Federal, Campeche, Estado de México, Jalisco, Morelos, Querétaro, Sinaloa, Tlaxcala, Zacatecas;

Coordinación General de Acuerdos de la Comisión para el Acceso a la Información Pública del Estado

de Puebla; las Secretarías de Seguridad Pública del Distrito Federal, Durango y Guanajuato; la Secre-

taría de Gobernación y la Procuraduría General de la República; las Procuradurías Generales de Justi-

cia de Chihuahua, Distrito Federal y Guanajuato; Estado Mayor de la Defensa Nacional, Secretaría de

la Defensa Nacional, Instituto Nacional de Migración, Secretaría de Marina, Secretaría de Salud Fede-

ral; Secretaría de Salud del Distrito Federal; Consejo de Menores; Instituto Mexicano de la Juventud;

el Secretario de Gobierno del Estado de Querétaro; Secretaría de Seguridad Pública Federal; Progra-

ma de Derechos Humanos de la Universidad Iberoamericana (UIA) Ciudad de México; Instituto Tecno-

lógico Autónomo de México (ITAM); Universidad del Valle de México (UVM); Facultad Latinoamerica-

na de Ciencias Sociales (FLACSO); el Área de Derecho de la Información del Instituto de Investigacio-

nes Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM); el Área de Legislación, Juris-

prudencia y Documentación de Libertad de Información-México, A.C. (LIMAC); Academia Mexicana de

Derechos Humanos; Acción de los Cristianos para la abolición de la Tortura (ACAT); Asociación para

la Defensa de los Derechos Ciudadanos Miguel Hidalgo; Asociación Mexicana pro Niñez y Juventud

Barzón; Casa Tomada, A.C.; CEDA Aguascalientes; Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro

Juárez; Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria; Centro de Estudios Fronterizos y

Promoción de los Derechos Humanos; Centro de Formación Profesional Vasco de Quiroga; Centro



En su inicio, el Proyecto se enfocó en la capacitación amplia8 sobre la figura del

Mecanismo Nacional de Prevención de la tortura, y abarcó la experiencia compara-

da9 y el marco jurídico internacional de los derechos humanos.10 El reto especial de

estas primeras actividades radicaba en que la figura del MNP representa un tipo de

institucionalidad nuevo. Al encomendar a instancias nacionales la tarea de implemen-

tar una serie de acciones concretas para dar cumplimiento a un tratado internacio-

nal, se vincula la institucionalidad nacional directamente con otra a nivel internacio-

nal. Específicamente, el Mecanismo debe verificar la existencia o no de factores de

riesgo de tortura o maltrato, para emitir recomendaciones de acción concreta que

los prevengan y apoyar, con el debido seguimiento, su implementación. Para ello,

tanto el Mecanismo como las instituciones nacionales sujetas a visitas, están obliga-

dos a dialogar con la finalidad de dar cumplimiento a las recomendaciones. A ese fin,

se prevé que el Mecanismo tendrá un papel de asesor técnico para las instancias

tanto federales como estatales, que custodian a personas privadas de su libertad,

13I N T R O D U C C I Ó N

Fray Julián Garcés, Derechos Humanos y Desarrollo Local; Ciudadanos en Apoyo a los Derechos

Humanos, A.C. (CADHAC); Comisión Estatal de ONG’s del Estado de Querétaro; Comisión Independien-

te de Derechos Humanos de Morelos; Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos

Humanos; Comité  de Ciudadanos en Defensa de los Derechos Humanos, A.C.; Consejo de Organiza-

ciones no Gubernamentales de Puebla, A.C.; CDH Fray Francisco de Vitoria; O.P.A.C., Colectivo contra

la Tortura y la Impunidad; COSYDDHAC; Centro de Derechos Humanos Tepeyac del Istmo de Tehuan-

tepec; Centro de Derechos Humanos y Asesoría Jurídica a Pueblos de Oaxaca; Centro de Estudios

Fronterizos y de Promoción a los Derechos Humanos, A.C.; Comisión Regional de Derechos Humanos

“Mahatma Ghandi”; Comité Nacional de los 63 pueblos indígenas, A.C.; Coordinador Comité Sol y Arco

Iris; Coordinación de Programas y Proyectos, Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y

Readaptación Social; Federación ONG’s Querétaro; Fraternidad Nacional de Organizaciones Unidas de

Derechos Humanos; Frente Cívico Sinaloense; Frente Mexicano Pro Derechos Humanos; Frontera con

Justicia A.C.; Fundación Renacimiento; Fundación Mexicana de Reintegración Social, A.C. (Reintegra);

Gente del Mundo; Instituto Nacional de Asistencia; Capacitación y Desarrollo de los Valores y Dere-

chos Humanos, A.C.; Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos; Mujeres Universitarias

de Querétaro; Pro Metro, A.C.; Red por los Derechos de la Infancia en México; Red Nacional del Orga-

nismos Civiles “Todos los Derechos para Todos”; Ronda Ciudadana, y Sin Fronteras I.A.P.
8 El documento del Proyecto dice textualmente: “Promover la difusión y capacitación a organizacio-

nes de la sociedad civil, órganos autónomos estatales y nacionales, así como funcionarios (as) públi-

cos encargados de la vigilancia y custodia de lugares de aseguramiento y detención administrativa,

sobre el mecanismo de verificación nacional establecido en el Protocolo Facultativo a la Convención

contra la Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanas o degradantes.”
9 Entre las experiencias comparadas de debate sobre la implementación del MNP que se pudieron

aprovechar directamente están las de Paraguay, Uruguay, Argentina, Costa Rica y del Comité Euro-

peo de Prevención de la Tortura. Por otra parte, la Asociación para la Prevención de la Tortura apor-

tó información sobre los debates en otros países, como España, Eslovenia, Georgia, Nueva Zelanda,

el Reino Unido, entre otros. Es de destacarse que el análisis de estas experiencias comparadas

demuestra que obstáculos similares surgían en los debates, especialmente respecto a la participa-

ción de distintos sectores de la sociedad en el Mecanismo y el diseño institucional, particularmente

en los países federales.  
10 El APT fungió como asesor del Proyecto y facilitó la identificación de expertos de los diferentes paí-

ses. Aportó, además, documentos de análisis de la implementación, uno de los cuales hemos inclui-

do entre los documentos de referencia que se encontrarán al final de este libro. También participa-

ron consultores del Instituto Interamericano de Derechos Humanos y de la sede de la Oficina de las

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OHCHR). 



las legislaturas, los poderes judiciales, las procuradurías de justicia, el sistema de

salud pública, educación pública y otras instancias oficiales, así como la sociedad civil

y en particular los defensores de derechos humanos, los académicos y profesiona-

les de la medicina, psicología, derecho, entre otros, que se ven implicados en la cade-

na de formación de políticas públicas para la prevención de la tortura.

Otro aspecto novedoso de este diseño institucional tiene que ver con su carácter

multidisciplinario y representativo de los sectores de la población más afectados por

este tipo de comportamiento, como lo son las poblaciones más vulnerables o desfa-

vorecidas de la sociedad: indígenas, mujeres, niños, discapacitados, personas adultas

mayores, entre otros. En este sentido, el Protocolo Facultativo busca no solamente

un ejercicio técnico de prevención, sino también la creación o designación de una ins-

tancia que goce de credibilidad frente a los sectores desfavorecidos y desprotegidos

de la sociedad —esto en adición al perfil técnico, de excelencia profesional y del apoyo

financiero necesario para que pueda lograr resultados concretos en la prevención.

Como se desprende de los ensayos que están contenidos en esta obra, se hace hin-

capié en la transparencia y participación en el proceso de selección de los integrantes

del Mecanismo, así como las pautas respecto al acceso y utilización de la información

que precisen sus actividades, de manera que se permita un funcionamiento eficaz

dentro del marco de la transparencia y protección adecuada de los datos personales.

El Protocolo enfatiza, además, la necesidad de asegurar una independencia de

gestión y financiera que permita al Mecanismo hacer frente a las resistencias insti-

tucionales y obstáculos estructurales que han impedido la erradicación de la tortu-

ra. Para ello, el Mecanismo debe cumplir con los Principios de París11 como punto

nodal para lograr la referida independencia.

Al cabo de los dos primeros foros donde se profundizó en las implicaciones prác-

ticas de un organismo de esta descripción y durante el período de la implementa-

ción del Proyecto (abril, 2005), México ratificó el Protocolo Facultativo de la CAT.

Catorce meses más tarde, y al cabo del tercer foro, se confirmó la entrada en

vigencia del mismo, para el 22 de junio de 2007, requiriendo los Estados parte para

esa fecha mantener,12 designar o crear el Mecanismo. Estas circunstancias, junto

con las conclusiones de los tres foros ya realizados, provocaron que se reorienta-
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11 Los Principios de París, o “Principios Relativos al Estatuto y funcionamiento de las Instituciones Nacio-

nales de Protección y Promoción de los Derechos Humanos”, tienen su origen en los encuentros

internacionales de las Instituciones Nacionales de los Derechos Humanos celebrados en París en

octubre de 1991, y adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993 (Resolución

A/RES/48/134 el 20 de diciembre de 1993). En dichos encuentros se examinó y actualizó la infor-

mación relativa a las instituciones nacionales de derechos humanos existentes, y a ellos asistieron

representantes de instituciones nacionales, Estados, las Naciones Unidas, sus organismos especiali-

zados, organizaciones intergubernamentales y organizaciones no gubernamentales.
12 El PF referencia la obligación de “mantener, designar o crear” el o los mecanismos nacionales de pre-

vención. Sin embargo, en el caso mexicano es evidente del inventario realizado que no existe un

mecanismo que cumple con todos los requisitos del PF, en especial respecto a la cobertura nacional

y en la sistematicidad del programa de visitas, así como el diálogo y asesoría que debe practicarse.
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ran las actividades restantes del Proyecto, buscando una mayor integración del aná-

lisis desde el marco jurídico-práctico nacional.  

En diciembre de 2006 se determinó encomendar tres investigaciones relativas

al marco jurídico nacional: una sobre lo atinente a la ubicación y diseño institucional

del MNP; otra sobre el acceso y utilización de la información, habida cuenta de su

mandato y diseño especializados, y una tercera sobre la canalización de denuncias

de casos de tortura y maltrato, dado su mandato de prevención y no de seguimien-

to en forma individual de denuncias de tortura o maltrato pasadas. En el curso de

la discusión sobre el alcance de estos estudios, se determinó realizar una encuesta13

para conocer la realidad existente sobre todas las instancias que en la actualidad

realizan visitas, con fines preventivos, a lugares de detención, con miras a tener un

punto de partida práctico para la implementación del MNP.  

La encuesta fue dirigida a comisiones públicas de derechos humanos, organiza-

ciones de la sociedad civil en todo el país y a instancias gubernamentales, a pesar

de carecer, éstas últimas, de la requerida independencia para ser designadas como

parte del Mecanismo.14 En última instancia, el análisis de los resultados de la encues-

ta se convirtió en la materia del estudio de canalización de las denuncias, ya que

contó, además, con una relación del marco jurídico pertinente a la actividad de las

comisiones públicas, ONG e instancias gubernamentales en materia de prevención y

sanción de la tortura. 

Al dar lectura a este análisis, el lector podrá darse cuenta de que tanto la acti-

vidad de los encuestados como los marcos legislativos dejan espacios importantes

sin cobertura en materia de prevención. Por un lado, se nota cierto vacío en cuan-

to a la cobertura geográfica, y también respecto de los distintos tipos de lugares

de detención (tales como hospitales psiquiátricos, cárceles militares, lugares de

arraigo y de detención durante la averiguación previa, cárceles de máxima seguri-

dad, entre otros); por otro, falta desarrollar indicadores claros y completos de pre-

vención para guiar el trabajo de las visitas y medir los avances. Finalmente, falta

incluir expertos de varias disciplinas adicionales para poder cumplir con los tipos de

visitas que prevé el Protocolo. Estos importantes vacíos tendrán que ser superados

por el MNP para dar una cobertura adecuada y, con ello, emprender los trabajos

propios de su mandato.

Otra observación que se destaca del análisis de la encuesta tiene que ver con

que las reglas de acceso a los lugares de detención varían, lo que da como resulta-

do una capacidad de revisión desigual tanto por instituciones u organizaciones

cuanto por regiones, lo que ha dado lugar a una actividad de prevención limitada.

Los obstáculos para acceder a los lugares de detención o para llevar a cabo inspec-

ciones completas se dirigen a las ONG y a las comisiones públicas de derechos huma-
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14 Sin embargo, es muy positiva la existencia dentro de las instituciones nacionales de oficinas de dere-
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nos que se han visto limitadas en el acceso. Estas variaciones en la cobertura de las

visitas y las modalidades de acceso deben ser remediadas mediante la creación de

un sistema de visitas con el alcance nacional y estatal exigido por el Protocolo, que

logre la inspección de todos los lugares de detención. En este sentido, se concluyó

en los debates que sería aconsejable consagrar el mandato y operación del Meca-

nismo en una ley, como declaración firme de la sociedad y las instituciones del Esta-

do, del compromiso y obligación con la prevención de la tortura y el maltrato.

El análisis de la encuesta destaca, por una parte, la tensión que existe entre el

trabajo de denuncia de casos individuales, su verificación y seguimiento, y por otra,

el trabajo de asistencia técnica y diálogo para la prevención en sentido sistémico y

amplio. Estos enfoques diversos requieren de metodologías de trabajo y conoci-

miento especializado diferentes, aunque se nutren cada uno del trabajo del otro.

Lo anterior, condujo a que se concluyera en los debates de los foros que el MNP

debe contar con una identidad institucional propia, no obstante que logre la cober-

tura nacional a través de la coordinación de actividades específicas con instancias

existentes.

Como conclusión de los foros realizados, la implementación del MNP en México, a

fin de aprovechar las instancias existentes de visita a lugares de detención, debe con-

templar el fortalecimiento de la capacidad de las ONG para contribuir al trabajo de

prevención, monitoreo y seguimiento respecto de las acciones preventivas que reco-

miende el MNP.15 Esta actitud constructiva de las ONG en apoyo a la labor del MNP se

fortalecerá en la medida en que suceda lo propio con el sistema general de preven-

ción. Al reconocer el papel esencial de las ONG como fiscalizadores de la función

pública, el MNP se beneficiará de la información que aquellas generan en materia de

casos y condiciones en los lugares de detención. Asimismo, el Mecanismo se verá

beneficiado con la participación de miembros de la sociedad civil al incorporar en su

integración y funciones a profesionales, personas con amplia experiencia en la mate-

ria y personas con conocimiento sistemático de las problemáticas que sufren los sec-

tores menos favorecidos de la sociedad respecto a la tortura y el maltrato. Con ello,

se fortalecerá el carácter democrático y de excelencia técnica del MNP. 

En este mismo sentido, se concluyó que el MNP debe potenciar las capacidades

de las comisiones públicas de derechos humanos en materia de prevención sistémi-

ca y amplia de la tortura. Algunas de estas ya realizan, al igual que las ONG, visitas a

lugares de detención. Aunque exista una variación amplia respecto a las comisiones

de las distintas entidades federativas en cuanto a la dedicación de recursos y tiem-

po, hay una experiencia sobre la que pueden construir. Por otra parte, esta acción

permitirá que las instancias de vigilancia interna de las instituciones que custodian

personas privadas de su libertad, tengan la posibilidad de contar con una contrapar-
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15 Es interesante notar que en los últimos años se ha incrementado el trabajo de capacitación, tanto
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de detención. Este trabajo es muy saludable, ya que contribuye al conocimiento técnico de estas ins-

tancias que deben contribuir a la fortaleza del Mecanismo.



te informada gracias al diálogo que entablen el Mecanismo y las respectivas institu-

ciones. Sin embargo, para funcionar como parte del Mecanismo, deben cumplir con

los Principios de París, es decir, con la requerida independencia.

Otra problemática importante para la articulación del mandato del MNP tiene

relación con el carácter federal del Estado mexicano y el llamado a no duplicar

estructuras o esfuerzos al implementar esta nueva modalidad de trabajo mediante

el Mecanismo. En este volumen, el lector encontrará algunas pautas mínimas que los

autores consideraron necesarias para la articulación efectiva de este sistema, espe-

cialmente en el ensayo sobre el marco jurídico relativo a la ubicación y diseño insti-

tucional del Mecanismo, y el que habla acerca del acceso y utilización de la informa-

ción concerniente a su mandato. 

Esperamos que tanto este volumen como las actividades en que se basa, con-

tribuyan al conocimiento y expectativa de la sociedad mexicana respecto de la pre-

vención de la tortura y el maltrato por parte del o los mecanismos nacionales de

prevención. En esa medida, seguramente, será un apoyo para el seguimiento que se

le dé a los procesos de implementación y operación. Será determinante la decisión

de la sociedad mexicana de no permitir más comportamientos que tanto lesionan a

la colectividad y que nada aportan a mejorar la calidad de vida que representa el

respeto a todos los derechos humanos. 

JA N PE R L I N

Directora del Proyecto 

Implementación de las Recomendaciones 

Derivadas del Diagnóstico sobre la Situación 

de los Derechos Humanos en México
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Presentación

En el marco de la implementación del Protocolo Facultativo de la Convención de las

Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes (Protocolo Facultativo u OPCAT), y de la conformación del Mecanismo

Nacional de Prevención (MNP) en México, la Asociación para la Prevención de la Tor-

tura (APT) recomienda a los Estados la elaboración de un Inventario de las instan-

cias que realizan visitas a lugares de detención, con la finalidad de conocer su rela-

ción con la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes.

El presente Inventario de Organizaciones No Gubernamentales, Comisiones

Públicas de Derechos Humanos e Instituciones Gubernamentales que realizan visitas

a lugares de detención (“el Inventario”), tiene como finalidad exponer los objetivos

de las visitas que realiza cada instancia señalada y el marco jurídico en el que se rea-

lizan, a efecto de contar con un panorama general de sus actividades, con el obje-

to de prevenir la tortura y malos tratos, así como subrayar las características espe-

cíficas de las visitas contempladas en el Protocolo Facultativo.

Por tal motivo se elaboró la Encuesta a Organizaciones No Gubernamentales,

Comisiones Públicas de Derechos Humanos, e Instituciones Gubernamentales, que

realizan visitas a lugares de detención (“la Encuesta”), aplicada a una muestra de

dichas instancias y cuyos datos aportados son uno de los insumos del presente

Inventario.

Tales organizaciones, comisiones y dependencias pertenecen a diferentes regio-

nes del país y han desarrollado una participación en los foros convocados por la Ofi-

cina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, relativos

a la implementación del referido Protocolo Facultativo.

Los resultados de la Encuesta reflejan el eennffooqquuee  pprrááccttiiccoo que cada instancia

señala con relación a las visitas que realiza a lugares de detención, sus objetivos,

resultados, condiciones de desarrollo, metodología y medición del impacto de las

visitas. Dichos resultados se encuentran sistematizados en el AAnneexxoo  IIII del presente

documento.

Paralelamente, se expone en el AAnneexxoo  II de este documento el marco jurídico que

contempla las diversas facultades de los diferentes organismos mencionados para

realizar visitas a lugares de detención, esto, con la finalidad de contrastar las atri-

buciones reconocidas en la ley con la experiencia práctica reportada.
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Introducción

El derecho internacional de los derechos humanos establece dos obligaciones prin-

cipales para los Estados: por una parte, la de “respetar” los derechos y libertades, y

por otra, la de organizar el poder público para “garantizar” el libre y pleno ejercicio

de tales derechos a toda persona que se encuentra bajo su jurisdicción.

La obligación de rreessppeettaarr los derechos humanos, en términos de la Corte Inter-

americana de Derechos Humanos, “constituye un límite a la actividad estatal, lo

cual vale para todo órgano o funcionario que se encuentre en una situación de

poder, en razón de su carácter oficial, respecto de las demás personas”.1 Tal es el

caso de las autoridades que se encuentran a cargo de algún centro de privación

de la libertad.

En este sentido, diferentes instrumentos internacionales como la Convención de

las Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes, y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,

contemplan el derecho de toda persona a que se respete su integridad personal,

por lo que las autoridades tienen el deber de no cometer conductas que atenten

contra la integridad física, psíquica y moral de los internos y de garantizar este

derecho a las personas privadas de la libertad en los centros de detención.

El Estado garantiza el pleno ejercicio de los derechos humanos, mediante la pre-

vención, investigación y sanción de violaciones a dichos derechos. En este sentido,

el deber de investigar y sancionar los hechos de tortura está estrechamente vincu-

lado con la obligación de prevenir, en razón de que la realización de una investiga-

ción de las violaciones a derechos humanos y la sanción a los responsables consti-

tuyen una forma de pprreevveenncciióónn  ggeenneerraall.

Respecto al término de prevención, la Corte Interamericana de Derechos Huma-

nos (CIDH), ha señalado que éste

abarca todas aquellas mmeeddiiddaass  ddee  ccaarráácctteerr  jjuurrííddiiccoo,,  ppoollííttiiccoo,,  aaddmmiinniissttrraattiivvoo  yy  ccuullttuu--

rraall que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las

eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas

como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para

quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus con-

secuencias perjudiciales. […] Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de
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medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho

de que un derecho haya sido violado. Pero sí es obvio, en cambio, que el someti-

miento de detenidos a cuerpos represivos oficiales que impunemente practiquen la

tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una infracción al deber de preven-

ción de violaciones a los derechos a la integridad física y a la vida, aun en el supues-

to de que una persona dada no haya sufrido torturas o no haya sido ultimada, o si

esos hechos no pueden demostrarse en el caso concreto.2

La obligación de pprreevveenniirr hechos de tortura y malos tratos en lugares de detención

está contemplada en el OPCAT, del cual México es parte, y cuyo objetivo consiste en:

establecer un ssiisstteemmaa  ddee  vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass a cargo de órganos internacionales y

nacionales independientes a los lugares en que se encuentren personas privadas de

su libertad, con el fin de pprreevveenniirr la tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-

nos o degradantes.3

El órgano de origen nacional contemplado en el Protocolo Facultativo, encargado

de realizar visitas de prevención, se denomina MMeeccaanniissmmoo  NNaacciioonnaall  ddee  PPrreevveenncciióónn,

con facultades para visitar cualquier lugar de detención bajo la jurisdicción y con-

trol del Estado. Dichos lluuggaarreess  ddee  ddeetteenncciióónn son aquellos “donde se encuentren o

pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una auto-

ridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito”.4

El Protocolo Facultativo define el término de pprriivvaacciióónn  ddee  lliibbeerrttaadd como “cual-

quier forma de detención o encarcelamiento o de custodia de una persona en una

institución pública o privada de la cual no pueda salir libremente, por orden de una

autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública”,5 la cual, se entien-

de, abarca situaciones de personas privadas de su libertad a instigación o con el

consentimiento expreso o tácito de una autoridad pública.

Las mencionadas definiciones proporcionan una amplia facultad al MNP para rea-

lizar visitas a múltiples lugares tanto públicos como privados y oficiales y no oficia-

les, tales como centros de readaptación social, agencias ministeriales, estaciones

migratorias o de aseguramiento, centros de arraigo, hospitales, prisiones militares,

centros de rehabilitación, albergues, entre otros lugares.6

Lo anterior atiende a la obligación del Estado de respetar y garantizar los dere-

chos humanos de todas las personas que se encuentran privadas de la libertad bajo

su jurisdicción, obligación que “se impone independientemente de que los respon-
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2 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Serie C, Sentencia No. 4, párr. 175.
3 Artículo 1º del Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y

otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (OPCAT).
4 OPCAT, op. cit., Artículo 4.1.
5 OPCAT, op. cit., Artículo 4.2. 
6 Ver Anexo 2, Conclusiones del Seminario sobre el Diseño e Implementación del Mecanismo Nacional

de Prevención en México, Querétaro, Mayo de 2006.



sables de las violaciones de estos derechos sean agentes del poder público, particu-

lares, o grupos de ellos”. 7

En el marco de las obligaciones contraídas por el Estado mexicano ante la comu-

nidad internacional, éste tiene el deber de pprreevveenniirr  rraazzoonnaabblleemmeennttee los hechos de

tortura y malos tratos perpetrados en lugares de detención, a través de diferentes

medios, uno de los cuales lo constituyen las visitas que realice el MNP, que está facul-

tado para “examinar ppeerriióóddiiccaammeennttee el trato de las personas privadas de libertad en

lugares de detención, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección con-

tra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.8

Las visitas que realice el MNP tendrán naturaleza de carácter preventivo, así

como una planeación, metodología, criterios de evaluación y de seguimiento propios,

lo cual las distingue de otro tipo de visitas como las de reacción o las humanitarias.

Las vviissiittaass  rreeaaccttiivvaass son aquellas que se realizan a partir de la existencia de una

denuncia por violaciones a derechos humanos, la cual es atendida por Organizacio-

nes No Gubernamentales, Comisiones Públicas de Derechos Humanos, o Institucio-

nes Gubernamentales, y tiene como fin la documentación del caso, su investigación

y la sanción a los responsables.

Para distinguir el carácter preventivo de las visitas de aquellas que son caracte-

rísticamente reactivas, cabe señalar que éstas últimas tienen como finalidad reme-

diar el caso concreto que fue denunciado y a su vez denunciarlo, contrario sensu de

las visitas preventivas, que se realizan previa programación y establecimiento de

metodología, y que tienen como finalidad remediar problemáticas estructurales, lo

que implica una metodología de seguimiento distinta.

Por otra parte, las vviissiittaass  hhuummaanniittaarriiaass son aquellas en las que se pretende mejo-

rar las condiciones de detención o rehabilitación de los detenidos, y se realizan para

“proporcionar bienes y servicios directamente a los detenidos para mejorar sus con-

diciones de detención o rehabilitar a los supervivientes de la tortura”.9

Contrario a las visitas reactivas y humanitarias, las de pprreevveenncciióónn se conciben

como proactivas en tanto “son parte integral de un proceso continuo de análisis del

sistema de detención en todos sus aspectos”,10 que en el caso del MNP, implican un

diálogo constante con las autoridades, así como proporcionar orientación y apoyo

técnico a efecto de que cumplan las recomendaciones emitidas por el Mecanismo.

La Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), señala dos vías para con-

tribuir en la prevención de la tortura y otros malos tratos, las cuales son:

“a) DDiiáállooggoo constructivo con autoridades, fundado en recomendaciones detalladas

surgidas de un análisis independiente y experto del sistema de detención que se

basa en información de primera mano recogida durante las visitas;
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7 Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Serie C, Sentencia No. 70, párr. 210.
8 OPCAT, op. cit., Artículo 19.
9 Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), “Establecimiento y designación de Mecanismos

Nacionales de Prevención”, Ginebra, 2007, pág. 15.
10 Idem.



b) DDiissuuaassiióónn, nacida del probable aumento en la detección de casos en el futuro gra-

cias a la observación directa, de manera que los responsables de la tortura no

podrán intimidar tan fácilmente a los detenidos e impedir que presenten quejas

formales por la certeza de un control y seguimiento permanente”.11

En este sentido, se debe hacer énfasis en la periodicidad de las visitas y en su carác-

ter de seguimiento de las recomendaciones sistémicas, para determinar cuándo una

visita es de naturaleza preventiva.

Respecto a la ppeerriiooddiicciiddaadd de las visitas, el artículo 19 a) del Protocolo Faculta-

tivo establece que los MNP tendrán la facultad de

examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en lugares

de detención, según la definición del artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera nece-

sario, su protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes.

Dichas visitas preventivas se caracterizan por su periodicidad, mediante visitas pro-

gramadas y visitas sin previo aviso, que generan un efecto disuasivo, tal como lo

señala el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura:

el mero hecho de que los expertos nacionales e internacionales tengan autoridad para

inspeccionar todos los lugares de detención en cualquier momento y sin previo aviso,

que tengan acceso a los registros de las prisiones y otros documentos y que se les

permita hablar con cualquier detenido en privado y llevar a cabo exámenes médicos

de las víctimas de tortura, tiene un fuerte efecto disuasivo. Al mismo tiempo, estas

visitas dan la oportunidad a los expertos independientes de examinar de primera

mano el trato que reciben los prisioneros y detenidos y las condiciones generales de

detención [...]. Muchos de los problemas se deben a que existen sistemas inadecuados

que pueden mejorarse fácilmente gracias a una supervisión periódica.12

La APT establece que la periodicidad es un elemento característico de los sistemas

de visitas de carácter preventivo, ya que contribuye a “establecer y mantener un

diálogo constructivo permanente con los detenidos y las autoridades; ayudan a

determinar el progreso o deterioro de las condiciones de detención y del trato

dispensado a los internos a través del tiempo; ayudan a proteger a los detenidos

de los abusos, gracias al efecto general disuasorio que tiene la constante posibili-

dad de que salgan a la luz; y ayudan a proteger a los reclusos y al personal de las

represalias contra quienes cooperaron con los órganos de visitas durante visitas

anteriores”.13
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11 Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), op. cit., pág. 14.
12 Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, ONU, A/61/259,

14 de agosto de 2006, párr. 72.
13 Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), op. cit., pág. 16.



Respecto a las represalias que se previenen con la práctica de visitas periódi-

cas, el Manual para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y

Otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos o Degradantes, (“Protocolo de Estam-

bul”), establece que “una sola visita, sin un seguimiento que garantice la seguridad

ulterior de los entrevistados, puede ser peligrosa. En ciertos casos, una visita no

seguida de otra puede ser peor que no hacer ninguna visita [...] Lo mejor será que

las visitas se confíen a investigadores que puedan realizarlas de forma profesional

y que por su experiencia hayan establecido ciertas salvaguardias de procedimien-

to para su trabajo“.14

Por otra parte, el artículo 19 b) del Protocolo Facultativo establece que con base

en las visitas realizadas, el MNP podrá “hacer rreeccoommeennddaacciioonneess a las autoridades

competentes con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas pri-

vadas de su libertad, y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-

manos o degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las

Naciones Unidas”.

Dichas recomendaciones serán el punto de partida para desarrollar un diálogo

entre el MNP y las autoridades responsables de los lugares de detención, a fin de

dar seguimiento al cumplimiento de las mismas. En este sentido, el Relator Especial

subraya la importancia que reviste el establecimiento de un diálogo constructivo

con las autoridades que permita dar seguimiento a las recomendaciones. Señala que

“visitando los lugares de detención con regularidad, los expertos normalmente pue-

den entablar un diálogo constructivo con las autoridades pertinentes para ayudar-

les a resolver los problemas observados”.15

Para verificar el cumplimiento de las recomendaciones del MNP, éste podrá rea-

lizar visitas subsecuentes y allegarse de información proporcionada por las Organi-

zaciones No Gubernamentales, las Comisiones Públicas de derechos humanos y las

dependencias gubernamentales que realizan visitas o que tienen bajo su cargo

algún centro de detención.

Es importante señalar, como menciona la APT, que “las visitas son el medio más

importante, aunque no el único, que tiene el MNP para examinar el trato propor-

cionado a las personas privadas de libertad. Durante las visitas, el MNP recogerá

información directa acerca del lugar. Mediante las entrevistas con los detenidos, el

MNP también recibirá a menudo información acerca de las condiciones en las que

vivían y del trato que recibían las personas detenidas antes de llegar a ese lugar de

detención en concreto: quizás durante el arresto, el traslado o en la comisaría de

policía”.16
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14 “Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes. Protocolo de Estambul”, Serie de Capacitación Profesional Nº 8, Rev.1,
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16 Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), op. cit., pág. 27.



Análisis

Organizaciones No Gubernamentales de derechos humanos

que realizan visitas a lugares de detención

Existen varias ONG que realizan visitas a lugares de detención,17 las cuales tienen

impacto en las entidades en que residen y en otras en las que también realizan visi-

tas, abarcando lugares de detención ubicados en Hidalgo, Querétaro, Jalisco, Tlax-

cala, Oaxaca, Guerrero, Chiapas, Tamaulipas, Coahuila, Nuevo León, Chihuahua, Coli-

ma, Sinaloa, Veracruz, y el Distrito Federal.

Entre los centros de detención más visitados por las organizaciones de la socie-

dad civil, se encuentran los centros de readaptación social, cárceles municipales,

agencias del Ministerio Público, y las estaciones migratorias. En relación con las visi-

tas que realizan, las organizaciones desarrollan actividades de pprrootteecccciióónn,,  ddeeffeennssaa,,

ddiiffuussiióónn,,  ccaappaacciittaacciióónn,,  aasseessoorrííaa,,  rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall,,  rreehhaabbiilliittaacciióónn  yy  ddooccuummeennttaa--

cciióónn  ddee  ccaassooss  ddee  vviioollaacciioonneess  aa  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss en agravio de personas privadas

de la libertad en centros de detención públicos y privados.

Respecto a la labor de las ONG que trabajan en la defensa y promoción de los

derechos humanos, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) ”reconoce el

importante y constructivo papel que pueden desempeñar los individuos, los grupos

y las instituciones para promover y proteger mejor los derechos humanos, y alien-

ta los esfuerzos que realizan las instituciones nacionales para establecer asociacio-

nes e incrementar la cooperación con la sociedad civil”.18 Con ello, se reconoce

ampliamente el impacto de la labor de estas ONG.
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17 Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura, A.C. (ACAT); Centro de Derechos Humanos

Fray Francisco de Vitoria O.P.; Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Centro

Prodh); Centro de Estudios Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos (CEFPRODHAC); Cen-

tro Diocesano para los Derechos Humanos Fray Juan de Larios; Ciudadanos en Apoyo a los Derechos

Humanos, A.C. (CADHAC); Colectivo Contra la Tortura y la Impunidad (CCTI); Comisión de Solidaridad

y Defensa de los Derechos Humanos (COSYDDHAC); Comité de Derechos Humanos de Colima, No

Gubernamental, A.C.; Frente Cívico Sinaloense; Servicio Jesuita a Migrantes; Sin Fronteras; así como

el organismo humanitario Comité Internacional de la Cruz Roja, Delegación para México, América

Central y El Caribe (CICR).
18 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Resolución de la Comisión de

Derechos Humanos 2002/83. Instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos

humanos. 56ª sesión, 26 de abril de 2002.



Muchas de estas organizaciones atienden casos específicos de personas privadas

de la libertad y aprovechan estas ocasiones para constatar las condiciones genera-

les de detención. Otras organizaciones cuentan con autorización para realizar visitas

generales periódicas de verificación, para lo cual les avala su experiencia en la mate-

ria, su calidad moral y el reconocimiento que hace la sociedad de su labor. En este

sentido, la APT señala que “en algunos países, las ONG de derechos humanos nacio-

nales y las organizaciones de la sociedad civil han logrado acuerdos y obtenido auto-

rización para monitorear de forma regular lugares de detención”.19

Sin embargo, estas organizaciones suelen encontrar obstáculos que limitan su

acceso a los lugares de detención, ya que para ingresar se requiere permiso para

atender a personas específicas, permiso por tiempo determinado para aquellas

organizaciones que realizan visitas periódicamente, o el establecimiento de acuer-

dos previos con las autoridades. 

Esto sucede en aparente contradicción con la Declaración de las Naciones Uni-

das sobre El Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de

Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales Uni-

versalmente Reconocidos, la que establece que toda persona tiene derecho, indivi-

dual o colectivamente, entre otras cosas, a “ofrecer y prestar asistencia letrada

profesional u otro asesoramiento y asistencia pertinentes para defender los dere-

chos humanos y las libertades fundamentales”.20

Dicha Declaración reconoce también que toda persona tiene derecho, individual-

mente y con otras personas “a conocer, recabar, obtener, recibir y poseer informa-

ción sobre todos los derechos humanos y libertades fundamentales, con inclusión

del acceso a la información sobre los medios por los que se da efecto a tales dere-

chos y libertades en los sistemas legislativo, judicial y administrativo internos”.21 En

este sentido, “los particulares, las organizaciones no gubernamentales y las institu-

ciones pertinentes tienen la importante misión de contribuir a sensibilizar al público

sobre las cuestiones relativas a todos los derechos humanos y las libertades funda-

mentales mediante actividades de enseñanza, capacitación e investigación en esas

esferas...”.22

En el ámbito nacional, la ausencia de normatividad que contemple el derecho de

la sociedad al acceso a los lugares y a conocer las condiciones de detención, ha

resultado en la denegación del acceso a dichos centros como regla general. Sólo por

excepción se permite el ingreso, ya que la autorización es una facultad discrecional

de las autoridades. Por tal motivo, los centros de detención escapan de la observan-

cia de la sociedad en general, lo que eleva el riesgo de que se cometan actos de tor-

tura y otros malos tratos.
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19 Asociación para la Prevención de la Tortura. “Monitoreo de lugares de lugares de detención, una guía

práctica.”, Ginebra 2004, página 38.
20 Artículo 9.3 c).
21 Artículo 6.
22 Artículo 16.



Al respecto, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tor-

tura, señala que:

la tortura y los malos tratos normalmente se producen en lugares de detención ais-

lados en donde quienes practican la tortura están seguros de estar fuera del alcan-

ce de una supervisión y rendición de cuentas eficaz. Dado que la tortura es una prác-

tica terminantemente prohibida en todos los sistemas jurídicos y códigos éticos de

conducta del mundo, únicamente puede funcionar como parte de un sistema en el

que colegas y superiores de los verdugos, toleren, o, como mínimo condonen, estas

prácticas y en los que las cámaras de tortura estén protegidas eficazmente del exte-

rior. Las víctimas de la tortura son asesinadas o se les intimida hasta el punto de que

no se atreven a revelar sus experiencias. Y si, a pesar de ello, denuncian haber sido

víctimas de torturas tienen que hacer frente a enormes dificultades para demostrar

lo ocurrido durante su aislamiento y, como sospechosos delincuentes, forajidos o

terroristas, su credibilidad se ve menoscabada de modo rutinario por las autorida-

des. En consecuencia, la única manera de romper ese círculo vicioso es someter los

lugares de detención al escrutinio público y hhaacceerr  mmááss  ttrraannssppaarreennttee  yy  rreessppoonnssaabbllee

ffrreennttee  aa  llaa  ssuuppeerrvviissiióónn  eexxtteerrnnaa  ttooddoo  eell  ssiisstteemmaa  eenn  eell  qquuee  ooppeerraann  llooss  aaggeenntteess  ddee  ppoollii--

ccííaa,,  ddee  sseegguurriiddaadd  yy  ddee  iinntteelliiggeenncciiaa.23

Respecto a la labor de las organizaciones no gubernamentales en la prevención de

la tortura, la APT reconoce que “el monitoreo por parte de la sociedad civil se carac-

teriza en general por su aallttoo  ggrraaddoo  ddee  iinnddeeppeennddeenncciiaa de las autoridades, y la ppuubbllii--

cciiddaadd dada a sus recomendaciones e informes precisamente por dicha independen-

cia, genera la percepción de que sus recomendaciones son más francas. Sin embar-

go, las bases jurídicas para el monitoreo pueden con frecuencia ser débiles, basa-

das en acuerdos escritos con los diferentes ministerios, o incluso un ministerio

específico interesado en esta situación, lo que deja a los monitoreos dependiendo

de la voluntad política de las autoridades”.24

Al respecto, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la APT señalan

que “la independencia funcional de los mecanismos nacionales es fundamental para

garantizar la eficacia de tales órganos en sus tareas de prevención de la tortura y

de otros malos tratos”.25

En este sentido, no sólo las organizaciones de derechos humanos requieren

acceso a los centros de privación de la libertad, sino que es un derecho de la socie-

dad en general el acceder a la información y tener conocimiento de lo que ocurre

en dichos lugares, con la finalidad de que ello sirva como un medio de control que
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prevenga actos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-

tes en dichos lugares.

Es importante señalar que las organizaciones de la sociedad civil cuentan con

amplia trayectoria y experiencia en la promoción y defensa de derechos humanos,

así como en la denuncia de violaciones a tales derechos, por lo que son un actor

importante en la conformación del MNP, tanto en el proceso de su integración

como parte de él, y allegándolo de información. Esto, junto con su amplio conoci-

miento de las situaciones violatorias a derechos humanos que se presentan con

mayor recurrencia en los centros de privación de la libertad, hace invaluable su par-

ticipación en el trabajo de prevención.

Al respecto, el artículo 18.2 del Protocolo Facultativo establece que “los Estados

Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garantizar que los expertos del

mecanismo nacional de prevención tengan las aappttiittuuddeess  yy  llooss  ccoonnoocciimmiieennttooss  pprrooffee--

ssiioonnaalleess  rreeqquueerriiddooss. Se tendrá igualmente en cuenta el equilibrio de género y la ade-

cuada representación de los grupos étnicos y minoritarios del país”.

Asimismo, el artículo 18.4 señala que “al establecer los mecanismos nacionales

de prevención, los Estados Partes tendrán debidamente en cuenta los Principios

relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de

los derechos humanos”. Dichos Principios, también conocidos como Principios de

París, establecen que:

la composición de la institución nacional y el nombramiento de sus miembros, por vía

de elección o de otro modo, deberán ajustarse a un procedimiento que ofrezca

todas las garantías necesarias para asegurar la representación pluralista de las ffuueerr--

zzaass  ssoocciiaalleess  iinntteerreessaaddaass  eenn  llaa  pprroommoocciióónn  yy  pprrootteecccciióónn  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss, en

particular mediante facultades que permitan lograr la cooperación eficaz o la parti-

cipación de los representantes de las oorrggaanniizzaacciioonneess  nnoo  gguubbeerrnnaammeennttaalleess compe-

tentes en la esfera de los derechos humanos y la lucha contra la discriminación racial,

los sindicatos, las organizaciones socioprofesionales interesadas, en particular juris-

tas, médicos, periodistas y personalidades científicas […]

En este sentido, se establece que “en el marco de sus actividades, la institución

nacional deberá: establecer relaciones con oorrggaanniizzaacciioonneess  nnoo  gguubbeerrnnaammeennttaalleess que

se ocupen de la promoción y protección de los derechos humanos, el desarrollo

económico y social, la lucha contra el racismo, la protección de los grupos especial-

mente vulnerables (en particular, niños, trabajadores migratorios, refugiados, inca-

pacitados físicos y mentales) o de otras esferas especializadas, habida cuenta de la

importancia fundamental de la labor de esas organizaciones para ampliar la acción

de las instituciones nacionales”.

Al respecto, es importante aprovechar la experiencia de las organizaciones de la

sociedad civil y de los expertos independientes que han realizado visitas con la finalidad

de prevenir violaciones a derechos humanos, tanto por la experiencia de sus miembros,

como por el conocimiento que tienen sobre el panorama general de la tortura en Méxi-

co, ya que pueden proporcionar información al MNP para iniciar sus funciones con un
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diagnóstico sobre la situación de la tortura en lugares de detención, en el que se detec-

ten los momentos y lugares en los que se comete esta violación a los derechos huma-

nos, o en donde existen los factores de riesgo pertinentes para que así sea.

Dada la actividad constante de las organizaciones de la sociedad civil, debe seña-

larse que el establecimiento del MNP no podrá emplearse para tratar de restringir

la labor de las ONG, ni para prohibir su acceso a los lugares de detención, sino por el

contrario, se deberá potenciar la labor que realizan cotidianamente.

Por ello, la APT señala que “la creación de un MNP nunca deberá servir de argu-

mento para limitar o privar a las ONG del acceso a los lugares de detención y/o

impedirles de continuar su labor de monitoreo”.26 Por tal motivo se debe incluir a la

sociedad en el proceso de conformación de dicho Mecanismo, no sólo a manera de

colaboración, sino también como parte de él, independientemente de su labor de

escrutinio y evaluación de la labor del propio MNP.

Las visitas realizadas por las organizaciones de la sociedad civil tienen como prin-

cipal objeto documentar, representar legalmente a las víctimas y la coadyuvancia

legal. Algunas organizaciones tienen como objeto la prevención de la tortura, como

es el caso de Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos (CADHAC), el Comité de

Derechos Humanos de Colima, el Frente Cívico Sinaloense, el Centro de Estudios

Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos (CEFPRODHAC), y el Comité

Internacional de la Cruz Roja (CICR).

Prevención como objetivo de las visitas realizadas

Como resultado de la Encuesta, se ve que en el caso de CADHAC, los objetivos de

las visitas realizadas son “pprreevveenncciióónn,,  rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossiibblleess  vvííccttiimmaass,,

ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall  oo  ddee  oottrroo  ttiippoo,,  ddooccuummeennttaacciióónn,,  yy  ggaarraannttiizzaarr  eell  rreessppeettoo  aa  llooss

ddeerreecchhooss  hhuummaannooss de los reclusos, en especial el derecho a la integridad”.27

Los resultados de sus visitas consisten en “iinnffoorrmmeess,,  ddeennuunncciiaass,,  pprrooppoorrcciioonnaa

aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa  yy  pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiissttéé--

mmiiccaass”.28 Para lograr tal fin, entre las acciones que realizan se encuentran las de

emitir “oficios y otras ccoommuunniiccaacciioonneess  aa  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  ppeenniitteenncciiaarriiaass, así como

asesoría y acompañamiento legales”.29

En materia de visitas preventivas a lugares de detención, el CICR es pionero, ya

que su “asidua presencia y sus contactos permanentes a todos los niveles del poder

surten un efecto disuasivo, contribuyendo a prevenir y a contener fenómenos tales

como desapariciones forzadas, torturas y malos tratos”.30
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Otra actividad preventiva importante consiste en la labor de promoción y capa-

citación en derechos humanos al interior de los centros de reclusión que realizan

ciertas organizaciones como CEFPRODHAC y el Colectivo contra la Tortura y la

Impunidad.

Seguimiento a las recomendaciones emitidas

Las ONG atienden casos específicos y verifican las condiciones generales de deten-

ción con la finalidad primordial de informar, denunciar y atender casos de tortura o

maltrato, y en menor grado, de recomendar y elaborar propuestas de solución sis-

témicas.

El análisis de la Encuesta nos indica que como resultado de las visitas emiten

recomendaciones de manera oral o escrita a las autoridades, las cuales generalmen-

te son privadas, pero que se publican en caso de incumplimiento.

Acceder a la información respecto al número de detenidos, a las condiciones

generales de detención, así como tener acceso a todos los lugares del centro y rea-

lizar visitas en privado, varía dependiendo del lugar que se visite; el número de per-

sonas que realizan la visita es de 2 a 3 personas, y en promedio cada organización

realiza 4 visitas mensualmente.

Respecto al seguimiento de las recomendaciones, CADHAC ha realizado un “DDiiaagg--

nnóóssttiiccoo  ddee  llaa  ssiittuuaacciióónn  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  eenn  eell  ssiisstteemmaa  ppeenniitteenncciiaarriioo  ddee

NNuueevvoo  LLeeóónn, el cual fue presentado a la opinión pública y a las autoridades en febre-

ro de 2006; un iinnffoorrmmee de actividades generales de la organización en el que se

incluye un apartado sobre llaa  vviiggiillaanncciiaa  aall  ssiisstteemmaa  ppeenniitteenncciiaarriioo; un libro, elaborado

con otras nueve organizaciones, Mirada desde la Sociedad Civil: hacia un diagnósti-

co de los derechos humanos en Nuevo León, que incluye un aappaarrttaaddoo  ssoobbrree  ppeerrssoo--

nnaass  pprriivvaaddaass  ddee  ssuu  lliibbeerrttaadd”.31

La frecuencia de las visitas realizadas por CADHAC es constante. Realiza al mes

“aproximadamente ddooccee  vviissiittaass a los centros de reclusión. La frecuencia de las visi-

tas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad es sseemmaannaall”. Al realizar

las visitas se practican entrevistas, sin embargo, CADHAC señala que “es difícil ase-

gurar la pprriivvaacciiddaadd de las mismas, pues los celadores están siempre en la misma

área”.32

CADHAC puede emitir rreeccoommeennddaacciioonneess, y realizar diversas acciones entre las

que se encuentran hablar con el director y el jefe de seguridad del penal, con el

Subsecretario de Atención Penitenciaria, o con el Subsecretario de Atención Peni-

tenciaria y pedirle su intervención urgente, así como acudir a los medios de comu-

nicación.33

Dichas recomendaciones pueden presentarse de manera “oorraall,,  ppoorr  eessccrriittoo,,  eenn

pprriivvaaddoo  oo  ppúúbblliiccaammeennttee, varía dependiendo de cada caso, la forma más común suele
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ser la oral. El cumplimiento de dicha recomendación se verifica mediante nnuueevvaass

eennttrreevviissttaass  ccoonn  llooss  iinntteerrnnooss  vviissiittaaddooss  yy  ssuuss  ffaammiilliiaarreess”.34

Por otra parte, el CCoommiittéé  ddee  DDeerreecchhooss  HHuummaannooss  ddee  CCoolliimmaa plantea las violaciones a

derechos humanos detectadas ante las autoridades superiores inmediatas del centro

de reclusión, y realiza pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn a problemas en “el trato a los detenidos,

en su condición jurídica o en la modificación de algunos espacios físicos inadecuados,

tales propuestas consisten en la corrección, restitución, supresión y/o sanción, y/o

investigación y su consecuente consignación por posibles actitudes ilícitas”.35 Las pro-

puestas de solución se presentan al “Procurador, al Director de Seguridad Pública o al

Director del Centro Penitenciario, y se realizan de manera verbal o vía telefónica”.36

Para la medición del impacto de las visitas realizadas, el FFrreennttee  CCíívviiccoo  SSiinnaallooeennssee

emite “rreeccoommeennddaacciioonneess surgidas a raíz de sus visitas, que se dirigen a la pprreevveenn--

cciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss  ttrraattooss, estas recomendaciones se emiten oralmente

y de ser necesario se hacen públicas a la prensa”.37

Las recomendaciones del Frente Cívico Sinaloense tienen un reconocimiento

importante, de manera adicional, porque “saben sus interlocutores en la escala

administrativa, que serán ddeennuunncciiaaddooss  ppúúbblliiccaammeennttee los hechos en caso de no

poner atención a las injusticias”.38

Debido a la periodicidad de las visitas y a que algunas ONG las efectúan de mane-

ra programada, generalmente se da seguimiento a sus recomendaciones mediante

visitas posteriores.

El Comité Internacional de la Cruz Roja realiza 2 visitas al mes, y “la frecuencia de

las visitas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad, oscila entre 1 y 4

visitas anuales”.39 Para la medición del impacto de las visitas, el CICR emite “rreeccoommeenn--

ddaacciioonneess surgidas a raíz de sus visitas, que se dirigen a la pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy

llooss  mmaallooss  ttrraattooss, las cuales son presentadas mediante intervenciones orales e infor-

mes escritos ccoonnffiiddeenncciiaalleess dirigidos a las autoridades responsables”.40

Es importante resaltar la forma en que el CICR da seguimiento a sus recomenda-

ciones y el nivel de interlocución que mantiene con autoridades de diferentes niveles,

tomando en consideración que el Comité tiene procedimientos normalizados preesta-

blecidos, lo cual no impide que se puedan adecuar según las necesidades de las visitas

concretas, dependiendo del contexto social y cultural de los detenidos.

En un primer momento, los delegados del CICR “presentan a los encargados del

lugar de detención sus comprobaciones, conclusiones y recomendaciones y toman

nota de sus comentarios. En muchos casos, es posible resolver los problemas man-
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teniendo una relación de trabajo fluida con las autoridades carcelarias locales [...] La

etapa siguiente consiste en abordar esos problemas con las autoridades superiores

[...] estas gestiones pueden efectuarse mediante entrevistas, a diferentes niveles, o

por escrito, según la importancia y la urgencia de los problemas [...]”.41

Al respecto, tanto el CICR como el MNP pueden recurrir a múltiples actores con

la finalidad de frenar la situación de tortura o malos tratos detectados. El CICR seña-

la que “recurrirá a todas las personas de los sistemas administrativo, judicial, militar

o político que puedan ejercer alguna influencia en tal situación, desde el director de

la prisión hasta el jefe del Estado”.42

Es importante señalar que las visitas realizadas por el CICR y las proyectadas del

MNP se basan en un diálogo constructivo con las autoridades, por lo que se espera

que tanto las autoridades encargadas de los centros de detención como las autori-

dades superiores, aprovechen esta oportunidad para formular políticas públicas e

institucionales para formular y ejecutar acciones tendientes a la erradicación de las

condiciones y circunstancias que potencian la tortura y malos tratos.

Comisiones públicas de derechos humanos

que realizan visitas a lugares de detención

Las Comisiones Públicas de Derechos Humanos (Comisiones) que participaron en la

Encuesta son las pertenecientes a las entidades de Chiapas, Chihuahua, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, el Distrito Federal, y la Comisión Nacional de los Derechos

Humanos (CNDH).

Estos organismos de derechos humanos están facultados por sus leyes orgánicas

y reglamentos para realizar visitas a centros penitenciarios y otros lugares de deten-

ción, tales como cárceles municipales y agencias del Ministerio Público. Sin embargo,

el marco normativo no es un criterio de referencia para medir el nivel de visitas prac-

ticadas por cada Comisión, debido a que existen Comisiones con escasas facultades

legales pero amplio trabajo en visitas a centros de detención, y viceversa.

De la Encuesta realizada se desprende que, en la práctica, las Comisiones reali-

zan visitas a lugares de detención aunque no estén señalados expresamente en la

ley, pues lo hacen como parte del deber de pprrooccuurraarr, ssuuppeerrvviissaarr, vviiggiillaarr  yy  cceerrcciioorraarr--

ssee del respeto a los derechos humanos.

En este sentido, los centros de privación de la libertad que se visitan con mayor

recurrencia son los centros de readaptación social, cárceles municipales, agencias

del Ministerio Público y hospitales; y en menor grado, los centros de tratamiento de

menores, reclusorios preventivos y separos preventivos.

Las Comisiones tienen acceso a la información relativa al número de detenidos

y a las condiciones de detención. Asimismo se les permite el acceso a todos los luga-

res del centro. Sin embargo, existe restricción para que realicen entrevistas en pri-
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vado, sobre todo en los centros de reclusión federales, extendiéndose tales restric-

ciones incluso a la CNDH.

Las Comisiones atienden casos específicos y constatan condiciones generales de

detención, con la finalidad de recomendar, informar, atender casos específicos de tor-

tura y denunciar. La frecuencia de las visitas realizadas varía dependiendo del fin. Para

atender casos concretos, la periodicidad depende del número de quejas, mientras que

las visitas de constatación de condiciones generales se realizan 2 o 3 veces por año.

Las Comisiones encuestadas también señalan la realización de visitas de preven-

ción de violaciones a derechos humanos. Sin embargo, de la descripción que reali-

zan de dichas visitas, no se desprenden funciones meramente preventivas, por lo

que deben establecer criterios definidos para determinar cuándo una visita tiene la

finalidad de prevenir, tales como la existencia de una periodicidad establecida, visi-

tas programadas, anunciadas o no, emisión de recomendaciones encaminadas a

solucionar problemas estructurales que propician la comisión de la tortura, indica-

dores para verificar los avances en el cumplimiento de sus recomendaciones, así

como planes para implementar acciones que eliminen factores de riesgo para la tor-

tura y malos tratos.

Prevención como objetivo de las visitas realizadas

Respecto a la periodicidad, es importante subrayar que existen algunas disposicio-

nes legales que adoptan criterios establecidos en el Protocolo Facultativo. Tal es el

caso del Reglamento de la Procuraduría de Derechos Humanos de Guanajuato que

señala entre sus funciones “establecer un ccaalleennddaarriioo  aannuuaall  ddee  vviissiittaass  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn

a centros de detención o reclusión, para cumplir con las facultades que al respecto

les otorga la Ley”.43

En el mismo sentido, la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalis-

co faculta a los visitadores generales para “realizar vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass a los estableci-

mientos destinados a la detención preventiva, custodia y readaptación social, esta-

tales y municipales para constatar que no se cometan violaciones a los derechos

humanos”.44

Asimismo, el Reglamento Interior de la Comisión establece que ésta puede rea-

lizar vviissiittaass  ssiinn  pprreevviioo  aavviissoo. Al respecto, “la visitaduría encargada del área peniten-

ciaria, así como las responsables de centros hospitalarios o de salud, podrán realizar

vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass  ssiinn  pprreevviioo  aavviissoo a la autoridad de que se trate, para vveerriiffiiccaarr  llaass

ccoonnddiicciioonneess  ddee  llaass  ppeerrssoonnaass ahí internadas o para cceerrcciioorraarrssee  ddee  llooss  aavvaanncceess  eenn  eell

rreessppeettoo  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  ee  iiddeennttiiffiiccaarr  ppoossiibblleess  vviioollaacciioonneess de éstos; duran-

te la visita ppooddrráánn  rreeccaabbaarr  mmaatteerriiaall  ffoottooggrrááffiiccoo  yy  ddee  vviiddeeoo para constatar las con-

diciones que imperan en el lugar visitado”.45
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Por otra parte, la Comisión de Chihuahua combina las modalidades de visitas dia-

rias y periódicas, señalando que se inspeccionan la totalidad de los 16 CERESOS Dis-

tritales, en los cuales, la visita de inspección se realiza de mmaanneerraa  ddiiaarriiaa en los dos

que corresponden al Distrito Judicial Morelos con sede en la ciudad de Chihuahua,

los otros dos que corresponden al Distrito Bravos con sede en Ciudad Juárez, en el

Distrito Judicial Hidalgo con sede en ciudad Hidalgo del Parra, y el del Distrito Judi-

cial Benito Juárez con sede en ciudad Cuauhtémoc, y en los restantes las visitas son

de mmaanneerraa ppeerriióóddiiccaa. 46

Así mismo señala que “se inspeccionan la totalidad de los 79 establecimientos que

corresponden a cárceles municipales y seccionales, mediante programas de vviissiittaass

ppeerriióóddiiccaass, de las cuales las cuatro principales cárceles correspondientes a Ciudad

Juárez, Chihuahua, Cuauhtémoc, Hidalgo del Parral, se visitan de mmaanneerraa  ddiiaarriiaa..47

De las visitas realizadas “se logra aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo

ttoorrttuurraa,,  ssee  ggeessttiioonnaa  llaa  aatteenncciióónn  ppssiiccoollóóggiiccaa  yy  mmééddiiccaa que se requiera”.48

En el caso de la Comisión del Distrito Federal, las visitas a los rreecclluussoorriiooss tienen

como objetivo, “primeramente la pprreevveenncciióónn  ppaarraa  rreeppoorrttaarr  ssiittuuaacciioonneess  vviioollaattoorriiaass  aa

ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  yy  pprrooppoonneerr  ssuu  aatteenncciióónn. Asimismo para que una vez que se han

detectado las situaciones irregulares, se consignen en un ddooccuummeennttoo  iinnffoorrmmaattiivvoo

qquuee  rreeffiieerraa  llaa  ssiittuuaacciióónn  ggeenneerraall de las prisiones en la ciudad; y de lo observado se

hacen pprrooppuueessttaass  ddee  mmeejjoorraass”.49

En este sentido, el mandato de la CDHDF es muy amplio respecto a los lugares

de detención a visitar, ya que su Ley Orgánica establece que el personal de la Comi-

sión podrá “practicar visitas e inspecciones a los CCeennttrrooss  ddee  AAssiisstteenncciiaa  SSoocciiaall  ee  IInnss--

ttiittuucciioonneess  ddee  AAssiisstteenncciiaa  PPrriivvaaddaa  ddoonnddee  ssee  pprreesstteenn  sseerrvviicciiooss  aassiisstteenncciiaalleess como son:

casas hogares, casas asistenciales, Instituciones y organismos que trabajen con la

niñez, Instituciones para el tratamiento y apoyo a enfermos mentales, Instituciones

donde se preste asistencia y apoyo a las personas con capacidades diferentes, a las

personas adultas mayores, Centros de Asistencia e Integración Social, Instituciones

y Centros de salud y demás establecimientos de asistencia social en el Distrito Fede-

ral, en los que intervenga cualquier autoridad pública local, para cceerrcciioorraarrssee  ddeell

aabbssoolluuttoo  rreessppeettoo a los derechos humanos de los internos”.50

Respecto a los casos de posible tortura y malos tratos, el personal que realiza

visitas a lugares de detención por parte de la Comisión de Derechos Humanos del

Distrito Federal, de Jalisco y la Procuraduría de Guanajuato, puede “solicitar el reeccoo--

nnoocciimmiieennttoo  mmééddiiccoo  ddee  rreeooss  oo  ddeetteenniiddooss  ccuuaannddoo  ssee  pprreessuummaa  llaa  eexxiisstteenncciiaa  ddee  mmaallooss

ttrraattooss  oo  ttoorrttuurraass, comunicando a las autoridades competentes los resultados de las

revisiones practicadas”.51
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Respecto a las visitas realizadas por la CDHDF, “la Dirección Ejecutiva de Segui-

miento realiza mmeennssuuaallmmeennttee  ddee  ddooss  aa  ttrreess  vviissiittaass  aa  llooss  rreecclluussoorriiooss, como acompa-

ñamiento al ÓÓrrggaannoo  ddee  VViissiittaa  GGeenneerraall. Asimismo, e independientemente de esas visi-

tas se hace un pprrooggrraammaa  iinntteennssiivvoo  ddee  vviissiittaass  aa  ffiinnaalleess  ddee  aaññoo,,  ccuuaannddoo  ssee  hhaaccee  uunn

rreeccoorrrriiddoo  ppoorr  cceennttrroo  ddee  rreecclluussiióónn, además desde el área de Visitadurías se realizan

también visitas más frecuentes en investigación a casos específicos”.52

Cabe mencionar la emisión del IInnffoorrmmee  EEssppeecciiaall  ssoobbrree  llooss  CCeennttrrooss  ddee  RReecclluussiióónn

22000033--22000044  y el IInnffoorrmmee  eessppeecciiaall  ssoobbrree  llaa  ssiittuuaacciióónn  ddee  llooss  cceennttrrooss  ddee  rreecclluussiióónn  eenn  eell

DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall  22000055, los cuales enuncian la serie de violaciones a derechos huma-

nos cometidas por el personal encargado de la seguridad y custodia en los centros

de detención, que constituyen actos de tortura y tratos o penas crueles, inhuma-

nos o degradantes.

Dicho Informe contempla un apartado de ttoorrttuurraa,,  ttrraattooss  ccrruueelleess,,  iinnhhuummaannooss  yy

ddeeggrraaddaanntteess, en el cual se señalan datos cuantitativos recabados por personal de la

CDHDF durante sus visitas a los centros de reclusión, así como prácticas reiteradas

como la negativa de acceso a la luz solar, el servicio médico en zonas de aislamien-

to y el castigo injustificado en aislamiento.

Otro informe producto de las visitas del personal de la Comisión a los Centros

Penitenciarios, es el de TTrraayyeeccttoorriiaa  ddee  llaa  ppoobbllaacciióónn  sseenntteenncciiaaddaa,,  pprroocceessoo  lleeggaall  yy  ccaallii--

ddaadd  ddee  vviiddaa  eenn  llooss  cceennttrrooss  ppeenniitteenncciiaarriiooss  ddeell  DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall, y paralelamente, la

CDHDF realizó en el año 2002 el DDiiaaggnnóóssttiiccoo  iinntteerriinnssttiittuucciioonnaall  ddeell  SSiisstteemmaa  PPeenniitteenn--

cciiaarriioo  eenn  eell  DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall.

Seguimiento a las recomendaciones emitidas

Como resultado de las visitas, las Comisiones se dan a la tarea de elaborar recomen-

daciones, informar, denunciar, atender casos específicos de maltrato o tortura y

emitir propuestas de solución.

La Comisión de Chiapas, por ejemplo, señala que de la investigación realizada

durante las visitas, se realizan “pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn, y en su caso se emiten rreeccoo--

mmeennddaacciioonneess”,53 y “de ser procedente la queja por presuntas violaciones a derechos

humanos, y acreditarse la existencia de las mismas, la Comisión esta facultada para

emitir rreeccoommeennddaacciioonneess  nnoo  vviinnccuullaattoorriiaass a las autoridades presuntamente respon-

sables”,54 estas recomendaciones “se divulgarán en los medios de comunicación ya

sea de manera íntegra o sintetizada, solamente cuando no sean aceptadas por los

servidores públicos a quienes va dirigida”.55

Para dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones “existe una ddiirreecc--

cciióónn,,  qquuee  mmiiddee  eell  aavvaannccee  eenn  eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  aaccuueerrddoo  ccoonn  llooss  iinnffoorrmmeess  ddee  llaass

aauuttoorriiddaaddeess  ddeessttiinnaattaarriiaass  ddee  llaa  rreeccoommeennddaacciióónn”.56
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Por su parte, la Comisión de Chihuahua emite rreeccoommeennddaacciioonneess, “si durante las

visitas se detectan practicas administrativas que constituyen acciones u omisiones

que afectan el servicio público o son violatorias de derechos humanos, se realiza la

rreeccoommeennddaacciióónn respectiva a la autoridad para efecto de que subsane las deficien-

cias. Cuando se detectan casos específicos se emite la rreeccoommeennddaacciióónn respectiva, y

cuando se detectan practicas administrativas sistemáticas que puedan estar redun-

dando en una afectación de la persona se emiten las pprrooppuueessttaass correspondientes.

Se han emitido propuestas para efecto de mejorar las instalaciones físicas de los

centros de reclusión, y rreeccoommeennddaacciioonneess por considerar que se trasgredieron los

derechos de los internos”.57

Para verificar o dar seguimiento al cumplimiento de sus recomendaciones, “el

Secretario Técnico Ejecutivo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos tiene a su

cargo el seguimiento de las recomendaciones por disposición expresa en lo estableci-

do por los artículos 82,83, 84, del reglamento de la Ley que rige a la Comisión”.58

La CDHDF, para medir el cumplimiento de sus informes y recomendaciones,

encomienda el seguimiento a la DDiirreecccciióónn  EEjjeeccuuttiivvaa  ddee  SSeegguuiimmiieennttoo  aa  RReeccoommeennddaa--

cciioonneess,59 que “mediante diversas estrategias recibe y valora pruebas, e impulsa el

avance en el cumplimiento de los instrumentos aceptados”,60 en este sentido, “se

espera la valoración objetiva de las pruebas de cumplimiento que emite la autoridad

para acreditar el cumplimiento de una recomendación”.61

En general, las Comisiones dan seguimiento al cumplimiento de sus recomenda-

ciones con base en los informes que presentan las autoridades responsables de vio-

lar derechos humanos y visitas subsecuentes.

Estos organismos de derechos humanos constituyen otro actor importante en

la conformación del MNP, ya que, en razón de su experiencia, es indispensable su

ccoollaabboorraacciióónn proporcionando información a dicho Mecanismo respecto de la situa-

ción de la tortura en los centros de detención visitados.

Paralelamente, debe analizarse el grado de ppaarrttiicciippaacciióónn de las Comisiones como

parte del MNP, puesto que de la naturaleza de sus funciones se derivan cuestiones

positivas concordantes con las funciones del Mecanismo, pero también existen

características que no son compatibles con el mandato del mismo.

Uno de los aspectos positivos de las Comisiones es su mandato para realizar visi-

tas a centros de detención, establecido en todas las leyes orgánicas de las Comisio-

nes públicas. Algunas leyes han sido reformadas recientemente ampliando el man-

dato de las Comisiones para realizar visitas calendarizadas o sin previo aviso. Este es

el caso de la Procuraduría de Guanajuato y la Comisión de Jalisco. Asimismo existen

mandatos para visitar lugares de detención privados, como en el caso de la Comi-

sión del D.F.
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Por otra parte, el Protocolo Facultativo señala que “al establecer los mecanis-

mos nacionales de prevención, los Estados Partes tendrán debidamente en cuenta

los Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y

protección de los derechos humanos”,62 por lo que al contemplar la posibilidad de

que las Comisiones públicas formen parte del MNP, éstas deben cumplir con los Prin-

cipios de París.

Cabe señalar que en el supuesto de que las Comisiones Estatales de Derechos

Humanos formen parte del MNP, se debe diferenciar las funciones de cada organis-

mo, ya que la Comisión, como parte del Mecanismo, actuará en el marco del Proto-

colo Facultativo, y no con las funciones y facultades propias de la Comisión, como

las de la denuncia y recomendación en casos específicos de violación a los derechos

humanos. En este sentido, se debe distinguir estas dos funciones en los casos en

que tanto las Comisiones Públicas como las ONG se desempeñen como parte del

Mecanismo, con la finalidad de “garantizar que las funciones de visita y diálogo así

como la labor preventiva establecida en el Protocolo Facultativo no se vean afec-

tadas a causa de otro mandato”.63

En este sentido, la APT señala que “si se confiriera a una institución un manda-

to que combinara la labor de visitas establecida en el Protocolo Facultativo con la

responsabilidad de procesar formalmente o mediar ante quejas individuales (como

aquellas originadas en el marco de sus visitas), en la práctica podrían surgir serios

obstáculos para la consecución de los objetivos del Protocolo Facultativo”.64

Respecto a los criterios de competencia para realizar visitas a centros de reclu-

sión, en primera instancia las Comisiones son competentes para conocer las viola-

ciones de derechos humanos que ocurran dentro de su territorio, salvo que se trate

de violaciones perpetradas por autoridades federales, es decir, las cometidas en

centros de reclusión federales, pues en dicho supuesto, la Comisión competente

será la Nacional. Asimismo, la Comisión Nacional de Los Derechos Humanos tiene la

facultad de atracción de casos y de revisión de resoluciones de las Comisiones Esta-

tales cuando los peticionarios se inconformen.

Específicamente, en materia de visitas a centros de reclusión, la Comisión Nacio-

nal de los Derechos Humanos (CNDH), ha establecido una serie de convenios con las

comisiones estatales para llevar a cabo visitas de supervisión y constatación de con-

diciones generales. Dichos convenios de colaboración en materia de supervisión peni-

tenciaria se han celebrado con las Comisiones de Veracruz, Durango, Nuevo León,

Michoacán, Morelos, Tabasco, Quintana Roo, Tlaxcala, Aguascalientes, Chiapas, Cam-

peche, Nayarit y Sonora.

El propósito de dichos convenios es “conjuntar acciones, en el ámbito de sus res-

pectivas competencias, a efecto de diseñar y ejecutar programas de supervisión
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penitenciaria”.65 Se establece que el seguimiento a las observaciones quedará a

cargo de la Comisión Estatal sin obligar una búsqueda conjunta de soluciones a los

problemas detectados. 

Instituciones gubernamentales

El Inventario contempla algunas instituciones gubernamentales, federales y locales,

con el objeto de conocer sus atribuciones, los tipos de visitas que realizan a los cen-

tros de detención y su finalidad.

En el ámbito federal, se contempla al Instituto Nacional de Migración, depen-

diente de la Secretaría de Gobernación (SEGOB), a la Dirección General de Justicia

Militar de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA), y al Órgano Administrativo

Desconcentrado Prevención y Readaptación Social dependiente de la Secretaría de

Seguridad Pública (SSP). En el ámbito local, las Procuradurías Generales de Justicia

que participaron en la Encuesta son las pertenecientes a las entidades de Michoa-

cán, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro y el Distrito Federal.

El Protocolo Facultativo, en su artículo 18, establece que “los Estados Partes

garantizarán la iinnddeeppeennddeenncciiaa ffuunncciioonnaall de los mecanismos nacionales de preven-

ción, así como la iinnddeeppeennddeenncciiaa  ddee  ssuu  ppeerrssoonnaall”, por lo tanto se considera que las

mencionadas instituciones no son óptimas para formar parte del MNP. No garanti-

zan dicho requisito, dado que tienen a su cargo la administración de los propios cen-

tros de detención objeto de las visitas, llámense estaciones migratorias o de asegu-

ramiento de extranjeros, cárceles militares, centros de readaptación social o Agen-

cias del Ministerio Público.

Al respecto, la APT establece que el MNP debe ser capaz de “actuar indepen-

dientemente y sin interferencia alguna por parte de las autoridades del Estado, en

particular las autoridades penitenciarias y policiales, así como de quienes fijan las

políticas gubernamentales y partidistas”.66

En cuanto a la conformación del MNP, los Principios de París establecen que “la

institución nacional dispondrá de una infraestructura apropiada para el buen des-

empeño de sus funciones, y en particular de créditos suficientes. Esos créditos

deberán destinarse principalmente a la dotación de ppeerrssoonnaall  yy  llooccaalleess  pprrooppiiooss, a fin

de llooggrraarr  llaa  aauuttoonnoommííaa  rreessppeeccttoo  ddeell  EEssttaaddoo  yy  nnoo  eessttaarr  ssuujjeettaa  aa  ccoonnttrroolleess  ffiinnaanncciiee--

rrooss  qquuee  ppooddrrííaann  lliimmiittaarr  ssuu  iinnddeeppeennddeenncciiaa”.

De la Encuesta realizada se desprende que la finalidad de las visitas llevadas a

cabo por estas Instituciones a los centros de detención bajo su administración, con-

siste en verificar las condiciones en las que se encuentran las personas privadas de
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la libertad, supervisar el cumplimiento de la normatividad de la institución, su fun-

cionamiento y control, y en caso de detectar alguna violación, comunicarlo a la

autoridad superior a efecto de que sus órganos de control interno tengan conoci-

miento de las irregularidades, y en su caso, sancionar administrativamente a los res-

ponsables de violaciones a derechos humanos.

El Instituto Nacional de Migración (INM) realiza visitas de constatación de condi-

ciones generales y como resultado de las mismas elabora informes; la Dirección

General de Justicia Militar y el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y

Readaptación Social realizan visitas de atención de casos específicos y constatación

de condiciones generales; la primera realiza recomendaciones escritas u orales, y la

segunda emite informes.

Las visitas realizadas por el INM tienen como objetivo, “eficientar los mecanis-

mos dentro de las Estaciones Migratorias, para brindar un trato digno a los extran-

jeros asegurados, con apego a los Derechos Humanos”;67 por parte de la Dirección

General de Justicia Militar, los objetivos son la documentación y rehabilitación; y res-

pecto al Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social

de la SSP, éste busca dar seguimiento y vigilar la observancia del marco normativo,

así como verificar las condiciones de detención y la integridad de las personas.

Asimismo se analizó la competencia de las Procuradurías Generales de Justicia de

Michoacán, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro y el Distrito Federal, quienes realizan

visitas a las agencias ministeriales a través de sus órganos internos como lo son la

Visitaduría General, pero cuyo fin principal es la revisión administrativa, y de mane-

ra contingentemente se verifican las condiciones de los detenidos.

Sólo en el caso de la PGJ del D.F, se señaló que realiza visitas a través de la Direc-

ción General de Derechos Humanos, que tienen como objetivo hacer cesar violaciones

a derechos humanos en casos urgentes, dar vista a la autoridad investigadora a efec-

to de iniciar averiguación previa y documentar la queja, no así la prevención.

Respecto de las visitas que realizan estas Instituciones gubernamentales, tanto

federales como locales, la APT señala que:

la mayoría de los Estados ha instituido inspecciones administrativas internas por

parte de una institución gubernamental encargada de llevar a cabo visitas a lugares

de privación de libertad, como parte de las rutinas normales de las grandes buro-

cracias. El papel de dichos órganos administrativos generalmente se limita a contro-

lar el cumplimiento, por parte del personal y en la ejecución de los procedimientos,

de los estándares nacionales y las directrices y regulaciones administrativas. Rara-

mente incorporan un enfoque más amplio, que incluya cuestiones como la dignidad

y los derechos humanos de las personas privadas de la libertad. Por tanto, es posi-

ble que los procedimientos de inspección interna cumplan con su mandato y que al

mismo tiempo, las condiciones de detención sean incompatibles con los estándares

internacionales en materia de derechos humanos. Esta es una de las razones por las
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que el monitoreo interno no es suficiente en sí mismo y debe ser complementado

por un monitoreo externo independiente. 68

Respecto a la colaboración de las Instituciones gubernamentales, de acuerdo a los

Principios de París, es viable la participación de los representantes de las administra-

ciones en la composición de la institución nacional y el nombramiento de sus miem-

bros, quienes “sólo participaran en los debates a título consultivo”. Asimismo, es

importante que las instancias gubernamentales que realizan visitas a centros de

detención transmitan al MNP la información de la que dispongan a efecto de que

éste cuente con información de diversas fuentes.

Por otra parte, una de las principales preocupaciones de la sociedad en general

y de los expertos, radica en la prevención de la tortura cometida durante la deten-

ción y en los medios de transporte en los que se traslada a los detenidos, retenidos

o prisioneros, debido a que eso constituye un momento de alto riesgo —de acuer-

do con estudios realizados al respecto— de tortura física y psicológica, al igual que

el momento en que una persona se encuentra privada de la libertad antes de ren-

dir una declaración ante el Ministerio Público.

Al respecto, la APT señala que:

las visitas frecuentes a los cceennttrrooss  ddee  ddeetteenncciióónn  pprreevveennttiivvaa  yy  pprriissiioonneess  pprreevveennttiivvaass

son importantes no sólo para la prevención de la tortura y los malos tratos en el

centro en cuestión, sino también porque dichos lugares pueden ser una fuente de

información muy valiosa acerca de las condiciones y el trato que recibieron las per-

sonas en las comisarías donde fueron detenidas. Estos datos son cruciales para que

el MNP determine qué comisarías visitar entre los centenares o miles del país. Por

esa razón, los centros de detención preventiva y prisiones preventivas deberán ser

visitados por el MNP al menos una vez al año, siempre con la posibilidad de realizar

visitas ad hoc entremedio.69

Este constituye un momento de riesgo de la comisión de la tortura y malos tratos,

en el que el MNP puede profundizar, elaborando criterios eficaces para realizar visi-

tas periódicas a estos lugares de privación de la libertad, que hasta el momento no

se han cubierto totalmente ni de la manera más eficaz.

También es importante el papel que desempeñan las Procuradurías Generales de

Justicia como entes encargados de la investigación de delitos, debido a que pueden

recibir canalizaciones de quejas por tortura y otros malos tratos, recopiladas por el

MNP, a fin de iniciar la averiguación correspondiente y sancionar a los responsables. Asi-

mismo, pueden realizar visitas motu propio a los lugares de detención con la finalidad

de recabar denuncias de personas concretas por hechos de tortura o malos tratos.
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Finalmente, cabe hacer mención del Órgano de Visita General a los Centros de

Reclusión del Distrito Federal,70 integrado por representantes de la Dirección Gene-

ral de Prevención y Readaptación Social, Procuraduría General de Justicia, Asamblea

Legislativa, Comisión de Derechos Humanos, Consejería Jurídica y de Servicios Lega-

les, Tribunal Superior de Justicia, Secretaría de Salud y Contraloría Interna de la

Secretaría de Gobierno, todos del Distrito Federal.

Dicho Órgano realiza visitas de constatación de condiciones generales con el

objeto de supervisar, inspeccionar y verificar las actividades que se desarrollan en

los Centros de Reclusión, tales como actividades administrativas, jurídicas, técnicas,

operativas, de desarrollo y prestación de servicios penitenciarios, con la finalidad de

reducir y erradicar cuestiones como maltratos físicos, hacinamiento, sobrepobla-

ción, insalubridad, entre otras. El equipo que realiza las visitas es multidisciplinario y

cuenta con condiciones óptimas, debido a que tiene acceso a todos los lugares y

condiciones de detención y a información documental. Sus visitas son previamente

programadas.

Este Órgano cuenta con una Comisión de Seguimiento y Evaluación que canali-

zará a las instancias competentes las propuestas para solucionar las anomalías

detectadas. Asimismo, dará seguimiento a las quejas, inconformidades y denuncias

recibidas durante las visitas, las cuales también se harán del conocimiento de las

autoridades competentes.

Con motivo de las observaciones realizadas en cada visita, emitirá informes con-

fidenciales por escrito a las autoridades de los reclusorios, igualmente cumple con

actividades encaminadas a señalar observaciones, informar, recomendar, lograr

atención de casos específicos de tortura y propuestas de solución sistemáticas.

Este Órgano de Visita General está conformado por autoridades, y por lo tanto,

carece de la independencia que exige el Protocolo para constituirse en MNP. Sin

embargo, es un importante esfuerzo que abre la puerta a un diálogo sustantivo de

las instituciones con el MNP. 
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Conclusiones

Las visitas a lugares de detención que realizan las Organizaciones No Gubernamen-

tales, Comisiones Públicas de Derechos Humanos y Dependencias Gubernamentales

tienen objetivos distintos, los cuales varían entre la protección, defensa, asesoría,

representación legal, atención médica y psicológica, y documentación de casos de

violaciones a derechos humanos, así como supervisar, procurar y vigilar el respeto

a los derechos humanos en estos lugares. También, las visitas realizadas por dichas

instancias pueden ser de tipo humanitario y de reacción, pero en menor grado rea-

lizan visitas con carácter estrictamente preventivo.

Las visitas preventivas, para que tengan efectividad, deben revestir caracterís-

ticas tales como periodicidad, visitas programadas y sin previo aviso, y contar con

acceso a todos los lugares y a todos los detenidos dentro del centro de detención. 

Un aspecto trascendente para la eficacia del Mecanismo Nacional de Prevención,

lo constituye la realización de visitas sin previo aviso, que deben poderse llevar a

cabo en todo momento para que tengan un efecto preventivo y disuasivo. De esta

misma manera, debe garantizarse la posibilidad de realizar entrevistas en privado

para asegurar la libertad de los internos para comunicarse con el MNP, para que ellos

puedan hacer de su conocimiento el trato que han recibido. 

Para que las visitas sean eficaces, el MNP debe realizar visitas frecuentes y de

seguimiento para constatar el cumplimiento de sus recomendaciones y para prote-

ger la integridad personal de quienes pudieran estar en riesgo de represalias por

haber denunciado algún acto de tortura o tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes, o meramente por haberse entrevistado con el personal que realizó la

visita.

Dichas visitas deben estar seguidas de recomendaciones y del establecimiento

del diálogo constructivo con autoridades para implementarlas, cuidando siempre

que se garantice la independencia del MNP.

La creación de un MNP no implica duplicidad de funciones con las actividades

que realizan las organizaciones de la sociedad civil ni las Comisiones públicas de

Derechos Humanos, por lo tanto, no puede limitarse la función de éstas, ni res-

tringir la labor que ya vienen realizando, sino que debe potenciarse y emplearse

como parte del Mecanismo. Debe resaltarse el papel de cada instancia, sus resul-

tados y aportaciones con miras a emplearlos como parte del MNP o como coad-

yuvantes.

Es propicio que el MNP establezca una amplia cobertura de los lugares y momen-

tos en que se cometen con mayor frecuencia actos de tortura y malos tratos. Tales
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momentos se presentan durante la detención de una persona, su traslado a alguna

agencia ministerial y antes de presentar su declaración preparatoria. De estos

supuestos es conveniente proyectar un escenario nacional ubicando los lugares y

momentos que propician la comisión de la tortura, y elaborar indicadores de riesgo

para enfocar la actividad del MNP cuando comience a operar.

Del análisis de las facultades, objetivos y resultados de las instancias que rea-

lizan visitas a lugares de detención, se desprende que es necesaria la creación de

un nuevo organismo que cumpla con los requisitos señalados en el Protocolo

Facultativo para constituirse como Mecanismo Nacional de Prevención, en el cual

deberán participar organizaciones de la sociedad civil, Comisiones Públicas,

expertos independientes, académicos, entre otros, y contar con independencia,

capacidad profesional y autonomía financiera para garantizar su eficacia y efi-

ciencia.
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Marco jurídico de las Organizaciones 

No Gubernamentales, 

Comisiones Públicas de Derechos Humanos, 

e Instituciones Gubernamentales, 

que realizan visitas a lugares de detención





Inventario

ANEXO I

Organizaciones No Gubernamentales de Derechos Humanos 

que realizan visitas a lugares de detención

ACCIÓN DE LOS CRISTIANOS PARA LA ABOLICIÓN 

DE LA TORTURA, A.C. (ACAT)

La asociación civil Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura ha realiza-

do visitas a centros de reclusión en el “Distrito Federal, Hidalgo, Querétaro, Jalisco,

Tlaxcala y Oaxaca”.1

El objetivo de las visitas a los lugares de reclusión consiste en “realizar activida-

des de ddooccuummeennttaacciióónn  ddee  ccaassooss  ddee  ttoorrttuurraa  yy  sseegguuiimmiieennttoo  ddee  llooss  mmiissmmooss, así como

visitas de aatteenncciióónn  ppssiiccoollóóggiiccaa  yy  jjuurrííddiiccaa, en algunos casos se trata de rreepprreesseennttaa--

cciióónn  lleeggaall  ppaarraa  llaa  ddeennuunncciiaa, ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  y rreehhaabbiilliittaacciióónn  ddee  llaa  vvííccttiimmaa”. 2

Los centros de reclusión con los que ACAT ha establecido algún acuerdo para

realizar visitas son los siguientes:3

DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall  Varoniles: Reclusorio Preventivo Oriente, Reclusorio Preventivo Sur,

y la Penitenciaría del Distrito Federal en Santa Martha Acatitla. 

Femeniles: Reclusorio Femenil de Readaptación Social Santa Martha Acatitla.

HHiiddaallggoo Centro de Readaptación Social Varonil de Pachuca.

QQuueerrééttaarroo Centro de Readaptación Social Varonil y Femenil de Querétaro.

TTllaaxxccaallaa Centro de Readaptación Social Femenil de Tlaxcala.

JJaalliissccoo Penal estatal de Puente Grande, varonil. 

OOaaxxaaccaa Penal regional de Cuicatlán, Centro de Readaptación Social de Miahuatlán,

Cárcel Municipal de Zimatlán.
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Para realizar visitas a los mencionados lugares de detención, Acción de los Cristia-

nos para la Abolición de la Tortura señala el uso de diferentes medios:

“En el caso del Distrito Federal existe un aaccuueerrddoo  aa  rreennoovvaarr  ccaaddaa  sseeiiss  mmeesseess, para

el cual, la Dirección General de Reclusorios y Centros de Readaptación Social a través

de la Subdirección Técnica, convoca a una reunión con las distintas organizaciones civi-

les, para hacer explícitos los motivos por los que se realizarán las visitas a los distintos

centros. En el acuerdo se da autorización al personal que así lo solicita y se fijan fechas

y horarios de visita. Sólo las personas autorizadas pueden ingresar a los penales”.4

“En los estados de Hidalgo, Tlaxcala y Oaxaca se ha permitido el ingreso median-

te la aaccrreeddiittaacciióónn  ccoommoo  oorrggaanniizzaacciióónn  ddee  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss, señalando de manera

específica a las personas que se va a visitar. En el estado de Querétaro, pueden rea-

lizarse las visitas una vez que los abogados o familiares de las o los internos a visi-

tar, realicen los trámites correspondientes ante las autoridades de los penales. En

el estado de Jalisco se han realizado las visitas como ‘amigas/os’ de los internos,

teniendo los datos precisos, como el nombre completo y ubicación (dormitorio,

sala, sección)”.5

A raíz de las visitas realizadas, los resultados que se esperan consisten en lograr

““aatteenncciióónn  ppssiiccoollóóggiiccaa  yy  jjuurrííddiiccaa  qquuee  rreeqquuiieerraann  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo

ttoorrttuurraa, y en algunos casos se puede derivar en la promoción de la ddeennuunncciiaa”.6

Para lograr tales resultados, ACAT señala que “al recibir un caso, el área jurídica

inicia con la revisión del mismo, y con las visitas al centro de reclusión para poder

elaborar estrategias en el marco legal ya sea para la ddeeffeennssaa  oo  aasseessoorraammiieennttoo  ddeell

ccaassoo. Si los familiares así lo deciden se lleva a cabo la ddeennuunncciiaa. En cuanto al área de

atención psicológica, una vez efectuada la primera visita se valora la posibilidad de

continuar con la aatteenncciióónn  ppssiiccoollóóggiiccaa siempre y cuando la víctima lo desee. Existen

otras visitas cuyo objetivo es únicamente la ddooccuummeennttaacciióónn  ddee  uunnaa  mmuueessttrraa  ddee  llaa

ppoobbllaacciióónn, en dichos casos las acciones que proceden a las visitas, se orientan al aná-

lisis de información y a la elaboración de un iinnffoorrmmee al respecto, para hacer una

ddeennuunncciiaa  ppúúbblliiccaa de las condiciones a las que se ven sometidas las víctimas durante

o después de su detención”.7

Respecto a las condiciones en las que los miembros de la organización tienen

acceso a los centros de reclusión, se establece que “en la mayoría de los casos se

ha tenido acceso a los penales presentando una identificación oficial y en algunos

casos el oficio con el permiso correspondiente. Sin embargo ha habido centros de

detención en donde el acceso en un principio fue totalmente denegado. Una vez

accediendo a los penales ssee  ssoolliicciittaa  uunn  eessppaacciioo  pprriivvaaddoo  ppaarraa  llaass  eennttrreevviissttaass;;  sin

embargo, este nunca ha sido posible, sólo se indica que sea un lugar sin interferen-

cias y nos han asignado los siguientes: en Tlaxcala la biblioteca del penal; en Queré-

taro la visita fue en la oficina de trabajo social; en los penales Oriente y Sur del Dis-
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trito Federal han sido en las oficinas de Tratamientos Auxiliares, pero siempre bajo

la vigilancia de los responsables de la oficina o sus asistentes”.8

“En los penales de Oaxaca, las condiciones varían dependiendo del penal. En ABC

fue el espacio de la enfermería; en FGH se realizó en el patio de visitas y otra entre-

vista en un espacio que tienen asignado para la Capilla, pero que realmente no tiene

la privacidad que se requiere, porque lo mismo puede ser aula, que sala de visita

íntima”.

La organización de derechos humanos ACAT puede elegir a las personas que

desea visitar, pues señala que “en todos los penales se tienen identificados a las y

los internos que se van a visitar y hasta ahora se ha tenido libre acceso a realizar las

entrevistas con ellas además se realizan vviissiittaass  ddee  ccoonnssttaattaacciióónn donde las personas

se eligen a través de listados”.9

Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura tiene conocimiento de la

información sobre el número de detenidos y las condiciones de detención general,

“únicamente por los datos que reportan las autoridades”.10

El número de visitas que realiza la organización al mes varía “dependiendo del

caso y la localidad en que está situado el penal, en el Distrito Federal se ha tenido

una frecuencia de una visita cada mes o dos meses; en los estados los intervalos son

más largos, en el penal femenil de Santa Martha se realizaron visitas en los meses

de septiembre a noviembre del 2006, con una frecuencia de una o dos veces por

semana”.11

La duración de dichas visitas es en “promedio de dos horas, y el equipo de tra-

bajo que las realiza esta integrado por tres personas, un abogado, una psicóloga y

un psicólogo”.12

En lo relativo a la metodología de la entrevista, ACAT señala que “generalmente

se realizan entrevistas abiertas con el consentimiento de las personas entrevista-

das. Se busca que sea en privado y en condiciones óptimas en la medida de lo posi-

ble. Algunas veces, depende de las instalaciones del penal y de la disposición de las

autoridades. Hasta ahora los penales femeniles de Querétaro y Tlaxcala son los que

han dado las facilidades para realizar eennttrreevviissttaass  pprriivvaaddaass. También los Reclusorios

varoniles Sur y Oriente han permitido utilizar la oficina de Tratamientos Auxiliares

para las entrevistas con los internos. En el penal femenil de Santa Martha Acatitla

también se pueden realizar las entrevistas en privado; sin embargo las condiciones

y el espacio no son los adecuados, ya que uno tiene que buscar un lugar que gene-

ralmente es el patio de visitas”.13

Con la finalidad de evaluar el impacto de las visitas realizadas, la organización

emite “iinnffoorrmmeess  eessccrriittooss  ddee  ccaarráácctteerr  ppúúbblliiccoo, dirigidos a otros organismos y centros
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de derechos humanos nacionales e internacionales para su difusión (Informe Aten-

co 2006 y próximamente Informe sobre Mujeres en Reclusión de Santa Martha Aca-

titla), en el mismo sentido, la organización realiza actividades de ddeennuunncciiaa”.14

CENTRO DE DERECHOS HUMANOS FRAY FRANCISCO DE VITORIA, O.P.

El Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria realiza visitas a AAggeenncciiaass

MMiinniisstteerriiaalleess  yy  rreecclluussoorriiooss  en el Distrito Federal,,  para lo cual no existe un convenio

con alguna Institución, sin embargo, se respaldan “en el carácter de abogados o soli-

citan que ser incluidos en el carnet de visita”.15

Los objetivos de las visitas consisten en realizar trabajo cotidiano de ddeeffeennssaa,,  llaa

rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossiibblleess  vvííccttiimmaass,,  yy  llaa  ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall..

Los resultados esperados de las visitas consisten en ddeennuunncciiaarr  yy  rreeaalliizzaarr  pprroo--

ppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiissttéémmiiccaass, ya que el Centro de Derechos Humanos señala que

“independientemente de la visita con fines jurídicos, se trata de visualizar proble-

máticas específicas en los centros de reclusión, y hacerlo del conocimiento de las

autoridades penitenciarias”.16 El Centro Fray Francisco de Vitoria ha “ingresado a

centros de reclusión femeniles para oobbsseerrvvaarr  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess”.17

Respecto al desarrollo de las visitas, las personas visitadas son aquellas que “ya

tienen contacto con el Centro o que han pedido ayuda específica”,18 y las condicio-

nes en que tienen acceso a los centros varían dependiendo del tipo de lugar de

detención que se trate, “puede ser como aabbooggaaddooss donde el ingreso es por locuto-

rios, como vviissiittaa  donde accedemos a las áreas destinadas para tal efecto, y como

vviissiittaa  ggeenneerraall lo hacemos en compañía de las autoridades, previa invitación”.19

Los lugares a los que tienen acceso dentro del centro de detención varían

dependiendo del tipo de visita; pueden tener acceso a locutorios y área de visita, o

al área de población; “en visita de tipo general se tiene acceso a la mayor parte del

inmueble”.20

En el caso de las visitas a las Agencias del Ministerio Público, el acceso varía en

cada Agencia; a veces se les permite “ir a los separos aunque la mayor parte de las

veces no”.21

El número de visitas que realiza la organización de derechos humanos a centros

de reclusión varía entre “15 a 20 al mes, y la duración de las mismas es de 2 horas

aproximadamente”.22

56 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

14 Cfr. Encuesta.
15 Cfr. Encuesta.
16 Cfr. Encuesta.
17 Cfr. Encuesta.
18 Cfr. Encuesta.
19 Cfr. Encuesta.
20 Cfr. Encuesta.
21 Cfr. Encuesta.
22 Cfr. Encuesta.



El número de personas que realizan visitas por parte de la organización puede

ser una o dos, ambos abogados del Centro de derechos humanos, quienes realizan

eennttrreevviissttaass  eenn  pprriivvaaddoo..

De las visitas realizadas, el Centro Fray Francisco de Vitoria emite rreeccoommeennddaacciioo--

nneess respecto de las condiciones en que se encuentran las personas privadas de la

libertad, dirigidas a pprreevveenniirr  mmaallooss  ttrraattooss. Al respecto, se han transmitido a las auto-

ridades recomendaciones por escrito y en privado sobre “la falta de acceso a servi-

cios tales como el agua y medicina”.23

El cumplimiento de sus recomendaciones se verifica mediante la realización de

vviissiittaass  ppoosstteerriioorreess, a través de las cuales se aprecian los cambios en las condiciones

de detención.

CENTRO DE DERECHOS HUMANOS MIGUEL AGUSTÍN PRO JUÁREZ, A.C. 

(CentroProdh)

El Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez realiza visitas fundamen-

talmente a reclusorios, actuando en el marco de la legislación ordinaria correspon-

diente. El alcance geográfico de las visitas que realiza el Centro es amplio, pues ha

visitado lugares de detención en Oaxaca, Guerrero, Chiapas, Estado de México y Dis-

trito Federal. 

Los objetivos de las visitas que realiza la organización, consisten en “la rreepprreesseenn--

ttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossiibblleess  vvííccttiimmaass  yy  llaa  ddooccuummeennttaacciióónn  ddee  ssiittuuaacciioonneess  iinnddiivviidduuaalleess vio-

latorias de derechos humanos, por lo que acuden “normalmente, a los lugares des-

tinados para la defensa legal (locutorios)”. 24

Los resultados esperados de las visitas realizadas se traducen en “iinnffoorrmmaarr,,

ddeennuunncciiaarr  yy  llooggrraarr  aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa, para lo cual

se implementan estrategias de defensa integral, con componentes jurídicos, inter-

nacionales y de comunicación”.25

El Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez realiza visitas a luga-

res de detención, en razón de las solicitudes que recibe en ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss..26

Las condiciones en las que el personal del Centro tiene acceso a los centros

donde se encuentran personas privadas de su libertad varían, “en el caso de los cen-

tros preventivos y/o de readaptación social, depende del nivel de seguridad del

centro y de su práctica interna”.27

El Centro de derechos humanos tiene acceso a la información respecto al núme-

ro de detenidos o condiciones de detención, “cuando lo solicitan formalmente”.28
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Respecto al número de visitas que se realizan al mes, el mismo es aleatorio,

“depende de las actividades de defensa que realiza el Centro” ,29 sin embargo, la fre-

cuencia de las visitas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad es

“alta, pues las visitas se dan en el marco de procesos de defensa de mediano plazo,

y la duración de cada visita depende del tiempo necesario para cada caso”.30

En relación con la metodología empleada para realizar eennttrreevviissttaass  eenn  lluuggaarreess  ddee

ddeetteenncciióónn,,  ééssttaass  ssee  rreeaalliizzaann  eenn  pprriivvaaddoo, “empleando los criterios para entrevista

que se han adoptado en la Metodología de Defensa Integral del Centro Prodh” .31

Los miembros del Centro de derechos humanos que realizan las visitas son inte-

grantes del área de Defensa Integral, por lo que tienen formación jurídica, y “al rea-

lizar las visitas, por seguridad, siempre son mínimo dos personas. En razón de que

el Centro no cuenta con profesionistas de la salud, cuando un aporte de esta natu-

raleza es requerido, se solicita externamente”.32

CENTRO DE ESTUDIOS FRONTERIZOS Y PROMOCIÓN 

DE LOS DERECHOS HUMANOS (CEFPRODHAC)

El Centro de Estudios Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos, ubicado

en Tamaulipas, realiza visitas a “reclusorios estatales, estación migratoria, celdas

ministeriales y municipales, Consejo Tutelar, centro de rehabilitación para drogadic-

tos y alcohólicos, y hospitales”.33

La organización de derechos humanos señala que debido al reconocimiento que

existe de su trabajo en la promoción y defensa de los derechos humanos en la fron-

tera, se les facilita la entrada a los lugares de detención, y sólo en algunos casos soli-

citan permiso.

Los objetivos de las visitas que realiza el Centro consisten en “la eedduuccaacciióónn  eenn

ddeerreecchhooss  hhuummaannooss a través de trípticos, la atención para ddooccuummeennttaarr  qquueejjaass y

proporcionales oorriieennttaacciióónn  jjuurrííddiiccaa, o para fortalecer un aacceerrccaammiieennttoo  ccoonn  ssuuss

ffaammiilliiaarreess”.34

Durante las visitas, el Centro de derechos humanos rreeccaabbaa  ddeennuunncciiaass de viola-

ciones a los derechos humanos, a través de las cuales se señalan violaciones como

“el hacinamiento, castigos excesivos o golpes, negación a atención médica, extor-

sión, prostitución, hostigamiento, por lo que en algunas ocasiones se ssoolliicciittaann  mmeeddii--

ddaass  ccaauutteellaarreess cuando se teme por la integridad física y psicológica del interno o

interna”.35
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Las visitas que se realizan responden a las solicitudes de los internos, ya que la

organización de derechos humanos recibe denuncias solicitando su apoyo jurídico,

por lo que se visita al recluso o reclusa en los locutorios.36

CEFPRODHAC señala que tiene acceso a la información respecto al número de

detenidos y condiciones de detención general. Durante las visitas a los centros de

reclusión, los miembros de la organización tienen acceso a patios generales femenil

y varonil, enfermería, cocina, áreas de segregación, talleres, celdas, mientras que en

las visitas a la estación migratoria, tienen acceso a toda el área.37

El Centro de Estudios Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos, “pprroo--

ggrraammaa  llaa  rreeaalliizzaacciióónn  ddee  44  vviissttaass  aall  mmeess, ssiinn  eemmbbaarrggoo  eenn  mmuucchhaass  ooccaassiioonneess  ssee  rreebbaa--

ssaa  eessttee  nnúúmmeerroo”.38 La duración de las visitas es “aproximadamente de 4 horas en los

penales, y en la estación migratoria es de una hora”.39

Respecto a la metodología de las entrevistas, éstas se realizan “en el área de

locutorio, la cual esta muy concurrida por más abogados, pero cuando es necesa-

rio, permiten realizar las entrevistas en el área de psicología”.40

El equipo de trabajo que realiza las visitas está conformado por “4 profesiona-

les, entre los que se encuentran abogados, trabajadora social, psicóloga, médico y

encuestador”.41

Derivado de las visitas realizadas, la organización de derechos humanos emite

rreeccoommeennddaacciioonneess  eessccrriittaass a las autoridades, las cuales se dirigen a la pprreevveenncciióónn  ddee

llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss  ttrraattooss, y “en algunas ocasiones dichas recomendaciones se

envían a los mmeeddiiooss  ddee  ccoommuunniiccaacciióónn”.42

Después de realizar las visitas a los centros de detención, se realiza un iinnffoorrmmee de la

observación que se hizo en los recorridos, el cual contempla “las condiciones en que se

encuentran recluidos los varones en el área de segregación que constituyen tratos crue-

les e inhumanos, el desabastecimiento de medicamentos, falta de agua, el cobro excesi-

vo de materiales para la realización de su actividades laborales, abusos de autoridad por

parte de custodios, hacinamiento, falta de actividades laborales o deportivas, etc”.43

El Centro de derechos humanos da sseegguuiimmiieennttoo  aall  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  ssuuss  rreeccoo--

mmeennddaacciioonneess mediante el ccoonnttaaccttoo  ccoonn  llooss  iinntteerrnnooss  oo  ssuuss  ffaammiilliiaarreess. Al respecto

señala que “el penal siempre nos ha contestado y nos envía fotografías de las con-

diciones de las áreas de segregación, enfermería y cocina, pero nosotros damos

oottrroo  rreeccoorrrriiddoo ssiinn  pprreevviioo  aavviissoo”.44
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CENTRO DIOCESANO PARA LOS DERECHOS HUMANOS 

FRAY JUAN DE LARIOS 45

El Centro Diocesano para los Derechos Humanos Fray Juan de Larios, con sede en

Coahuila, es parte de la Red “Todos los Derechos para Todas y Todos”. 

Dicho Centro realiza visitas al “Centro de Readaptación Social femenil de Saltillo,

que es un centro de reclusión de mediana seguridad”.46

Para ingresar al centro de reclusión, se tramita un “ppeerrmmiissoo, con el Subsecreta-

rio de Prevención y Readaptación Social del estado, él lo autoriza y gira instruccio-

nes al director del CERESO. El Centro Diocesano cuenta con un ppeerrmmiissoo  aannuuaall, y acu-

den 2 horas una vez a la semana, desde el 2005”.47

El objetivo de las visitas que realiza la organización consiste en iimmppaarrttiirr  ttaalllleerreess,

debido a que a los miembros del Centro Diocesano para los Derechos Humanos Fray

Juan de Larios “no les permiten ingresar para revisar las condiciones de derechos

humanos, por lo que presentaron un proyecto-taller integral con diversas áreas

como derechos humanos, salud, educación, etc. y así pueden visitar a las internas”.48

El taller se lleva a cabo en un salón de usos múltiples, y al personal del Centro de

derechos humanos se le revisa al ingresar al penal, como a todos. Cuando necesitan

hablar con algún interno sobre un caso especial, la entrevista se realiza en el mismo

salón, apartándose solamente del grupo.49

El Centro de derechos humanos realiza actividades específicas en el centro de

reclusión, aunque en algunas ocasiones las personas recluidas solicitan aasseessoorrííaa

lleeggaall, gestoría; asimismo, en los casos en que se detecten irregularidades, el Centro

Diocesano realiza acciones al respecto.50

Las personas encargadas de realizar las visitas son “normalmente 2, aunque pue-

den ser 3 o 4, de las cuáles 3 son licenciadas en derecho y una estudiante de dere-

cho, así como voluntarios en diversas áreas como psicología y sociología. El Centro

Diocesano también recibe apoyo voluntario de un grupo de profesionistas (toda

participación del equipo voluntario, requiere permiso especial y solicitarlo con anti-

cipación)”.51

De los resultados de las visitas realizadas, en caso de que “existan irregularida-

des en las condiciones penitenciarias o en algún expediente legal, se realizan pprroo--

nnuunncciiaammiieennttooss, y el Centro de derechos humanos establece ddiiáállooggooss con los impli-

cados o se ggeessttiioonnaa  lo pertinente”.52
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Igualmente, el Centro Diocesano para los Derechos Humanos Fray Juan de Larios,

después de realizar las visitas, da “sseegguuiimmiieennttoo  aa  llaa  eevvaalluuaacciióónn, revisando logros, difi-

cultades y obstáculos, se realiza una eevvaalluuaacciióónn que posteriormente es presentada

a la dirección del Centro de Readaptación Social, el cual es ccoonnffiiddeenncciiaall”.53

CIUDADANOS EN APOYO A LOS DERECHOS HUMANOS, A.C. (CADHAC)

CADHAC realiza visitas a lugares de detención, específicamente, a los centros peni-

tenciarios ubicados en el Estado de Nuevo León, tales como los que se mencionan:

a) Centro de prevención y readaptación social Topo Chico;

b) Centro de readaptación social Apodaca (CERESO “Nuevo León”);

c) Centro de readaptación social Cadereyta.

Para realizar las visitas a dichos centros de reclusión, la organización de derechos

humanos establece “un aaccuueerrddoo  vveerrbbaall con la Subsecretaría de Atención Peniten-

ciaria de Nuevo León”,54 y accede a los centros, “firmando como miembros de la

organización y mostrando la credencial correspondiente”.55

Los objetivos de las visitas realizadas son “pprreevveenncciióónn,,  rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossii--

bblleess  vvííccttiimmaass,,  ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall  oo  ddee  oottrroo  ttiippoo, ddooccuummeennttaacciióónn, y ggaarraannttiizzaarr  eell  rreessppee--

ttoo  aa  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss de los reclusos, en especial el derecho a la integridad”.56

Como resultados de las visitas realizadas, Ciudadanos en Apoyo a los Derechos

Humanos, elabora “iinnffoorrmmeess,,  ddeennuunncciiaass,,  pprrooppoorrcciioonnaa  aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss

ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa,,  yy  pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiissttéémmiiccaass”.57

Para lograr tal fin, entre las acciones que realizan se encuentran la de emitir “ofi-

cios y otras ccoommuunniiccaacciioonneess  aa  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  ppeenniitteenncciiaarriiaass, así como asesoría y

acompañamiento legales”.58

Respecto al desarrollo de las visitas, la organización de derechos humanos

“actualmente visita a personas concretas, pero han visitado también cárceles distri-

tales para hacer ddiiaaggnnóóssttiiccooss  ggeenneerraalleess sobre su funcionamiento”.59

“Durante el año 2005, CADHAC realizó una investigación cuyo resultado fue la

emisión del ‘DDiiaaggnnóóssttiiccoo  ddee  llaa  ssiittuuaacciióónn  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  eenn  eell  ssiisstteemmaa  ppeennii--

tteenncciiaarriioo  ddee  NNuueevvoo  LLeeóónn’’, el cual fue presentado a la opinión pública y a las autori-

dades en febrero de 2006”.60
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Asimismo, la organización realiza cada año un “iinnffoorrmmee de actividades generales

de la organización en el que se incluye un apartado sobre llaa  vviiggiillaanncciiaa  aall  ssiisstteemmaa

ppeenniitteenncciiaarriioo””.. 61

Por otra parte, “en enero se presentó el libro, elaborado con otras nueve orga-

nizaciones, ‘Mirada desde la Sociedad Civil: hacia un diagnóstico de los derechos

humanos en Nuevo León’, que incluye un aappaarrttaaddoo  ssoobbrree  ppeerrssoonnaass  pprriivvaaddaass  ddee  ssuu

lliibbeerrttaadd”.62

Debido a que actualmente se realizan vviissiittaass  aa  ppeerrssoonnaass  ccoonnccrreettaass, sólo se tiene

acceso dentro del centro de detención, “al área donde los internos reciben a sus

abogados”.63

En relación con el acceso a la información de los lugares de detención, la orga-

nización Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos, obtiene “información

gubernamental respecto al número de detenidos, y la información sobre las condi-

ciones de detención se la proporcionan los internos entrevistados”.64

La frecuencia de las visitas realizadas es constante: CADHAC realiza al mes “apro-

ximadamente 12 visitas a los centros de reclusión. La frecuencia de las visitas a un

mismo lugar de detención o privación de la libertad es semanal. La duración de las

visitas varía de una a siete horas”.65

Al realizar las visitas se practican entrevistas, sin embargo, CADHAC señala que

“eess  ddiiffíícciill  aasseegguurraarr  llaa  pprriivvaacciiddaadd de las mismas, los celadores están siempre en la

misma área”.66 Las personas que realizan las visitas, son “dos, un abogado y un

sociólogo”. 67 Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos elabora iinnffoorrmmeess  iinntteerr--

nnooss sobre la situación, los cuales presenta a la Dirección del mismo.También emite

rreeccoommeennddaacciioonneess, dentro de las cuales puede realizar diversas acciones, entre las

que se encuentran las siguientes:

Hablar con el Director del penal,

Hablar con el Jefe de Seguridad del penal,

Hablar con el Subsecretario de Atención Penitenciaria, o

Hablar con el Subsecretario de Atención Penitenciaria y pedirle su intervención urgente.

Acudir a los medios de comunicación.68

Dichas recomendaciones pueden presentarse de manera ““oorraall,,  ppoorr  eessccrriittoo,,  eenn  pprrii--

vvaaddoo  oo  ppúúbblliiccaammeennttee, varía dependiendo de cada caso, la forma más común suele
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ser la oral. El cumplimiento de dicha recomendación se verifica mediante nnuueevvaass

eennttrreevviissttaass  ccoonn  llooss  iinntteerrnnooss  vviissiittaaddooss  yy  ssuuss  ffaammiilliiaarreess”.69

COLECTIVO CONTRA LA TORTURA Y LA IMPUNIDAD, A.C. (CCTI)

La organización de derechos humanos Colectivo contra la Tortura y la Impunidad

realiza visitas a “reclusorios principalmente del Distrito Federal, estado de México,

Guerrero (Ometepec, Acapulco, Ayutla, Chilpancingo, Iguala, Arcelia, Coyuca de

Catalán), ocasionalmente Oaxaca y Chiapas, y a reclusorios de otras entidades cuan-

do media una petición; también se realizan visitas a Agencias Ministeriales, Estación

Migratoria de Iztapalapa, hospitales psiquiátricos y otros donde sea posible la comi-

sión de la tortura”.70

Las visitas se realizan “bajo el derecho jurídico vigente que tienen las personas

detenidas para ser visitadas con su consentimiento, sin embargo, esto no es respe-

tado por las autoridades, por lo que muchas veces es negada la entrada, argumen-

tando que solo las autoridades de las direcciones de penales estatales son las úni-

cas autorizadas para permitir la entrada. Dichas visitas se realizan a petición de las

personas privadas de su libertad, en proceso o sentenciados, que refieran haber

sido torturados o maltratados”.71

Las visitas se efectúan atendiendo a una petición expresa por parte de los dete-

nidos, asimismo, se atiende a otras personas de las que se tiene conocimiento de

haber sido torturadas.

Los objetivos de las visitas principalmente consisten en la “rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall

de posibles victimas, ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall  oo  ddee  oottrroo  ttiippoo,,  ddooccuummeennttaacciióónn  yy  rreehhaabbiillii--

ttaacciióónn”.72 También realizan labores de ccaappaacciittaacciióónn  que tienen como objeto la pprree--

vveenncciióónn de la tortura.

En este sentido, “después de tomar el testimonio y ddooccuummeennttaarr el posible caso

de tortura se le da un sseegguuiimmiieennttoo  mmééddiiccoo  yy  ppssiiccoollóóggiiccoo, tanto al preso como a su

familia. Si el preso decide hacer denuncia penal o queja ante a las Comisiones de

Derechos Humanos se le ofrece aappooyyoo  lleeggaall  yy  //aa  ccooaaddyyuuvvaanncciiaa”.73

Los resultados esperados de las visitas realizadas consisten principalmente en

“iinnffoorrmmaarr,,  ddeennuunncciiaarr  yy  llooggrraarr  aatteenncciióónn  mmééddiiccaa  yy  ppssiiccoollóóggiiccaa  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee

mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa”.74

Respecto a las condiciones bajo las cuales los miembros del CCTI tienen acceso a los

lugares de detención, “es variable dependiendo del tipo de centro de detención, a veces
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sólo se ingresa en las horas de visita familiar y de acuerdo al reglamento de entrada. Las

visitas casi siempre se realizan en las mínimas condiciones: lugar inadecuado, poco tiem-

po de duración de la visita, presencia cercana de custodios, restricciones para llevar equi-

po de trabajo, lo cual dificulta realizar el trabajo. En muchas ocasiones se obstaculiza la

entrada, ya sea porque hagan preguntas acerca de la entrevista, o por cosas tan super-

fluas como no haberse rasurado o llevar prendas de vestir de determinados colores”.75

Los miembros de la organización tienen acceso dentro del centro de detención,

a “lugares administrativos y a espacios que no son los adecuados para realizar las

entrevistas, como locutorios y áreas de visita general”.76

Respecto al número de visitas que se realizan al mes, “es variable según el objeto

de la visita, si se trata de rreehhaabbiilliittaacciióónn, de una a dos veces, por mes por 3 o 6 meses

o más; si se trata de ccooaaddyyuuvvaanncciiaa, las veces que se requiera hablar con la persona

detenida; si se trata de ddooccuummeennttaarr o realizar un ppeerriittaajjee, una vez por semana”.77

La duración de las visitas varía “dependiendo del objeto de la visita y del núme-

ro de personas a visitar, su duración es de 1 a 2 horas por persona”.78

El número de personas que realizan las visitas varía “dependiendo el tipo de

atención, por ejemplo, la médica, psicológica o legal, o combinadas, es decir mínimo

dos y máximo cuatro personas, que pueden ser médico, psicólogo, psicoterapeuta,

abogado y pasantes de estudios afines, con experiencia en la actividad específica”.79

Respecto a la privacidad que se requiere para realizar las entrevistas que pue-

den ser “colectivas o personales, se realizan ssiinn  llaa  ddeebbiiddaa  pprriivvaacciiddaadd, dado que esta-

mos en las áreas de visita general. En ocasiones cuando se trata de realizar un peri-

taje se llega a respetar cierta privacidad, pero es difícil”.80

El Colectivo contra la Tortura y la Impunidad realiza “ppeerriittaajjeess  mmééddiiccoo--ppssiiccoollóóggii--

ccooss  ssoobbrree  hheecchhooss  ddee  ppoossiibbllee  ttoorrttuurraa, informes médicos breves sobre alegatos de

tortura aplicando el Protocolo de Estambul, y se elabora un documento que se pre-

senta a los abogados de la defensa y a las autoridades correspondientes que llevan

el caso”.81 La organización también señala que realiza informes sobre las demandas

de tortura que se van registrando.

El CCTI da seguimiento a los casos “a través del seguimiento de los procesos jurí-

dicos, protestando el cargo y ratificando el peritaje ante la autoridad, y vveerriiffiiccaann--

ddoo  eell  uussoo  oo  aapplliiccaacciióónn  qquuee  llaa  aauuttoorriiddaadd  ddaa  eenn  llooss  jjuuiicciiooss  aa  llooss  ppeerriittaajjeess; asimismo, se

da sseegguuiimmiieennttoo  ddee  llooss  iinnffoorrmmeess  ssoobbrree  llooss  ccaammbbiiooss  eenn  llaa  ddeemmaannddaa  ddee  ttoorrttuurraa  qquuee  ssee

rreeggiissttrraann, vvaalloorraannddoo  llaa  rreessppuueessttaa  qquuee  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  ddaann  aa  llaa  ddeennuunncciiaa  ddee  llooss  ccaassooss

qquuee  lllleevvaa  llaa  oorrggaanniizzaacciióónn”.82
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COMISIÓN DE SOLIDARIDAD Y DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS 

(COSYDDHAC)83

La organización Comisión de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos (COS-

YDDHAC), con sede en Chihuahua, realiza visitas a los siguientes lugares de deten-

ción:

“Centro de Readaptación Social de San Gregorio de Aquiles Serdán, Municipio de

Chihuahua y Unidad de Bajo Riesgo de Chihuahua; Cárcel Municipal; Centros Peniten-

ciarios de Guadalupe y Calvo, Parral, Guachochi, Cd. Juárez; Agencias de Ministerios

Públicos de Chihuahua, Témoris, San Rafael, Municipio de Urique (Sierra Tarahuma-

ra); Escuela José Maria Morelos y Pavón del Consejo Tutelar para Menores; y varios

Centros de Rehabilitación de Chihuahua”.84

El objetivo de las visitas que realiza la Comisión de Solidaridad y Defensa de los

Derechos Humanos es “brindar la aatteenncciióónn  yy  sseegguuiimmiieennttoo  ssoobbrree  llaass  qquueejjaass  yy  llaass

nneecceessiiddaaddeess  ddee  llaass  iinntteerrnnaass ee  iinntteerrnnooss entre las que sobresalen la falta de atención

medica, aplicación de castigos (segregación) en ocasiones injustificados, falta de

atención de los defensores (particulares y de oficio), o por parte de los Ministerios

Públicos, o bien para atender sus expedientes”. 85

Para realizar dichas visitas, la organización obtiene ppeerrmmiissoo para visitar a perso-

nas previamente determinadas, el cual lo solicita mediante oficio dirigido al Director

del Centro de reclusión, en el que se exponen “la necesidad de la visita y las entre-

vistas que se hagan necesarias”. 86

En razón de la trayectoria del trabajo realizado, COSYDDHAC señala:

“En la práctica no se nos hace ninguna restricción, ni somos sometidos a revisio-

nes; además siempre hay una persona que nos atiende casi al momento de nuestra

llegada. Hemos tenido oportunidad hasta de que se nos facilite la sala de reuniones

del Director para entrevistas que han requerido de filmación, fotografías u otro

tipo de grabaciones. Esto sólo sucede cuando es en apoyo a otras organizaciones

de la sociedad civil”. 87

La organización solicita que las entrevistas que realiza en los lugares de deten-

ción se efectúen eenn  pprriivvaaddoo, argumentando que “en función de los derechos de los

internos es necesaria la privacidad, y para protección del mismo”. 88

Las visitas que realiza COSYDDHAC son “siempre a solicitud del interno, procu-

rando establecer la cita y precisar el asunto que se va a tratar y las personas a

entrevistar”.89
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Para realizar las visitas al lugar de detención, acuden dos personas de la Comi-

sión de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos, en ocasiones con el apoyo

de algún familiar, aunque no es indispensable para la realización de la visita. Al res-

pecto, la organización de derechos humanos señala que “se procura que el familiar

no interfiera en el trabajo de Cosyddhac, para mantener dos condiciones: la liber-

tad de la organización, y por otra parte tratar de mantener la imparcialidad frente

a la familia y frente a las autoridades del centro penitenciario”. 90

La organización logra aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss, estableciendo un ddiiáállooggoo

con las autoridades responsables del centro de detención, “en ocasiones sólo con

dialogar con el director en el mismo centro penitenciario se giran las instrucciones

para que se resuelva la dificultad, o instruye recomendaciones para que se arregle

el problema”. 91

COSYDDHAC da sseegguuiimmiieennttoo  aa  llooss  ccaassooss  eessttaabblleecciieennddoo  ccoommuunniiccaacciióónn  ccoonn  llooss

iinntteerrnnooss, quienes “se comunican con los miembros de la organización y les infor-

ma sobre la atención que se le da por parte del Director del Centro de Reclusión,

y si es el caso se da por cerrado el asunto, en caso contrario se le da seguimiento

hasta tener una solución satisfactoria para el reo de acuerdo a la defensa de sus

derechos”.92

Como resultado de las visitas realizadas, la Comisión de Solidaridad y Defensa de

los Derechos Humanos anualmente da a conocer las acciones realizadas por dicha

organización, mediante un iinnffoorrmmee  en el que “se incluyen los casos atendidos en los

centros penitenciarios”.93

La organización de derechos humanos COSYDDHAC ha realizado esporádicamente

trabajo en coordinación con otras instancias, tanto gubernamentales como no guber-

namentales, como Amnistía Internacional. Específicamente, “para elaborar la pro-

puesta de reforma democrática de estructuras del Sistema Penitenciario del Estado

de Chihuahua, COSYDDHAC se coordinó con el Gobierno del Estado, con la Comisión

Estatal de Derechos Humanos y con la Comisión Nacional de Derechos Humanos”.94

COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE COLIMA, NO GUBERNAMENTAL, A.C.95

La asociación civil Comité de Derechos Humanos de Colima realiza visitas a lugares

de detención, tales como “centros de mediana seguridad, agencias del Ministerio

Público, centros de detención de la fuerza pública, y centros de detención adminis-

trativa, entre otros”.96
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Los objetivos de las visitas a dichos centros de privación de la libertad, son “la

iinnvveessttiiggaacciióónn  ggeenneerraall  ddee  llaa  ssiittuuaacciióónn  ccaarrcceellaarriiaa y ccaassooss  iinnddiivviidduuaalleess, con frecuencia

indeterminada para la pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa,,  mmaallooss  ttrraattooss,,  iinnccoommuunniiccaacciióónn,,  aammee--

nnaazzaass, entre otros”.97

Para realizar las visitas, la organización de derechos humanos requiere de la emi-

sión de un “ppeerrmmiissoo  aaddmmiinniissttrraattiivvoo  ppoorr  ppaarrttee  ddee  llaass  aauuttoorriiddaaddeess,,  qquuee  ssuuppoonnee  aaccuueerr--

ddoo  gguubbeerrnnaammeennttaall” ,98 sin embargo, el Comité de Derechos Humanos de Colima con-

sidera necesario realizar las visitas “de manera más sistemática y conforme a la

legislación internacional, como mecanismo preventivo de la tortura”.99

El número de miembros del Comité de Derechos Humanos de Colima que gene-

ralmente realizan visitas, son dos o tres personas.

Respecto a la metodología de las visitas, una vez que el Comité de Derechos Huma-

nos acude al centro de detención, “inmediatamente son acompañados de una perso-

na de la misma dependencia policíaca hacia los separos o celdas, cuestionando a los

internos ssoobbrree  ssuu  ssiittuuaacciióónn  ggeenneerraall y si detectan malos tratos y violaciones a cuales-

quiera de los derechos de los detenidos previstos en el 20 constitucional, la organiza-

ción toma nota de todos los casos y circunstancias violatorias de cada uno”.100

Es importante subrayar que el Comité de Derechos Humanos de Colima ha rea-

lizado “vviissiittaass  ssiinn  pprreevviioo  aavviissoo  ee  iinnmmeeddiiaattaass a centros de detención preventivos o

administrativos, y de investigación o ministeriales, así como a los separos de dete-

nidos de la Procuraduría General de la República”,101 la organización pretende dar

seguimiento a dichas visitas y ampliarlas en la medida posible. 

Como resultado de dichas visitas, la organización plantea ante las autoridades

superiores inmediatas del centro de reclusión las violaciones a derechos humanos

detectadas, y realiza pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  aa  pprroobblleemmaass  eenn  ““eell  ttrraattoo  aa  llooss  ddeetteenniiddooss,,

eenn  ssuu  ccoonnddiicciióónn  jjuurrííddiiccaa  oo  eenn  llaa  mmooddiiffiiccaacciióónn  ddee  aallgguunnooss  eessppaacciiooss  ffííssiiccooss  iinnaaddeeccuuaaddooss,

tales propuestas consisten en la corrección, restitución, supresión y/o sanción, y/o

investigación y su consecuente consignación por posibles actitudes ilícitas”. 102

Las pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn se presentan al “Procurador, al Director de Seguri-

dad Pública o al Director del Centro Penitenciario, y se realizan de manera verbal o

vía telefónica”.103

El Comité de Derechos Humanos de Colima ha establecido “nniivveelleess  ddee  ccoooorrddiinnaa--

cciióónn  yy  ccoommuunniiccaacciióónn  ddiirreeccttoo con el titular del poder Ejecutivo Estatal y con el Pro-

curador, Directores y otros funcionarios”.104
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FRENTE CÍVICO SINALOENSE (FCS)

El Frente Cívico Sinaloense realiza visitas a lugares de detención en el Estado de

Sinaloa. Al efecto, visita “con mayor frecuencia reclusorios y agencias ministeriales,

y en menor frecuencia estaciones migratorias y hospitales psiquiátricos ya que

recientemente se esta conformando ayuda en aspectos psico-psiquiátricos”. 105

Para realizar visitas a lugares de detención, el Frente Cívico Sinaloense señala

que “existe una aaccrreeddiittaacciióónn  ddee  ffaaccttoo del trabajo realizado por dicha organización,

ya que se ha establecido que desarrollan una labor seria y responsable a favor de

los necesitados, por lo tanto todas las dependencias lo reconocen y proceden, salvo

situaciones especiales, a permitir las visitas”. 106

Los objetivos de sus visitas son “llaa  pprreevveenncciióónn,,  rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossiibblleess

vvííccttiimmaass,,  ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall  oo  ddee  oottrroo  ttiippoo,,  ddooccuummeennttaacciióónn,,  y rreehhaabbiilliittaacciióónn”.107

De las visitas realizadas, el Frente Cívico Sinaloense proporciona “aatteenncciióónn  eenn

ccaassooss en que se detectan irregularidades, injusticias administrativas o legales, con

la finalidad de hacer cesar las violaciones a derechos humanos. Asimismo, en caso

de no obtener o para obtener respuesta, se acude a la ddeennuunncciiaa  ppúúbblliiccaa, iinnffoorrmmaarr

al público y emitir rreeccoommeennddaacciioonneess a las autoridades”.108

Durante el desarrollo de las visitas “normalmente ssee  eelliiggeenn  aa  llaass  ppeerrssoonnaass  qquuee  ssee

ddeesseeaa  vviissiittaarr, víctimas de algún abuso, maltrato, o tortura; se aprovechan estas visi-

tas para la rreevviissiióónn  ddee  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess  yy  aatteenncciióónn  aa  llaass  ddeennuunncciiaass de

muchos otros detenidos que aprovechan ‘la oportunidad’ y denuncian hechos injus-

tos” 109 o violaciones a derechos humanos.

Respecto a las condiciones en las cuales los miembros de la organización tienen

acceso a los centros de reclusión, varían dependiendo si se trata de un lugar de

competencia estatal, municipal, o federal, “en los centros de detención bajo la com-

petencia de la autoridad estatal o municipal se tiene libertad de acceso; en los cen-

tros de detención bajo competencia federal, se limita el acceso; y en el caso del

Ejército, las restricciones son más fuertes”,110 de esto depende el acceso a los luga-

res y espacios dentro del centro de detención.

Para la realización de las visitas “normalmente se asiste pprreevviioo  ppeerrmmiissoo  del Direc-

tor, y durante las mismas les acompaña el Jefe de Custodios o Guardias, y en muni-

cipios chicos, les acompaña con frecuencia también el Presidente Municipal”. 111

El Frente Cívico Sinaloense señala que “tienen acceso a la información respecto

al número de detenidos y a las condiciones de detención generales”. 112
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En cuanto a la metodología de las visitas, éstas se realizan “uunnaa  vveezz  aall  mmeess  ppoorr

rruuttiinnaa, aassíí  ccoommoo  ttooddaass  llaass  nneecceessaarriiaass  aa  ppeettiicciióónn  ddee  ppaarrttee  aaggrraavviiaaddaa; la duración de

las visitas es a discreción, y oscila entre 15 minutos a dos horas”. 113

Las visitas que se realizan con mayor frecuencia son aquellas a “las cárceles del

estado donde están juntos procesados y sentenciados del fuero común y del fuero

federal”. 114

El número de personas de la organización que realiza las visitas varía de “dos a cinco,

y el equipo esta conformado por la Presidenta de la organización, que tiene formación

de licenciada en Derecho, el Secretario, y miembros voluntarios de la Secretaría de

Derechos Humanos con vocación social, así como asesores licenciados en Psicología”.115

Para la medición del impacto de las visitas realizadas, se emiten “rreeccoommeennddaacciioonneess

surgidas a raíz de sus visitas, qquuee  ssee  ddiirriiggeenn  aa  llaa  pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss

ttrraattooss, estas recomendaciones se emiten oorraallmmeennttee  yy  ddee  sseerr  nneecceessaarriioo  ssee  hhaacceenn

ppúúbblliiccaass  aa  llaa  pprreennssaa”.116

SERVICIO JESUITA A MIGRANTES (SJM)117

El Servicio Jesuita a Migrantes, con sede en Veracruz y en el Distrito Federal, reali-

za visitas a centros de aseguramiento de migrantes, con el objetivo de vveerriiffiiccaarr la

“situación del centro y aaccoommppaaññaammiieennttoo  aa  mmiiggrraanntteess, así como la ddooccuummeennttaacciióónn

ddee  ssiittuuaacciioonneess  iinnddiivviidduuaalleess”.118

Para realizar las visitas al centro de aseguramiento de migrantes, la organización

obtiene un ppeerrmmiissoo  que concede la autoridad migratoria.119

La personas de la organización que realizan la visita, son “el coordinador de la

pastoral del migrante, y dos personas más del equipo”.120

El Servicio Jesuita a Migrantes señala que al realizar las visitas a los centros de

aseguramiento de migrantes se encuentran con “dificultades en el ingreso, obsta-

culización, y en ocasiones, prohibición”.121

Como resultado de las visitas realizadas a los lugares de aseguramiento de

migrantes, el Servicio Jesuita a Migrantes realiza iinnffoorrmmeess  iinntteerrnnooss..122
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SIN FRONTERAS

Sin Fronteras es una organización civil que realiza visitas a las estaciones migrato-

rias de la Ciudad de México y de Tapachula, Chiapas; la primera es visitada por las

áreas de Defensoría y de Vinculación y Promoción, y la segunda por Vinculación y

Promoción.

Asimismo, el área de Defensoría realiza visitas a otros centros de detención,

tales como “agencias ministeriales, hospitales psiquiátricos o reclusorios, estas visi-

tas no son periódicas, ni se realizan con intención de hacer un monitoreo de condi-

ciones de detención, sino que obedecen a diligencias que se practican en atención

a un caso particular”. 123

Para realizar las visitas a los lugares de detención, no existe un convenio firma-

do entre Sin Fronteras y el Instituto Nacional de Migración: “en algún momento exis-

tió un acuerdo verbal que facilitaba las visitas pero que a partir del cambio de fun-

cionarios en el INM en 2005, dejó de surtir sus efectos casi completamente”. 124

Por lo tanto, la forma en que Sin Fronteras ingresa a la Estación Migratoria es

diferenciada: “los abogados del área de Defensoría que realizan actividades de moni-

toreo, asistencia y representación legal, no cuenta con ningún tipo de acuerdo

escrito u oral que autorice la realización de las visitas, por lo que se ciñen a los días

y horarios de visita para familiares y visitas, de acuerdo con las Normas para el Fun-

cionamiento de las Estaciones Migratorias”. 125

Dichas Normas establecen en su artículo 39 la facultad de la Coordinación de

Control y Verificación Migratoria, o del jefe de la estación migratoria, para autorizar

las visitas y extender los pases correspondientes, autorizándose únicamente las visi-

tas de las siguientes personas:

“I.- Familiares y amistades del asegurado nacionales o extranjeros estos últimos

deberán acreditar su legal estancia en territorio nacional;

II.- Cónyuge o concubino (a);

III.- Autoridades, representantes consulares y oorrggaanniissmmooss  nnoo  gguubbeerrnnaammeennttaalleess;;

IV.- Representante legal, y 

V.- Ministros de cultos religiosos acreditados”.126

Asimismo, el artículo 40 establece un horario determinado para efectuar tales visitas:

“Las visitas podrán efectuarse los días martes, jueves, sábados y domingos de las

10:00 a las 13:00 horas y de las 15:00 a las 18:00 horas, el tiempo máximo que dura-

rá la visita será de media hora, pudiendo autorizarse la entrada a un máximo de dos

personas por cada asegurado. 
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Quedan exceptuados de lo anterior, los asegurados que se encuentren en la prác-

tica de alguna diligencia o en atención médica”.127

Por otra parte, Sin Fronteras realiza visitas de monitoreo e impartición de talleres a

las personas migrantes aseguradas, que “se llevan a cabo gracias a que anualmente

se solicita el ingreso y se presenta un calendario de actividades a las autoridades

migratorias”.128

Los objetivos de las visitas realizadas son diversos. Sin Fronteras ingresa a la

estación migratoria de la Ciudad de México con el objeto de “ddiiffuunnddiirr los derechos

humanos de las personas migrantes e información sobre el proceso migratorio, así

como ddooccuummeennttaarr  llaa  ssiittuuaacciióónn  ddee  ddeerreecchhooss  ddee  ddeebbiiddoo  pprroocceessoo  yy  ddee  llaass  ccoonnddiicciioonneess

ddee  aasseegguurraammiieennttoo””.129 En el caso de la estación migratoria de Tapachula, las activi-

dades se centran sólo en la ddiiffuussiióónn.

Otros objetivos son “la ddooccuummeennttaacciióónn  yy  ddeeffeennssaa de los derechos humanos de

migrantes, a los que se les proporciona aasseessoorrííaa  yy//oo  rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall ya sea

frente a la misma autoridad administrativa o ante a autoridad judicial. Los casos

específicos que son representados por defensoría incluyen todo tipo de acciones

legales ante diferentes instancias que se requieran para el respeto y defensa de los

derechos de la persona”.130

Sin Fronteras realiza visitas de difusión, documentación de casos, y visitas a ppeerr--

ssoonnaass  ccoonnccrreettaass, las cuales también sirven para ccoonnssttaattaarr  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess

en las que se encuentran las personas aseguradas.

“En el caso de las actividades de difusión y documentación de debido proceso y

condiciones de aseguramiento, el ingreso es a las áreas de mujeres y de adolescen-

tes en dónde se tiene contacto principalmente con personas de nacionalidad cen-

troamericana.

“Las actividades de defensa, por su parte, se realizan a solicitud de la persona

asegurada, sus amigos, familiares u otras organizaciones civiles que solicitan la asis-

tencia. Ello debido a que para lograr el ingreso a la estación migratoria se nos

requiere señalar el nombre y la nacionalidad de la persona a la que visitamos.

“Ante la imposibilidad de ingresar a las áreas de población asegurada, el área de

defensa realiza la constatación de las condiciones generales orientada por las decla-

raciones de los asegurados, quienes constantemente hacen relación a las mismas”. 131

Las condiciones de acceso a las estaciones migratorias, por parte de los repre-

sentantes legales y abogados de la organización civil, se rigen por las Normas de

Funcionamiento de las Estaciones Migratorias, “mediante una interpretación extre-

madamente restrictiva de las mismas, las condiciones de ingreso a la estación
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migratoria resultan más restrictivas y discrecionales que las condiciones que se

imponen en centros preventivos o reclusorios, no sólo para abogados sino en gene-

ral para quienes les visitan”. 132

“Los días y horarios de visita se rigen por tales Normas de Funcionamiento; otras

disposiciones no están previstas por la normativa, como la relativa a la toma de

fotografías y cateo de personas que ingresan; y otras condiciones forman parte de

una interpretación restrictiva de las mismas, tal es el caso de la prohibición de ingre-

so de cualquier objeto a la estación migratoria, que se desprende de la interpreta-

ción realizada al artículo 5 de las Normas para el Funcionamiento de las Estaciones

Migratorias que señala: Queda prohibido en las estaciones migratorias: […] IV. El

comercio, introducción, posesión y uso de armas de fuego, instrumentos punzocor-

tantes, explosivos, teléfonos celulares y en general, ttooddoo  oobbjjeettoo qquuee  ppoonnggaann  eenn

ppeelliiggrroo  eell  oorrddeenn  yy  llaa  sseegguurriiddaadd  eenn  llaass  eessttaacciioonneess  mmiiggrraattoorriiaass”.133

Entre las condiciones impuestas para el ingreso se encuentran “ceñirse a días y

horas establecidos, por periodos máximos de 30 minutos de entrevista con los ase-

gurados, no se permite la entrevista con más de una persona por trámite, toma de

fotografía de las personas que ingresan, imposibilidad de ingreso con documentos

o evaluación de su contenido, plumas, lápices, periódicos, llaves o cualquier otro

objeto que a juicio de la autoridad no pueda ingresar por considerar que daña la

seguridad de las instalaciones y las personas. Asimismo, no se permite el ingreso de

ningún tipo de alimento o bebida, aún cuando el artículo 42 de las Normas de Fun-

cionamiento de las Estaciones Migratorias, establece el procedimiento a seguir para

su ingreso y por ende, su permisibilidad”. 134

Respecto al acceso a la información relacionada con el número de personas ase-

guradas, ésta no se le proporciona a Sin Fronteras, “argumentando que es informa-

ción confidencial”,135 por lo que consultan los datos estadísticos contenidos en la

página web del Instituto Nacional de Migración, “sin embargo estas cifras no se

encuentran desagregadas por edad ni sexo, por lo que las solicitamos mediante el

SISI. Respecto a las condiciones de detención no hemos recibido esta información,

sino que a través de los talleres y visitas de defensa se documenta al respecto”. 136

El área de defensa de Sin Fronteras tiene acceso a una parte de la zona de ofi-

cinas, mientras que para las actividades de difusión y documentación, pueden

ingresar al “área de dormitorio, comedor y área recreativa de mujeres y adolescen-

tes en las estaciones migratorias de México y Tapachula, Chiapas”.137

Respecto al número de visitas que realizan al mes para las labores de defensa,

“depende de si existe un caso que solicita o recibe asesoría o representación, en

cuyos casos se acude de una a dos veces por semana, sin embargo, cuando menos
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se realiza una visita cada 15 días. En el caso de difusión y documentación visitamos

la estación migratoria de la Ciudad de México una vez por semana, y la estación de

Tapachula, Chiapas se visita una semana completa al mes”. 138

En cuanto a la duración de las visitas realizadas por el área de defensa, éstas se

realizan en el horario determinado en las Normas para el Funcionamiento de las

Estaciones Migratorias, y en el caso de las actividades de difusión y documentación

“el tiempo es de aproximadamente tres horas, lunes, miércoles y viernes, respon-

diendo a los horarios de actividades deportivas, recreativas y culturales de las men-

cionadas normas de funcionamiento”.139

En cuanto a la metodología de las entrevistas realizadas por el área de defensa,

“el tiempo es limitado, toda vez que las Normas del Funcionamiento de las Estacio-

nes Migratorias establecen un tiempo máximo de 30 minutos, la autoridad migrato-

ria suele fijar un tiempo promedio de 10 a 20 minutos de entrevista, excepcional-

mente permite una entrevista por 30 minutos o más de dicho tiempo. AAuunnqquuee  eexxiiss--

ttee  uunn  eessppaacciioo  pprriivvaaddoo,,  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ddee  pprriivvaacciiddaadd  nnoo  ssoonn  aaddeeccuuaaddaass, ya que sólo

existe un espacio de aproximadamente 50 metros cuadrados en donde se llevan a

cabo las visitas a los asegurados. A recientes fechas los agentes migratorios que se

encuentran fuera del área, se encuentran constantemente pendientes del actuar

del asegurado-abogado durante la entrevista, lo que hemos notado causa un efec-

to desfavorable en la comunicación con el asegurado”.140

Asimismo, debido a que “durante los talleres se comienzan a documentar viola-

ciones del derecho de debido proceso y las condiciones de detención, al final se les

solicita realizar una entrevista, esta entrevista es confidencial y opcional, y se rea-

liza en condiciones de privacidad”.141

Respecto al equipo de trabajo que realiza las visitas, en las actividades de defen-

sa acuden dos personas, abogados, con trabajo en derechos humanos y derecho

interno; y en las de difusión y documentación acude una persona, cuyo perfil pro-

fesional cuenta con estudios en relaciones internacionales y experiencia en educa-

ción sobre derechos humanos (manejo de grupos).

Los resultados que se pretenden de las visitas a las estaciones migratorias, son:

en el caso de la defensa, “se proporciona aasseessoorrííaa  lleeggaall sobre la base de las circuns-

tancias específicas del caso y en caso de así convenir a los intereses de los migran-

tes y refugiados, se realizan ddeennuunncciiaass  ppeennaalleess,,  jjuuiicciiooss  ddee  aammppaarroo,,  iinntteerrvveenncciioonneess

eenn  eell  pprroocceeddiimmiieennttoo  aaddmmiinniissttrraattiivvoo ante la autoridad migratoria, recursos de revi-

sión y quejas administrativas y judiciales. Asimismo, se realiza la ddooccuummeennttaacciióónn  ddee

ccaassooss y sistematización de las acciones e instancias a las que se recurrió. Con las visi-

tas de difusión pretendemos iinnffoorrmmaarr  aa  llaass  ppeerrssoonnaass  ssoobbrree  ssuuss  ddeerreecchhooss  yy  ssoobbrree  eell
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pprroocceessoo  ppoorr  eell  qquuee  eessttáánn  ppaassaannddoo, debido a que las autoridades omiten este tipo

de información. Con la documentación sobre los derechos del debido proceso y

condiciones de aseguramiento realizamos una sistematización de lo documentado

y se emiten rreeccoommeennddaacciioonneess a las autoridades correspondientes”.142

“De cada una de las visitas, tanto de difusión y documentación como de defen-

sa, se realizan bitácoras que son circuladas al interior de la organización y se realiza

una sistematización de la información obtenida. Esta sistematización contiene ade-

más de las violaciones de derechos humanos identificadas, el fundamento jurídico

nacional e internacional y recomendaciones puntuales sobre cada tema”.143

Las recomendaciones emitidas por Sin Fronteras son entregadas “a las autorida-

des del Instituto Nacional de Migración y a instancias vinculadas a la preocupaciones

documentadas, por ejemplo DIF, INMUJERES etc. Además son presentadas a instan-

cias internacionales y medios de comunicación nacionales”.144

“No se emiten recomendaciones dirigidas en específico a la prevención de la

tortura y los malos tratos. No obstante el tema es abordado en la sistematización

de las violaciones a los derechos humanos de personas aseguradas”.145

Durante visitas subsecuentes, Sin Fronteras continúa el monitoreo de las esta-

ciones migratorias.

Sin Fronteras emitió recientemente el “Informe sobre la Situación de los Dere-

chos Humanos de la Población Migrante en las Estaciones Migratorias de la Ciudad

de México y Tapachula, Chiapas”, 2005-2006, el cual contempla las condiciones de

aseguramiento en las que se encuentran las personas en las estaciones migratorias.

COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA, DELEGACIÓN PARA MÉXICO, 

AMÉRICA CENTRAL Y EL CARIBE HISPANOHABLANTE (CICR)

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) realiza visitas a centros de detención,

tales como “Centros Federales de Readaptación Social, (CEFERESOS), Centros de

Readaptación Social (CERESOS), y cárceles municipales”.146

Respecto de las condiciones en las que tienen acceso a los centros de reclusión, “es

muy variable, en CERESOS, se tiene acceso a todas personas en todos los lugares, pero

en CEFERESOS, solo se tiene acceso a las personas para quién se solicitó la visita”.147

Para realizar las visitas a los lugares de detención, se establece un “aaccuueerrddoo  vveerr--

bbaall  ccoonn  llaass  aauuttoorriiddaaddeess, debido a que todavía no existe acuerdo formal por escrito,

las visitas se basan sobre el Derecho de Iniciativa del CICR”.148
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Los objetivos de las visitas que realiza el Comité Internacional de la Cruz Roja

consisten en “la pprreevveenncciióónn de desapariciones y malos tratos; el rree--eessttaabblleecciimmiieennttoo

ddee  llaazzooss  ffaammiilliiaarreess si es necesario; y la aaddeeccuuaacciióónn  ddeell  ttrraattoo  yy  ddee  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ddee

ddeetteenncciióónn a la normatividad internacional”.149

A raíz de las visitas realizadas, el CICR realiza “iinnffoorrmmeess  y rreeccoommeennddaacciioonneess  ccoonn--

ffiiddeenncciiaalleess a las autoridades, y a veces o cuando es necesario, realiza aatteenncciióónn  eenn

ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa u otras violaciones y realiza pprrooppuueessttaass  ddee

ssoolluucciióónn  ssiissttéémmiiccaass”.150

Respecto al desarrollo de las visitas, el personal del Comité Internacional de la

Cruz Roja “eelliiggee  aa  llaass  ppeerrssoonnaass  qquuéé  ddeesseeaann  vviissiittaarr y realiza visitas de ccoonnssttaattaacciióónn

ddee  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess”.151

En cuanto al acceso a la información, el CICR tiene “acceso al número de deteni-

dos y a las condiciones generales de detención, respecto a los espacios dentro del

centro de reclusión; durante las visitas, en CERESOS, el CICR tiene acceso a todas las

instalaciones, y en CEFERESOS, existe acceso limitado”.152

El CICR realiza 22  vviissiittaass  aall  mmeess, y “la frecuencia de las visitas a un mismo lugar de

detención o privación de la libertad, oscila entre 11  yy  44  vviissiittaass  aannuuaalleess. El número de

personas que realizan las visitas a los centros de detención, es de 1 a 3, y el equipo

se constituye por delegados, asesores jurídicos, y médicos”.153

La duración de las visitas varía “de dos horas a tres días, depende del número de

internos, dichas entrevistas se realizan eenn  pprriivvaaddoo”.154

El alcance geográfico de las visitas varía dependiendo de los “estados juzgados

como prioritarios”.155

Para la medición del impacto de las visitas, el Comité Internacional de la Cruz

Roja, emite “rreeccoommeennddaacciioonneess surgidas a raíz de sus visitas, que se dirigen a la pprree--

vveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss  ttrraattooss, las cuales son presentadas mediante inter-

venciones orales e iinnffoorrmmeess  eessccrriittooss ccoonnffiiddeenncciiaalleess dirigidos a las autoridades res-

ponsables”.156

El Comité Internacional de la Cruz Roja realiza una vviissiittaa  ppoosstteerriioorr  aa  llooss  cceennttrrooss

ddee  ddeetteenncciióónn  vviissiittaaddooss,,  con la finalidad de vveerriiffiiccaarr  yy  ddaarr  sseegguuiimmiieennttoo  aall  ccuummpplliimmiieenn--

ttoo  ddee  ssuuss  rreeccoommeennddaacciioonneess  confidenciales.
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Comisiones Públicas de Derechos Humanos

que realizan visitas a lugares de detención

COMISIÓN ESTATAL DE LOS DERECHOS HUMANOS DE CHIAPAS

La Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Chiapas es un organismo

público autónomo que tiene por objeto “la ddeeffeennssaa,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuullggaacciióónn de los

derechos humanos previstos en el orden jurídico mexicano, pprrooccuurraannddoo  eenn  ttooddoo

ccaassoo,,  eell  rreessppeettoo a la cultura, costumbres y tradiciones de los grupos étnicos de la

entidad”.157

La Ley para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos en el Estado de

Chiapas, establece en su artículo 12 las atribuciones de la Comisión de Derechos

Humanos. Respecto a los lugares donde se encuentran personas privadas de la liber-

tad, se señala la facultad de “ssuuppeerrvviissaarr  eell  rreessppeettoo a los derechos humanos en el sis-

tema penitenciario del estado, centros de reclusión municipal, separos u otros cen-

tros de detención”.158

Asimismo, la Comisión de los Derechos Humanos está facultada para “vviiggiillaarr  eell  rreess--

ppeettoo a los Derechos Humanos en las instituciones donde se encuentren adolescentes

que han infringido la ley y centros que en razón de sus funciones atiendan o tengan

bajo su custodia a niños, niñas y adolescentes por circunstancias de abandono, maltra-

to, orfandad o por estar relacionados sus padres con alguna conducta delictiva”.159

De los datos proporcionados por la Comisión Estatal de Derechos Humanos,

mediante la Encuesta a Organizaciones No Gubernamentales, Comisiones Públicas

de Derechos Humanos e Instituciones Gubernamentales que realizan visitas a luga-

res de detención, se desprende que su personal realiza visitas a reclusorios, agen-

cias ministeriales, centros de reclusión administrativos y hospitales.

A decir de la Comisión de Derechos Humanos, el objetivo de las visitas realizadas

a lugares de detención o privación de la libertad, es “la ccooaaddyyuuvvaanncciiaa  lleeggaall,, la pprroo--

tteecccciióónn, pprreevveenncciióónn e iinnvveessttiiggaacciióónn de violaciones a derechos humanos”.160

En este sentido, para que el personal del organismo de derechos humanos des-

arrolle las facultades conferidas, el Reglamento Interno de la Comisión establece

que dduurraannttee  llaa  ffaassee  ddee  iinnvveessttiiggaacciióónn  ddee  uunnaa  qquueejjaa, los Visitadores “podrán presen-

tarse a cualquier oficina administrativa, centros donde se brinde atención a niñez,

adultos, discapacitados o centro de reclusión ppaarraa  ccoommpprroobbaarr  ccuuaannttooss  ddaattooss  ffuuee--

rreenn  nneecceessaarriiooss,,  hacer las eennttrreevviissttaass  ppeerrssoonnaalleess  pertinentes, sea con autoridades,

administradores, encargados o con testigos o pprroocceeddeerr  aall  eessttuuddiioo  ddee  llooss  eexxppeeddiieenn--

tteess  oo  ddooccuummeennttaacciióónn  nneecceessaarriiooss”.161
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Para tal efecto, “las autoridades y responsables de esos centros deberán dar las

facilidades que se requieran para el buen desempeño de las labores de iinnvveessttiiggaacciióónn

y permitir el acceso a la documentación o los archivos respectivos”.162

Con la finalidad de que el personal de la Comisión pueda allegarse de los elementos

necesarios para investigar y determinar las violaciones a derechos humanos, así como

atender las quejas de los internos en cualquier centro de reclusión de la entidad, el

Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Chiapas esta-

blece algunos principios sobre la realización de entrevistas y acceso a la información.

En este sentido, “nnoo  ppooddrráánn  sseerr  oobbjjeettoo  ddee  eessccuucchhaa  oo  iinntteerrffeerreenncciiaa  llaass  ccoonnvveerrssaa--

cciioonneess que se establezcan entre funcionarios de la Comisión de los Derechos Huma-

nos y los internos de algún centro de reclusión, ya sea de adultos o de adolescen-

tes”,163 lo cual es de especial relevancia para casos de posible tortura o malos tratos.

Asimismo, cuando la Comisión solicite información que la autoridad responsable

considere de carácter reservado, la autoridad “lo comunicará a la Comisión de los

Derechos Humanos y expresará las razones para considerarla así. En este supuesto,

los Visitadores Generales tendrán la facultad de hacer la calificación de la reserva y

solicitar que se les proporcione la información o documentación que se manejará

en la más estricta confidencialidad”.164

De la práctica de las visitas realizadas, se distinguen dos tipos: aquellas en las

que “eelliiggeenn  aa  llaass  ppeerrssoonnaass  qquuee  ddeesseeaann  eennttrreevviissttaarr  yy  llaass  vviissiittaass  ddee  ccoonnssttaattaacciióónn  ddee

ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess”.165 En el primer supuesto, la Comisión tiene “acceso a la

información relativa a la persona que se entrevista, y en el segundo, se tiene acce-

so a los lugares que se requieren para el desahogo de la diligencia de visita corres-

pondientes”.166

El personal que se encarga de realizar las visitas está constituido por Visitadores

Generales y Adjuntos, así como licenciados en Derecho. En cuanto al número de visi-

tas que realizan, “varía dependiendo del número de quejas interpuesta por las per-

sonas detenidas, así como de la diligencia de que se trate, ya sea entrevista a los

detenidos, fe de integridad física y otros aspectos a considerar”.167

De la investigación realizada durante las visitas, se elaboran “pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluu--

cciióónn, y en su caso se emiten rreeccoommeennddaacciioonneess”.168

La Comisión de Derechos Humanos señala que “de ser procedente la queja por

presuntas violaciones a derechos humanos, y acreditarse la existencia de las mismas,

la Comisión esta facultada para emitir rreeccoommeennddaacciioonneess  nnoo  vviinnccuullaattoorriiaass a las auto-

ridades presuntamente responsables”,169 estas recomendaciones “se divulgarán en
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los medios de comunicación ya sea de manera íntegra o sintetizada, solamente cuan-

do no sean aceptadas por los servidores públicos a quienes va dirigida”.170

Para dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones “existe una ddiirreecc--

cciióónn,,  qquuee  mmiiddee  eell  aavvaannccee  eenn  eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  aaccuueerrddoo  ccoonn  llooss  iinnffoorrmmeess  ddee  llaass

aauuttoorriiddaaddeess  ddeessttiinnaattaarriiaass  ddee  llaa  rreeccoommeennddaacciióónn”.171

El artículo 67 de la Ley de la Comisión establece la emisión de un IInnffoorrmmee  AAnnuuaall,

el cual “podrá contener pprrooppoossiicciioonneess dirigidas a las autoridades y servidores públi-

cos competentes, tanto federales, como locales y municipales para pprroommoovveerr la

expedición o modificación de disposiciones legislativas y reglamentarias, así como

para perfeccionar las practicas administrativas correspondientes, con el objeto de

tutelar de manera más efectiva los derechos humanos de los gobernados y lograr

una mayor eficiencia en la prestación de los servicios públicos”.172

Asimismo, la Comisión de Derechos Humanos puede emitir IInnffoorrmmeess  EEssppeecciiaalleess

“cuando la naturaleza del caso lo requiera por su importancia o gravedad, el cual podrá

ser presentado a la opinión pública y a las autoridades”,173 así como cuando “persistan

actitudes u omisiones que impliquen conductas evasivas o de entorpecimiento por

parte de las autoridades y servidores públicos que deban intervenir o colaborar en sus

investigaciones, no obstante los requerimientos que ésta les hubiere formulado”.174

Al respecto, la Comisión está facultada para ddeennuunncciiaarr  “ante los órganos com-

petentes los delitos o faltas que, hubiesen cometido las autoridades y servidores

públicos de que se trate”.175

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

La Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Chihuahua, esta-

blece la creación de la Comisión de Derechos Humanos y las atribuciones conferidas

a la misma.

Dicha Comisión estatal es un “es un organismo descentralizado con personalidad

jurídica y patrimonio propios, que tiene por oobbjjeettoo  llaa  pprrootteecccciióónn,,  oobbsseerrvvaanncciiaa,,  pprroo--

mmoocciióónn,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuullggaacciióónn de los derechos humanos”.176

Para cumplir con la atribución de proteger y observar el respeto de los derechos

humanos en los centros de detención en el Estado de Chihuahua, la Ley de la Comi-

sión Estatal de Derechos Humanos establece en su artículo 6 la facultad de “ssuuppeerr--

vviissaarr  el sistema penitenciario y de readaptación social del Estado”.177
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El anterior es el fundamento legal para que la Comisión de Derechos Humanos

de Chihuahua realice visitas a lugares de detención, en las que “se inspeccionan la

totalidad de los 16 CERESOS Distritales, en los cuales, la visita de inspección se rea-

liza de mmaanneerraa  ddiiaarriiaa en los dos que corresponden al Distrito Judicial Morelos con

sede en la ciudad de Chihuahua, los otros dos que corresponden al Distrito Bravos

con sede en Ciudad Juárez, en el Distrito Judicial Hidalgo con sede en ciudad Hidal-

go del Parra, y el del Distrito Judicial Benito Juárez con sede en ciudad Cuauthémoc,

y en los restantes las visitas son de manera ppeerriióóddiiccaa”.178

“Así mismo se inspeccionan la totalidad de los 79 establecimientos que corres-

ponden a cárceles municipales y seccionales, mediante programas de vviissiittaass  ppeerriióó--

ddiiccaass, de las cuales las cuatro principales cárceles correspondientes a Ciudad Juárez,

Chihuahua, Cuauhtémoc, Hidalgo del Parral, se visitan de mmaanneerraa  ddiiaarriiaa”.179

En la Encuesta realizada, la Comisión de Chihuahua señaló que los objetivos de

las visitas, son la rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall  ddee  ppoossiibblleess  vvííccttiimmaass,,  llaa  rreehhaabbiilliittaacciióónn  yy  llaa  pprree--

vveenncciióónn  ggeenneerraall..

La rreepprreesseennttaacciióónn  lleeggaall de posibles víctimas porque “cuando se detecta que

alguna persona que se encuentra privada de su libertad ha sido objeto de violacio-

nes a sus derechos humanos, se procede a levantar la queja, la cual se investiga con

posterioridad”.180

Otro de los objetivos es la rreehhaabbiilliittaacciióónn,, que opera “cuando se ha producido

algún daño en su salud, se realizan las gestiones necesarias para efecto de que se

le brinde la atención médica requerida”.181

Y la pprreevveenncciióónn  ggeenneerraall, que puede calificarse como un efecto de las visitas rea-

lizadas “ya que mediante las visitas se inhiben las conductas violatorias a los dere-

chos humanos por parte de los servidores públicos”.182

Respecto al desarrollo de las visitas,,  éstas son de reacción, y se realizan “en pri-

mera instancia, cuando alguna persona en lo particular solicita la intervención de la

Comisión, a efecto de atenderla, y posteriormente se realiza una visita de consta-

tación de las condiciones generales”.183

Para realizar las visitas a lugares de privación de la libertad, es importante seña-

lar que la Comisión de Derechos Humanos de Chihuahua realiza visitas a todos los

centros de detención “sin restricción alguna, se inspeccionan la totalidad de cárce-

les municipales y seccionales que existen en el Estado, y se visitan todas las instala-

ciones de dichos lugares”.184

El personal de la Comisión de Derechos Humanos que realiza visitas está confor-

mado por “licenciados en derecho, y aleatoriamente cuando se requiere la interven-
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ción de algún profesional de la medicina”,185 “a los centros de privación de la liber-

tad que se ubican en Chihuahua, Juárez, Cuauhtémoc o Parral acude un visitador

por centro, y el resto de las cárceles distritales, seccionales y municipales se cubren

con un total de 10 visitadores”.186

Respecto al acceso a la información, “si el visitador requiere información adicio-

nal que se encuentre en poder de la autoridad que privó al detenido de la libertad,

puede solicitarla sin restricción alguna, lo mismo sucede en cuanto a tomar conoci-

miento del número de detenidos”.187

En cuanto a la frecuencia de las visitas, “en lo que corresponde a las cárceles de

los municipios de Cuauhtémoc, Juárez, Chihuahua e Hidalgo del Parral las visitas son

de mmaanneerraa  ddiiaarriiaa, en el resto de los municipios se realizan de mmaanneerraa  ppeerriióóddiiccaa, en

el año 2006 se realizaron 354 visitas a CERESOS y 968 a cárceles municipales y sec-

cionales”.188 La duración de las visitas realizadas “depende del tamaño del centro de

reclusión y del número de internos”.189

Con la finalidad de supervisar el respeto a sus derechos humanos, el Reglamen-

to Interno de la Comisión Estatal de Derechos Humanos establece, con relación a las

entrevistas a los internos, que “nnoo  ppooddrráánn  sseerr  oobbjjeettoo  ddee  eessccuucchhaa  oo  iinntteerrffeerreenncciiaa  llaass

ccoonnvveerrssaacciioonneess que se establezcan entre funcionarios de la Comisión Estatal y los

internos de algún centro de reclusión, ya sea de adultos o de menores”.190

Como resultado de las visitas realizadas a los lugares de detención, la Comisión de

Derechos Humanos proporciona “iinnffoorrmmaacciióónn  yy  aasseessoorrííaa a las personas privadas de la

libertad sobre sus derechos y los procedimientos legales a seguir”.191 Asimismo, “se

logra aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa,,  ssee  ggeessttiioonnaa  llaa  aatteenncciióónn  ppssii--

ccoollóóggiiccaa  yy  mmééddiiccaa  que se requiera”.192

Cuando se detectan violaciones a derechos humanos, “se levanta la qquueejjaa; en caso

de que no sea competencia de la Comisión se turna a la instancia correspondiente; y se

realiza ddeennuunncciiaa ante las autoridades competentes para que se sancionen las conductas

ilícitas que se cometieron en perjuicio de las personas en los centros de detención”. 193

Al respecto, la Ley de la Comisión Estatal establece que ésta “denunciará ante

los órganos competentes los delitos o faltas que, hubiesen cometido las autorida-

des o servidores públicos de que se trate”.194

La Comisión también emite rreeccoommeennddaacciioonneess,,  “si durante las visitas se detectan

practicas administrativas que constituyen acciones u omisiones que afectan el ser-
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vicio público o son violatorias de derechos humanos, se realiza la recomendación

respectiva a la autoridad para efecto de que subsane las deficiencias”.195

En resumen, “cuando se detectan casos específicos se emite la rreeccoommeennddaacciióónn

respectiva, y cuando se detectan practicas administrativas sistemáticas que pue-

dan estar redundando en una afectación de la persona se emiten las pprrooppuueessttaass

correspondientes”.196

Las recomendaciones, de acuerdo con la Ley de la Comisión Estatal de Derechos

Humanos de Chihuahua, “serán ppúúbblliiccaass y no tendrán carácter imperativo para la

autoridad o servidor público a los cuales se dirigirá” 197, y se emiten ppoorr  eessccrriittoo,, “para

efectos de formalidad y de seguimiento, salvo cuando se trate de una circunstan-

cia menor que pueda ser sancionada y subsanada en el acto, las observaciones se

realizan oorraallmmeennttee ante los directivos”.198

La Comisión de Derechos Humanos señala que “se han emitido pprrooppuueessttaass  para

efecto de mejorar las instalaciones físicas de los centros de reclusión, y rreeccoommeenn--

ddaacciioonneess por considerar que se trasgredieron los derechos de los internos”.199

Para vveerriiffiiccaarr  oo  ddaarr  sseegguuiimmiieennttoo  aall  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  ssuuss  rreeccoommeennddaacciioonneess,,  “el

Secretario Técnico Ejecutivo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos tiene a su

cargo el seguimiento de las recomendaciones por disposición expresa en lo estableci-

do por los artículos 82, 83, 84, del reglamento de la Ley que rige a la Comisión”.200

Paralelamente, la Comisión tiene facultad para emitir IInnffoorrmmeess  AAnnuuaalleess  que

podrán contener “pprrooppoossiicciioonneess dirigidas a las autoridades y servidores públicos

competentes, tanto estatales como municipales, ppaarraa  pprroommoovveerr  llaa  eexxppeeddiicciióónn  oo

mmooddiiffiiccaacciióónn  ddee  ddiissppoossiicciioonneess  lleeggiissllaattiivvaass  yy  rreeggllaammeennttaarriiaass, así como ppaarraa  ppeerrffeecc--

cciioonnaarr  llaass  pprraaccttiiccaass  aaddmmiinniissttrraattiivvaass  correspondientes con el objeto de tutelar de

manera más efectiva los derechos humanos de los gobernados y lograr una mayor

eficiencia en la perfección de los servidores públicos”.201

La Comisión señala que “en el Informe Anual que se presenta al Gobernador y al

H. Congreso del Estado, en el capitulo correspondiente a la función supervisora, se

presenta un apartado especifico que corresponde a los cceennttrrooss  ddee  rreeaaddaappttaacciióónn

ssoocciiaall,,  CCEERREESSOOSS,, en donde se desglosa el número de visitas, gestiones y orientacio-

nes realizadas, así también existe un rubro especifico de ccáárrcceelleess  mmuunniicciippaalleess  yy  sseecc--

cciioonnaalleess en donde se establece el número de visitas, gestiones realizadas, y otro

correspondiente a los cceennttrrooss  ddee  iinntteerrnnaammiieennttoo  ddee  rreecclluussiióónn  ppaarraa  mmeennoorreess e ins-

pecciones a diversos cceennttrrooss  ddee  aatteenncciióónn  ppaarraa  llaa  ssaalluudd como lo son hospitales”.202
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En dicho Informe Anual “se presenta un capitulo especial sobre el sseegguuiimmiieennttoo

ddee  llaass  rreeccoommeennddaacciioonneess”.203

Asimismo, la Comisión puede emitir IInnffoorrmmeess  EEssppeecciiaalleess “cuando persistan acti-

tudes u omisiones que impliquen conductas evasivas o de entorpecimiento por parte

de las autoridades y servidores públicos que deban intervenir o colaborar en sus

investigaciones, no obstante los requerimiento que esta les hubiere formulado”.204

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal es un “organismo público

autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propios que tiene por objeto la

pprrootteecccciióónn,,  ddeeffeennssaa,,  vviiggiillaanncciiaa,,  pprroommoocciióónn,,  eessttuuddiioo,,  eedduuccaacciióónn  yy  ddiiffuussiióónn de los

derechos humanos, establecidos en el orden jurídico mexicano y en los instrumen-

tos internacionales de derechos humanos, así como el combatir toda forma de dis-

criminación y exclusión, consecuencia de un acto de autoridad a cualquier persona

o grupo social”.205

La Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal esta-

blece la atribución de dicho organismo para “ssuuppeerrvviissaarr que las condiciones de las

personas privadas de su libertad que se encuentren en los centros de detención, de

internamiento y de readaptación social del Distrito Federal estén apegadas a dere-

cho y se garantice la plena vigencia de los derechos humanos”.206

Paralelamente, se establece que el personal de la Comisión podrá “practicar visi-

tas e inspecciones a los CCeennttrrooss  ddee  AAssiisstteenncciiaa  SSoocciiaall  ee  IInnssttiittuucciioonneess  ddee  AAssiisstteenncciiaa

PPrriivvaaddaa  ddoonnddee  ssee  pprreesstteenn  sseerrvviicciiooss  aassiisstteenncciiaalleess como son: casas hogares, casas

asistenciales, Instituciones y organismos que trabajen con la niñez, Instituciones

para el tratamiento y apoyo a enfermos mentales, Instituciones donde se preste

asistencia y apoyo a las personas con capacidades diferentes, a las personas adul-

tas mayores, Centros de Asistencia e Integración Social, Instituciones y Centros de

salud y demás establecimientos de asistencia social en el Distrito Federal, en los que

intervenga cualquier autoridad pública local, para cceerrcciioorraarrssee ddeell  aabbssoolluuttoo  rreessppeettoo

aa  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  de los internos”.207

Los lugares que la Comisión de Derechos Humanos visita se enuncian a continua-

ción:208
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Reclusorios:

Se visitan todos los centros de reclusión del Distrito Federal,

Reclusorio Preventivo Varonil Norte,

Reclusorio Preventivo Varonil Sur,

Reclusorio Preventivo Varonil Oriente,

Centro de Ejecución de Sanciones Penales Varonil Norte,

Centro de Ejecución de Sanciones Penales Varonil Oriente,

Centro de Rehabilitación Psicosocial (CEVAREPSI),

Centro Femenil de Readaptación Social Santa Martha Acatitla,

Centro Femenil de Readaptación Social (Tepepan),

Centro Varonil de Readaptación Social Santa Martha Acatitla (CERESOVA),

Penitenciaría del Distrito Federal.

Agencias del Ministerio Público:

En seguimiento a la Recomendación 11/2003, se realizaron visitas a las Agencias del

Ministerio Público Con Detenido de la Procuraduría General de Justicia del Distrito

Federal, con el fin de verificar el cumplimiento de la Circular C/001/2004, que obli-

ga a los agentes del Ministerio Público velar por el respeto de los derechos de las

personas detenidas. Las Agencias visitadas fueron las siguientes:

Agencias 50 y 50-B de la Fiscalía Central,

Agencias 5ª y 48 de la Fiscalía para Delitos Sexuales,

Agencias 57 de la Fiscalía para Menores.

Juzgados Cívicos:

Se acude también a los 70 Juzgados Cívicos del Distrito Federal por ser espacios en

donde se resguardan bajo arresto personas por la comisión de infracciones a la Ley

de Cultura Cívica del Distrito Federal.

La Comisión de Derechos Humanos emplea como fundamento jurídico para rea-

lizar visitas el “Reglamento General de Reclusorios, Ley de Cultura Cívica, Estatuto

de Gobierno del Distrito Federal, Acuerdos del Gobierno del Distrito Federal, Código

Penal para el Distrito Federal, Código de Procedimientos Penales para el Distrito

Federal, Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal,

Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito

Federal, Ley y Reglamento Interno de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos

del Distrito Federal, Circular C/001/2004 del Procurador General de Justicia del Dis-

trito Federal”.209
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Con la finalidad de que el personal de la Comisión de Derechos Humanos realice

debidamente sus funciones de protección, defensa, vigilancia, promoción, estudio,

educación y difusión de los derechos humanos de las personas privadas de la liber-

tad, el artículo 17 fracción X de la LOCDHDF establece que “tendrá aacccceessoo  iirrrreessttrriicc--

ttoo  aa  llooss  cceennttrrooss  ddee  ddeetteenncciióónn,,  ddee  iinntteerrnnaammiieennttoo  yy  ddee  rreeaaddaappttaacciióónn  ssoocciiaall  ddeell  DDiissttrrii--

ttoo  FFeeddeerraall””.

Respecto a los casos de posible tortura y malos tratos, el personal que realiza visi-

tas a lugares de detención, puede “solicitar el rreeccoonnoocciimmiieennttoo  mmééddiiccoo  ddee  rreeooss  oo  ddeettee--

nniiddooss  ccuuaannddoo  ssee  pprreessuummaa  llaa  eexxiisstteenncciiaa  ddee  mmaallooss  ttrraattooss  oo  ttoorrttuurraass, comunicando a las

autoridades competentes los resultados de las revisiones practicadas. Estas atribucio-

nes se entienden sin prejuicio de las que en la materia correspondan también a la Comi-

sión Nacional de Derechos Humanos, y para su ejercicio se promoverá la instrumenta-

ción de los mecanismos de coordinación que sean necesarios al efecto. El personal de

la Comisión en el ejercicio de sus funciones, tendrá acceso irrestricto a los centros de

detención, de internamiento y de readaptación social del Distrito Federal”.210

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal señala varios objetivos de

las visitas realizadas, dependiendo de los lugares visitados.

Con relación a las visitas a rreecclluussoorriiooss, éstas tienen como objetivo “primeramen-

te la pprreevveenncciióónn  ppaarraa  rreeppoorrttaarr  ssiittuuaacciioonneess  vviioollaattoorriiaass  aa  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  yy  pprrooppoo--

nneerr  ssuu  aatteenncciióónn. Asimismo para que una vez que se han detectado las situaciones

irregulares, se consignen en un documento informativo que refiera la situación

general de las prisiones en la ciudad; y de lo observado se hacen pprrooppuueessttaass  ddee

mmeejjoorraass””.211

También “se hacen visitas para aaccoommppaaññaarr a autoridades locales, federales e

internacionales para exponer la visión de la Comisión sobre el estado en el que se

encuentran los centros y las condiciones de vida de las personas reclusas”.212

Igualmente, “se hacen visitas para lograr la aatteenncciióónn  ddee  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss de mal-

trato, tortura y cualquier trato inhumano o degradante y se realizan aacccciioonneess  ppaarraa

pprreevveenniirr la violación de los derechos humanos de las personas sujetas a detención

legal”.213

Por otra parte, en las visitas realizadas a las AAggeenncciiaass  ddeell  MMiinniisstteerriioo  PPúúbblliiccoo, “se

vveerriiffiiccaa que los agentes del Ministerio Público garanticen el respeto de los derechos

humanos de las personas detenidas”.214

En las CCoooorrddiinnaacciioonneess  TTeerrrriittoorriiaalleess,,  “los objetivos de las visitas son pprreevveenncciióónn

mediante detección de situaciones irregulares e informativas, pues los resultados

de la toma de información se consignan en un ddooccuummeennttoo  iinnffoorrmmaattiivvoo”.215
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Respecto al desarrollo de las visitas, las cuales se circunscriben territorialmente al

Distrito Federal, el personal de la Comisión de Derechos Humanos tiene acceso “a las

áreas de servicios generales, espacios comunes, servicio médico, como a dormitorios

de baja, mediana y máxima seguridad. En los Juzgados cívicos también se recorren

las oficinas administrativas, instalaciones sanitarias para el personal y áreas de segu-

ridad (galeras). Por su parte en las Agencias del Ministerio Público, sólo a las oficinas

de los agentes del Ministerio Público, debido a que la revisión es documental”.216

En relación a las condiciones de acceso a los lugares de detención, el organismo

de derechos humanos señala que “en general se ha tenido buena respuesta de las

autoridades para permitir el acceso a los centros de reclusión y a los juzgados cívi-

cos, no así a las agencias del Ministerio Público”.217

En este sentido, la Comisión “tiene acceso a datos generales sobre el número

total de internos, distribución por dormitorios, criterios de clasificación por dormito-

rios, incluso se hacen revisiones documentales a expedientes de las personas reclu-

sas, de las actas que elaboran los Consejos Técnicos Interdisciplinarios de cada cen-

tro y a bases de datos. En juzgados cívicos se revisan también los libros de gobierno

en donde se hacen constar las actuaciones de la audiencia, y en las agencias del Minis-

terio Público las constancias que obran en los expedientes de averiguación previa”.218

Respecto a las visitas realizadas por la Comisión de Derechos Humanos del Dis-

trito Federal, actualmente “la Dirección Ejecutiva de Seguimiento realiza mmeennssuuaall--

mmeennttee  ddee  ddooss  aa  ttrreess  vviissiittaass  aa  llooss  rreecclluussoorriiooss, como acompañamiento al ÓÓrrggaannoo  ddee

VViissiittaa  GGeenneerraall. Asimismo, e independientemente de esas visitas se hace un pprrooggrraa--

mmaa  iinntteennssiivvoo  ddee  vviissiittaass  aa  ffiinnaalleess  ddee  aaññoo,,  ccuuaannddoo  ssee  hhaaccee  uunn  rreeccoorrrriiddoo  ppoorr  cceennttrroo  ddee

rreecclluussiióónn, además desde el área de Visitadurías se realizan también visitas más fre-

cuentes en investigación a casos específicos”.219

“En cuanto a Juzgados Cívicos, se hacen recorridos aproximadamente uunnaa  vveezz

aall  aaññoo y en agencias del Ministerio Público nnoo  ssee  ttiieennee  ppeerriiooddiicciiddaadd, por depender

del seguimiento de la Recomendación 11/2003”.220

La duración de las visitas, “tratándose de un recorrido general en reclusorios,

tienen una duración ddee  ccuuaattrroo  aa  cciinnccoo  hhoorraass  aall  ddííaa. Si se trata de una visita por una

cuestión específica el tiempo se ajusta a las necesidades específicas de la diligencia.

Los tiempos nunca son cerrados, pues si por cualquier razón es necesario permane-

cer más tiempo en el interior de los reclusorios, el tiempo se puede prolongar. En el

caso de los Juzgados cívicos el tiempo se reduce por las dimensiones propias de los

establecimientos y son, en recorridos generales de aproximadamente una hora por

Juzgados y en las Agencias del Ministerio Público tienen una duración de entre 30

minutos y una hora”.221

85

216 Cfr. Encuesta.
217 Cfr. Encuesta.
218 Cfr. Encuesta.
219 Cfr. Encuesta.
220 Cfr. Encuesta. 
221 Cfr. Encuesta.

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I .  M A R C O  J U R Í D I C O



Por lo que hace a la metodología de las entrevistas, éstas “se realizan eenn  pprriivvaa--

ddoo  tanto a autoridades como a personas internas, la elección de las personas para

aplicarles la entrevista es aleatoria y el instrumento guía de la entrevista se prepa-

ra anticipadamente atendiendo a criterios de concreción de la pregunta, uso de len-

guaje claro, aplicación de preguntas sobre el sistema de prisión, arresto o deten-

ción, entre otros”.222

El personal de la Comisión que realiza visitas está conformado por “pasantes,

abogados, licenciados o maestros en derecho, sociólogos, médicos y psicólogos,

con experiencia en el ámbito de los derechos humanos y con la debida capacitación

para el uso y manejo de los instrumentos diseñados para la toma de información.

Las personas que realizan visitas son, por una parte el equipo de la Dirección Ejecu-

tiva de Seguimiento, en su labor de verificar el cumplimiento de las recomendacio-

nes; el equipo de visitadores del área es de siete personas más el Director quien

también acude a los recorridos; y el personal de la Segunda Visitaduría” .223

De las atribuciones que establecen la Ley Orgánica y el Reglamento de la Comi-

sión de Derechos Humanos, se desprende que la finalidad de la realización de visitas

a lugares de detención es múltiple en relación con casos de tortura o malos tratos,

tales como, ttrraammiittaacciióónn  ddee  qquueejjaass,,  eemmiissiióónn  ddee  rreeccoommeennddaacciioonneess,,  ccaannaalliizzaacciióónn  ddee

ddeennuunncciiaass  oo  ddaarr  vviissttaa  ddee  ooffiicciioo  aa  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  ccoommppeetteenntteess,,  aassíí  ccoommoo  eemmiittiirr

iinnffoorrmmeess  ppúúbblliiccooss cuando se perpetra alguna de estas violaciones graves al derecho

a la integridad personal. 

“Las acciones que realiza la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal

a partir de las vviissiittaass  ddee  vveerriiffiiccaacciióónn son iinnffoorrmmaarr el estado y las condiciones de las

prisiones y de la vida en reclusión. Asimismo se busca ccoonnssttaattaarr si las pruebas apor-

tadas por las autoridades como avances en el cumplimiento de las recomendacio-

nes en realidad tienen el efecto esperado atendiendo a los estándares más altos de

protección. Se busca responder de manera oportuna a situaciones violatorias a

derechos humanos que se detecten durante las visitas”.224

Asimismo, “se hacen las vveerriiffiiccaacciioonneess con el fundamento de la aceptación de

una recomendación porque la autoridad asume la obligación de su total cumplimien-

to, y para ello es necesario constatar en visitas de campo que efectivamente se

hayan materializado las mejoras que reporta la autoridad”.225

“Otro objetivo para realizar las visitas es para ccoonnssttaattaarr  llooss  aavvaanncceess  eenn  eell  ccuummppllii--

mmiieennttoo  ddee  llaass  rreeccoommeennddaacciioonneess  que se relacionen con la privación de la libertad”,226

en cuyo caso “si se encuentra involucrada una persona en especial, se visita a esa

persona, pero si se trata de vviissiittaass  ggeenneerraalleess, forma parte de la metodología de los

recorridos preparar cuestionarios para el levantamiento de información mediante
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entrevistas, en cuyo caso la selección de las personas reclusas, detenidas o arresta-

das que contestarán el formulario se hace totalmente de manera aleatoria”.227

El Reglamento de la Ley Orgánica de la CDHDF establece la facultad de los servi-

dores públicos de la Comisión para “presentarse en cualquier oficina administrativa

o centro de reclusión para ccoommpprroobbaarr ddaattooss,,  hheecchhooss  oo  cciirrccuunnssttaanncciiaass rreellaacciioonnaaddaass

ccoonn  llaa  qquueejjaa” ,228 y se señala la obligación de las autoridades de “proporcionar a las

o los investigadores(as) de la Comisión la información que soliciten y darles acceso

a los documentos, lugares o personas que se señalen”. 229

También se establece que en caso de que la “autoridad se niegue a colaborar con

la Comisión, se levantará acta circunstanciada de los hechos para, en su caso, for-

mular la denuncia ante las autoridades competentes”,230 asimismo, la Comisión

“denunciará ante los órganos competentes los presuntos delitos o faltas que hubie-

sen cometido las autoridades o servidores públicos de que se trate”. 231

Al respecto, las autoridades no podrán argumentar que la información o docu-

mentación reviste carácter confidencial, ya que en ese supuesto, deberán “comuni-

car a la Comisión las razones por las que consideran dicha confidencialidad, y el

organismo de derechos humanos tendrá la facultad de hacer la calificación definiti-

va sobre la reserva y solicitar que se le proporcionen la información o documentos,

la que manejará en la más estricta confidencialidad, sujetándose a lo dispuesto por

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal”.232

Con la finalidad de ddeennuunncciiaarr  ppúúbblliiccaammeennttee los hechos de tortura y malos tratos

en centros de reclusión, la Comisión de Derechos Humanos ha emitido una serie de

informes relacionados con las condiciones de las personas que se encuentran priva-

das de la libertad, los cuales abarcan ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess —como el hacinamien-

to, el cual constituye un trato cruel, inhumano y degradante—, y paralelamente, se

contemplan los ccaassooss  ddee  ttoorrttuurraa cometidos en dichos centros.

La Comisión señala que uno de los objetivos de las visitas es “tomar información

mediante observación directa, entrevistas y análisis de documentos para elaborar

iinnffoorrmmeess, así como detectar casos de violaciones a derechos humanos que requieran

atención urgente para ssoolliicciittaarr  aa  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  ccoommppeetteenntteess  ssuu  iinnmmeeddiiaattaa  aatteenncciióónn

incluso la adopción de mmeeddiiddaass  pprreeccaauuttoorriiaass,,  restitutorias o de conservación”.233

Cabe mencionar la emisión del IInnffoorrmmee  EEssppeecciiaall  ssoobbrree  llooss  CCeennttrrooss  ddee  RReecclluussiióónn

22000033--22000044  yy  eell  IInnffoorrmmee  EEssppeecciiaall  ssoobbrree  llaa  SSiittuuaacciióónn  ddee  llooss  CCeennttrrooss  ddee  RReecclluussiióónn  eenn

eell  DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall  22000055, el cual contempla la serie de violaciones a derechos huma-

nos cometidas por el personal encargado de la seguridad y custodia en los centros

de detención, que constituyen actos de tortura y malos tratos.
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Dicho Informe contempla un apartado de ttoorrttuurraa,,  ttrraattooss  ccrruueelleess,,  iinnhhuummaannooss  yy

ddeeggrraaddaanntteess, en el cual se señalan datos cuantitativos recabados por personal de la

CDHDF durante sus visitas a los centros de reclusión, así como prácticas reiteradas

como la negativa de acceso a la luz solar, el servicio médico en zonas de aislamien-

to y el castigo injustificado en aislamiento.

De las visitas realizadas, se concluye en el Informe que “la tortura y los tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes son vejaciones que se cometen en los cen-

tros de reclusión del Distrito Federal, tanto por la acción directa de las y los custo-

dios hacia las y los internos, como por la tolerancia y anuencia del personal de cus-

todia a conductas lesivas de la dignidad humana que se cometen entre las y los pro-

pios reclusos”. 234

A raíz de las conclusiones que se determinan en el Informe Especial sobre la

Situación de los Centros de Reclusión en el Distrito Federal 2005, la Comisión de

Derechos Humanos establece Propuestas como las siguientes:

“Se tomen las medidas de seguridad adecuadas para hacer posible que en todos

los centros de reclusión las y los internos puedan gozar, aunque sea una vez al día,

del derecho a tomar sol. El acto de autoridad que prohíba esta prerrogativa debe

ser equiparable a tortura, trato cruel, inhumano y degradante, de manera que

pueda ser sancionado penalmente”. 235

“Se refuerce la supervisión del personal de seguridad y custodia para que se

evite que éstos cometan actos de tortura, tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes y, si por cualquier medio la DGPRS toma conocimiento de que su per-

sonal participó en este tipo de actos ilícitos, de inmediato dé parte a la autoridad

competente y coadyuve en la investigación hasta que se determine la responsabi-

lidad de la persona investigada”. 236

Paralelamente, la CDHDF realizó en el año 2002 el DDiiaaggnnóóssttiiccoo  iinntteerriinnssttiittuucciioonnaall

ddeell  SSiisstteemmaa  PPeenniitteenncciiaarriioo eenn  eell  DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall, en coordinación con la Asamblea

Legislativa, el Tribunal Superior de Justicia, la Secretaría de Seguridad Pública, la Pro-

curaduría General de Justicia, la Subsecretaría de Gobierno y la Dirección General de

Prevención y Readaptación Social.

Para la elaboración del diagnóstico, la Comisión de Derechos Humanos contó

con información proporcionada por las autoridades encargadas de la administra-

ción de los centros de reclusión, asimismo, “a efecto de cceerrttiiffiiccaarr  llooss  aavvaanncceess

oobbtteenniiddooss  ccoonn  rreessppeeccttoo  aa  llaass  rreeccoommeennddaacciioonneess  pendientes de cumplir, concernien-

tes al tema, se realizaron diversas vviissiittaass  ddee  oobbsseerrvvaacciióónn  a las condiciones en que

se encuentran las instalaciones de los reclusorios y la calidad de los servicios peni-

tenciarios”.

Otro informe producto de las visitas del personal de la Comisión a los centros

penitenciarios, es el de TTrraayyeeccttoorriiaa  ddee  llaa  PPoobbllaacciióónn  SSeenntteenncciiaaddaa,,  PPrroocceessoo  lleeggaall  yy  CCaallii--
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ddaadd  ddee  vviiddaa  eenn  llooss  CCeennttrrooss  PPeenniitteenncciiaarriiooss  ddeell  DDiissttrriittoo  FFeeddeerraall, el cual analiza datos

recabados en la encuesta realizada por el Centro de Investigación y Docencia Eco-

nómicas, a internos de los centros penitenciarios.

De acuerdo con el marco jurídico referido, la emisión de estos Informes públi-

cos tiene la finalidad de que las autoridades encargadas de los centros de deten-

ción, aaddoopptteenn  llaass  mmeeddiiddaass  ddee  ccaarráácctteerr  ggeenneerraall qquuee  pprrooppiicciieenn  llaa  eerrrraaddiiccaacciióónn  ddee

pprrááccttiiccaass  ddee  ttoorrttuurraa  oo  mmaallooss  ttrraattooss.. 237

Por otra parte, la emisión de recomendaciones tiene la finalidad de aatteennddeerr

ssiittuuaacciioonneess  ccoonnccrreettaass  en las que una o varias personas son víctimas de tortura o

malos tratos, con la finalidad de hhaacceerr  cceessaarr  uunnaa  vviioollaacciióónn  aa  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss,,  yy

ddee  iinnvveessttiiggaarr  llooss  hheecchhooss..

La Comisión de Derechos Humanos señala que “a raíz de las visitas, se emiten

rreeccoommeennddaacciioonneess  ppúúbblliiccaass  nnoo  vviinnccuullaattoorriiaass dirigidas a la pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy

llooss  mmaallooss  ttrraattooss, así como el mejoramiento de los procedimientos que se aplican en

los diferentes establecimientos, dichas recomendaciones se presentan ppoorr  eessccrriittoo

ppúúbblliiccaammeennttee, y se difunden a través de medios masivos de comunicación”.238

Al respecto, existen varias recomendaciones referentes al tema de las personas en

reclusión, “desde 1993, la CDHDF ha emitido 132 recomendaciones de las cuales 26 corres-

ponden a violaciones de los derechos humanos en el ámbito del sistema penitenciario del

Distrito Federal, en la actualidad, 10 de ellas están sujetas a seguimiento”,239 específica-

mente, la Recomendación 2/2003, se refiere a la violación a la integridad personal.

Para medir el cumplimiento de los informes y recomendaciones de la CDHDF, el

seguimiento de las mismas está a cargo de la DDiirreecccciióónn  EEjjeeccuuttiivvaa  ddee  SSeegguuiimmiieennttoo  aa

RReeccoommeennddaacciioonneess,240 que “mediante diversas estrategias recibe y valora pruebas, e

impulsa el avance en el cumplimiento de los instrumentos aceptados”,241 en este

sentido, “se espera la valoración objetiva de las pruebas de cumplimiento que emite

la autoridad para acreditar el cumplimiento de una recomendación”.242

Asimismo “se busca también constituir un mecanismo de monitoreo permanen-

te que lleve el pulso de los avances y retrocesos en la implementación de las medi-

das adecuadas en la administración de la pena privativa de libertad”.243
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237 Al respecto, el artículo 63 de la Ley de la Comisión establece que “cuando persistan actitudes u omi-

siones que impliquen conductas evasivas o de entorpecimiento por parte de las autoridades o ser-

vidores públicos que deban intervenir o colaborar en las investigaciones de la Comisión de Derechos

Humanos del Distrito Federal, no obstante los requerimientos que ésta les hubiere formulado, la

Comisión podrá rendir un informe especial al respecto”. 
238 Cfr. Encuesta.
239 Informe especial, op. cit.
240 Art. 39. Reglamento de la CDHDF.
241 Cfr. Encuesta.
242 Cfr. Encuesta.
243 Cfr. Encuesta.
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PROCURADURÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS 

DEL ESTADO DE GUANAJUATO

La Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato, es el organis-

mo pprrootteeccttoorr  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss,244 dotado de plena autonomía, personali-

dad jurídica y patrimonio propios,245 cuyo “objeto esencial es la pprrootteecccciióónn,,  ddeeffeenn--

ssaa,,  pprroommoocciióónn,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuullggaacciióónn de los Derechos Humanos, así como generar

una cultura de respeto a los mismos”.246

La Procuraduría realiza visitas a lugares de detención con fundamento en la Ley

para la Protección de los Derechos Humanos en el Estado de Guanajuato, dichas visi-

tas tienen como objetivo “ssuuppeerrvviissaarr  que llaass  ccoonnddiicciioonneess  ddee  llaass  ppeerrssoonnaass  pprriivvaaddaass

ddee  ssuu  lliibbeerrttaadd que se encuentren en cualquier centro de detención, reclusión o

internamiento en el estado, estén apegadas a Derecho y se garantice la plena vigen-

cia de sus derechos humanos, especialmente de los adolescentes sujetos a una

medida de internamiento provisional o definitivo consecuencia de alguna conducta

tipificada como delito en las leyes del estado”.247

La Procuraduría de los Derechos Humanos manifiesta que efectúa visitas para

realizar entrevistas a personas concretas y visitas de constatación de condiciones

generales, a los “Centros Estatales de Readaptación Social, al Centro Estatal de

Internación para Adolescentes, Cárceles municipales, Separos preventivos, y al Hos-

pital Psiquiátrico del Estado”.248

La Procuraduría “visita y da atención a la totalidad de centros de detención,

reclusión e internamiento en el estado, a saber, 10 centros de readaptación social,

1 centro de internación para adolescentes, 1 hospital psiquiátrico, 12 cárceles y 50

separos preventivos”.249

El Reglamento Interno de la Procuraduría de los Derechos Humanos para el Esta-

do de Guanajuato, establece una serie de funciones que debe realizar el Subprocu-

rador para cumplir con su atribución de “ssuuppeerrvviissaarr  el respeto a los derechos huma-

nos en el sistema penitenciario y de readaptación social del Estado, en los centros

de internación del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, así como en los

separos y cárceles municipales”.250

Entre las funciones mencionadas, está la de realizar vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass, ya que se

debe “establecer un ccaalleennddaarriioo  aannuuaall  ddee vviissiittaass  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn a centros de detención

o reclusión, para cumplir con las facultades que al respecto les otorga la Ley”.251
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244 Artículo 1. Ley para la Protección de los Derechos Humanos en el Estado de Guanajuato.
245 Artículo 2. Ley para la Protección, op. cit
246 Artículo 1. Reglamento Interno de la Procuraduría de los Derechos Humanos en el Estado de Gua-

najuato.
247 Artículo 8, fracción XII. Ley para la Protección, op. cit.
248 Cfr. Encuesta.
249 Cfr. Encuesta.
250 Cfr. Artículo 22, fracción V. Ley para la Protección, op. cit.; Artículo 36, fracción V. Reglamento Inter-

no, op. cit.
251 Artículo 36, fracción IX. Reglamento Interno, op. cit.



Los Agentes Investigadores que actúan bajo la supervisión del Subprocurador,

“realizan las visitas a los centros de reclusión, lugares de detención y dependencias

públicas, que sean ordenadas por el Subprocurador”.252 Asimismo, el Subprocura-

dors tiene la atribución de “realizar vviissiittaass  ddee  iinnssppeecccciióónn a dependencias públicas

que, por razón de su actividad, pueden dar lugar a situaciones de mayor riesgo de

violación de Derechos Humanos”.253

Para el desarrollo de las visitas, “eell  ppeerrssoonnaall  ddee  llaa  PPrrooccuurraadduurrííaa  ddeebbee  ccuubbrriirr  llooss

rreeqquuiissiittooss  ddee  iinnggrreessoo  sseeññaallaaddooss  ppoorr  llaa  nnoorrmmaattiivvaa  ddeell  lluuggaarr  aa  iinnssppeecccciioonnaarr, por lo que

varía según el lugar de que se trate”.254 Una vez que el personal se encuentra en el

lugar de detención, tiene “acceso a todas las áreas del lugar que se trate cuando se

inspeccionan las condiciones generales”,255 asimismo, pueden acceder a informa-

ción respecto al número de detenidos.

Con el fin de realizar una adecuada investigación, se “entrevista de manera per-

sonal y directa tanto a las autoridades de los centros de detención, reclusión o

internamiento de cada área, como a las personas que se ubican en el interior de los

mismos, además de practicarse inspecciones de las instalaciones en general: dormi-

torios, sanitarios, comedor, biblioteca, etc. De igual manera se tiene acceso a los

expedientes técnicos y/o médicos de las personas”.256

En el marco específico de la erradicación de la tortura y malos tratos, la Ley para la

Protección de los Derechos Humanos del Estado establece la facultad del personal de

la Procuraduría, de “ssoolliicciittaarr  eell  rreeccoonnoocciimmiieennttoo  mmééddiiccoo  ddee  ccuuaallqquuiieerr  ddeetteenniiddoo  ccuuaannddoo

ssee  pprreessuummaann  mmaallooss  ttrraattooss  oo  ttoorrttuurraass,,  ccoommuunniiccaannddoo  oportunamente a las autoridades

competentes los resultados de las revisiones practicadas, y en caso de comprobarse

violaciones a los derechos humanos, emitir la rreeccoommeennddaacciióónn  correspondiente”.257

Respecto a la frecuencia de las visitas a lugares de detención, “se cuenta con un

PPrrooggrraammaa  ppeerrmmaanneennttee  ddee  vviissiittaass  ddee  iinnssppeecccciióónn, sin embargo, las visitas ordinarias

varían dependiendo de la frecuencia en que la presencia de la Procuraduría es

requerida por las personas detenidas, recluidas o internadas; así como también por

la cantidad de diligencias que deban practicarse”,258 la duración de las visitas “varía

dependiendo de las condiciones y características del lugar sujeto a inspección”.259

El personal que realiza las visitas está integrado por 12 abogados.

Después de realizar las visitas, el personal de la Procuraduría de Derechos Huma-

nos “da inicio a un eexxppeeddiieennttee  ddee  qquueejjaa con el fin de conocer e iinnvveessttiiggaarr las pre-

suntas violaciones de derechos humanos que sean advertidas derivadas de actos u

omisiones de los servidores públicos y, de ser el caso, se formulan las rreeccoommeennddaa--
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252 Artículo 41, fracción VIII. Reglamento Interno, op. cit.
253 Artículo 36, fracción X. Reglamento Interno, op. cit.
254 Cfr. Encuesta.
255 Cfr. Encuesta.
256 Cfr. Encuesta.
257 Artículo 8, fracción XIII. Ley para la Protección, op. cit.
258 Cfr. Encuesta.
259 Cfr. Encuesta.
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cciioonneess pertinentes, mismas que son dirigidas, según el ámbito de competencia y

naturaleza de la visita, a los titulares de las Secretarías de Seguridad Pública o de

Salud del Estado, así como a los Presidentes Municipales”.260

Dichas recomendaciones “se realizan ppoorr  eessccrriittoo, contenidas en una resolución ema-

nada de un expediente de queja iniciado de manera oficiosa o a petición de parte, mismo

que se dirige al servidor público jerárquico, amén de dar cuenta de ellas en el Informe

Anual de Actividades”,261 y el cumplimiento de las mismas se verifica “a través de llaa  ddooccuu--

mmeennttaacciióónn  ddeell  ccuummpplliimmiieennttoo  mmaanniiffeessttaaddoo  ppoorr  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  rreeccoommeennddaaddaass“.262

Como resultado de las visitas practicadas, el Subprocurador deberá “rendir un

iinnffoorrmmee  mmeennssuuaall de actividades, dentro de los primeros cinco días de cada mes, en

el que se detallen las visitas de supervisión a centros de detención o reclusión, y a

las dependencias públicas de mayor riesgo de violación a Derechos Humanos”.263

Una vez detectadas las violaciones particulares a derechos humanos y las pro-

blemáticas generales cometidos en lugares de privación de la libertad, el Subprocu-

rador deberá “proponer al Procurador los proyectos de pprrooppuueessttaass  ppaarrttiiccuullaarreess o

pprrooppuueessttaass  ggeenneerraalleess que resulten con motivo de las visitas de inspección que rea-

licen a los centros de detención y reclusión, así como a las dependencias públicas de

mayor riesgo de violación a Derechos Humanos”.264

La Procuraduría puede emitir pprroonnuunncciiaammiieennttooss  ggeenneerraalleess en casos en que se

haya detectado la comisión de violaciones a derechos humanos recurrentes. De esta

forma, la Ley que regula la actuación de la Procuraduría establece que “cuando de

las recomendaciones emitidas, resulte evidente la frecuencia de ciertas violaciones

de derechos humanos, la Procuraduría estará facultada para iinnvveessttiiggaarr de oficio el

área de actuación con que se relacionen dichas recomendaciones, con objeto de

formular pprroonnuunncciiaammiieennttooss  ggeenneerraalleess a efecto de que se instrumenten las medidas

idóneas para pprreevveenniirr su recurrencia”.265

Este organismo de derechos humanos colaboró con la Comisión Nacional de los

Derechos Humanos en la elaboración del Diagnóstico Nacional de Supervisión Peni-

tenciaria.266

COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE JALISCO

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco “es un organismo público,

dotado de plena autonomía, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de

carácter permanente, de participación ciudadana y de servicio gratuito, que tiene
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260 Cfr. Encuesta.
261 Cfr. Encuesta.
262 Cfr. Encuesta
263 Artículo 36, fracción XI. Reglamento Interno, op. cit.
264 Artículo 36 fracción XII. Reglamento Interno, op. cit.
265 Artículo 61. Ley para la Protección, op. cit.
266 Cfr. Encuesta.



como finalidad esencial la ddeeffeennssaa,,  pprrootteecccciióónn,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuullggaacciióónn de los dere-

chos humanos”.267

Este organismo de derechos humanos realiza visitas al “Reclusorio Preventivo del

Estado, Centro de Readaptación Social No. 1, Centro Preventivo y de Readaptación

Femenil del Estado, Centros Integrales de Justicia Regional, Centro de Observación

para Menores, Granja Juvenil de Readaptación Social, Reclusorios Municipales, separos

de la policía investigadora del Estado, así como los que se encuentran en las agencias

del Ministerio Público y la sala para detenidos del Hospital Civil, también se visitan el

pabellón psiquiátrico del Reclusorio Preventivo, del Centro de Readaptación Social y

del Reclusorio Femenil, así como el centro de atención Integral de salud mental”.268

Dichas visitas se realizan con fundamento en la Ley de la Comisión Estatal de

Derechos Humanos de Jalisco, la cual establece, entre las atribuciones de la Comi-

sión, la de “vveerriiffiiccaarr  eell  iirrrreessttrriiccttoo  rreessppeettoo  aa  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss de las personas

privadas de su libertad, en los establecimientos destinados a la detención preventi-

va, custodia o readaptación social que se ubiquen en la entidad”.269

En este sentido, la Comisión Estatal de Derechos Humanos faculta a los visitado-

res generales para “realizar vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass  a los establecimientos destinados a la

detención preventiva, custodia y readaptación social, estatales y municipales para

constatar que no se cometan violaciones a los derechos humanos”.270

Asimismo, el Reglamento Interior de la Comisión establece que ésta puede rea-

lizar vviissiittaass  ssiinn  pprreevviioo  aavviissoo. Al respecto, “la visitaduría encargada del área peniten-

ciaria, así como las responsables de centros hospitalarios o de salud, podrán realizar

visitas periódicas sin previo aviso a la autoridad de que se trate, para vveerriiffiiccaarr  llaass

ccoonnddiicciioonneess  ddee  llaass  ppeerrssoonnaass ahí internadas o para cceerrcciioorraarrssee  ddee  llooss  aavvaanncceess  eenn  eell

rreessppeettoo  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  ee  iiddeennttiiffiiccaarr  ppoossiibblleess  vviioollaacciioonneess  de éstos; duran-

te la visita ppooddrráánn  rreeccaabbaarr  mmaatteerriiaall  ffoottooggrrááffiiccoo  yy  ddee  vviiddeeoo  para constatar las con-

diciones que imperan en el lugar visitado”.271

En este sentido, cabe señalar que en el caso de las personas privadas de la liber-

tad, “en ssiittuuaacciioonneess  uurrggeenntteess, el personal de guardia acudirá en el momento que

tenga conocimiento de la queja, procurará entablar comunicación con las autorida-

des involucradas y dictar, si es necesario, las mmeeddiiddaass  pprreeccaauuttoorriiaass  yy  ccaauutteellaarreess que

juzgue convenientes.”272

De manera amplia la Ley de la Comisión Estatal, en su artículo 7, señala los

siguientes lugares de detención que pueden ser visitados por el organismo local de

derechos humanos:
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267 Artículo 3. Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco.
268 Cfr. Encuesta.
269 Artículo 7, fracción XVI. Ley de la Comisión, op. cit.
270 Artículo 35, fracción VII. Ley de la Comisión, op. cit.
271 Artículo 40. Reglamento de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco.
272 Artículo 82. Reglamento de la Ley, op. cit.
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“a) Los pueblos, albergues o zonas de concentración indígena, con la finalidad de

verificar el irrestricto respeto a los derechos humanos y sociales que les recono-

ce la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la particular del

Estado, las leyes y reglamentos que de ambas emanan, así como los instrumen-

tos internacionales que México haya ratificado sobre derechos de los pueblos

indígenas;

b) Los orfanatos, asilos, hospicios, instituciones y organismos que trabajen con la

niñez, para verificar la observancia y respeto de los derechos de los niños conteni-

dos en las leyes federales, locales, en los instrumentos internacionales sobre los

Derechos de la Infancia que hayan sido ratificados por México o de los que forme

parte, así como los derechos de la educación y la salud que establece la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos;

c) Las instituciones de tratamiento y apoyo a enfermos mentales, discapacitados y

ancianos, centros de salud y demás establecimientos de asistencia social, en los

que intervenga cualquier autoridad estatal o municipal, para cerciorarse del abso-

luto respecto a los derechos humanos de las personas que son atendidas en esas

instituciones;

d) Los recintos de detención, oficinas del Ministerio Público, reclusorios y sedes judi-

ciales, para verificar que las autoridades exhiban, los derechos que se establecen

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados, con-

venciones o acuerdos internacionales que el Gobierno Federal haya firmado o de

los que celebre o forme parte, para los detenidos y procesados”.273

En el caso de que la Comisión presuma la existencia de violaciones a derechos huma-

nos, la Ley de la Comisión establece que podrá “rreeqquueerriirr  llaa  aauussccuullttaacciióónn  mmééddiiccaa  ddee

rreeooss  yy  ddeetteenniiddooss cuando se presuman malos tratos o torturas, ccoommuunniiccaannddoo  aa  llaass

aauuttoorriiddaaddeess  ccoommppeetteenntteess  llooss  rreessuullttaaddooss  ddee  llaass  mmiissmmaass””,274 asimismo, podrá “ssoolliiccii--

ttaarr  llaa  iinntteerrvveenncciióónn  ddee  llaa  ddeeppeennddeenncciiaa estatal o municipal correspondiente, en mate-

ria de seguridad pública, prevención del delito, readaptación social o protección

civil, cuando se tenga conocimiento de que a algún interno que se encuentre reclui-

do en algún centro de detención o prisión, le han sido violados los derechos huma-

nos, ccoonn  llaa  ffiinnaalliiddaadd  ddee  qquuee  cceesseenn  ddiicchhaass  vviioollaacciioonneess”.275

Los objetivos de las visitas consisten en la “pprreevveenncciióónn  ddee  vviioollaacciioonneess a los dere-

chos humanos de los reclusos o internos, y en su caso,,  rreeccaabbaarr  yy  rreessoollvveerr  qquueejjaass

sobre violaciones a los derechos humanos de los internos”.276
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273 Artículo 7, fracción XXIII. Ley de la Comisión, op. cit.
274 Artículo 7, fracción XVII. Ley de la Comisión, op. cit.
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276 Cfr. Encuesta.



La Comisión de Derechos Humanos realiza ssuuppeerrvviissiioonneess  en las visitas a los cen-

tros de detención, así como “entrevistas, recopilación de datos, certificación de

hechos y obtención de documentos, con la finalidad de iinnffoorrmmaarr,,  ddeennuunncciiaarr,,  rreeccoo--

mmeennddaarr,,  llooggrraarr  aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaallttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa,,  yy  pprrooppuueessttaass

ddee  ssoolluucciioonneess  ssiisstteemmááttiiccaass”.277

Por tal motivo, el organismo de derechos humanos realiza visitas tanto a ppeerrssoonnaass

ccoonnccrreettaass  ccoommoo  vviissiittaass  ddee  ccoonnssttaattaacciióónn  ddee  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess,278 en este sentido, el

Reglamento de la Comisión establece que “para conocer de asuntos penitenciarios no se

requerirá queja alguna. El visitador general encargado del tema formulará los eessttuuddiiooss

yy  llaass  pprrooppuueessttaass  tteennddeenntteess  aall  mmeejjoorraammiieennttoo  ddeell  ssiisstteemmaa  ppeenniitteenncciiaarriioo estatal”.279

Respecto a las condiciones bajo las cuales se tiene acceso a los centros de deten-

ción, se señala que “actualmente se cuenta con lliibbrree  aacccceessoo a todos los lugares,

ccuummpplliieennddoo  ccoonn  llooss  rreeqquuiissiittooss  eessttaabblleecciiddooss  eenn  llaass  lleeyyeess  yy  rreeggllaammeennttooss,, con excep-

ción del Centro Federal de Readaptación Social No. 2, que por cuestión de compe-

tencia de este organismo, no se nos permite el ingreso”.280

Al respecto. el Reglamento Interno de la Comisión establece que “durante la

investigación de una queja, los visitadores generales, los adjuntos o los servidores

públicos de la Comisión designados al efecto, podrán presentarse a cualquier ofici-

na administrativa o centro de reclusión para recabar cuantos datos fueren necesa-

rios, hacer entrevistas personales, sea con autoridades o con testigos, o examinar

expedientes o documentos. Las autoridades deberán facilitar las labores de investi-

gación y el acceso a la documentación o a los archivos respectivos”.281

En este sentido, la Ley de la Comisión establece que para efecto de realizar las

visitas periódicas, “las autoridades o servidores públicos que desempeñen un empleo,

cargo o comisión en la administración pública del Estado, en los órganos de procura-

ción y de impartición de justicia, deberán prestar todas las facilidades que se requie-

ran para el cumplimiento de la visita”.282

Asimismo, se les proporciona a las autoridades penitenciarias la información que

requieran.283 Al respecto, la Ley Orgánica de la Comisión señala que “las autoridades

o servidores públicos a los que se les solicite información o documentación que sea

considerada de ccaarráácctteerr  rreesseerrvvaaddoo, lo comunicarán a la Comisión y expresarán las

razones para considerarla de esa naturaleza. En ese supuesto, los visitadores gene-

rales tendrán la facultad de hacer la calificación definitiva sobre la reserva y solici-

tar que se les proporcione la información o documentación que se manejará en la

más estricta confidencialidad”.284
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En ese sentido, el Reglamento de la Comisión establece que “para cumplir con la

defensa y protección de los derechos humanos, los funcionarios de la Comisión que

lleven a cabo visitas de supervisión o investigación en un centro de reclusión o tra-

tamiento, deberán hacer valer la iinnvviioollaabbiilliiddaadd  ddee  llaass  ccoommuunniiccaacciioonneess frente a los

encargados de dicho centro”.285

El número de visitas que realizan, tratándose de las de constatación de condicio-

nes generales, son 5 al mes, y respecto de las visitas sobre casos específicos, el núme-

ro es variable de acuerdo al número de quejas o investigaciones que se inicien.286

Respecto a la duración de las visitas, éstas pueden variar de “1 a 5 horas, y la

frecuencia de visitas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad, tra-

tándose de visitas de constatación de condiciones generales, es ddee  22  vveecceess  ppoorr  aaññoo,

cuando menos, y respecto a las visitas sobre casos específicos, es variable de acuer-

do al número de quejas o investigaciones que se inicien”.287

Por lo que hace a la metodología de las entrevistas, éstas se realizan “eenn  pprriivvaa--

ddoo y en ocasiones colectivas (o encuesta), además de la entrevista se realiza una

observación en general”.288

El número de personas de la Comisión de Derechos Humanos de Jalisco encar-

gadas del área penitenciaria son 2, sin embargo, cuando es necesario, cuenta con el

auxilio de personal médico y psicológico, más los visitadores que se requieran, quie-

nes son abogados, médico y psicólogo.289

Como resultado de las visitas, el organismo de derechos humanos emite rreeccoo--

mmeennddaacciioonneess qquuee  ssee  ddiirriiggeenn  aa  llaa  pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss  ttrraattooss, sin

embargo, “la mayoría que se han emitido han sido motivadas por investigaciones de

casos concretos”.290

Estas recomendaciones “se emiten ppoorr  eessccrriittoo, y se dan a conocer a la opinión

ppúúbblliiccaa, a las que se les da sseegguuiimmiieennttoo  mmeeddiiaannttee  uunnaa  sseerriiee  ddee  vviissiittaass  ssuucceessiivvaass,

observando el cumplimiento del resolutivo”.291

Asimismo, el personal de la Comisión realiza un iinnffoorrmmee  iinntteerrnnoo sobre las visitas

realizadas, el cual presenta al Presidente de la misma, “dentro de los tres días siguien-

tes a cada visita”.292
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COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE NUEVO LEÓN

La Comisión Estatal de Derechos Humanos es un organismo público descentraliza-

do, autónomo, que de conformidad con la Ley que la crea, “tiene por objeto la pprroo--

tteecccciióónn,,  oobbsseerrvvaanncciiaa,,  pprroommoocciióónn,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuullggaacciióónn  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss

consagrados en el orden jurídico vigente”.293

Dicho organismo está facultado para “ssuuppeerrvviissaarr  eell  rreessppeettoo a los derechos

humanos en el sistema penitenciario del estado y en su caso dirigir recomendacio-

nes a la Dirección de Prevención y Readaptación Social”.294 En razón de dicha facul-

tad, la Comisión realiza visitas a “Centros Preventivos y de Readaptación Social Esta-

tales, Cárceles Distritales y Celdas Preventivas Municipales”.295

Las visitas realizadas a lugares de detención tienen por objeto constatar las ccoonn--

ddiicciioonneess  ggeenneerraalleess  ddee  ddeetteenncciióónn, “ssuuppeerrvviissaarr que las condiciones materiales, físicas,

sociales, de tratamiento y estancia sean adecuadas y acordes con los mínimos esta-

blecidos en la normativa nacional e internacional, aa  mmaanneerraa  ddee  pprreevveenncciióónn; aassiisstteenn--

cciiaa  yy  oorriieennttaacciióónn  lleeggaall de posibles víctimas, en los casos de riesgo de violación a

derechos humanos; ccaannaalliizzaacciióónn  lleeggaall aannttee  ttooddaa  ccllaassee  ddee  aauuttoorriiddaaddeess, federales,

estatales y/o municipales; y apoyo en caso de requerirse asistencia en la oobbtteenncciióónn

ddee  ddooccuummeennttaacciióónn  ddee  ccaarráácctteerr  lleeggaall ante alguna autoridad”.296

La Comisión de Estatal de Derechos Humanos tiene la facultad de realizar visitas

a lugares de detención durante la iinnvveessttiiggaacciióónn  ddee  uunnaa  qquueejjaa, por lo tanto, “los Visi-

tadores Generales, Adjuntos o cualquier funcionario que sea designado para el

efecto, podrán presentarse a cualquier oficina administrativa o centro de reclusión

para comprobar los datos que sean necesarios, hacer las entrevistas personales

pertinentes, sea con autoridades o con testigos, o proceder al estudio de los expe-

dientes o documentación necesarios”.297

Al momento de realizar las visitas y con la finalidad de desarrollar las actividades

señaladas anteriormente, el Reglamento Interno de la Comisión establece ciertas

facultades, al respecto, “las autoridades están obligadas a dar las facilidades que se

requieran para el buen desempeño de las labores de la investigación […] la falta de

colaboración de las autoridades a las labores de los funcionarios de la Comisión

podrá ser motivo de la presentación de una denuncia en su contra ante su superior

jerárquico”.298

Respecto al desarrollo de las visitas, la Comisión realiza vviissiittaass  aa  ppeerrssoonnaass  ddeetteerr--

mmiinnaaddaass, supuesto en el cual “se sigue el procedimiento de entrevista personal,

cuando es solicitada por algún recluso en particular”, pero también realiza visitas ddee
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ccoonnssttaattaacciióónn  ddee  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess, “siendo una visita indiscriminada, determi-

nada por el Visitador de la Comisión comisionado”.299

La Comisión de Derechos Humanos de Nuevo León señala que, “por lo general,

el acceso al interior de los centros de reclusión es favorecido por la disponibilidad y

facilidades de las autoridades respectivas, por lo que tiene acceso a información

respecto al número de detenidos y condiciones de detención general, así como a

todas las áreas y espacios físicos del reclusorio”.300

El número de visitas que realiza el organismo de derechos humanos mensual-

mente, varía de “33  aa  55  vveecceess  ppoorr  sseemmaannaa, cuando es a solicitud de los reclusos; y de

22  aa  33  vveecceess  ppoorr  aaññoo, y si es necesario alguna eexxttrraa--oorrddiinnaarriiaa, cuando se trata de Visi-

ta de Supervisión General, o adicionalmente por eventualidades surgidas de oficio o

a instancia de denuncia de internos”.301

La duración de las visitas depende de la causa de las mismas: “cuando es moti-

vada por un recluso, su duración puede ser de 20 minutos a una hora por persona,

si es necesario. Si se trata de visita de supervisión general, de 3 a 5 horas según

sean las dimensiones del centro reclusorio”.302

Las personas que realizan las visitas a los reclusorios son Visitadores de la Comisión,

“de 2 a 8 personas según se trate de visita individual o visita de supervisión general”.303

La Comisión está facultada para ddeennuunncciiaarr los delitos que cometan las autoridades

responsables, como son los hechos de tortura. En este sentido, el Reglamento Interno

señala que “cuando a juicio del Presidente de la Comisión, el acto u omisión en que haya

incurrido la autoridad responsable sea considerado como delito, según la leeyy  ppeennaall apli-

cable, se presentará la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público”.304

El organismo de derechos humanos puede ““ddeennuunncciiaarr, ante las autoridades o

iinnssttaanncciiaass  aaddmmiinniissttrraattiivvaass correspondientes, las anomalías que se presentan duran-

te las visitas periódicas a los centros penitenciarios, o denunciar las probables viola-

ciones a los derechos humanos y/o garantías individuales de los reclusos”.305

Dentro de los resultados de las visitas realizadas se encuentran “iinnffoorrmmaarr,,  aa  llaa  ppoobbllaa--

cciióónn  ppeenniitteenncciiaarriiaa sobre cuales son sus derechos humanos y el derecho que tienen a que

se les respeten, y en que forma se puede cumplir este objetivo durante su estancia en

reclusión; emitir rreeccoommeennddaacciioonneess, en los casos en que resulte evidenciadas transgre-

siones a derechos humanos, por parte de los servidores públicos o autoridades encar-

gadas del tratamiento, custodia y/o seguridad de los reclusos; y pprrooppoonneerr  ccoonncciilliiaacciioo--

nneess, cuando la materia lo permite, siempre que no se haya consumado una violación en

forma irreparable y/o que afecte la vida, la salud física o mental del individuo”.306
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Para obtener los resultados mencionados, la Comisión de Derechos Humanos de

Nuevo León establece “ccoommuunniiccaacciióónn  iinnmmeeddiiaattaa  ccoonn  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  yy//oo  sseerrvviiddoorreess

ppúúbblliiccooss”.307

Como resultado de las visitas a reclusorios, la Comisión puede “emitir pprrooppuueess--

ttaass  ddee  ccoonncciilliiaacciióónn  yy  rreeccoommeennddaacciioonneess  ppoorr  eessccrriittoo, dichas recomendaciones ssee

ppuubblliiccaann  ssóólloo  eenn  llooss  ccaassooss  ppeerrmmiittiiddooss  ppoorr  llaa  lleeyy”.308

Finalmente, la Comisión de Derechos Humanos de Nuevo León verifica el cumplimien-

to de sus Recomendaciones, “mediante ssoolliicciittuudd  ddee  iinnffoorrmmeess  yy  vviissiittaass  ddee  rreevviissiióónn”.309

COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS (CNDH)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos “es un organismo que cuenta con

autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios,

y tiene por objeto esencial la pprrootteecccciióónn,,  oobbsseerrvvaanncciiaa,,  pprroommoocciióónn,,  eessttuuddiioo  yy  ddiivvuull--

ggaacciióónn de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano”.310

Dicho organismo de derechos humanos tiene carácter nacional, por lo tanto,

tiene competencia en todo el territorio del país, “para ccoonnoocceerr  ddee  qquueejjaass relaciona-

das con presuntas violaciones a los derechos humanos cuando éstas fueren impu-

tadas a autoridades y servidores públicos de carácter federal, con excepción de los

del Poder Judicial de la Federación”.311

Cuando un hecho presuntamente violatorio a derechos humanos se impute a

autoridades o servidores públicos de las entidades federativas o municipios, “en

principio conocerán los organismos de protección de los derechos humanos de la

Entidad de que se trate”.312 El supuesto mencionado tiene una excepción, debido

a que la Comisión Nacional puede atraer una queja y emitir la recomendación

correspondiente en caso de que considere que “el asunto es importante y el orga-

nismo estatal puede tardar mucho en expedir su recomendación”.313 Igualmente, la

Comisión Nacional conoce “de las inconformidades que se presenten en relación

con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes en

las Entidades Federativas […] así como por la no aceptación de sus recomendacio-

nes por parte de las autoridades, o por el deficiente cumplimiento de las mis-

mas”.314

Entre las atribuciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se

encuentra la de “ssuuppeerrvviissaarr  eell  rreessppeettoo  a los derechos humanos en el sistema peni-
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tenciario y de readaptación social del país”,315 por lo que se realizan visitas a “agen-

cias del Ministerio Público del fuero común, federal y militar; Centro Federal de

Arraigo de la Procuraduría General de la República; reclusorios del fuero común,

federal y militares; centros de internamiento para adolescentes; estaciones migra-

torias y lugares habilitados como tales; hospitales, asilos y casas hogar”.316

Para realizar dichas visitas, existen “convenios de colaboración con las Comisio-

nes Estatales de Derechos Humanos, con Procuradurías Generales de Justicia de los

Estados, Procuraduría General de la República, la Secretaría de Gobernación y de los

gobiernos estatales, entre otros”.317

Los objetivos de las visitas consisten en “rreeccaabbaarr  ddooccuummeennttaacciióónn  jjuurrííddiiccaa,,  rreeaallii--

zzaarr  cceerrttiiffiiccaacciioonneess  mmééddiiccaass  yy  ppssiiccoollóóggiiccaass  ccoonn  oobbjjeettoo  ddee  iinntteeggrraarr  llooss  eexxppeeddiieenntteess  ddee

qquueejjaa de la Comisión Nacional o de alguna Comisión estatal (vía convenio de colabo-

ración), pprreevveenniirr  aaccttooss  ddee  ttoorrttuurraa,,  ssuuppeerrvviissaarr  eell  rreessppeettoo  aa  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  en

el sistema penitenciario y en estaciones migratorias”.318

Como resultado de las visitas realizadas a los lugares de detención, se pretende

“iinnffoorrmmaarr,,  ddeennuunncciiaarr,,  rreeccoommeennddaarr,,  llooggrraarr  llaa  aatteenncciióónn  eenn  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  ddee  mmaall--

ttrraattoo  oo  ttoorrttuurraa,,  llooggrraarr  llaa  aatteenncciióónn  ddee  llaass  vvííccttiimmaass  yy  pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiissttéémmii--

ccaass,,  mediante el inicio de expedientes de queja,,  iinnffoorrmmeess  pprreelliimmiinnaarreess, elaborar

ddiiaaggnnóóssttiiccooss  ee  iinnffoorrmmeess  eessppeecciiaalleess dirigidos a las autoridades responsables de

hechos violatorios a derechos humanos”.319

Respecto a “las visitas que se realizan en atención a quejas, éstas se practican

a las personas agraviadas que se mencionan en los escritos de queja, se recaba la

ppeettiicciióónn  eexxpprreessaa  ddeell  qquueejjoossoo para acudir a algún centro de detención a efecto de

corroborar la integridad física y psicológica de quien tiene el carácter de agravia-

do. En el caso de supervisión penitenciaria, se programan las visitas y ssee  vveerriiffiiccaann

llaass  ccoonnddiicciioonneess de los centros de readaptación social, asimismo, se entrevista a

internos”.320

Por lo que hace a las condiciones en las que el personal de la Comisión Nacional

tiene acceso a los centros donde se encuentran personas privadas de su libertad,

se señala que “en general hay libre acceso, pero varía dependiendo del tipo de cen-

tro, ya que existen más restricciones en los CEFERESOS, toda vez que tienen una

normatividad más estricta”.321

Una vez que se ingresa al centro de reclusión, “en visitas de supervisión peniten-

ciaria, los visitadores de la CNDH tienen acceso a todas las áreas, se accede al Centro

de Observación y Clasificación, Consultorios Médicos y Oficinas de Gobierno, y verifi-

can las condiciones respecto de la alimentación, salud, educación, trabajo y capaci-
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tación, así como las instalaciones a efecto de constatar que se garantice una estan-

cia digna y la adecuada separación y clasificación de los internos”.322

Asimismo, se tiene acceso a la información relacionada con el número de dete-

nidos y/o condiciones de detención general.323

Cabe señalar que “en el caso de las eessttaacciioonneess  mmiiggrraattoorriiaass, se efectúa una

ssuuppeerrvviissiióónn  ggeenneerraall de las instalaciones y los servicios con los que cuentan, a fin de

constatar si existen las condiciones mínimas de estancia digna e higiene, buena y

suficiente alimentación para los extranjeros asegurados”.324

En caso de que se detecte o tenga conocimiento de algún delito, la Ley de la

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, señala que el organismo nacional de

derechos humanos “ddeennuunncciiaarráá  ante los órganos competentes los delitos o faltas

que, independientemente de dichas conductas y actitudes, hubiesen cometido las

autoridades o servidores públicos de que se trate”.325

Respecto al número de visitas que realiza la CNDH mensualmente, varía depen-

diendo de las quejas que así lo requieran, y en el caso de visitas de supervisión peni-

tenciaria, ssee  pprrooggrraammaa  ssuu  ffrreeccuueenncciiaa,,  ddee  aaccuueerrddoo  ccoonn  eell  pprrooggrraammaa  aannuuaall  ddee  ttrraabbaa--

jjoo; existen centros de internamiento a los cuales se realizan vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass, que

pueden llevarse a cabo 22  oo  33  vveecceess  aall  aaññoo..326

Paralelamente, la duración de la entrevista varía de acuerdo a la investigación

que se realiza: “en el caso de las vviissiittaass  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn  ppeenniitteenncciiaarriiaa, éstas tienen una

duración de 4488  hhoorraass en promedio”.327

“Las entrevistas se efectúan eenn  pprriivvaaddoo. Sin embargo, en los CEFERESOS se

efectúan con restricción (presencia de custodios, videocámaras, etcétera)”.328

El equipo de la CNDH que realiza visitas a lugares de detención está integrado

por “abogados, psicólogos, criminalistas, médicos con diferentes especialidades, por

ejemplo, forense, psiquiatra, legista, entre otros, y el número varía en razón de los

hechos que se investigan”.329

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos emite rreeccoommeennddaacciioonneess  ppúúbblliiccaass

dirigidas al titular de la dependencia involucrada, a las cuales se les da sseegguuiimmiieennttoo

mmeeddiiaannttee  eell  aannáálliissiiss  ddee  llooss  iinnffoorrmmeess  qquuee  rriinnddee  llaa  aauuttoorriiddaadd  destinataria de la reco-

mendación. “El seguimiento se realiza de conformidad con las disposiciones de la Ley

y del Reglamento Interno de la CNDH, para determinar si son aceptadas, con cum-

plimiento total, con cumplimiento parcial o con cumplimiento insatisfactorio. Dicha

información se da a conocer en cada informe anual de la CNDH”.330
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Paralelamente, derivado de las visitas y de las investigaciones que se realizan, se

han emitido “rreeccoommeennddaacciioonneess  ggeenneerraalleess,,  iinnffoorrmmeess  eessppeecciiaalleess,,  ddiiccttáámmeenneess,,  cceerrttiiffii--

ccaacciioonneess  yy  ooppiinniioonneess  mmééddiiccoo  lleeggaalleess  yy  ppssiiccoollóóggiiccaass, tales como, la Recomendación

General 10 sobre la práctica de la tortura, el Diagnóstico Nacional de Supervisión

Penitenciaria y el Informe Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-

nos sobre la Situación de los Derechos Humanos en las Estaciones Migratorias y

Lugares Habilitados del Instituto Nacional de Migración en la República Mexicana””.331

Instituciones gubernamentales que realizan 

visitas a lugares de detención

SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN:

INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN

La Secretaría de Gobernación, a través del Instituto Nacional de Migración, realiza

visitas de ssuuppeerrvviissiióónn aa  llaass  EEssttaacciioonneess  MMiiggrraattoorriiaass, con fundamento en la “Ley Gene-

ral de Población, el Reglamento de la Ley General de Población, y el Acuerdo por el

que se emiten las Normas para el Funcionamiento de las Estaciones Migratorias del

Instituto Nacional de Migración”.332

La Ley General de Población señala que “la Secretaría de Gobernación establece-

rá estaciones migratorias en los lugares de la República que estime conveniente

para alojar en las mismas, como medidas de aseguramiento, si así lo estima perti-

nente, a los extranjeros cuya internación se haya autorizado en forma provisional,

así como a aquéllos que deben ser expulsados”.333

Al respecto, el Reglamento de la Ley General de Población establece en su artí-

culo 94 que “la Secretaría podrá establecer o habilitar, en los lugares que considere

adecuados, estaciones migratorias para la estancia provisional de los extranjeros y

extranjeras carentes de algún requisito migratorio que no puedan satisfacer en el

momento de la revisión de la documentación, o para alojar, como medida de ase-

guramiento, a los extranjeros y extranjeras que deban ser expulsados. En aquellos

lugares en que la Secretaría no tenga establecidas estaciones migratorias, se consi-

derarán habilitados locales de detención preventiva para el aseguramiento de los

extranjeros que deban ser expulsados”.

Asimismo, el mencionado artículo señala que “en ningún caso podrá habilitarse

para este fin a los centros de reclusión para sentenciados”.334

“Cuando las autoridades sanitarias determinen la internación de extranjeros o

extranjeras en estaciones sanitarias, la Secretaría podrá establecer la vigilancia que
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juzgue adecuada, si los extranjeros de que se trate no tuvieren autorizada su inter-

nación al país”.335

Durante el desarrollo de las visitas, el Instituto Nacional de Migración aplica la

siguiente metodología:336

1. Aplicación de cuestionario y entrevista a los extranjeros asegurados, sobre el

trato y servicio ofrecido en la Estación Migratoria.

2. Levantamiento del estado físico que guarda la Estación Migratoria.

3. Verificación de la aplicación del procedimiento Migratorio a los extranjeros asegu-

rados.

4. Verificación de la Información proporciona, a través del reporte mensual de la

Estación Migratoria.

5. Se realiza el respaldo fotográfico de la Supervisión.

6. Se elabora el Acta de Supervisión Respectiva.

7. Se envía oficio al Delegado Regional sobre las observaciones derivadas de la super-

visión a la Estación Migratoria, a fin de solventarlas. (anexando copia del acta de

supervisión).

El Instituto Nacional de Migración señala que durante las visitas realiza eennttrreevviissttaass

eenn  pprriivvaaddoo a las personas aseguradas.337

Las visitas se realizan “conforme al ccaalleennddaarriioo  aannuuaall, por lo menos una vez al año

se realiza una visita a cada Estación Migratoria a nivel nacional, y su duración varía

dependiendo del tamaño y tipo de la Estación Migratoria”.338

En cuanto a la conformación del equipo que realiza la visita, el mismo está con-

formado por “personal de Mando y Operativo, adscrito a la Dirección de Estaciones

Migratorias, y pueden ser de 1 a 2 personas por visita”.339

En razón de lo anterior, el Instituto Nacional de Migración señala que el objetivo

de las visitas que realiza es “eeffiicciieennttaarr  llooss  mmeeccaanniissmmooss  ddeennttrroo  ddee  ttooddaass  llaass  EEssttaacciioo--

nneess  MMiiggrraattoorriiaass del Instituto Nacional de Migración, con el propósito de bbrriinnddaarr  uunn

ttrraattoo  jjuussttoo  ddiiggnnoo a los extranjeros asegurados, con estricto apego a los Derechos

Humanos”.340
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A partir de la visita realizada se “eemmiitteenn  llaass oobbsseerrvvaacciioonneess derivadas de la visita

a las Estaciones Migratorias, con la finalidad de que se lleven a cabo las acciones

necesarias que permitan subsanar dichas observaciones”.341

“Si como resultado de la vviissiittaa  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn, se desprende o existen indicios de

actos de tortura o malos tratos en contra de los extranjeros asegurados, dicha

información se asienta en una acta de hechos, así como en el acta de supervisión y

ssee  ccaannaalliizzaa inmediatamente al Órgano Interno de Control, para que esta autoridad

tome las medidas que considere pertinentes”.342

SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL:

DIRECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA MILITAR

La Secretaría de la Defensa Nacional, a través de la Dirección General de Justicia Mili-

tar, realiza visitas a “las prisiones militares adscritas a la I, III y V Regiones Militares,

correspondientes al Distrito Federal; a Mazatlán, Sinaloa; y a la Mojonera, en Zapo-

pán, Jalisco”.343

La Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos establece en su artículo

92 que “el servicio de Justicia tendrá a su cargo la pprrooccuurraacciióónn  yy  llaa  aaddmmiinniissttrraacciióónn

ddee  llaa  jjuussttiicciiaa  ppoorr  llooss  ddeelliittooss  ddeell  ffuueerroo  ddee  gguueerrrraa  yy  vviiggiillaarr  eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  llaass

ppeennaass  iimmppuueessttaass  ppoorr  llaass  DDeeppeennddeenncciiaass  eennccaarrggaaddaass  ddee  aaddmmiinniissttrraarr  llaa  jjuussttiicciiaa  [[...]”.344

El mencionado artículo también señala que el servicio de Justicia se encargará

de “oorrggaanniizzaarr,,  ddiirriiggiirr  yy  ssuuppeerrvviissaarr  eell  ffuunncciioonnaammiieennttoo  ddee  llaass  PPrriissiioonneess  MMiilliittaarreess, Uni-

dades disciplinarias y otras Dependencias e Instalaciones similares”.345

El objetivo de las visitas realizadas por la Dirección General de Justicia Militar es

“pprreevveenniirr,,  ddooccuummeennttaarr,,  rreehhaabbiilliittaarr  aa  llaass  vvííccttiimmaass  yy  ssuuppeerrvviissiióónn  ddee  llaa  oorrggaanniizzaacciióónn,,

ffuunncciioonnaammiieennttoo  yy  ccoonnttrrooll  ddee  llaass  pprriissiioonneess, de conformidad con las disposiciones

reglamentarias administrativas expedidas en la materia”.346

Para lograr tal fin, el artículo 41 del Reglamento Interior de la Secretaría de la

Defensa Nacional establece las facultades que tiene la Dirección General de Justicia

Militar, las cuales consisten en:

“PPrroommoovveerr  llaa  ddeessiiggnnaacciióónn  ddee  ppeerriittooss  mmééddiiccoo  mmiilliittaarreess a efecto de que formulen los

dictámenes que requiera la aplicación de la Ley del Instituto de Seguridad Social para

las Fuerzas Armadas Mexicanas”.347

104 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

341 Cfr. Encuesta.
342 Cfr. Entrevista.
343 Cfr. Encuesta.
344 Artículo 92. Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.
345 Artículo 92, fracción II. Ley Orgánica, op. cit.
346 Cfr. Encuesta.
347 Artículo 41 fracción III. Reglamento Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional.



“Someter a consideración del Secretario de la Defensa Nacional, pprrooggrraammaass  ddee  rreehhaa--

bbiilliittaacciióónn  ddee  sseenntteenncciiaaddooss, supervisando su aplicación”.348

“OOrrggaanniizzaarr,,  ddiirriiggiirr  yy  ssuuppeerrvviissaarr el funcionamiento de las prisiones militares, grupos de

sueltos, unidades disciplinarias y otras dependencias e instalaciones similares”.349

“PPrrooppoonneerr  iinnnnoovvaacciioonneess  eenn  llaa  oorrggaanniizzaacciióónn  yy  ffuunncciioonnaammiieennttoo de las prisiones mili-

tares”.350

Para realizar visitas a las prisiones militares, el Reglamento General de Prisiones Mili-

tares “regula la organización, funcionamiento y actividades de las prisiones milita-

res”.351 Dichos centros de reclusión dependen de la Dirección General de Justicia Mili-

tar, “la que se encargará de organizar, dirigir y supervisar su funcionamiento [...]”.352

Según el artículo 2 del mencionado Reglamento, “las prisiones militares son ins-

talaciones que tienen por objeto eell  ccoonnttrrooll  yy  llaa  ccuussttooddiiaa  ddee  mmiilliittaarreess arrestados,

detenidos y procesados; así como la readaptación del personal sentenciado, bajo un

régimen de adiestramiento, disciplina, moral, trabajo y educación”.

El Reglamento de los Grupos de Militares Procesados y Sentenciados establece

que “la Secretaría de la Defensa Nacional, por conducto de la Dirección General de

Justicia Militar, oorrggaanniizzaarráá,,  ddiirriiggiirráá  yy  ssuuppeerrvviissaarráá  aa  llooss  ggrruuppooss  ddee  mmiilliittaarreess  pprroocceessaa--

ddooss  yy  sseenntteenncciiaaddooss  ppoorr  ddeelliittooss  ddeell  ffuueerroo  mmiilliittaarr,,  ccoommúúnn  oo  ffeeddeerraall.. Estos grupos se

establecerán en las prisiones militares y donde no existan éstas, en los cuarteles

generales de los mandos territoriales del Ejército”.353

Los jefes de los grupos de procesados y sentenciados tendrán las siguientes

obligaciones y atribuciones:

“Visitar a los procesados y sentenciados en las prisiones y, en su caso, a los enca-

mados en hospitales, para rreecciibbiirr  llaass  qquueejjaass  yy  ssoolliicciittuuddeess que los mismos expongan”.354

“Informar a la Dirección General de Justicia Militar acerca de las quejas y solici-

tudes de los grupos para que las atienda en el ámbito de sus facultades”.355

Al respecto, la Dirección General de Justicia Militar “comunica el motivo de la

vviissiittaa  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn a la totalidad del personal interno y se eennttrreevviissttaa  eenn  pprriivvaa--

ddoo  a quiénes deseen presentar peticiones, quejas, o cualquier tipo de comenta-

rio”.356
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Los representantes de la Dirección General de Justicia Militar que realizan “vviissii--

ttaass  ddee  ccoonnssttaattaacciióónn  ddee  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess, tienen acceso de manera oficial al

lugar de detención, en ejercicio de sus facultades de supervisión”.357

Durante las visitas realizadas, tienen acceso a “la información estadística gene-

ral, y a la de carácter particular respecto de cada interno, también tienen acceso a

la totalidad de las instalaciones de las prisiones, tales como dormitorios, baños, coci-

na, comedor, sección sanitaria, talleres, áreas de visita, áreas comunes y adminis-

trativas, entre otras”.358

Respecto a la metodología de trabajo, la Dirección General de Justicia Militar realiza

“vviissiittaass oorrddiinnaarriiaass cada 4 o 6 meses a las prisiones militares, conforme un pprrooggrraammaa

aannuuaall, y visitas eexxttrraaoorrddiinnaarriiaass, conforme a las necesidades, paralelamente, la Inspec-

ción y Contraloría General del Ejercito y Fuerza Aérea y la comandancia de los mandos

territoriales de las regiones militares I, III y V realizan visitas ppeerriióóddiiccaass,,  por lo que en

conjunto, cada prisión recibe por lo menos 4 visitas mensuales de ssuuppeerrvviissiióónn”.359

La duración de las visitas es “de 2 a 3 días por visita, y se realizan 3 visitas ordi-

narias anuales a la prisión militar de la I Región Militar, y 2 a las prisiones de la III y V

Regiones Militares, y las visitas extraordinarias que se estimen necesarias a todas

ellas, conforme a las necesidades existentes”.360

Las visitas a las prisiones militares son realizadas por el “Director o Subdirector

de la Dirección General de Justicia Militar, quiénes son licenciados y Generales de

Justicia Militar, auxiliado por 2 o 3 elementos pertenecientes a dicha Dirección, que

son jefes u oficiales del servicio de justicia militar, licenciados, y del servicio de

administración pertenecientes a la sección técnica de la Dirección“.361

Como resultado de las visitas realizadas, se emiten “iinnffoorrmmeess,,  rreeccoommeennddaacciioonneess

yy  pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiissttéémmiiccaass, en los cuáles se orienta al personal directivo de

las prisiones respecto de las fallas que les corresponde corregir, y se informa a la

superioridad sobre las acciones que requieren su autorización o la suministración de

recursos humanos, económicos o materiales para su implementación”.362

Respecto a las recomendaciones, éstas se han emitido “eenn  ffoorrmmaa  ppeerrmmaanneennttee,,

ddee  mmaanneerraa  pprreevveennttiivvaa,,  eenn  ffoorrmmaa  oorraall  yy  ppoorr  eessccrriittoo”, la Dirección General de Justi-

cia Militar señala que “a la fecha no se han recibido quejas de internos sobre el par-

ticular”.363

La Dirección General de Justicia Militar verifica el seguimiento al cumplimiento de

sus recomendaciones, “mediante la ssoolliicciittuudd  ddee  iinnffoorrmmeess  ddee  ccuummpplliimmiieennttoo  yy  llaa  pprraacc--

ttiiccaa  ddee  nnuueevvaass  vviissiittaass  ddee  ssuuppeerrvviissiióónn”.364
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SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA:

ÓRGANO ADMINISTRATIVO DESCONCENTRADO 

DE PREVENCIÓN Y READAPTACIÓN SOCIAL

La Secretaría de Seguridad Pública Federal, a través del Órgano Administrativo Des-

concentrado Prevención y Readaptación Social, realiza visitas a los “Centros Federa-

les de Readaptación Social números 1 ‘Altiplano’ ubicado en el Municipio de Almolo-

ya de Juárez, Estado de México; 2 ‘Occidente’ ubicado en la Continuación Carrete-

ra a El Salto, Jalisco; 3 ‘Noreste’ ubicado en el Municipio de Matamoros, Tamaulipas;

y 4 ‘Noroeste’ ubicado en el Municipio de Tepic, Nayarit; así como al Centro Federal

de Rehabilitación Psicosocial, en Cd. Ayala, Morelos; y a la Colonia Penal Federal Islas

Marías, en el Archipiélago de las Islas Marías, Nayarit”.365

En el marco normativo dentro del cual se realizan las visitas, se encuentran la

Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados;

el Reglamento del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta-

ción Social; Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social; Instructi-

vo de Visita a los Centros Federales de Readaptación Social; Manual de Organiza-

ción General del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta-

ción Social; Manual de Organización de los Centros Federales de Readaptación

Social; Manual de Visita de los Centros Federales de Readaptación Social; Manual de

Procedimientos de los Centros Federales (Áreas de Seguridad, Jurídica, Técnica y

Médica); Manual de Tratamiento de los Internos en Centros Federales de Readap-

tación Social; Manual de Seguridad de los Centros Federales de Readaptación

Social; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos; Con-

vención contra la Tortura o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes; Ley Federal

para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como una serie de Normas Oficiales Mexi-

canas,366 entre otros.

En razón de que el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Rea-

daptación Social visita Centros de Reclusión de Máxima Seguridad, dependientes de

la Federación, “se tiene establecido un procedimiento de la autorización de acceso

a estos establecimientos, el cual es previamente analizado y consentido por el Titu-

lar de Prevención y Readaptación Social. Una vez autorizada la misma, la visita debe

apegarse a los procedimientos de seguridad establecidos para el acceso, estadía y

salida del establecimiento”.367

Entre los objetivos de las visitas figura el de ssuuppeerrvviissiióónn, el cual está “regulado

por el marco normativo vigente y programa de actividades sustantivas de la Coor-

dinación General de Centros Federales y de la Coordinación de Programas Especia-

les y Visitaduría Médica de la Oficina del C. Comisionado, acordes con las Direcciones

Generales y Departamentos de Servicios Médicos de cada Centro Federal”.368
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Otro de los objetivos de las visitas se relaciona con la “pprreevveenncciióónn, y el segui-

miento y estricta observancia del marco jurídico, normativo y procedimental”.369

De las visitas realizadas, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y

Readaptación Social, “iinnffoorrmmaa  y detecta áreas de oportunidad que pudieran incidir

en circunstancias que pongan en riesgo la salud o integridad física y/o mental de

los internos e interno-pacientes”.370

Las visitas que se realizan son de “ssuuppeerrvviissiióónn  ggeenneerraall  pprrooggrraammaaddaass a las áreas,

así como vviissiittaass  nnoo  aannuunncciiaaddaass, pero en todo momento autorizadas por el Titular de

este Órgano Desconcentrado, a fin de verificar el resultado de las mismas”.371

El Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social puede

tener acceso a los lugares dentro del centro de detención, sólo con pprreevviiaa  aauuttoorriizzaa--

cciióónn. Al respecto señala que, “en todo momento esta visita a las áreas es observada

por los sistemas de seguridad y vigilancia, dadas las características de peligrosidad de

los internos, así como de máxima seguridad de los Centros Federales; a fin de resguar-

dar la seguridad y estabilidad de la población y de los establecimientos”.372

La frecuencia con la que se realizan las visitas a las áreas generales del Centro

Federal, varía dependiendo de quién hace la visita.

Si las visitas las realizan la Coordinación General de Centros Federales, éstas pueden

ser mensuales y aleatorias no programadas. “De manera mmeennssuuaall se visitan todas y

cada una de las áreas. Así como visitas aalleeaattoorriiaass  nnoo  pprrooggrraammaaddaass  a manera de vveerriiffii--

ccaarr  que los procedimientos se lleven de manera irrestricta, tanto al personal como a

los internos, y que las áreas se encuentren en óptimas condiciones de operatividad”.373

Si las visitas las realizan la “Coordinación de Programas Especiales y la Visitaduría

Médica de la Oficina del C. Comisionado, se efectúan uunnaa  vveezz  aall  aaññoo, además de las

solicitadas por la Dirección General del Centro Federal eenn  rreellaacciióónn  ccoonn  llooss  ccaassooss  qquuee

ssee  ttrraatteenn; a fin de vveerriiffiiccaarr  la operatividad, funcionalidad, productividad y condicio-

nes de las Unidades Médicas de los Centros Federales”.374

También realiza vviissiittaass  aa  ppeerrssoonnaass  eessppeeccííffiiccaass, cuando éstas así lo solicitan, “en

caso de que el interno solicite sea atendida su queja, denuncia o señalamiento, se

dirige la visita a quien la requiere, dicha eennttrreevviissttaa  ssee  rreeaalliizzaa  eenn  pprreesseenncciiaa  ddee  ppeerrssoo--

nnaall  ddeell  CCeennttrroo  FFeeddeerraall  (de las áreas de Custodia, Jurídica y Médica)”.375

Las entrevistas realizadas a las personas que se encuentran en los centros de

reclusión no son privadas, “en todo momento llámese supervisión y/o visita a inter-

nos o áreas, se encuentra personal de seguridad además del personal asignado del

área respectiva a supervisar”.376
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Al realizar las visitas, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y

Readaptación Social tiene acceso a información relativa al interno que visita,

mediante autorización previa del Director del Centro de Reclusión y de las autorida-

des superiores del propio Órgano.

Se le proporciona “información jurídico-técnica de cada interno y/o interno-

paciente que se encuentra recluido en los Centros Federales, pero sólo con pprreevviiaa

aauuttoorriizzaacciióónn del Director General de estos establecimientos, así como de las Auto-

ridades Superiores de este Órgano Administrativo, la información antes señalada

podrá ser vista por el requiriente, ya que el contenido de ésta es confidencial, de

acuerdo a los artículos 12, 14, 18 y 19 de Ley Federal de Transparencia y Acceso a

la Información Publica Gubernamental, y 45 de la Ley General que Establece las

Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública”.377

Respecto a la metodología de las visitas a los internos, el Órgano Administrati-

vo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social señala que “desde el ingreso

de los internos, estadía y hasta su egreso del establecimiento, se les supervisa dia-

riamente por personal de seguridad, además de los ooppeerraattiivvooss  ddee  rreevviissiióónn  aa  iinntteerr--

nnooss  aalleeaattoorriiooss; de dos a tres ocasiones por personal médico general, odontológico

y en caso necesario por médicos especialistas; técnicamente por psicólogos y tra-

bajadores sociales en tres ocasiones al mes; a manera de dar seguimiento a su

estado de salud, dinámica familiar, y de tratamiento técnico integral individualiza-

do progresivo”.378

Asimismo, los internos son visitados por personal del Órgano Administrativo

Desconcentrado Prevención y Readaptación Social, Comisión Nacional de los Dere-

chos Humanos y/o Cruz Roja Internacional, eenn  llooss  ccaassooss  pprreevviiaammeennttee  ssoolliicciittaaddooss..379

También visitan a los internos, el “personal del Centro Federal de Readaptación

Social y/o de Rehabilitación Psicosocial, ccoonnffoorrmmee  aa  ssoolliicciittuudd  ppllaanntteeaaddaa  ppoorr  eell  iinntteerr--

nnoo, o bien programada para la evaluación de su respuesta al Tratamiento por el H.

Consejo Técnico Interdisciplinario; así como por la Comisión Disciplinaria del mismo

penal federal, en caso de que así lo amerite el interno. Además de que pudieran ser

visitados por personal médico de los similares Centros Federales, a petición del

Director General y su Médico tratante”.380

La duración de las visitas varía “de acuerdo al tipo de supervisión y/o visita que

se realice”,381 y el número de personas que realizan visitas también: “depende del

tipo de supervisión y/o visita que se trate pues se tienen áreas destinadas a los

internos y áreas de gobierno [Servicios Generales (Plantas de Tratamiento de Aguas

Residuales, Plantas de Energía Eléctrica, Calderas, Tortilladoras, Panadería, Lavande-

ría, Tanques de Gas, Sistemas de Oxígeno, etc.), Administrativas, Talleres, Juzgados,

Producción de Alimentos, Departamentos de Servicios Médicos, Áreas Educativas,
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Recreativas, Deportivas, Terapias de Autoayuda y Ocupacionales, Comedores,

Estancias de internos, áreas de Seguridad, Stands de Tiro, Áreas Caninas, Estacio-

namientos, Helipuerto, Garitas, etc.]”.382

Las personas que realizan las visitas son “funcionarios y servidores públicos, pre-

viamente autorizados, que cuenten con el perfil profesional y operativo de acuer-

do al tipo de supervisión y/o visita que se trate”.383

El Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social

tiene medidas de seguridad durante el ingreso del interno al penal, durante su esta-

día y hasta su egreso al Centro Federal, con la finalidad de evitar malos tratos en

agravio de los internos.

Cuando un interno ingresa a un Centro de Reclusión Federal, “se lleva a cabo la revi-

sión ocular minuciosa del interno a partir de que es conducido a GGaarriittaa  PPrriinncciippaall, de

donde es trasladado al áárreeaa  ddee  rreevviissiióónn para ser inspeccionado físicamente. Posterior-

mente es trasladado por el personal de seguridad al área de CCeennttrroo  ddee  OObbsseerrvvaacciióónn  yy

CCllaassiiffiiccaacciióónn, donde permanecerá por un tiempo aproximado de 15 días; a fin de efec-

tuársele su evaluación psico-física integral, que incluye el estudio médico, de laborato-

rio, psicológico y de trabajo social; así como integrar su expediente jurídico”.384

En la Unidad Médica “se lleva a cabo la revisión física del interno, de acuerdo al

Manual de Procedimientos: Ingreso del Interno; Consulta General, de Especialidad y

Hospitalización; Solicitud de Intervención Quirúrgica; de estos dos últimos en caso

de requerirlo”.385

“En todo momento ssee  mmoonniittoorreeaa  ccaaddaa  pprroocceeddiimmiieennttoo; se cuenta con personal de

seguridad y/o administrativo que, en caso de observar alguna acción que pudiera tra-

ducirse en trato denigrante hacia el interno, éste se encuentra facultado para emitir

un rreeppoorrttee  aa  llaa  ssuuppeerriioorriiddaadd a efecto de que se tomen las medidas pertinentes al caso,

tanto operativas, administrativas, profesionales como legales a que haya lugar”.386

“La información recabada en la Visita o Supervisión es reportada a la Superiori-

dad con carácter rreesseerrvvaaddoo  yy//oo  ccoonnffiiddeenncciiaall, de manera eessccrriittaa  aa  ttrraavvééss  ddee  rreeppoorr--

tteess,,  iinnffoorrmmeess,,  ooffiicciiooss  yy  ccrroonnooggrraammaass”.387

El Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social da

sseegguuiimmiieennttoo  aall  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  ssuuss  oobbsseerrvvaacciioonneess,,  “a través de mmoonniittoorreeooss  tteelleeffóó--

nniiccooss,,  vviissiittaass  ddiirriiggiiddaass,,  ssuuppeerrvviissiioonneess  aalleeaattoorriiaass  yy  pprrooggrraammaaddaass,,  ooppeerraattiivvooss  ddee  rreevvii--

ssiioonneess,,  iinnffoorrmmeess  ppeerriióóddiiccooss,,  eennttrreevviissttaass  ccoonn  llooss  pprrooppiiooss  iinntteerrnnooss, etc”.388

“Si se trata de alguna sugerencia o instrucción por parte de Organismos

Internacionales, de la propia Secretaría de Seguridad Pública y/o de Autoridades

Judiciales, éstas se atienden y reportan en los tiempos estimados o propuestos

110 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

382 Cfr. Encuesta.
383 Cfr. Encuesta.
384 Cfr. Encuesta.
385 Cfr. Encuesta.
386 Cfr. Encuesta.
387 Cfr. Encuesta.
388 Cfr. Encuesta.



por dichas instancias, incluyendo en caso de ser necesario, visita en el Centro

Federal para constatar la conclusión de la misma. Si las recomendaciones son

sugeridas por Organismos Nacionales como la CNDH, se les da un seguimiento

periódico hasta su conclusión, soportando documentalmente las acciones reali-

zadas”.389

La Coordinación de Programas Especiales y Visitaduría Médica ha elaborado

informes como producto de las visitas realizadas, tales como IInnffoorrmmee  ddee  llaass  SSuuppeerr--

vviissiioonneess,,  ddeessttaaccaannddoo  ÁÁrreeaass  ddee  OOppoorrttuunniiddaadd  yy  CCoonnddiicciioonneess  GGeenneerraalleess; y evaluación

de los estudios clínicos para recomendar en casos de suma urgencia los servicios

profesionales de médicos especialistas que se requieran en los Centros Federales, a

fin de preservar la integridad física del interno; además de orientar sobre aspectos

a realizar de apoyo necesario y de primera asistencia.390

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL

La Dirección General de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia

del Distrito Federal realiza visitas a Agencias Investigadoras del Ministerio Público y

a todas las unidades dependientes de la Procuraduría General de Justicia del Distri-

to Federal en las que se tenga conocimiento de violaciones a derechos humanos, así

como reclusorios y penitenciarias ubicadas en el Distrito Federal.

Dicha instancia realiza traslados a las Agencias del Ministerio Público “cuando tiene

conocimiento de que algún servidor público de la Procuraduría, comete o ha come-

tido violaciones a derechos humanos”,391 y hace visitas a reclusorios y la penitencia-

ria del Distrito Federal, “cuando se recibe una solicitud de atención urgente”.392

El objeto de estas visitas es “aatteennddeerr  qquueejjaass de violaciones a derechos humanos,

yy  vveerriiffiiccaarr  eell  eessttaaddoo  ffííssiiccoo  ddee  llaass  ppeerrssoonnaass que denuncian actos de tortura o tratos

crueles, inhumanos o degradantes, así como prevenir o hacer cesar violaciones a

derechos humanos”.393

“Dichas visitas suelen realizarse en el marco de peticiones de atención urgente, en las

cuales se recaba la comparecencia de las presuntas víctimas con la finalidad de dar vista

a la Fiscalía correspondiente, e iniciarse averiguación previa para investigar los hechos, así

como sancionar los servidores públicos que hayan cometido las violaciones”.394

Estas visitas tienen como finalidad, “hhaacceerr  cceessaarr  llaass  ppoossiibblleess  vviioollaacciioonneess  a dere-

chos humanos”.395
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El fundamento jurídico de estas visitas se encuentra en el artículo 2, fracción ll,

de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, el cual

establece que:

“La Institución del Ministerio Público en el Distrito Federal, estará a cargo del Procu-

rador General de Justicia del Distrito Federal, y tendrá las siguientes atribuciones

que ejercerá por conducto de su titular o de sus agentes auxiliares, conforme a lo

establecido en esta Ley y demás disposiciones aplicables:

[...]

II. Velar por la legalidad y por el respeto de los derechos humanos en la esfera de su

competencia, así como promover la pronta, completa y debida impartición de jus-

ticia”.

Asimismo, el artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia de

Distrito Federal, establece que “El Ministerio Público podrá realizar vviissiittaass  aa  llooss  rreecclluu--

ssoorriiooss  pprreevveennttiivvooss  yy  cceennttrrooss  ddee  eejjeeccuucciióónn  ddee  ppeennaass y, en su caso, escuchar las que-

jas de los internos y poner los hechos en conocimiento de las autoridades compe-

tentes. En caso de que tuviere conocimiento de alguna conducta posiblemente

delictiva, se iniciará la averiguación previa correspondiente”.

Los resultados de las visitas practicadas por la Dirección General de Derechos

Humanos son “la cceessaacciióónn  ddee  llooss  aaccttooss  iinnddeebbiiddooss en contra de las personas que se

encuentran sujetas a detención y alegan violaciones a derechos humanos; hhaacceerr  ddeell

ccoonnoocciimmiieennttoo  ddee  llooss  óórrggaannooss  ddee  ccoonnttrrooll  iinntteerrnnoo  ddee  llaa  PPrrooccuurraadduurrííaa,,  ddiicchhaass  vviioollaacciioo--

nneess, a fin de que se realice la iinnvveessttiiggaacciióónn  correspondiente y en su oportunidad

ssaanncciioonnaarr  a los responsables; dar seguimiento a las quejas radicadas en la Dirección

General de Derechos Humanos, y a las averiguaciones previas que se inicien por deli-

tos en contra de la integridad de las personas, y que constituyan violaciones a dere-

chos humanos, tales como tortura”.396

También “se le hace del conocimiento al Fiscal correspondiente, los hechos de los

cuales se tiene conocimiento, a fin de que a su vez lo haga del conocimiento de su

personal y prevenir la realización de conductas violatorias de derechos humanos”.397

Las visitas se realizan en respuesta a solicitudes presentadas ante la Dirección

General de Derechos Humanos, por lo que en cada visita se atiende a personas con-

cretas.

Respecto a las visitas a las Agencias del Ministerio Público, “existen todas las faci-

lidades y condiciones, y se tiene acceso al área de galeras o lugar abierto donde se

encuentren las personas”.398
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Tratándose de visitas a reclusorios para atender quejas particulares, “las condicio-

nes no son del todo óptimas, ya que es complicado acceder a los internos, y posterior-

mente es difícil que se nos proporcione un espacio adecuado para realizar las entrevis-

tas, sólo se tiene acceso al área jurídica o a la Dirección del Centro de reclusión”.399

El número de visitas que realiza la Dirección General de Derechos Humanos para

atender quejas varía dependiendo “del número de personas que señalen estar dete-

nidas en las Agencias Ministeriales y que refieran que la autoridad esta cometiendo

actos indebidos e ilegales en su agravio, o de las personas recluidas que aleguen

haber siendo víctimas de tortura o malos tratos, lo cual motiva que el personal se

traslade inmediatamente al lugar donde supuestamente se esta cometiendo el acto

de autoridad”.400

La duración de las visitas para atender casos concretos, “varía dependiendo de

la diligencia o de la entrevista, es en promedio de 2 a 5 horas”,401 y la frecuencia de

éstas visitas a las Agencias Ministeriales y a los Reclusorios, depende de las quejas

presentadas.

Respecto a la metodología de la entrevista, “en las Agencias del Ministerio Públi-

co se realizan eennttrreevviissttaass  eenn  pprriivvaaddoo en el área de seguridad, y en los reclusorios,

se realizan entrevistas sin la presencia de personal de seguridad del Centro, pero no

se garantiza la privacidad porque el lugar designado es un área abierta en la que se

encuentran otros internos”.402

Para realizar las visitas en respuesta a las quejas presentadas, “se traslada un

agente del Ministerio Público y un oficial secretario, se lleva una cámara fotográfi-

ca, para en caso de presentar huellas de lesiones y golpes, se tomen iimmpprreessiioonneess

ffoottooggrrááffiiccaass”.403

Como resultado de las visitas realizadas “se rreeccoommiieennddaa verbalmente o por escri-

to a las Agencias del Ministerio Público, la adopción de acciones para pprreevveenniirr viola-

ciones a derechos humanos, y para garantizar el respeto a integridad psicofísica de

la persona y el respeto a las garantías procesales”.404

La Dirección General de Derechos Humanos da seguimiento a la queja, en este

sentido, “cuando se detecta una probable violación a derechos humanos, se da

intervención al órgano de control interno de la Procuraduría, y se da seguimiento al

asunto, hasta que se emita la determinación que conforme a derecho proceda,

velando en todo momento que la investigación se lleve bajo el marco legal que rige

el actuar de la Institución”.405

Paralelamente, la Dirección General de Derechos Humanos de la Procuraduría

General de Justicia del Distrito Federal realiza visitas a reclusorios como parte del
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Órgano de Visita General a los Centros de Reclusión del Distrito Federal, dichas visi-

tas tienen por objeto “la pprreevveenncciióónn,,  ddooccuummeennttaacciióónn,,  oorriieennttaacciióónn  lleeggaall  yy  aatteenncciióónn

mmeeddiiccaa”.406

Estas visitas se realizan empleando como marco jurídico el Reglamento de Reclu-

sorios del Distrito Federal y el Manual Específico de Operación del Órgano de Visita

General a los Centros de Reclusión del Distrito Federal.

Los resultados de las visitas consisten en “iinnffoorrmmaarr,,  ddeennuunncciiaarr,,  rreeccoommeennddaarr,,

llooggrraarr  aatteenncciióónn  ddee  ccaassooss  eessppeeccííffiiccooss  yy  pprrooppuueessttaass  ddee  ssoolluucciióónn  ssiisstteemmááttiiccaass”.407

Las visitas a los reclusorios como parte del Órgano de Visita General, son visitas

de constatación de condiciones generales, por lo que cuentan con todas las facili-

dades para realizarlas, “aunado a que el Órgano está compuesto por personal mul-

tidisciplinario que facilita el atender las urgencias que se presentan”.408

En estas visitas “se proporciona toda la información respecto del lugar de reclu-

sión que se visita, y se tiene acceso a todos lo lugares (revisión de vehículos, arme-

ría, área perimetral, área de descanso, cocina, almacenamiento, cámara de refrige-

ración, refrigerador, cámara de congelación, almacenes, tiendas, servicios médicos,

módulo de seguridad y conductas especiales, área educativa, talleres, área de visi-

ta familiar y área de visita íntima)”.409

La duración de las visitas realizadas como parte del Órgano General de Visita

duran “aproximadamente de las 9:00 a.m a las 5:00 p.m., y respecto a la frecuencia

de las mismas por el momento, se realizará un recorrido a cada reclusorio, poste-

riormente, se programarán visitas para dar cuenta de las recomendaciones que se

formularon y que éstas se hayan cumplido o se estén realizando las gestiones nece-

sarias para tal efecto”.410

Respecto a la metodología de la entrevista, se señala que “como parte del Órgano

General de Visita se solita al personal que nos acompañe que nos brinde un espacio

adecuado, si no es posible, se le pide que se retire para obtener confidencialidad. Asi-

mismo, se realizan entrevistas breves con el fin de allegarnos de los mayores elemen-

tos posibles de las condiciones en las que se encuentran los internos, sin comprome-

ter con ello su integridad psicofísica por alguna represalia del personal del centro”.411

A este tipo de visitas acuden “3 personas de la Dirección General de Derechos

Humanos, en representación de la Procuraduría General de Justicia del Distrito

Federal, cuya formación profesional es licenciatura en derecho”.412

El Órgano de Visita General hará del conocimiento de las autoridades corres-

pondientes, las “rreeccoommeennddaacciioonneess que son vaciadas en un acta, se presentan por
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escrito y en privado, y versan sobre todo tipo de situaciones, entre ellas, la tor-

tura”.413

Asimismo “el Órgano de Visita General remite iinnffoorrmmeess  ccoonnffiiddeenncciiaalleess a las

autoridades de los reclusorios, con motivo de las observaciones realizadas en cada

visita”.414

Finalmente, el Órgano de Visita General da seguimiento a las recomendaciones e

informes emitidos, y canaliza las quejas recibidas a las autoridades competentes.

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE MICHOACÁN

De acuerdo al Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia

del Estado de Michoacán, la Visitaduría General tiene la atribución de “realizar vviissii--

ttaass  ddee  ccoonnttrrooll  yy  eevvaalluuaacciióónn  ttééccnniiccoo--jjuurrííddiiccaass aa  llaass  uunniiddaaddeess  aaddmmiinniissttrraattiivvaass  yy  pprrooppoo--

nneerr  llaass  mmeeddiiddaass  pprreevveennttiivvaass  oo  ccoorrrreeccttiivvaass  nneecceessaarriiaass, mediante la integración del

Procedimiento Administrativo correspondiente”.415

Asimismo, la Visitaduría General “es el área responsable de ssuuppeerrvviissaarr  llaass  aaccttiivviiddaa--

ddeess  ddee  llaass  áárreeaass  ddee  llaa  PPrrooccuurraadduurrííaa, de ejercer control interno de la misma y de aten-

der las investigaciones especiales que le encomiende el Procurador” ,416 y está facul-

tada para “ssuuppeerrvviissaarr  llaa  aaccttuuaacciióónn  ddee  llaa  PPoolliiccííaa  MMiinniisstteerriiaall  yy  PPeerriittooss a efecto de que

su función como auxiliar en la investigación de delitos, se apegue a la legalidad”.417

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán señala que perso-

nal operativo realiza visitas a detenidos en separos, “con el objeto de pprraaccttiiccaarr  aallgguu--

nnaa  ddiilliiggeenncciiaa,,  aaddeemmááss  ddee  cceerrttiiffiiccaarr  ppoorr  ppaarrttee  ddeell  ppeerrssoonnaall  ppeerriicciiaall  rreessppeeccttoo  aall  eessttaa--

ddoo  ffííssiiccoo  eenn  qquuee  ssee  eennccuueennttrraann  llooss  ddeetteenniiddooss,,  aall  mmoommeennttoo  ddee  iinnggrreessaarr  yy  ssaalliirr  ddee  llaa

ddeeppeennddeenncciiaa  aa  eeffeeccttoo  ddee  ddeetteerrmmiinnaarr  qquuee  nnoo  ssee  hhaayyaa  ccoommeettiiddoo  aallgguunnaa  pprrááccttiiccaa  ddee

ttoorrttuurraa.. Ésta última diligencia se lleva a cabo en el área de la Dirección de Servicios

Periciales”.418

Asimismo, la Procuraduría refiere que “en el supuesto de que alguna persona

que se encuentre detenida dentro de las instalaciones de la Procuraduría, y presen-

tará alguna qquueejjaa  ppoorr  ttoorrttuurraa  uu  oottrrooss  ttrraattooss  ddeeggrraaddaanntteess en contra de algún servi-

dor público de la Institución, al óórrggaannoo  ddee  ccoonnttrrooll  iinntteerrnnoo le compete presentarse

al lugar de detención, asistido de peritos para practicar las diligencias requeridas

dentro de la iinnvveessttiiggaacciióónn  aaddmmiinniissttrraattiivvaa para la aplicación de sanciones a los servi-

dores públicos responsables, una vez acreditada su responsabilidad”.419
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Respecto a las quejas por tortura o malos tratos cometidos en reclusorios, la Pro-

curaduría señala que “en aquellos casos en que las personas recluidas en alguno de los

Centros Preventivos, de Readaptación Social o cualquier otro lugar de detención en

el estado, llegare a denunciar haber sido víctimas de tortura por parte de personal de

dichos centros, un Agente del Ministerio Público Investigador deberá trasladarse al

lugar acompañado de personal operativo y pericial necesario a efecto de corroborar

tal situación, de ser así, levantará la denuncia correspondiente con fundamento en lo

dispuesto en la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura vigente en el Estado”.420

Sin embargo, la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán esta-

blece que dichas diligencias sólo se realizan previa solicitud de la persona, lo cual no

ha ocurrido, pues la Procuraduría no ha recibido denuncia o queja por tortura, tal

como se cita a continuación:

“Las diligencias señaladas se realizan únicamente a solicitud expresa de la perso-

na que se considera agraviada, por tanto, y a la fecha no hemos recibido denuncia

o queja alguna por este delito”.421

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León realiza visitas a “Agen-

cias y Delegaciones del Ministerio Público, la Agencia Estatal de Investigaciones y sus

destacamentos”.422

De acuerdo al artículo 36 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus-

ticia del Estado de Nuevo León, la Dirección General de Control de Procesos y Ampa-

ros está facultada para “concurrir a las visitas de reclusorios que practiquen los Jue-

ces ante los que actúan los Agentes del Ministerio Público adscritos, informando al

Procurador sobre los resultados de las mismas”.423

La VViissiittaadduurrííaa  GGeenneerraall  “es la unidad administrativa responsable de vviiggiillaarr  llaa  lleeggaallii--

ddaadd  ddee  llaass  aaccttiivviiddaaddeess  ddeessaarrrroollllaaddaass  ppoorr  llaass  ddeeppeennddeenncciiaass  ddee  llaa  PPrrooccuurraadduurrííaa  yy  ddee  ddaarr

ttrráámmiittee  aa  llooss  pprroocceeddiimmiieennttooss  ddee  rreessppoonnssaabbiilliiddaadd  aaddmmiinniissttrraattiivvaa correspondientes”.424

Dicho órgano de control está facultado para “pprraaccttiiccaarr,,  ddiirriiggiirr  yy  ssuuppeerrvviissaarr  vviissii--

ttaass  oorrddiinnaarriiaass  yy  eexxttrraaoorrddiinnaarriiaass  ddee  eevvaalluuaacciióónn  a las Agencias del Ministerio Público,

y demás unidades administrativas de la Procuraduría, así como a los Agentes del

Ministerio Público Adscritos, a fin de observar e iinnssppeecccciioonnaarr  llaa  ddeebbiiddaa  lleeggaalliiddaadd  ddee

llooss  aassuunnttooss  ttrraammiittaaddooss, y de levantar las actas administrativas correspondien-

tes”,425 y para “pprraaccttiiccaarr,,  ddiirriiggiirr  yy  ssuuppeerrvviissaarr  llaass  vviissiittaass  eexxttrraaoorrddiinnaarriiaass  que determi-
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ne el Procurador a las Agencias del Ministerio Público, y demás unidades administra-

tivas de la Procuraduría a fin de oobbsseerrvvaarr  ee  iinnssppeecccciioonnaarr  llooss  aassuunnttooss  qquuee  eenn  eellllaass  ssee

vveennttiillaann  yy  lleevvaannttaarr  llaass  aaccttaass  aaddmmiinniissttrraattiivvaass correspondientes”.426

Asimismo, está facultada para “ssuuppeerrvviissaarr, con auxilio del personal que le esté

adscrito, eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  llaass  ddiissppoossiicciioonneess  jjuurrííddiiccaass  aapplliiccaabblleess  eenn  llooss  lluuggaarreess  ddee

ddeetteenncciióónn  pprreevveennttiivvaa”.427

Los objetivos de dichas visitas consisten en “la pprreevveenncciióónn,,  ccoorrrreecccciióónn,,  eell  rreess--

ppeettoo  ddee  llooss  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss de detenidos, familiares y abogados, y la aapplliiccaacciióónn

iirrrreessttrriiccttaa  ddeell  ddeerreecchhoo”.428

La Procuraduría realiza “visitas para ccoonnssttaattaarr  llaass  ccoonnddiicciioonneess  ggeenneerraalleess, con

libertad absoluta para realizar la inspección, se tiene acceso a información respec-

to al número de detenidos y condiciones de detención general, asimismo e tiene

acceso a todo el inmueble”.429

Respecto a la metodología de las visitas, se realizan “1122  vviissiittaass  aall  mmeess, con una

frecuencia de las visitas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad,

de 6 visitas por año, las cuales tienen una duración de 3 a 12 horas”.430

El número de personas que “realizan visitas es 3, y son Agentes del Ministerio

Público y un Asistente analista jurídico, quiénes pueden realizar entrevistas en

privado”.431

De las visitas realizadas, los resultados esperados son emitir “rreeccoommeennddaacciioonneess,,

iinnssppeecccciioonneess,,  pprroocceeddiimmiieennttooss  ddee  rreessppoonnssaabbiilliiddaadd  aaddmmiinniissttrraattiivvaa  yy  ssaanncciioonneess  aaddmmii--

nniissttrraattiivvaass  ccoommoo  ccoonnsseeccuueenncciiaa  ddee  ééssttooss,,  yy  eenn  ssuu  ccaassoo,,  iinniicciiaacciióónn  ddee  aavveerriigguuaacciioonneess

pprreevviiaass”.432

Las rreeccoommeennddaacciioonneess surgidas a raíz de sus visitas se realizan por eessccrriittoo y son

dirigidas “al Procurador, al Director General de Averiguaciones Previas y al Director

General de la Agencia Estatal de Investigaciones de la Procuraduría General de Jus-

ticia del Estado de Nuevo León”.433

Para dar seguimiento al cumplimiento de sus recomendaciones, se emplean iinnddii--

ccaaddoorreess  ddee  ggeessttiióónn..

Las recomendaciones que se han emitido versan sobre “el respeto de los Derechos

Humanos sobre detenidos, respeto de los Derechos Humanos de familiares y aboga-

dos, las condiciones materiales del inmueble y aplicación irrestricta del derecho”.434
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PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE OAXACA

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca realiza visitas a “todas las

agencias del Ministerio Público y las Comandancias de la Policía Ministerial del Esta-

do, con fundamento en lo establecido por el artículo 37 de la Ley Orgánica de la Pro-

curaduría General de Justicia”.435

Dicho precepto establece como facultad de la VViissiittaadduurrííaa  GGeenneerraall, “practicar

desde el punto de vista técnico, jurídico y administrativo, las vviissiittaass  ggeenneerraalleess  oo

eessppeecciiaalleess  qquuee  eell  PPrrooccuurraaddoorr  ddeetteerrmmiinnee  aa  llaass  ddiivveerrssaass  AAggeenncciiaass  ddeell  MMiinniisstteerriioo  PPúúbbllii--

ccoo en el Estado; aaccoorrddaarr  oo  ssuuggeerriirr, en su caso, a los titulares de las Agencias que

visite, las medidas adecuadas conforme a las disposiciones legales e internas de la

Procuraduría, y a las instrucciones concretas que se le hayan dado”.436

Los objetivos de las visitas realizadas por la Visitaduría General consisten en

“ssuuppeerrvviissaarr  que todas las agencias del Ministerio Público cuenten con los eelleemmeennttooss

iinnddiissppeennssaabblleess  ppaarraa  eejjeeccuuttaarr  eell  ttrraabbaajjoo,,  bbrriinnddeenn  uunnaa  aaddeeccuuaaddaa  aatteenncciióónn  aall  ppúúbblliiccoo  yy

ssee  ccoonndduuzzccaa  ssuu  aaccttuuaacciióónn  ccoonn  aappeeggoo  aa  ddeerreecchhoo, así mismo que el Agente del Minis-

terio Público tome en cuenta tres aspectos fundamentales, jurídico, técnico y

administrativo”.437

Al respecto, se desprende que la Procuraduría no realiza visitas cuyo fin específi-

co sea la prevención de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-

dantes, pues los resultados esperados de las visitas realizadas, consisten en “lograr

una aatteenncciióónn  aaddeeccuuaaddaa  aa  llaa  ssoocciieeddaadd  eenn  mmaatteerriiaa  ddee  pprrooccuurraacciióónn  ddee  JJuussttiicciiaa”.438

“Las personas encargadas de practicar las visitas, son personal de confianza y

están adscritos a la Visitaduría General, quiénes tienen acceso a todo el área que

comprenden las Agencias del Ministerio Público y comandancias de la Policía Minis-

terial del Estado, desde la sala de espera, estacionamiento, baños, separos, etc., asi-

mismo, tienen acceso a la base de datos, libros, etc.” 439

El número de visitas que se realizan es “en promedio de 1100  aa  1144  vviissiittaass  ppoorr  mmeess,

y la duración de las mismas es de 4 horas aproximadamente por oficina o coman-

dancia. La frecuencia de las visitas a una misma Agencia, varía dependiendo de los

resultados obtenidos en una primera visita y del número de quejas ciudadanas

reportadas”.440

En cuanto a la metodología de la entrevista, “ésta se realiza por separado a todo

el personal de la oficina, a los detenidos si los hay, al público y a los representantes

de la comunidad donde se encuentran dichas oficinas”.441
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“Las visitas las encabeza la titular de la Visitaduría General, acompañada de dos

Agentes del Ministerio Público con sus respectivos secretarios ministeriales, con

formación profesional de licenciados en derecho”.442

La Visitaduría General emite rreeccoommeennddaacciioonneess, “si se encuentran irregularidades

se hacen notar en el acta respectiva, haciendo la recomendación ppoorr  eessccrriittoo al ser-

vidor público visitado, marcando copia al superior jerárquico del funcionario. Para

verificar el cumplimento de la recomendación, ssee  pprraaccttiiccaa  vviissiittaa  ppoosstteerriioorr  aa  llaa  rreeccoo--

mmeennddaacciióónn  oo  ssaanncciióónn,,  rreeqquuiirriieennddoo  ppoorr  eessccrriittoo  aall  vviissiittaaddoo  eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddee  llaass

oobbsseerrvvaacciioonneess”.443

Finalmente, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de

Oaxaca establece la facultad del Ministerio Público para “exigir de las autoridades

competentes la represión de todo acuso (sic) o mal tratamiento, contribución o

gabela en los establecimientos Penitenciarios. Para comprobar la situación de los

reclusos, el Ministerio Público deberá practicar vviissiittaass  ppeerriióóddiiccaass en las que oirá las

quejas de los interesados, dando cuenta de ello inmediatamente al Procurador”,444

sin embargo. la Procuraduría no hace referencia a este precepto ni a su aplicación.

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DE QUERÉTARO

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Querétaro “es la Dependencia del

Poder Ejecutivo, que ejerce a través de un Procurador, Subprocuradores, Directo-

res, Agentes del Ministerio Público y órganos auxiliares, las facultades que confie-

ren a la Institución del Ministerio Público, el artículo 21 de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 61 y 62 de la Constitución Política del

Estado de Querétaro”.445

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Querétaro,

establece la facultad de ésta para que en el marco de la aplicación de las medidas

de política criminal, se practiquen vviissiittaass  aa  llooss  cceennttrrooss  ddee  rreecclluussiióónn, se rreecciibbaann  qquuee--

jjaass  ddee  llooss  iinntteerrnnooss, se iinniicciiee  llaa  aavveerriigguuaacciióónn  ccoorrrreessppoonnddiieennttee, y que llooss  hheecchhooss  ssee

hhaaggaann  ddeell  ccoonnoocciimmiieennttoo  ddee  llaass  aauuttoorriiddaaddeess  rreessppoonnssaabblleess  del lugar de reclusión.

Lo anterior se señala en el artículo 8 de la Ley Orgánica de la Procuraduría, de la

siguiente manera:

“La intervención de la Procuraduría General de Justicia en la aplicación de las

medidas de política criminal, incluye practicar vviissiittaass  aa  llooss  rreecclluussoorriiooss  eessccuucchhaannddoo  llaass

qquueejjaass  qquuee  rreecciibbaa  ddee  llooss  iinntteerrnnooss,,  ee  iinniicciiaarr  llaa  aavveerriigguuaacciióónn  qquuee  ccoorrrreessppoonnddaa  de tra-

tarse de alguna conducta o hecho posiblemente delictuoso, sin perjuicio de poner

los hechos en el conocimiento de las autoridades encargadas de la reclusión”.446
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Con base en esta facultad y en el Acuerdo que regula la Coordinación de Aten-

ción de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de

Querétaro, ésta realiza visitas a las Agencias del Ministerio Público con áreas de ase-

guramiento de detenidos.

Los objetivos de dichas visitas son “la pprroommoocciióónn  yy  pprrootteecccciióónn  aa  llooss  ddeerreecchhooss

hhuummaannooss en las áreas que reciban, aseguren y resguarden detenidos, llaa  pprreevveenncciióónn

de actos que vulneren los derechos humanos de las personas, y aasseegguurraarr  eell  ffuunncciioo--

nnaammiieennttoo,,  ppllaanneeaacciióónn,,  ccoonnttrrooll,,  ffiissccaalliizzaacciióónn  yy  eevvaalluuaacciióónn  ddee  llaass  áárreeaass  qquuee  iinntteeggrraann  llaa

DDeeppeennddeenncciiaa, ya que se realizan visitas para vveerriiffiiccaarr  llaass  ccoonnddiicciioonneess en las que se

encuentran las instalaciones de las áreas de aseguramiento de detenidos, así como

la operatividad para recibir, asegurar y custodiar detenidos”.447

De las visitas realizadas, se pretende “iinnffoorrmmaarr  aall  ttiittuullaarr  ddee  llaa  IInnssttiittuucciióónn, así

como a los Directores de las áreas sobre las oobbsseerrvvaacciioonneess  yy  ssuuggeerreenncciiaass que resul-

ten aplicables para su mejoramiento, e iimmpplleemmeennttaarr  aacccciioonneess  ddee  ddiiffuussiióónn  yy  pprroommoo--

cciióónn  de los derechos humanos de los servidores públicos, de la víctima u ofendido

del delito y del imputado, así como aacccciioonneess  ccoorrrreeccttiivvaass  ppaarraa  eell  mmeejjoorraammiieennttoo  ddee

llaass  iinnssttaallaacciioonneess  de las áreas de aseguramiento de detenidos”.

Respecto a las condiciones en las que se realizan visitas a lugares de detención,

la Procuraduría señala que “existe la disponibilidad del personal de las áreas y la obli-

gación para que se realicen las visitas a cualquier área de la Dependencia, en donde

se tengan personas detenidas aseguradas o bajo su custodia”.448

Por lo que hace al desarrollo de la visita, el personal de la Procuraduría tiene

acceso a “la información relativa a las personas detenidas por algún presunto hecho

ilícito, y a todos los espacios que implican las áreas de aseguramiento y custodia de

detenidos con los que cuenta la Dependencia”.449

La frecuencia de las visitas a un mismo lugar de detención o privación de la liber-

tad es semestral, cada visita tiene una hora de duración, y en las cuales se realizan

entrevistas públicas cuyo alcance geográfico es por municipio.

El equipo que realiza las visitas está conformado por dos personas, un visitador

en derechos humanos y/o adjunto a la Visitaduría General un oficial secretario.450

La Procuraduría del Estado de Querétaro, señala que como resultado de las visi-

tas realizadas, se emiten iinnffoorrmmeess  mmeennssuuaalleess  ppoorr  eessccrriittoo,,  yy  rreeccoommeennddaacciioonneess  eenn

ffoorrmmaa  vveerrbbaall  oo  ppoorr  eessccrriittoo (dependiendo de las observaciones o sugerencias), qquuee

ssee  ddiirriiggeenn  aa  llaa  pprreevveenncciióónn  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  yy  llooss  mmaallooss  ttrraattooss..

Finalmente, para dar seguimiento al cumplimiento de sus recomendaciones, se

realiza una “nnuueevvaa  vviissiittaa  aall  áárreeaa  ddee  aasseegguurraammiieennttoo  ppaarraa  vveerriiffiiccaarr  llaass  oobbsseerrvvaacciioonneess

rreeaalliizzaaddaass  yy  eenn  oottrraass  ooccaassiioonneess  eenn  ffoorrmmaa  vveerrbbaall  mmeeddiiaannttee  ccoonnttaaccttoo  ccoonn  eell  rreessppoonn--

ssaabbllee  ddeell  áárreeaa  oo  ddiirreecccciióónn  ddee  llaa  DDeeppeennddeenncciiaa”.451
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Inventario
ANEXO II

Resultados sistematizados de la Encuesta a las Organizaciones

No Gubernamentales, Comisiones Públicas de Derechos 

Humanos e Instituciones Gubernamentales que realizan 

visitas a lugares de detención
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Centros de Readaptación Social

Centros Federales 

de Readaptación Social

Cárceles municipales

Centros de tratamiento 

de menores

Agencias del Ministerio Público

Penitenciarías

Estaciones migratorias

Hospitales

Centros de rehabilitación

Permiso dentro del marco 

aplicado a defensores.

Permiso anual.

Permiso verbal.

Permiso para casos concretos.

Centros de detención visitados

Acuerdo o permiso 

para practicar la visita

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA OO NN GG

Vitoria, Prodh, CEFPRODHAC, 

Fray Juan de Larios, CADHAC, CCTI,

FCS, CICR, ACAT COSYDDHAC, ACAT, 

Sin Fronteras

FCS, ACAT, CICR

CEFPRODHAC, COSYDDHAC, 

ACAT, CICR

CEFPRODHAC, COSYDDHAC

Vitoria, CEFPRODHAC, CCTI, 

COSYDDHAC, Comité DH Colima, 

FCS, Sin Fronteras

COSYDDHAC, ACAT

CEFPRODHAC, CCTI, FCS, SJM,

Sin Fronteras

CEFPRODHAC, CCTI, FCS,

Sin Fronteras

CEFPRODHAC, COSYDDHAC

CEFPRODHAC, Fray Juan de Larios,

CADHAC, COSYDDHAC, Comité DH

Colima, FCS, ACAT, CICR

11

3

4

2

7

2

5

4

2

Organizaciones No Gubernamentales

Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria, O.P. (Vitoria)

Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Prodh)

Centro de Estudios Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos (CEFPRODHAC)

Centro Diocesano para los Derechos Humanos Fray Juan de Larios

Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos, A.C. (CADHAC)

Colectivo Contra la Tortura y la Impunidad (CCTI)

Comisión de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos (COSYDDHAC)

Comité de Derechos Humanos de Colima, No Gubernamental, A.C. (Comité DH Colima)

Frente Cívico Sinaloense (FCS)

Servicio Jesuita a Migrantes (SJM)

Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura, A.C. (ACAT)

Sin Fronteras

Comité Internacional de la Cruz Roja, Delegación para México, América Central y El Caribe (CICR)
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Permiso que supone acuerdo

gubernamental.

Acreditación de facto, por ser

organismo de Derechos Humanos.

Prevención

Representación legal 

de posibles víctimas 

Coadyuvancia legal

Documentación

Rehabilitación

Otros

Difusión, educación y talleres 

de Derechos Humanos, 

reestablecimiento de lazos 

familiares, asesoría jurídica.

Casos específicos

Casos específicos y constatación 

de condiciones generales

Informar

Denunciar

Recomendar

Atención en casos específicos 

de maltrato o tortura

Propuestas 

de solución sistémicas

Otros 

Difusión de Derechos Humanos

Variable dependiendo del tipo de

centro de detención, a veces sólo

se ingresa en las horas de visita

familiar y de acuerdo al reglamento

CADHAC, Comité DH Colima, FCS, CICR 

Vitoria, Prodh, CADHAC, CCTI, 

FCS, SJM, ACA Sin Fronteras

Vitoria, CADHAC, CCTI 

CCTI, COSYDDHAC, FCS, ACAT

Prodh, CEFPRODHAC, CADHAC, CCTI,

FCS, SJM, ACAT, Sin Fronteras

CCTI, FCS, ACAT

CEFPRODHAC, Fray Juan de Larios, 

COSYDDHAC, CICR, Sin Fronteras.

Prodh, CCTI, COSYDDHAC

Vitoria, CEFPRODHAC, Fray Juan de

Larios, CADHAC, Comité DH Colima,

SJM, CICR, ACAT, FCS, Sin Fronteras

Prodh, CEFPRODHAC, CADHAC, 

CCTI, CICR, Sin Fronteras

Vitoria, Prodh, CADHAC, CCTI, 

FCS, ACATAT, Sin Fronteras

CEFPRODHAC, FCS, CICR,

Sin Fronteras

Prodh, CEFPRODHAC, CADHAC, 

ACAT, CCTI, CICR

CADHAC, CICR

Fray Juan de Larios, CICR

4

7

6

8

3

5

3

10

6

7

4

6

2

2

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA OO NN GG

Acuerdo o permiso 

para practicar la visita

Objetivo de la visita

Tipo de visitas

Resultados esperados 

de las visitas 

Condiciones de acceso 

al centro de detención
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de entrada. 

En ocasiones se ha denegado el

acceso, depende del nivel de segu-

ridad del centro y de su práctica

interna.

La visita puede realizarse libremen-

te o con acompañamiento de cus-

todios, se revisa a los miembros de

la organización como a todos los

visitantes. 

A veces mínimas condiciones de

acceso, lugar inadecuado, poco

tiempo de duración de la visita,

presencia cercana de custodios,

restricciones para llevar equipo de

trabajo. 

En los centros de detención bajo

responsabilidad de la autoridad

estatal o municipal se tiene libertad

de acceso. En los centros de deten-

ción bajo responsabilidad federal,

se limita el acceso, y en el caso del

Ejército, las restricciones son más

fuertes.

Respecto al número de detenidos

Respecto a las condiciones genera-

les de detención

Todos los lugares 

(cocina, dormitorio, baños, etc.)

Lugares determinados, para atención

jurídica, psicológica o médica o para

realizar la diligencia correspondiente

Alcance geográfico

Número de visitas realizadas al mes

Duración de las visitas

Frecuencia de las visitas 

a un mismo lugar

ACAT, Prodh, CEFPRODHAC, CADHAC,

CCTI, FCS, CICR

Prodh, CEFPRODHAC, FCS, 

CI CICR

ACAT, Vitoria, CEFPRODHAC, 

CICR (En CEFERESOS acceso limitado)

Centr Vitoria, Prodh, CADHAC, CCTI,

ACAT, Sin Fronteras

Hidalgo, Querétaro, Jalisco, Tlaxcala,

Oaxaca, D.F., Guerrero, Chiapas, México,

Tamaulipas, Coahuila, Nuevo León, 

Chihuahua, Colima, Sinaloa, Veracruz.

CICR: 2 o 3 días dependiendo del

número de internos.

Depende de cada caso, si es para pro-

porcionar acompañamiento legal, activi-

dades de defensa, peritajes (4 por mes)

o tratamiento terapéutico (2 por mes).

5

4

3

6

Promedio

4 

Promedio

2 horas

Promedio

4

OO NN GGFF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Acceso a información 

Lugares a los que tienen acceso al

interior del centro de detención

Metodología de la visita
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Número de personas

Interdisciplinario: licenciados 

en derecho, psicólogos, médicos,

trabajadores sociales, sociólogos,

encuestadores. 

Si

No

Por escrito 

Oralmente

Públicas

Privadas

Internos

Ante autoridades Públicos

Privados

Si 

Vitoria, Prodh, COSYDDHAC, 

ACAT, CIC CICR

CADHAC, CCTI, FCS, CEFPRODHAC,

Sin Fronteras

Vitoria, CEFPRODHAC, Fray Juan de

Larios, Larios, CADHAC, CICR

CADHAC, COSYDDHAC, 

Comité DH Colima, FCS, CICR

CEFPRODHAC, CADHAC, FCS

Vitoria, CEFPRODHAC, 

Fray Juan de Larios, CADHAC, 

COSYDDHAC, Comité DH  Colima, 

FCS, CICR

CADHAC, SJM

COSYDDHAC, CCTI, ACAT, 

CEFPRODHAC, Sin Fronteras

Fray Juan de Larios

Vitoria, CEFPRODHAC, CADHAC, 

COSYDDHAC, Comité DH Colima, FCS, 

Fray Juan de Larios, Sin Fronteras,

CICR

De 2 a 3

5

5

5

5

3

8

2

5

1

9

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA OO NN GG

Delegación que realiza la visita

Realización de entrevistas 

en privado

Emisión de Recomendaciones 

dirigidas a la prevención 

de la tortura o malos tratos

Emisión de Informes

Realizan seguimiento a las 

recomendaciones 

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  O R G A N I Z A C I O N E S  N O  G U B E R N A M E N T A L E S



126 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

Centros de detención visitados

Objetivo de la visita

Centros de Readaptación Social

Centros Federales 

de Readaptación Social

Cárceles municipales

Centros de tratamiento 

de menores

Agencias del Ministerio Público

Estaciones migratorias

Hospitales

Reclusorios preventivos

Centro de Ejecución 

de Sanciones Penales

Centros Integrales 

de Justicia Regional

Centros de Reclusión Administrativa

Penitenciaría

Centro de Rehabilitación Psicosocial

Juzgado Cívico

Separos preventivos

Centro Federal de Arraigo de PGR

Prevención

Representación legal de posibles 

víctimas 

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, CNDH

CNDH

Chihuahua, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Guanajuato, Jalisco, CNDH

Chiapas, DF, Jalisco, CNDH

CNDH

Chiapas, Guanajuato, Jalisco, CNDH

DF, Jalisco, Nuevo León, CNDH

DF

Jalisco

Chiapas

DF

DF

DF

Jalisco, Guanajuato, Nuevo León

CNDH

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, CNDH

Chihuahua

7

1

5

3

4

1

4

4

1

1

1

1

1

1

3

1

7

1

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA CC OO MM II SS II OO NN EE SS   PP ÚÚ BB LL II CC AA SS   
DD EE   DD EE RR EE CC HH OO SS   HH UU MM AA NN OO SS

Comisiones Públicas de Derechos Humanos

Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Chiapas

Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Chihuahua

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal

Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato

Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Jalisco

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León

Comisión Nacional de los Derechos Humanos
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Coadyuvancia legal

Documentación

Rehabilitación

Otros

Solicitar reconocimiento médico,

realizar certificaciones médicas 

y psicológicas, recabar y resolver

quejas, investigación de violaciones,

recabar documentación jurídica

Casos específicos

Casos específicos y Constatación 

de condiciones generales

Informar

Denunciar

Recomendar

Atención en casos específicos 

de maltrato o tortura

Propuestas de 

solución sistémicas

Otros 

Solicitud de medidas precautorias,

canalización del caso a alguna 

autoridad, elaborar diagnósticos

Sin restricción alguna.

El personal a cargo de las visitas

cubre los requisitos de ingreso

señalados por la normativa 

del lugar a inspeccionar, 

varía dependiendo del lugar

Por lo general, el acceso al interior

de los centros de reclusión es 

favorecido por la disponibilidad 

y facilidades de las autoridades

respectivas

Chiapas 

CNDH

Chihuahua

Chiapas, Guanajuato, Jalisco

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, CNDH

Chiapas, Chihuahua, DF, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chihuahua, DF, Jalisco, 

Nuevo León, CNDH

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, CNDH

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chiapas, DF, Jalisco, CNDH

DF, Guanajuato, Nuevo León

Chihuahua

Guanajuato

Nuevo León

1

1

1 

3

7

6

5

7

6

4

4

CC OO MM II SS II OO NN EE SS   PP ÚÚ BB LL II CC AA SS   
DD EE   DD EE RR EE CC HH OO SS   HH UU MM AA NN OO SS

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Objetivo de la visita

Tipo de visitas

Resultados esperados 

de las visitas 

Condiciones de acceso 

al centro de detención

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  C O M I S I O N E S  P Ú B L I C A S  D E  D E R E C H O S  H U M A N O S
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Hay libre acceso cumpliendo los

requisitos establecidos en leyes y

reglamentos, excepto los centros

de competencia federal 

En algunos casos se tiene buena

respuesta de las autoridades para

permitir el acceso a los centros de

reclusión y a los juzgados cívicos,

no así a las agencias del Ministerio

Público

Varía dependiendo del tipo de centro

de detención, ya que existen más

restricciones en los CEFERESOS, 

toda vez que tienen una 

normatividad más estricta

Respecto al número de detenidos

Respecto a las condiciones 

generales de detención

Todos los lugares (cocina, 

dormitorio, baños, etc.)

Lugares determinados, para atención

jurídica, psicológica o médica, o para

realizar la diligencia correspondiente

Alcance geográfico

Número

de visitas  Casos concretos

realizadas

al mes    

Visitas generales

Duración de               Casos concretos

las visitas

Visitas generales

Jalisco

DF

CNDH

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chiapas

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León. Todo el país es

cubierto por la CNDH en el ámbito

de su competencia 

Varía dependiendo de las condicio-

nes y características del lugar suje-

to a inspección

6

6

6

1

Depende

del número

de quejas

2 o 3 veces

por año

promedio

De 1 a 3

horas

De 4 a 5

horas

CC OO MM II SS II OO NN EE SS   PP ÚÚ BB LL II CC AA SS   
DD EE   DD EE RR EE CC HH OO SS   HH UU MM AA NN OO SS

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Condiciones de acceso 

al centro de detención

Acceso a información 

Lugares a los que tienen acceso 

al interior del centro de detención

Metodología de la visita
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Metodología de la visita

Delegación que realiza la visita

Realización de entrevistas

en privado

Emisión de Recomendaciones 

dirigidas a la prevención de 

la tortura o malos tratos

Emisión de Informes

Realizan seguimiento 

a las Recomendaciones

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Frecuencia de          Casos concretos

las visita a un

mismo lugar

Visitas generales

Número                    Casos concretos

de personas

Visitas generales

Interdisciplinario: licenciados en

derecho (Visitadores generales y

adjuntos), psicólogos, criminalistas,

sociólogos, médicos con diferentes

especialidades como forense 

o psiquiátrico.

Si

Por escrito 

Oralmente

Públicas

Privadas

Internos 

Ante autoridades Públicos 

Privados

Si

CNDH

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco, 

CNDH: en los CEFERESOS se efectúan

con restricción (presencia de 

custodios, videocámaras, etcétera).

Nuevo León (vigilancia a distancia)

Chiapas (art. 77 Regl.)

Chihuahua, DF, Guanajuato, Jalisco,

Nuevo León, CNDH

Chihuahua

DF, Jalisco, Nuevo León, CNDH

Nuevo León

Chihuahua, DF, Guanajuato, CNDH

Chiapas, Chihuahua, DF, Guanajuato,

Jalisco, Nuevo León, CNDH

Hasta

48 horas

Varía aten-

diendo a la

cantidad de

quejas

2 o 3 veces

por año

promedio

2  Promedio

8  Promedio

Varias

combinacio-

nes

4

1

1

6

1

4

1

4

7

CC OO MM II SS II OO NN EE SS   PP ÚÚ BB LL II CC AA SS   
DD EE   DD EE RR EE CC HH OO SS   HH UU MM AA NN OO SS

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  C O M I S I O N E S  P Ú B L I C A S  D E  D E R E C H O S  H U M A N O S
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Centros de detención visitados

Objetivo de la visita

Centros de Readaptación Social

Centros Federales de Readaptación

Social 1"ALTIPLANO", 2 "OCCIDEN-

TE", 3 "NORESTE", 4 "NOROESTE"

Cárceles municipales

Centros de tratamiento de menores

Agencias del Ministerio Público

Estaciones migratorias

Hospitales

Prisiones militares (I. DF, III. Sinaloa 

y V. Jalisco, Regiones militares)

Centro Federal de Readaptación

Biopsicosocial

Colonia Penal Federal “Islas Marías”

Prevención

Representación legal 

de posibles víctimas 

Coadyuvancia legal

Documentación

Rehabilitación

Otros:

Eficientar los mecanismos dentro

de las Estaciones Migratorias del

Instituto Nacional de Migración,

para brindar un trato digno a los

extranjeros asegurados, con apego

a los derechos humanos

SSP (Órgano Administrativo Descon-

centrado Prevención y Readapta-

ción Social)

INAMI 

(Control y Verificación Migratoria).

SEDENA 

(Dirección General de Justicia Militar)

SSP

SSP

SEDENA

SEDENA

INAMI

1

1

1

1

1

1

1

3

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

Instituciones Gubernamentales Federales

Secretaría de Gobernación: Instituto Nacional de Migración (INAMI)  

Secretaría de la Defensa Nacional: Dirección General de Justicia Militar (DGJM)  

Secretaría de Seguridad Pública: Órgano Administrativo Desconcentrado 

Prevención y Readaptación Social (OADPRS)
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Supervisión de la organización, 

funcionamiento y control 

de las prisiones militares

Seguimiento y observancia 

del marco normativo

Casos específicos

Constatación de 

condiciones generales

Casos específicos y constatación 

de condiciones generales

Informar

Denunciar

Recomendar

Atención en casos específicos 

de maltrato o tortura

Propuestas de solución sistémicas

Otros:

Observaciones sobre el trato 

a los asegurados y canalización de

casos al órgano de Control Interno

Acceso de manera oficial en 

el ejercicio de las facultades 

de supervisión.

Los Centros de Reclusión de Máxima

Seguridad tienen establecido un

procedimiento de la autorización 

de acceso a estos establecimientos,

una vez autorizada la visita, ésta

debe apegarse a los procedimientos

de seguridad establecidos para 

el acceso, estadía y salida del 

establecimiento

Respecto al número de detenidos

SEDENA

SSP

INAMI

SEDENA, SSP

INAMI, SEDENA, SSP

SEDENA

INAMI

SEDENA

SSP

INAMI

SEDENA

SSP: Previa autorización del

Director General del Centro, así

como de las Autoridades Superiores 

del Órgano Administrativo

1 

2

3

1

1

3

II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Objetivo de la visita

Tipo de visitas

Resultados esperados 

de las visitas 

Condiciones de acceso 

al centro de detención

Acceso a información 

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  I N S T I T U C I O N E S  G U B E R N A M E N T A L E S  F E D E R A L E S
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Acceso a información 

Lugares a los que tienen acceso 

al interior del centro de detención

Metodología de la visita

Respecto a las condiciones 

generales de detención

Todos los lugares (cocina, 

dormitorio, baños, etc.)

Lugares determinados para 

atención jurídica, psicológica 

o médica, o para realizar la 

diligencia correspondiente

Alcance geográfico

Número de visitas realizadas al mes

Duración de las visitas

Frecuencia de las visitas

a un mismo lugar

INAMI: Verificación de la aplicación

del procedimiento migratorio 

a los extranjeros asegurados

SEDENA

SSP

INAMI

SEDENA

SSP: Se tiene el acceso previa 

autorización. En todo momento la

visita a las áreas es observada por 

los sistemas de seguridad y vigilancia,

dadas las características de 

peligrosidad de los internos, 

así como de máxima seguridad 

de los Centros Federales.

Nacional

INAMI

SEDENA

SSP

INAMI: Varía dependiendo del tamaño

y tipo de Estación Migratoria

INAMI

SEDENA 

SSP: Coordinación General 

de Centros Federales

SSP: Coordinación de Programas

Especiales y Visitaduría Médica 

de la Oficina del C. Comisionado

3

3

Calendario

anual

4 Promedio

1 por mes 

y visitas 

aleatorias no

programadas

2 o 3 días

1 por año

2 o 3 

anuales,

ordinarias

y extraordi-

narias

periódicas

Mensual

Anual 

II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA
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Número de personas

Interdisciplinario

Si

No

Por escrito 

Oralmente

Públicas

Privadas

Internos

Ante autoridades Públicos 

Privados

Si 

SSP: Centro Federal de Readaptación

Social y/o de Rehabilitación Psicosocial

INAMI

SEDENA

SSP

SEDENA

SEDENA

INAMI

SSP

SEDENA

SSP

A solicitud

del interno 

o de 

seguimiento

No se señala

No se señala

2

1

1

1

1

1

2

II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

Metodología de la visita

Delegación que realiza la visita

Realización de entrevistas 

en privado

Emisión de Recomendaciones 

dirigidas a la prevención 

de la tortura o malos tratos

Emisión de Informes

Realizan seguimiento 

a las Recomendaciones 

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  I N S T I T U C I O N E S  G U B E R N A M E N T A L E S  F E D E R A L E S
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Centros de detención visitados

Objetivo de la visita

Centros de Readaptación Social

Centros Federales 

de Readaptación Social 

Cárceles municipales

Centros de tratamiento 

de menores

Agencias del Ministerio Público

Delegaciones del Ministerio Público

Hospitales

Agencia Estatal de Investigaciones 

y sus destacamentos

Comandancias de 

la policía ministerial

Penitenciaría

Prevención

Representación legal 

de posibles víctimas 

Coadyuvancia legal

Documentación

Rehabilitación

Otros:

Practicar alguna diligencia, además

de certificar por parte del personal

pericial respecto al estado físico en

que se encuentran los detenidos, 

al momento de ingresar y salir 

de la dependencia

D.F.

Michoacán, Nuevo León, Oaxaca,

Querétaro, D.F.

Nuevo León

Nuevo León

Oaxaca

D.F.

Nuevo León, Querétaro

D.F.

Michoacán

1

5

1

1

1

1

2

1

4

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

Instituciones Gubernamentales Locales 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal  

Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán  

Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León  

Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca  

Procuraduría General de Justicia del Estado de Querétaro  
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Supervisar que las agencias 

del Ministerio Público cuenten 

con los elementos indispensables

para ejecutar el trabajo, brinden

una adecuada atención al público 

y se conduzca su actuación con

apego a derecho

Asegurar el funcionamiento,

planeación, control, fiscalización 

y evaluación de las áreas 

que integran la Dependencia

Atender quejas de violaciones 

a derechos humanos, verificar 

el estado físico de las personas que

denuncian ser víctimas de tortura 

o malos tratos, hacer cesar 

violaciones a derechos humanos

Casos específicos

Constatación de condiciones 

generales

Casos específicos y Constatación 

de condiciones generales

Informar

Denunciar

Recomendar

Atención en casos específicos 

de maltrato o tortura

Propuestas de solución sistémicas

Otros:

Procedimientos de responsabilidad

administrativa y sanciones 

administrativas como consecuencia

de éstos, y en su caso, inicio de

averiguaciones previas.

Lograr una atención adecuada a la

sociedad en materia de procuración

de Justicia

Oaxaca

Querétaro

D.F.

D.F. 

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro

Órgano de Visita General a los Centros

de Reclusión del Distriro Federal*

Nuevo León, Querétaro, D.F.

Nuevo León, D.F.

Nuevo León, D.F.

Nuevo León, D.F.

Nuevo León

Nuevo León

Oaxaca

1

3 

1

3

2

2

2

1

4

II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

Objetivo de la visita

Tipo de visitas

Resultados esperados 

de las visitas 

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

* Agrupa a varias instituciones públicas del Distrito Federal, incluyendo SSP, PGJDF, TSJ, la CDHDF y la Secreta-

ría de Gobierno

I N V E N T A R I O .  A N E X O  I I .  I N S T I T U C I O N E S  G U B E R N A M E N T A L E S  L O C A L E S



136 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

Acciones de difusión y promoción

de los derechos humanos de los

servidores públicos, de la víctima u 

ofendido del delito y del imputado. 

Acciones correctivas para el 

mejoramiento de las instalaciones

de las áreas de aseguramiento de

detenidos

Informar a los Órganos de Control

Internos sobre las violaciones de

que se tenga conocimiento. Dar

vista al MP investigador para iniciar

averiguación previa. Seguimiento a

quejas y averiguaciones previas

Libertad absoluta para la inspección.

Se tiene acceso a todo el área 

que comprenden las Agencias del 

Ministerio Público y comandancias

de la Policía Ministerial del Estado,

desde la sala de espera, estaciona-

miento, baños, separos, etc.

Disponibilidad del personal de 

las áreas y la obligación para que

se realicen las visitas a cualquier

área de la Dependencia, en donde 

se tengan personas detenidas, 

aseguradas o bajo su custodia

En visitas a Agencias Ministeriales,

existen todas las facilidades y 

condiciones. En caso de visitas a

reclusorios las condiciones no son

óptimas, es complicado acceder

a los internos. Como parte del

Órgano de Visita General las 

condiciones son óptimas

Respecto al número de detenidos

Respecto a las condiciones 

generales de detención

Todos los lugares de Agencias

Ministeriales y análogas

Querétaro

D.F.

Michoacán

Oaxaca

Querétar

D.F.

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, 

D.F. (como parte del Órgano 

de Visita General)

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro,

D.F. (como parte del Órgano 

de Visita General)

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro,

D.F. (reclusorios como parte del

Órgano de Visita General)

4

4 

4

4

II NN SS TT II TT UU CC II OO NN EE SS   
GG UU BB EE RR NN AA MM EE NN TT AA LL EE SS

FF RR EE CC UU EE NN CC II AA

Resultados esperados 

de las visitas 

Condiciones de acceso 

al centro de detención

Acceso a información 

Lugares a los que tienen acceso al

interior del centro de detención
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Lugares determinados, para atención

jurídica, psicológica o médica, o para

realizar la diligencia correspondiente

Alcance geográfico

Número de visitas realizadas al mes

Duración de las visitas

Frecuencia de las visita 

a un mismo lugar

Número de personas

Interdisciplinario:

Licenciados en derecho, ya sea 

Agentes del Ministerio Público, 

Oficiales Secretarios, Asistente analista

Si

No

Por escrito 

Oralmente

Publicas

Privadas

Internos

Ante autoridades Públicos 

Privados

Si 

D.F. (reclusorios, área jurídica o

Dirección del Centro de Reclusión)

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, D.F.

Oaxaca

Nuevo León

Querétaro

Nuevo León

Oaxaca, Querétaro, D.F.

Oaxaca, D.F.

Nuevo León

Querétaro

Nuevo León, 

D.F. (en las Agencias del MP)

Oaxaca, D. F. (reclusorios)

Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, D.F.
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Lugares a los que tienen acceso 
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Metodología de la visita
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Realización de entrevistas 

en privado

Emisión de Recomendaciones 

dirigidas a la prevención de 
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Emisión de Informes
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Inventario

ANEXO III

Encuesta a las Organizaciones No Gubernamentales,

Comisiones Públicas de Derechos Humanos e Instituciones 

Gubernamentales que realizan visitas a lugares de detención

Justificación

En el marco de la implementación del Protocolo Facultativo a la Convención de las

Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes, y de la conformación del Mecanismo Nacional de Prevención, la Aso-

ciación para la Prevención de la Tortura (APT), recomienda a los Estados la elabora-

ción de un Inventario de organizaciones de la sociedad civil, comisiones públicas de

derechos humanos, e instituciones gubernamentales, que realizan visitas a lugares

de detención con la finalidad de documentar y dar seguimiento a quejas por tortu-

ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, para la erradicación de

dicha práctica.

Por lo anterior, y en aras de contribuir a la elaboración de dicho Mecanismo, se

presenta el siguiente cuestionario:

Guía de preguntas

••    NNoommbbrree  ddee  llaa  OOrrggaanniizzaacciióónn,,  CCoommiissiióónn  oo  DDeeppeennddeenncciiaa::  

••    RReessppoonnssaabbllee  ddee  lllleennaaddoo::  

••    DDaattooss  ddee  CCoonnttaaccttoo::

——  NNoommbbrree::  

——  CCoorrrreeoo  eelleeccttrróónniiccoo::  

——  TTeellééffoonnoo::  

11..  ¿¿QQuuéé  cceennttrrooss  ddee  ddeetteenncciióónn  vviissiittaa?? (Reclusorios, agencias ministeriales, estaciones

migratorias, hospitales psiquiátricos, otros).

22..  MMaarrccoo  nnoorrmmaattiivvoo..  Para realizar visitas a lugares de detención, ¿existe algún acuer-

do con alguna dependencia?, ¿con quién? En todo caso, ¿en qué normativa se basa

para realizar la visita?
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3. ¿Cuáles son los objetivos de sus visitas?

a) prevención, b) representación legal de posibles víctimas, c) coadyuvancia legal o

de otro tipo, d) documentación, e) rehabilitación, u f) otros. (Se pueden contestar

uno o más incisos).

4. ¿Cuáles son los resultados esperados de las visitas que se realizan?

a) Informar, b) denunciar, c) recomendar, d) lograr atención en casos específicos de

maltrato o tortura, e) lograr atención y/o, f) propuestas de solución sistémicas, g)

otros. (Se pueden contestar uno o más incisos).

Para lograr estos resultados, ¿cuáles son las acciones que a raíz de las visitas reali-

zan su organización o institución?

5. Desarrollo de las visitas

a) ¿Eligen a las personas que desean visitar durante las visitas o realizan visitas de

constatación de condiciones generales?

b) ¿En qué condiciones tienen acceso a los centros donde se encuentran personas

privadas de su libertad? ¿Varía dependiendo del tipo de centro de detención que

se trate?

c) ¿Acceden a información respecto al número de detenidos y/o condiciones de

detención general?

d) ¿A qué lugares tienen acceso dentro del centro de detención? (Cocina, dormito-

rios, baños, etc.)

6. Método de trabajo 

a) Número de visitas que realiza al mes.

b) Alcance geográfico de las visitas.

c) Duración de las visitas.

d) Frecuencia de las visitas a un mismo lugar de detención o privación de la libertad.

e) Metodología de la entrevista, v. gr. ¿realizan entrevistas en privado?
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7. Equipo de trabajo

a) Número de personas que realizan visitas.

b) Perfil de las personas.

8. Medición del impacto de sus visitas 

a) ¿Emiten recomendaciones surgidas a raíz de sus visitas, que se dirigen a la preven-

ción de la tortura y los malos tratos? 

b) ¿De qué manera presentan estas recomendaciones? (Oral, escrito, privado o

público).

c) Específicamente, ¿qué informes han emitido?

d) ¿Cómo verifica o da seguimiento al cumplimiento de sus Recomendaciones?
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Introducción

En las siguientes páginas se analizará, de forma general, el panorama jurídico mexi-

cano con la finalidad de explorar las posibles alternativas con las que se cuenta para

construir un organismo encargado de implementar el Mecanismo Nacional de Pre-

vención (MNP), el cual, como su nombre indica, prevenga la tortura y otros tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes.

Debo hacer notar que cualquier tipo de organismo que se establezca deberá

estar sujeto a las normas y los principios generales que constituyen el sistema jurí-

dico mexicano. De ahí que sea necesario señalar, cuando menos de forma somera,

las diferentes opciones que nos brinda la Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos, así como otros ordenamientos aplicables. 

No obstante lo anterior, y atendiendo al carácter sui generis del MNP, debemos

mostrar una posición menos ortodoxa frente a las normas que constituyen el

marco jurídico mexicano. De esta forma, y después de dar un repaso general a las

diferentes opciones legales que la Constitución y las normas administrativas nos

brindan para establecer un organismo u organismos con las características busca-

das, señalaremos algunas alternativas que no tienen antecedentes en México, y

que, sin embargo, son perfectamente viables.

Se establecerán los principios comunes que deberá contener cualquier tipo de

organismo que se instituya en México. Esto nos permitirá contar con una guía para

su diseño idóneo, e inmediatamente después entraré en materia señalando las posi-

bles opciones que se nos presentan a la luz del sistema jurídico mexicano. De forma

menos detallada señalaré cuál podría ser la estructura interna del organismo. Por

último, daré una opinión personal estableciendo qué institución u organismo es el

más idóneo, considerando para ello criterios que me permitan suponer qué opción

garantiza mejor la neutralidad, eficiencia y especialización como principios funda-

mentales del ente hipotético que nos ocupa.

Glosario

CCNNDDHH: Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

MMeeccaanniissmmoo: Instrumento de prevención de la tortura que deberá crearse en Méxi-

co en virtud del Protocolo Facultativo. 
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OOrrggaanniissmmoo: Ente que se pretende crear o designar en México y que se constituiría

como el Mecanismo Nacional de Prevención.

PPrriinncciippiiooss  ddee  PPaarrííss: Principios Relativos al Estatuto y funcionamiento de las Institu-

ciones Nacionales de Protección y Promoción de los Derechos Humanos.1

PPrroottooccoolloo  FFaaccuullttaattiivvoo  oo  PPrroottooccoolloo: Protocolo Facultativo a la Convención de las

Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes.

SSeemmiinnaarriiooss: Se refiere a los seminarios que se realizaron en el marco del Proyecto

de Implementación de las Recomendaciones del Diagnóstico sobre la situación de los

Derechos Humanos en México.

CCoommiissiioonnaaddooss::  Personal del organismo que se encargue de realizar las visitas a los

centros de detención.

EEssppeecciiaalliissttaass:: Personas de la sociedad civil que podrán intervenir, previa autoriza-

ción, en las visitas o dar su opinión para emitir las recomendaciones del organismo. 

LLSSPPCCAAPPFF::  Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública

Federal.

Principios comunes que deberán tomarse 

en cuenta para todos los posibles organismos 

IInnddeeppeennddeenncciiaa.. El organismo, en todo caso, tendrá independencia respecto de los tres

poderes del Estado. Esto le permitirá gozar de la libertad suficiente para el desempe-

ño cabal de su función. La autonomía técnica en el derecho mexicano se ha entendi-

do como libertad para actuar en el marco, claro está, de la legislación, es decir cum-

pliendo con el principio de legalidad que constriñe a las instituciones públicas a actuar

exclusivamente bajo las facultades expresamente establecidas por las normas jurídi-

cas. La independencia, entiendo, es un concepto menos jurídico, y que defino aquí

como libertad de actuación sin injerencias o presiones externas. Esta independencia

debe ser prioritaria en el diseño del organismo objeto de este trabajo.
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CCaarráácctteerr  eessppeecciiaalliizzaaddoo ddeell  oorrggaanniissmmoo. Deberá estar conformado por especialistas

en lo relacionado con la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes. El grupo deberá ser multidisciplinario, además de estar

comprometido con su labor encomendada.

DDeesseemmppeeññoo  eeffiicciieennttee. Los dos principios anteriores darán lugar a un desempeño efi-

caz y eficiente de las labores que le sean encomendadas.

Independencia2

En términos generales la independencia frente al gobierno se traduce en la exigen-

cia de que sea un organismo políticamente neutral el que la ejerza.3 La actuación

debe ser libre de órdenes e instrucciones gubernamentales. Para que esta indepen-

dencia sea efectiva, deben existir candados que la aseguren. Uno de ellos consiste

en que la participación de los poderes del Estado en la designación y remoción de

sus miembros sea limitada. 

Los organismos autónomos se han creado con un doble propósito. El primero de

ellos es el de buscar esta independencia en sus actuaciones, es decir, neutralidad

política; el otro, crear instituciones especializadas, lo que redundará en la eficacia de

sus actuaciones.

La doctrina nacional e internacional no ha dudado en afirmar que para el ejerci-

cio de determinadas funciones, cuya finalidad sea garantizar derechos fundamen-

tales, la neutralidad e independencia son exigencias constitucionales.4 Por ejemplo,

la doctrina en Estados Unidos relacionada con las independent agencies (agencias

independientes), primeros antecedentes de entidades autónomas dentro del ámbi-

to estatal de ese país, habla de tres propósitos: neutralidad, eficacia y especializa-

ción técnica.5 Para el caso que nos ocupa, la neutralidad sería un sinónimo de inde-

pendencia en sus actuaciones.

En el artículo 102 de la Constitución mexicana queda claro que el constituyente

buscó esta independencia, por ejemplo, con la creación de la Comisión Nacional de

los Derechos Humanos (CNDH), organismo público autónomo por antonomasia en

México. Fue tal la necesidad de otorgarle legitimidad a este organismo que el Con-

greso no dudó en plasmar en la Constitución los principios que deben regir las

actuaciones del mismo.

La independencia, sin embargo, no depende del instrumento jurídico donde esté

consagrada. La cualidad de independiente puede ser mandato del legislador, quien
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tienen la potestad de darse su propia Constitución, así como crear sus propias leyes reglamentarias. 
3 Salvador Martínez, María: Autoridades independientes. Un análisis comparado de los Estados Unidos,

el Reino Unido, Alemania, Francia, España. España, Ariel, 2002, p. 254. 
4 Ibíd., p. 266. 
5 Ibíd., p. 107.



tiene facultades constitucionales para crear organismos con autonomía cualificada.

Es más, el Ejecutivo, en uso de sus facultades constitucionales puede, mediante

decreto, crear órganos que en el ejercicio de sus funciones se manejen con total

independencia en la toma de decisiones. Por ello, la independencia es la caracterís-

tica más importante con la que debe contar el organismo. Para asegurarla, propon-

go una serie de características.

Como un organismo autónomo 

Cualquier organismo que se pretenda crear en México deberá contar con ciertas

características, en virtud de lo establecido en el Protocolo Facultativo6 y los Princi-

pios de París. Dichos Principios se han adecuado a la realidad mexicana, enriquecidos

en el marco de los Seminarios (o Foros realizados en el marco del Proyecto de Imple-

mentación de las Recomendaciones del Diagnóstico sobre la situación de los Dere-

chos Humanos en México de la Oficina en México del Alto Comisionado de las Nacio-

nes Unidas para los Derechos Humanos).

Libertad para otorgarse un reglamento interno. Esta capacidad le permitiría crear

normas jurídicas obligatorias en el ámbito interno, sin la intervención de otros orga-

nismos estatales, permitiendo el ejercicio libre de sus funciones. Hay que aclarar que,

para respetar la división de poderes, esta facultad debe ejercerse sólo para crear

normas7 reglamentarias de la ley que rijan la vida interna de la institución.8 Los regla-

mentos están subordinados a la ley,9 por lo que sólo pueden operar como instrumen-

tos que le otorgan especificidad a la norma general: la ley de la materia. Por tanto,

no deben ser más que manuales de operatividad que permitan concretar y hacer

más eficientes los mecanismos que se pretendan implementar. 
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6 Aunque tomo estos principios del ensayo de Talía Pedroza, los he reformulado para adecuarlos a lo

que me parece una construcción más ideal de los organismos autónomos. Ver Pedroza del Valle,

Susana Talhía: “Los organismos constitucionales autónomos en México”, en Serna de la Garza, José

María y Caballero Juárez, José Antonio: Estado De Derecho Y Transición Jurídica, México, IIJ, UNAM,

2002.
7 Debo aclarar que este punto es un principio no del Derecho mexicano sino de la doctrina española.

Por considerarlo fundamental para el respeto del principio de división de poderes, lo he integrado

aquí como un principio que debe acompañar esta facultad normativa de los entes autónomos. Sal-

vador Martínez, María: Autoridades independientes, op. cit., p. 282.
8 Un ejemplo de esto es el Estatuto del Instituto Federal Electoral, pues dicho estatuto es la norma

reglamentaria del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. El Articulo 167 seña-

la que: “La Junta General Ejecutiva elaborará el proyecto de Estatuto, que será sometido al Consejo

General por el Secretario Ejecutivo, para su aprobación”.
9 Así lo señala Alfonso Nava: “[…] el reglamento no puede rebasar el contenido de la ley creando situa-

ciones que ésta no contiene. El reglamento no complementa la ley […] lo que hace es desarrollar y

particularizar las situaciones ya legalmente previstas”. Nava Negrete, Alfonso: Derecho Administra-

tivo, México, Fondo de Cultura Económica, 1995, p. 82.



Autonomía administrativa. Le permitiría autogobernarse internamente sin la depen-

dencia de la administración central o de los otros poderes del Estado. Por ello, su

independencia debe garantizarse buscando que ni el titular del Poder Ejecutivo ni los

otros poderes puedan dar órdenes e instrucciones sobre su gestión. Para el caso del

diseño del organismo que se encargue de prevenir la tortura, resulta indispensable

garantizar dicha independencia, pues las propias autoridades en todos los niveles

estarían sujetas a la inspección y vigilancia por parte de los expertos que integrarí-

an a aquel.

Capacidad para auto organizarse. Esto implica selección de personal, la facultad de

imponer medidas disciplinarias, y la designación de los funcionarios. Lo anterior, por

su puesto, no implica plena libertad, pues los entes autónomos, como todo ente

público, deben cumplir con principios del derecho establecidos en la Constitución

mexicana. Las relaciones de trabajo, por ejemplo, están reguladas por la Ley Federal

de Trabajadores al Servicio del Estado (LFTSE), por lo que éstas no pueden ser modi-

ficadas por reglamentos internos.10 Tengo la convicción de que no es deseable que

las normas que rigen las relaciones de trabajo de los entes públicos sean distintas a

las del resto de los entes. La finalidad de los organismos autónomos, como ya se dijo,

consiste en buscar independencia en sus actuaciones, aunque por supuesto esto no

debe implicar normas especiales que en poco o nada se relacionen con los objetivos

buscados en su creación.

Decisiones vinculantes. Las decisiones de los organismos autónomos en México

pueden ser o no vinculantes. Por ejemplo, las decisiones que toma el IFE a través

de su Consejo General tienen carácter de obligatorias, por lo que éste último es,

en todos sentidos, la máxima autoridad administrativa en materia electoral. No es

lo mismo tanto para las decisiones de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-

nos (CNDH), como para las del resto de los organismos de protección de los dere-

chos humanos de las entidades federativas, ya que por disposición expresa del

artículo 102 de la Constitución, sus decisiones no tienen carácter vinculante: “Los

organismos a que se refiere el párrafo anterior [organismos de protección de los

derechos humanos], formularán recomendaciones publicas, no vinculatorias y

denuncias y quejas ante las autoridades respectivas.” 
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10 Cabe señalar que la experiencia de los entes autónomos en México sobre este punto no es homogé-

nea. La norma que rige las relaciones laborales en el Instituto Federal Electoral no es la LFTSE, sino

el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, la ley General del Sistema de Medios

de Impugnación en Materia Electoral y el Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal

del Instituto Federal Electoral. Considero, sin embargo, que esto es un abuso aberrante de lo que se

entiende en México como autonomía. La facultad del Instituto Federal Electoral está otorgada por

el artículo 41 constitucional, fracción III, párrafo segundo, para crear una norma que regule las rela-

ciones de trabajo de su personal: “Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal califi-

cado necesario para prestar el servicio profesional electoral. Las disposiciones de la ley Electoral y

del estatuto que con base en ella apruebe el Consejo general, regirán las relaciones de trabajo de

los servidores del organismo público.”



Dentro de las facultades del organismo encargado de prevenir la tortura no está

contemplada la facultad para emitir resoluciones vinculantes. El Protocolo, en su

artículo 19, es muy claro al señalar que los mecanismos nacionales tendrán entre

sus facultades la de “hacer recomendaciones a las autoridades competentes con el

objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y

de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles [Artículo 19, inciso b]”. Las

recomendaciones son sólo eso: peticiones a las autoridades para que se actúe en

consecuencia con las medidas aconsejadas.

En este sentido, el organismo que se constituya en México no gozará de autori-

dad para hacer cumplir sus recomendaciones. Sin embargo, el Protocolo introduce,

en sus artículos 411 y 20,12 la obligación de los Estados Parte de permitir a los Meca-

nismos Nacionales las visitas periódicas a los centros de detención. El Estado mexi-

cano queda obligado a aceptar visitas periódicas a lugares de detención por parte

del órgano internacional y del o los órganos nacionales, sin que para ello sea nece-

sario un consentimiento especial cada vez que el Subcomité o el MNP planeen rea-

lizar una visita a lugares de detención.13

Podemos prever la resistencia de las autoridades del Estado mexicano a permitir

dichas visitas, sobre todo considerando que se le otorga un verdadero salvoconduc-

to al organismo para realizarlas. Esta libertad, para ser real, debería estar acompa-

ñada de una facultad legal para cumplir con el objetivo principal del Protocolo: “esta-

blecer un sistema de visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacio-

nales independientes.”14 Aunque en teoría no sería necesario, me parece que es

imprescindible que se atribuya dicha facultad al organismo. De esta forma, el perso-

nal asignado podrá ingresar a los lugares donde se puedan encontrar personas pri-

vadas de su libertad. En consecuencia, propongo que se introduzca dicha facultad

en una norma general, para así obligar a las autoridades federales, y en su caso esta-

tales y locales, a brindarle apoyo oportuno y eficaz en la realización de las visitas. 
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Protocolo, de los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdic-

ción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, bien

por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito

(en adelante denominado lugar de detención). Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortale-

cer, si fuera necesario, la protección de estas personas contra la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes.”
12 Artículo 20 del Protocolo: “A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempe-

ñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a darles: […] c) Acce-

so a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios […]”
13 Véase lo dicho por Debra Long en los comentarios al Protocolo: “El Protocolo Facultativo a la Con-

vención de Las Naciones Unidas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes. Un Manual para la Prevención”, Instituto Interamericano de Derechos Humanos y Aso-

ciación para la Prevención de la Tortura, Costa Rica, 2004, p. 92 y ss. Nótese que Debra señala que

“no será necesario un consentimiento previo”, esto en realidad es un error de interpretación, pues

el consentimiento del Estado está otorgado con la firma del Protocolo, el consentimiento previo

para realizar visitas que no se requiere es el de la autoridad competente. 
14 Artículo 1o del Protocolo. 



En la serie de Seminarios realizados sobre el MNP,15 hubo consenso respecto a la con-

veniencia de que el organismo nacional, además de estar integrado por personal que labo-

re de forma permanente en el mismo, deberá contar con un régimen que contemple a

especialistas que coadyuven con él. Es necesario que estas personas tengan el carácter

de “representantes” del organismo en lo concerniente a la comisión conferida. En sus

actuaciones (visitas), deberán presentar previamente un oficio que las habilite como

representante e identificarse plenamente como personal actuante de dicho organismo.

Durante las visitas, el personal del organismo “comisionados”, o los especialistas

externos, que podemos denominar “representantes”, que hubieren intervenido en

las revisiones, deberán realizar informes en los que se harán constar los hechos que

les haya constado. 

1. Autonomía financiera: Se podrán determinar cuáles son las necesidades materia-

les mediante un anteproyecto de presupuesto que, normalmente, es sometido

a la aprobación del Poder Legislativo. Los organismos autónomos deben dispo-

ner de los recursos suficientes para el desempeño de sus funciones. Esto no

implica, por supuesto, una completa libertad en el manejo de sus finanzas, ya

que no se escapan de los mecanismos de control financiero. Por ejemplo, por

disposición constitucional, todos los organismos públicos, incluidos los autóno-

mos, pueden ser fiscalizados por la Auditoría Superior de la Federación de la

Cámara de Diputados.16 Esto también es un mandato legal.17

2. Personalidad jurídica propia. Es indispensable que el ente de nueva creación sea

sujeto de derechos y obligaciones. Se trata de una característica esencial, pues el

reconocimiento de personalidad jurídica implica que se constituya en un centro de

imputación de derechos y obligaciones. La personalidad jurídica implica la existencia

de un patrimonio separado y, por lo tanto, de un presupuesto de gastos e ingresos. 
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15 Estos seminarios se realizaron en el marco del Proyecto de Implementación de las Recomendaciones

del Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México de OACNUDH. Su cumplimien-

to se lleva a cabo en coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores, así como por diversas

dependencias gubernamentales y organizaciones no-gubernamentales, nacionales e internacionales,

con el financiamiento de la Comisión Europea.
16 Artículo 79 constitucional, fracción I: “Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos; el mane-

jo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los poderes de la unión y de los entes públicos

federales, así como el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales, a tra-

vés de los informes que se rendirán en los términos que disponga la ley.” (Reformado mediante

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de julio de 1999). “También fiscalizara los

recursos federales que ejerzan las entidades federativas, los municipios y los particulares.” (Refor-

mado mediante decreto publicado en el Diario oficial de la Federación el 30 de julio de 1999).
17 Ley de Fiscalización Superior de la Federación: “Artículo 4. Son sujetos de fiscalización superior, los

Poderes de la Unión, los entes públicos federales y las demás entidades fiscalizadas. Artículo 5. La

fiscalización superior que realice la Auditoría Superior de la Federación se ejerce de manera poste-

rior a la gestión financiera, tiene carácter externo y por lo tanto se lleva a cabo de manera indepen-

diente y autónoma de cualquier otra forma de control o fiscalización interna de los Poderes de la

Unión y de los entes públicos federales”.



3.  Los titulares deben designarse para periodos en los que sólo puedan ser removi-

dos por faltas graves o en casos o circunstancias especiales. Este es uno de los

principios más importantes, pues le otorga estabilidad al organismo, lo que se tra-

duce en continuidad en los programas que se implementen.

4. Controles internos. Es recomendable que las autoridades encargadas de prevenir

la tortura se configuren como órganos colegiados, ya que esto implica que las

decisiones se tomarán de forma democrática, lo que obliga al consenso, y cuan-

do menos a deliberación en los temas más importantes. 

5. Carácter técnico. El organismo que se instaure debe constituirse como experto,

y con personal especializado. 

6.  No deberá estar sujeto a instrucciones de ninguno de los tres Poderes de la

Unión. Sin embargo, sí debe someterse a controles, inspecciones o fiscalizaciones

por parte de las autoridades supremas del Estado. Estos controles nunca pueden

ser de carácter técnico, pues le restarían autonomía.

7.  Para asegurar la imparcialidad de sus integrantes, debe existir un marco jurídico

de incompatibilidades. Por ejemplo, establecer que los titulares no puedan des-

arrollar actividades de carácter público o privado, con excepción de las no remu-

neradas en asociaciones docentes, científicas o culturales. Esto se relaciona con

lo dicho en el artículo 18.1 del Protocolo, que señala: “Los Estados Partes garanti-

zarán la independencia funcional de los mecanismos nacionales de prevención, así

como la independencia de su personal”. Queda claro que para darle cumplimiento

a este mandato, tanto el personal permanente de la institución como los “repre-

sentantes”, deben gozar de un perfil que nos haga presumir su independencia, así

como su compromiso con el respeto por los derechos humanos.

Bases constitucionales de 

los organismos autónomos en México

En México existen cuatro organismos autónomos a nivel nacional, ellos son: El Insti-

tuto Federal Electoral (IFE),18 La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,19 el
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18 Artículo 41 constitucional, fracción III, párrafo primero: “La organización de las elecciones federales

es una función estatal que se realiza a través de un organismo publico autónomo denominado Ins-

tituto Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración

participan el poder legislativo de la unión, los partidos políticos nacionales y los ciudadanos, en los

términos que ordene la ley. En el ejercicio de esa función estatal, la certeza, legalidad, independen-

cia, imparcialidad y objetividad serán principios rectores. (Reformado mediante decreto publicado en

el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de 1996).”
19 Artículo 2º: “La Comisión Nacional de los Derechos Humanos es un organismo que cuenta con auto-

nomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios, y tiene por objeto



Banco de México20 y la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM).21 Aunque

todos estos entes son considerados autónomos, no comparten las mismas caracte-

rísticas. Los tres primeros son organismos autónomos constitucionales, es decir, su

creación obedeció a un mandato constitucional. Por su parte, la UNAM22 es un orga-

nismo autónomo en virtud de lo establecido por una ley federal (aprobada por el

Congreso de la Unión). Debemos hacer notar que la Ley Orgánica de la UNAM no usa

la palabra autonomía cuando, en su artículo primero, establece qué tipo de ente

público es la Universidad, a la que define simplemente como organismo descentra-

lizado del Estado, sin embargo, de la ley se desprende que por su naturaleza jurídi-

ca esa institución educativa es en realidad un ente autónomo.23 Al respecto, la

mayoría de los tratadistas en México coinciden en considerar que la UNAM es un

ente autónomo en toda regla.24
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esencial la protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos que

ampara el orden jurídico mexicano.”
20 Artículo 28 constitucional, párrafo sexto: “El Estado tendrá un banco central que será autónomo en

el ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad

del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional

que corresponde al estado. Ninguna autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento. (Adi-

cionado mediante decreto publicado en el diario oficial de la federación el 20 de agosto de 1993).”
21 Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México: “Artículo 1°:- corporación pública

—organismo descentralizado del Estado— dotada de plena capacidad jurídica y que tiene por fines

impartir educación superior para formar profesionistas, investigadores, profesores universitarios y

técnicos útiles a la sociedad; organizar y realizar investigaciones, principalmente acerca de las condi-

ciones y problemas nacionales, y extender con la mayor amplitud posible los beneficios de la cultura.”
22 “Artículo 33.- El Instituto Federal de Acceso a la Información Pública es un organismo de la Adminis-

tración Pública Federal, con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de pro-

mover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información; resolver sobre la negativa a las

solicitudes de acceso a la información y proteger los datos personales en poder de las dependencias

y entidades.”
23 “Artículo 2°.- La Universidad Nacional Autónoma de México, tiene derecho para: I.- Organizarse como

lo estime mejor, dentro de los lineamientos generales señalados por la presente Ley; II.- Impartir sus

enseñanzas y desarrollar sus investigaciones, de acuerdo con el principio de libertad de cátedra y de

investigación; III.- Organizar sus bachilleratos con las materias y por el número de años que estime

conveniente, siempre que incluyan con la misma extensión de los estudios oficiales de la Secretaría

de Educación Pública, los programas de todas las materias que forman la educación secundaria, o

requieran este tipo de educación como un antecedente necesario. A los alumnos de las Escuelas

Secundarias que ingresen a los Bachilleratos de la Universidad se les reconocerán las materias que

hayan aprobado y se les computarán por el mismo número de años de Bachillerato, los que hayan

cursado en sus Escuelas; IV.- Expedir certificados de estudios, grados y títulos. V.- Otorgar, para fines

académicos, validez a los estudios que se hagan en otros establecimientos educativos, nacionales o

extranjeros, e incorporar, de acuerdo con sus reglamentos, enseñanzas de Bachilleratos o profesio-

nales. Tratándose de las que se impartan en la primaria, en la secundaria o en las escuelas normales,

y de las de cualquier tipo o grado que se destinen a obreros o campesinos, invariablemente se exi-

girá el certificado de revalidación que corresponda, expedido por la Secretaría de Educación Públi-

ca, requisito que no será necesario cuando el plantel en que se realizaron los estudios.”
24 Acosta Romero le llama “organismo descentralizado autónomo”. Ver Acosta Romero, Miguel: Com-

pendio de Derecho Comparado, México, Porrúa, 1998, p. 268; Pedroza del Valle, Susana Talhía: “Los

organismos constitucionales autónomos en México”, op. cit., pp. 181-185.



Leyes que rigen la creación de organismos autónomos 

e independientes en México

Para la existencia de un organismo autónomo no es necesario consagrar dicha auto-

nomía en la Constitución mexicana.25 La autonomía de la UNAM es prueba de lo

anterior, pues, como ya se dijo, la autonomía no está consagrada en la Constitución

sino en la Ley Orgánica. Ésta última se promulgó en 1929,26 estableciendo en ese

año por primera vez la autonomía de la UNAM. Dicha Ley fue reformada en 1933,

otorgándole plena autonomía a la Universidad para organizarse libremente. Una

nueva Ley Orgánica vendría en 1945, estableciendo la obligación del Estado de sumi-

nistrar recursos a la máxima casa de estudios.

La referida Ley otorga a la UNAM autonomía de gobierno, traducida como liber-

tad para gobernarse como mejor le parezca, además de autonomía financiera y de

gestión. Aunque tradicionalmente la autonomía era definida por dicho ordenamien-

to legal, el lunes 9 de junio de 1980 se publicó en el Diario Oficial de la Federación

el decreto por el que se adicionaba con una fracción VIII el artículo 3º de la Consti-

tución. En él se establece: 

Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley

otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí mis-

mas; realizarán sus Fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo con

los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación y de

libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán

los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico; y

administrarán su patrimonio.

No obstante lo anterior, debo insistir en el hecho de que no es necesario estipular

en la Constitución la creación de los entes autónomos. Muchos organismos descen-
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25 La norma que dé vida al organismo no necesariamente debe estar contenida en la Constitución, pues

el Congreso tiene plenas facultades para legislar la creación de este tipo de organismos. El Artículo

19 constitucional, párrafo tercero, establece: “Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las pri-

siones, toda molestia que se infiera sin motivo legal; toda gabela o contribución, en las cárceles, son

abusos que sseerráánn  ccoorrrreeggiiddooss  ppoorr  llaass  lleeyyeess  yy  rreepprriimmiiddooss  ppoorr  llaass  aauuttoorriiddaaddeess.” Por su parte, el artícu-

lo 73, fracción III, señala que el Congreso tiene facultades: “Para expedir todas las leyes que sean

necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por

esta Constitución a los Poderes de la Unión”.
26 En 1929, el presidente de la República Portes Gil envió al Congreso de la Unión un proyecto de Ley

Orgánica en la que se estableció que la dirección de la Universidad estaría en manos de los profeso-

res, alumnos y egresados universitarios. El Estado se comprometía a subsidiar a la Universidad para

que pudiera cumplir con sus objetivos. El 10 de junio se promulgó la Ley Orgánica que dió vida a una

autonomía con limitaciones en materia de gobierno, financiera, académica. Ver González Pedrero,

Enrique: “A modo de cronología. Notas sobre la Autonomía Universitaria”, Revista de la Universidad

de México, UNAM, México, pp. 68-77. El artículo puede consultarse en línea: 

http://www.revistadelauniversidad.unam.mx/1105/pdfs/68-77.pdf



tralizados son producto de un decreto presidencial. Es el caso del Instituto Nacional

de Ciencias Penales.27

Para ser más claro: la creación de organismos descentralizados es una facultad

del Congreso de la Unión o del Poder Ejecutivo. Esto se desprende de la lectura de

los siguientes artículos constitucionales: 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en

la esfera administrativa a su exacta observancia.

Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal confor-

me a la Ley Orgánica que expida el Congreso, que distribuirá los negocios del orden

administrativo de la Federación que estarán a cargo de las Secretarías de Estado y

Departamentos Administrativos y definirá las bases generales de creación de las enti-

dades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en su operación.

Las leyes determinarán las relaciones entre las entidades paraestatales y el Ejecutivo

Federal, o entre éstas y las Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos.

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en su artículo 45, señala: 

“SSoonn  oorrggaanniissmmooss  ddeesscceennttrraalliizzaaddooss  llaass  eennttiiddaaddeess  ccrreeaaddaass  ppoorr  lleeyy  oo  ddeeccrreettoo  ddeell  CCoonn--

ggrreessoo  ddee  llaa  UUnniióónn  oo  ppoorr  ddeeccrreettoo  ddeell  EEjjeeccuuttiivvoo  FFeeddeerraall, con personalidad jurídica y

patrimonio propios, cualquiera que sea la estructura legal que adopten.”

La Ley Federal de las Entidades Paraestatales establece que: 

SSoonn  oorrggaanniissmmooss  ddeesscceennttrraalliizzaaddooss  llaass  ppeerrssoonnaass  jjuurrííddiiccaass  ccrreeaaddaass  ccoonnffoorrmmee  aa  lloo  ddiiss--

ppuueessttoo  ppoorr  llaa  LLeeyy  OOrrggáánniiccaa  ddee  llaa  AAddmmiinniissttrraacciióónn  PPúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  yy  ccuuyyoo  oobbjjeettoo  sseeaa::

I. La realización de actividades correspondientes a las áreas estratégicas o prioritarias;

II. La prestación de un servicio público o social; o

III. La obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad social. 
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27 Ernesto Zedillo Ponce de León, que fuera presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio

de la facultad que le confería el artículo 89, fracción I, de la Constitución mexicana y con fundamen-

to en los artículos 1o., párrafo tercero; 3o., fracción I; 31; 37 y 45 de la Ley Orgánica de la Adminis-

tración Pública Federal, y 14 y 15 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, decretó la crea-

ción del INACIPE el 4 de noviembre de 1996.



Por su parte, el artículo 15 del anterior ordenamiento señala las características que

deben tener los organismos descentralizados:

“En las leyes o decretos relativos que se expidan por el Congreso de la Unión o por

el Ejecutivo Federal para la creación de un organismo descentralizado se establece-

rán, entre otros elementos:

I. La denominación del organismo;

II. El domicilio legal;

III. El objeto del organismo conforme a lo señalado en el artículo 14 de esta Ley;

IV. Las aportaciones y fuentes de recursos para integrar su patrimonio así como

aquellas que se determinen para su incremento;

V. La manera de integrar el Organismo de Gobierno y de designar al Director General

así como a los servidores públicos en las dos jerarquías inferiores a éste;

VI. Las facultades y obligaciones del Organismo de Gobierno señalando cuáles de

dichas facultades son indelegables;

VII. Las facultades y obligaciones del Director General, quien tendrá la representación

legal del Organismo;

VIII. Sus Órganos de Vigilancia así como sus facultades; y

IX. El régimen laboral a que se sujetarán las relaciones de trabajo.

El organismo de Gobierno deberá expedir el Estatuto Orgánico en el que se establez-

can las bases de organización así como las facultades y funciones que correspondan

a las distintas áreas que integren el organismo. El estatuto Orgánico deberá inscri-

birse en el Registro Público de organismos descentralizados. En la extinción de los

organismos deberán observarse las mismas formalidades establecidas para su crea-

ción, debiendo la Ley o Decreto respectivo fijar la forma y términos de su extinción

y liquidación.”

Hay que aclarar que la calidad de autónomo no la otorga el término legal utilizado

en las normas sino las facultades conferidas, así como los candados que garanticen

su real independencia de los Poderes de la Unión.
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Organismo descentralizado, sectorizado o no sectorizado 

Como se señaló en páginas anteriores, los organismos descentralizados pertene-

cientes a la administración pública se dividen en sectorizados y no sectorizados. La

diferencia entre ellos consiste en que los primeros guardan un vínculo directo con

alguna de las secretarías de Estado. Es el caso de la Comisión Nacional para Preve-

nir la Discriminación, que es definida por la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la

Discriminación28 como organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de

Gobernación. Los organismos descentralizados no sectorizados son aquellos que no

dependen de ninguna secretaría de Estado ni de ningún otro ente público para su

funcionamiento. Son muchos los organismos descentralizados que se encuentran

constituidos bajo ese régimen. Por ejemplo, la Comisión Nacional para el Desarrollo

de los Pueblos Indígenas.29

La descentralización administrativa en México implicó, en un primer momento,

la autonomía de funciones. Esto es, personalidad jurídica y patrimonio propios, rea-

lización de actividades correspondientes a áreas estratégicas o prioritarias, así

como la prestación de un servicio público social. Lo cierto fue que en última instan-

cia el gobierno conservaba el poder para nombrar a su órgano de dirección o de

gobierno, con excepción, claro está, de las autoridades de la UNAM. Esta situación

podría traducirse en una menor independencia, pero aunque no tiene por qué ser

así en la realidad, el vínculo puede dar pie a un control indirecto.

De ahí que se pensara en la creación de organismos autónomos que estuvie-

ran desvinculados de toda autoridad gubernamental. Los entes autónomos en

México gozan de ese estatus por el grado de desvinculación que guardan con los

Poderes de la Unión. Como vimos, la CNDH, el Banco de México y el IFE son los tres

únicos entes autónomos de nuestro país cuya creación fue por mandato consti-

tucional. 

La independencia, sin embargo, no es exclusiva de los entes autónomos, pues

como ya se dijo, el régimen jurídico de la UNAM otorga a esa institución plena auto-

nomía para conseguir sus fines.30 Esa autonomía se logró desvinculando la autori-
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28 “Artículo 16.- El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, en adelante el Consejo, es un orga-

nismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de Gobernación, con personalidad jurídica y patri-

monio propios. Para el desarrollo de sus atribuciones, el Consejo gozará de autonomía técnica y de

gestión; de igual manera, para dictar las resoluciones que en términos de la presente Ley se formu-

len en los procedimientos de reclamación o queja, el Consejo no estará subordinado a autoridad

alguna y adoptará sus decisiones con plena independencia.”
29 “Artículo 1. La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, es un organismo des-

centralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, con personalidad jurídica, con

patrimonio propio, con autonomía operativa, técnica, presupuestal y administrativa, con sede en la

Ciudad de México, Distrito Federal.”
30 Artículo 1º de la Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México: “Impartir educación

superior para formar profesionistas, investigadores, profesores universitarios y técnicos útiles a la

sociedad; organizar y realizar investigaciones, principalmente acerca de las condiciones y problemas

nacionales, y extender con la mayor amplitud posible los beneficios de la cultura.”



dad interna de la UNAM de la administración central. Hay que dejar claro que la

UNAM forma parte de la administración pública federal en su modalidad de organis-

mo descentralizado. Sin embargo, de hecho su relación con la administración cen-

tral se reduce al mínimo en virtud de lo señalado por la ley que rige esa Universi-

dad.31 En la autoridad universitaria no existe representante del Ejecutivo, ni de nin-

guno de los otros dos poderes del Estado.

De ahí que, si se decide que el MNP esté a cargo de un organismo descentraliza-

do, se deberá garantizar que la norma que establezca su organización y funciona-

miento se abstenga de integrar a representantes de los Poderes de la Unión en los

órganos de gobierno que se instituyan, a la postre, como autoridad.

Instaurar en México el MNP implica buscar fórmulas que permitan asegurar el

cumplimiento de uno de los principios cardinales que debe regir las actuaciones de

éste: la independencia respecto a los poderes del Estado. 

Para ello, basta con establecer en su norma de creación que el Poder Ejecutivo

no intervendrá en la designación de sus miembros titulares o, si lo hace, que esté

imposibilitado para removerlos durante el periodo que dure su cargo. En la verda-

dera autonomía, la designación de los titulares no está en manos del Ejecutivo. La

“neutralización” o independencia se consigue, señala uno de los administrativistas

con más prestigio de Iberoamérica, “añadiendo al reconocimiento legal de una per-

sonalidad jurídica propia la garantía formal de una autonomía efectiva de desenvol-

vimiento en el espacio funcional que la ley de creación asigna a estos organismos,

garantía que básicamente se instrumenta en el plano orgánico, bien reservado a las

propias cámaras el nombramiento de los miembros de sus órganos rectores, bien

negándole al gobierno que nombra libremente a éstos la facultad de revocar incon-

dicionalmente dichos nombramientos durante el periodo de mandato (tres, cuatro

o más años)”.32 De este modo se aseguran, continúa Enterría, unos espacios libres

de control gubernamental y una cierta independencia funcional. 

Estructura interna del organismo: 

Pautas y principios comunes

Para que un organismo se desempeñe de forma eficiente es necesario que su per-

sonal esté aallttaammeennttee  ccaappaacciittaaddoo, especialmente en materia de defensa de los dere-

chos humanos. 

El organismo, bajo cualquier modalidad jurídica que se instituya, deberá contar

con un óórrggaannoo  ccoolleeggiiaaddoo que podría denominarse órgano de gobierno, si hablamos

de un organismo descentralizado, o junta general, si hablamos de un ente autóno-
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31 El artículo 2, fracción I, de la Ley Orgánica otorga el derecho a la UNAM de “Organizarse como lo esti-

me mejor, dentro de los lineamientos generales señalados por la presente Ley”
32 García de Enterría, Eduardo y Ramón Fernández, Tomás: Curso de Derecho Administrativo, T. I,

Madrid, Civitas, 2004, p. 433.



mo. Asimismo, dicho organismo deberá contar con un servicio civil (profesional) de

carrera que establezca un sistema de oposiciones para el ingreso y ascenso del per-

sonal.33 Lo que permitirá dar vigencia al principio que establece el carácter especia-

lizado de la institución. 

Personal altamente capacitado

La única forma de lograr lo anterior es establecer un sistema de oposiciones34 que

garantice que el personal que integre el organismo tenga los conocimientos teóri-

cos y técnicos necesarios para el fiel desempeño de su función. 

Puede parecer baladí señalar las ventajas que existen en la incorporación de

un sistema de oposiciones y de formación de los funcionarios, sin embargo, en

México ese sistema es de reciente creación y la práctica común es todavía con-

traria a su cabal funcionamiento, así que vale la pena señalar que este sistema

permite el ingreso de las personas con mayor cualificación. Esto es doblemente

importante tratándose de un órgano como el que nos ocupa, pues sus caracte-

rísticas obligan a que su personal esté altamente capacitado, y a que se garanti-

ce la estabilidad en el empleo, tan necesaria en una dependencia especializada.

Con el sistema de oposiciones se evita también la práctica común en la adminis-

tración pública mexicana, así como de las entidades autónomas, de ingresar a tra-

vés de redes de amistades (palancas); sistema que perjudica en demasía a las ins-

tituciones de nuestro país. 

Para que las oposiciones sean democráticas necesitan ser públicas. Este espíritu

es el de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-

ral (LSPCAPF), que en su artículo 23 señala que: 

El reclutamiento se llevará a cabo a través de convocatorias públicas abiertas para

ocupar las plazas del primer nivel de ingreso al Sistema.

Es necesaria la creación de un sistema de ascensos y de promoción dentro del orga-

nismo que permita una mejora del nivel de personal. Para que estos sistemas de

ascenso sean justos, deben tomarse en cuenta algunos criterios que establece la

LSPCAPF.35
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33 Es de notar que de las propuestas que hace la sociedad civil en España respecto a la conformación

del MNP, sugieren que los integrantes del mecanismo no forman parte de la administración pública

y por lo tanto no sean funcionarios públicos. La sugerencia aquí de implementar el servicio civil de

carrera da ciertas garantías de “neutralidad”, pero es posible también que la limite por el interés que

crea en los mismos integrantes del Mecanismo. 
34 La palabra correcta es oposición y no concurso, que es la usada por la LSPCAPF, pues la oposición, a

diferencia del concurso, implica la aplicación de ejercicios que los aspirantes someten al juicio de un

tribunal. 
35 “Artículo 37.- Los servidores públicos de carrera podrán acceder a un cargo del Sistema de mayor

responsabilidad o jerarquía, una vez cumplidos los procedimientos de reclutamiento y selección con-

tenidos en esta Ley. Para estos efectos, los Comités deberán tomar en cuenta el puntaje otorgado



Si el organismo se configura como parte de la administración pública centraliza-

da, tendrá que cumplir con la LSPCAPF y establecer un sistema de oposiciones para

cubrir las vacantes, así como un sistema de ascensos y de promoción. En cambio, si

es descentralizado, deberá crearse un sistema propio tomando como base los prin-

cipios contenidos en la LSPCAPF (artículo primero). Para el caso de un organismo

autónomo, deberá crearse un procedimiento especial para la incorporación de fun-

cionarios muy estricto, que garantice que se incorporen los mejores aspirantes. Lo

mismo si se decide que el organismo dependa de la Cámara de Diputados. 

El proceso de selección podría consistir en audiencias públicas donde se entre-

viste a los candidatos. Los requisitos que se proponen para ser exigidos en la con-

vocatoria de las oposiciones, serían:

a) Experiencia previa y dedicación a temas relacionados con la privación de la liber-

tad (de carácter profesional, académico, de investigación, de gestión).

b) Integridad moral.

c) No presentar ninguna incompatibilidad para desempeñar las funciones requeridas.

d) En el entendido de que se pretende conformar un organismo multidisciplinario,

sería necesario contar con personal capacitado en diferentes áreas: pedagogos,

arquitectos e ingenieros que conozcan de infraestructura de centros de reclu-

sión, expertos en nutrición, psicólogos, entre otros. Todos ellos conformarían el

cuerpo de expertos que asesorarían en las recomendaciones, estableciendo crite-

rios ideales de trato a las personas privadas de su libertad para su mandato de

prevención.

Instauración de oposiciones y concursos 

para la designación del personal

En México no existe un sistema objetivo de designación del personal de los organis-

mos públicos. La LSPCAPF es del 2003 y primera de este tipo en nuestro país.36

Cabe hacer notar que en otros países se cuenta con leyes similares a la LSPCAPF

desde hace muchos años. La “Pendeleton Act”, en Estados Unidos, crea, en 1883, la

Civil Service Comisión, organismo que tiene por tarea apreciar la aptitud de los aspi-
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al servidor público en virtud de sus evaluaciones del desempeño, romociones y los resultados de los

exámenes de capacitación, certificación u otros estudios que hubiera realizado, así como de los pro-

pios exámenes de selección en los términos de los lineamientos que emitan los Comités. Para parti-

cipar en los procesos de promoción, los servidores profesionales de carrera deberán cumplir con los

requisitos del puesto y aprobar las pruebas que, para el caso, establezcan los Comités en las convo-

catorias respectivas.”
36 Su antecedente es el Acuerdo que crea La Comisión Intersecretarial del Servicio Civil de Carrera,

como un instrumento de coordinación y asesoría del Ejecutivo Federal para la Instauración del Ser-

vicio Civil de Carrera de la Administración Pública Federal. El artículo séptimo transitorio de la



rantes a empleos públicos con el fin de terminar con el favoritismo político. En el

Reino Unido se regula la designación de los empleos públicos desde 1845 con la cre-

ación de la Civil Service Commission.37

En México, la LSPCAPF establece que sus disposiciones son obligatorias para la

administración pública federal y no para la administración pública paraestatal. Lo

que implica que no es aplicable para los organismos descentralizados. No obstante,

la propia ley, en su artículo primero, párrafo segundo, establece que:

Las entidades del sector paraestatal previstas en la Ley Orgánica de la Administra-

ción Pública Federal podrán establecer sus propios sistemas de servicio profesional

de carrera tomando como base los principios de la presente Ley.

Tampoco los organismos autónomos están obligados por la Ley señalada, por lo que

han creado su propio servicio civil de carrera. Por ejemplo, el Instituto Federal Elec-

toral, en virtud de la Constitución —artículo 41, fracción III—, del COFIPE y de su

Estatuto Interno, cuenta con un “Servicio Profesional de Carrera”. Sin embargo, el

sistema es poco eficiente y no garantiza la estabilidad en el empleo que permita la

formación continua de su personal,38 lo cual es mandato constitucional: 

Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para

prestar el servicio profesional electoral […] (Artículo 41 constitucional, fracción III,

párrafo tercero).

Por las peculiaridades del organismo es necesario que los puestos más altos sean

cubiertos mediante concurso público, que deberá ser publicitado en el Diario Oficial

de la Federación. La convocatoria deberá establecer los requisitos para presentarse

al concurso. 

Ello permitirá que los candidatos puedan presentarse en los términos y los

tiempos establecidos en la convocatoria, de modo tal que exhiban la documenta-

ción acreditativa de sus méritos, experiencia, curriculum vitae y demás requisitos

exigibles.

Las candidaturas podrán ser examinadas y aprobadas por las dos terceras par-

tes de un Consejo Consultivo creado ex profeso y compuesto por expertos, perso-

nas de reconocido prestigio por su labor a favor de los derechos humanos y en

general profesionales de la prevención de la tortura, así como representantes de la

sociedad civil con experiencia en este mismo ámbito. En este sentido, la composi-
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LSPCAPF abroga dicho Acuerdo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de junio de 1983

y el Reglamento Interior de la Comisión Intersecretarial del Servicio Civil publicado en el Diario Oficial

de la Federación el 19 de junio de 1984. 
37 Prada, Ramón: Derecho Administrativo, Tomo II, Organización y Empleo Público, Madrid, Marcial

Pons, 2004, p. 407 y ss.
38 Los recientes despidos masivos del personal del IFE demuestran esta afirmación. 



ción del organismo mexicano debería seguir los Principios de París (Principio B (1)

sobre Composición y garantías de independencia y pluralismo):

La composición de la institución nacional y el nombramiento de sus miembros, por

vía de elección o de otro modo, deberán ajustarse a un procedimiento que ofrezca

todas las garantías necesarias para asegurar la representación pluralista de las fuer-

zas sociales (de la sociedad civil) interesadas en la promoción y protección de los

derechos humanos, en particular mediante facultades que permitan lograr la coope-

ración eficaz o la participación de los representantes de: 

•  Las organizaciones no gubernamentales competentes en la esfera de los dere-

chos humanos y la lucha contra la discriminación racial, los sindicatos, las organi-

zaciones de personalidades científicas;

•  Las corrientes de pensamiento filosófico y religioso;

•  Los universitarios y especialistas cualificados;

•  El Parlamento;

•  Las administraciones (de incluirse, los representantes de las administraciones sólo

participarán en los debates a título consultivo).

De acuerdo con estas directrices, el organismo debe estar formado por un equipo mul-

tidisciplinario que incluya a juristas, médicos, expertos forenses, psicólogos, psiquiatras,

trabajadores sociales, especialistas en derechos humanos, en sistemas penitenciarios y

policiales, y especialistas de ONG. Es importante, también, contar con la participación

tanto de víctimas de la tortura y malos tratos, como de familiares de personas deteni-

das. Asimismo, el equipo reflejará un balance de género. El organismo contará con una

base de datos que contenga una lista de expertos que podrán desempeñar la función

de “representantes” del MNP al ser autorizados para ejercer funciones propias de éste.

Organismo colegiado 

La composición deberá ser plural, en atención al Principio de París aludido anterior-

mente, y con representación de las principales minorías nacionales.39

Los órganos colegiados se integran, por definición, con tres o más personas. El

Presidente es su figura central y pude ser electo o designado. La modalidad debe

ser establecida en la norma (Ley Orgánica, Decreto e incluso Reglamente Interno). 
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39 En atención a lo dicho por el artículo 18.2 del Protocolo los Estados Partes “[…] Se tendrá igualmen-

te en cuenta el equilibrio de género y la adecuada representación de los grupos étnicos y minorita-

rios del país.”



Normalmente se establece en las normas que en caso de quedar vacante la pre-

sidencia, sea sustituida temporalmente por el vicepresidente que corresponda o, en

su defecto, por el miembro de mayor jerarquía.

Las funciones del presidente pueden ser sólo formales, esto es, representar al

órgano o dar el visto bueno a las actas o acuerdos. Las facultades pueden ir más allá

al controlar convocatorias, decidiendo la fecha y hora de las sesiones, o fijar el

orden del día. Normalmente modera o suspende los debates por causas justificadas,

y cuenta con voto de calidad para dirimir empates.

Para el organismo que nos ocupa, se propone que uno de los miembros del órga-

no colegiado, mediante votación interna, sea su presidente, el cual representará al

organismo durante el tiempo que dure su mandato. A fin de otorgarles libertad en

sus decisiones e intentar eliminar cualquier tipo de compromiso con el gobierno, se

propone que el mandato de todos los miembros dure seis años, pareciéndome razo-

nable que dicho mandato comience al término del tercer año de gobierno del pre-

sidente de la República en turno, y concluya al terminar los tres primeros años de la

presidencia siguiente. 

Una entidad dependiente de la Cámara de Diputados

Un organismo encargado de prevención de la tortura puede depender de la Cáma-

ra de Diputados. Como ejemplo, en el sistema jurídico mexicano figura la Auditoría

Superior de la Federación de la Cámara de Diputados (ASF). 

La ASF cuenta con autonomía técnica, y así lo señala el artículo 79 de la Consti-

tución, cuando establece que: 

La Entidad de Fiscalización Superior de la Federación, de la Cámara de Diputados

tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para

decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los térmi-

nos que disponga la ley.40

Esa autonomía, sin embargo, no es plena, como señala el artículo 3 de la Ley Regla-

mentaria del artículo 79 constitucional: 

La revisión de la Cuenta Pública, está a cargo de la Cámara la cual se apoya para tales

efectos, en la Auditoria Superior de la Federación, misma que tiene a su cargo la fis-

calización superior de la propia Cuenta Pública y goza de aauuttoonnoommííaa  ttééccnniiccaa  yy  ddee  ggeess--

ttiióónn para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, de

conformidad con lo establecido en esta Ley.
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40 Reformado mediante decreto publicado en el diario oficial de la federación el 30 de julio de 1999. 



Los antecedentes de la ASF en nuestro país los encontramos en el México colonial,

pues el Consejo de Hacienda, organismo homólogo de aquella época, nace en

1593.41 En el artículo 79 de la Constitución de 1917 se estableció la facultad del Con-

greso de expedir la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda.42

Aunque por su naturaleza jurídica depende de la Cámara de Diputados, en vir-

tud de su autonomía técnica goza de libertad en sus actuaciones. Podríamos aven-

turarnos a señalar que se maneja con independencia. Esto se garantiza, o cuando

menos se pretende garantizar, con un mandato largo del titular de la dependencia

(8 años), del cual sólo puede ser removido por faltas graves contenidas en la ley.43

El MNP podría estar vinculado a la Cámara de Diputados como lo está la Audito-

ría Superior. No obstante, para cumplir de forma cabal el principio de autonomía

técnica y de gestión, con el que debe contar el organismo que implemente los

mecanismos de prevención de la tortura, se podría buscar que los titulares del órga-

no de gobierno, o como se denomine a la autoridad colegiada del ente de futura

creación, tengan el carácter de inamovibles, o sólo puedan ser removidos bajo cir-

cunstancias muy graves relacionadas con sus actuaciones.

Un ejemplo de esta vinculación en el ámbito internacional lo encontramos en el

“Defensor del Pueblo” español. La Constitución de aquél país, en su artículo 54,

señala: “Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto

comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los

derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrán supervisar la activi-

dad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.”44

El Defensor del Pueblo tiene independencia de cualquier poder del Estado, y así

lo establece el artículo 6 de su Ley Orgánica: 

El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá

instrucciones de ninguna Autoridad. Desempeñará sus funciones con autonomía y

según su criterio.
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41 Solares Mendiola, Manuel: La Auditoría Superior de la Federación: Antecedentes y perspectiva jurídi-

ca, México, UNAM, 2004.
42 Artículo 79: “El Congreso tiene la facultad: […] XXIV. Para expedir la ley orgánica de la Contaduría

Mayor.”
43 “Artículo 71.- El Auditor Superior de la Federación durará en el encargo ocho años y podrá ser nom-

brado nuevamente por una sola vez. Podrá ser removido por la Cámara por las causas graves a que

se refiere el artículo 81 de esta Ley, con la misma votación requerida para su nombramiento, así

como por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Si esta situación se presenta estando en receso la

Cámara de Diputados, la Comisión Permanente podrá convocar a un periodo extraordinario para que

resuelva en torno a dicha remoción.”
44 La Ley Orgánica del 3 de abril de 1981 establece que “El Defensor del Pueblo es el alto comisiona-

do de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en

el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración,

dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la Constitución y la

presente Ley”.



Lo mismo reitera el artículo primero del Reglamento Interno:

El Defensor del Pueblo, en cuanto Alto Comisionado de las Cortes Generales para la

defensa de los derechos comprendidos en el título I de la Constitución, podrá super-

visar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

1. El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá

instrucciones de ninguna autoridad y desempeñará sus funciones con autonomía

y según su criterio. 

2. Ejercerá las funciones que le encomienda la Constitución y su Ley Orgánica.45

Un mecanismo cercano a la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos o vinculado a ella

Existe la opción de que el MNP esté vinculado a la CNDH. Así como existen organis-

mos que dependen de alguno de los tres Poderes de la Unión, es posible crear un

organismo vinculado a algún organismo autónomo. 

Me parece que, de concretarse esta opción, lo más adecuado para cumplir con

los objetivos del Protocolo y con los Principios de París que buscan la independen-

cia del mecanismo, sería la creación de un organismo “desconcentrado” de la CNDH

con características especiales. 

Como sabemos, la CNDH está constituida por un Presidente, una Secretaría Eje-

cutiva y hasta 5 Visitadores Generales.46 Así que si se decide que el MNP se ubique

en la estructura de la CNDH, deberá modificarse el artículo 5 de la Ley de la Comi-

sión Nacional de los Derechos Humanos para crear un nuevo órgano desconcentra-

do de la CNDH. 

Para cumplir cabalmente con los Principios de París —Principio B (1)—, un órga-

no colegiado no deberá ser designado por el Presidente de la Comisión. No desco-

nozco que la designación y remoción de los visitadores es una atribución del titular

de la CNDH, según su Reglamento Interno.47
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45 Reglamento de organización y funcionamiento del defensor del pueblo, aprobado por las mesas del

Congreso y del Senado, a propuesta del defensor del pueblo, en su reunión conjunta de 6 de abril de

1983 (1) (BOE —Boletín Oficial del Estado— Número 92, del 18 de abril de 1983). El texto constitucio-

nal, así como la Ley Orgánica y el Reglamento pueden encontrarse en línea: http://www.defensordel-

pueblo.es/index.asp?destino=todosobredefensor.asp Se accedió a la página el 19 de marzo de 2007.
46 Artículo 5 de la Ley de la CNDH: “La Comisión Nacional se integrará con un Presidente, una Secreta-

ría Ejecutiva, hasta cinco Visitadores Generales, así como el número de visitadores adjuntos y per-

sonal profesional, técnico y administrativo necesario para la realización de sus funciones. La Comi-

sión Nacional, para el mejor desempeño de sus responsabilidades, contará con un Consejo.”
47 Así lo establece el artículo 21, fracción X, del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Dere-

chos Humanos, publicado el 29 de septiembre de 2003 en el Diario Oficial de la Federación: 

“Con las excepciones establecidas en la Ley y en este Reglamento, corresponde al presidente de la



Sin embargo, el titular de este órgano desconcentrado de la CNDH, aten-

diendo a los Principios arriba señalados, no debería estar a cargo de una sola

persona (visitador) sino de un órgano colegiado. En todo caso, los miembros de

este órgano colegiado se escogerían a través de un concurso público. Además,

en el proceso de designación deberán tomarse en cuenta las opiniones de pro-

fesionales.

La autoridad de la CNDH podrá estar representada y sumarse al órgano colegia-

do que estará al frente del organismo de nueva creación que nos ocupa. Si conside-

ramos que el órgano colegiado esté conformado por 10 miembros, una de esas 10

plazas estaría reservada para un integrante de la CNDH. El resto de los miembros

serían elegidos de entre los postulantes que se hayan presentado a concurso públi-

co anunciado en el Diario Oficial de la Federación.

Por lo anterior, sería necesario modificar la Ley Orgánica de la CNDH para crear

este organismo “desconcentrado”. Ello le otorgaría independencia y consagraría los

principios que hemos señalado en este documento, relacionados con la designación

del personal: oposiciones y concursos públicos. Hecho lo anterior, sería necesario

dotar al organismo de facultades reglamentarias para que goce de total autonomía

(presupuestaría, de gestión, independencia técnica, etc.).

Atribuciones especiales de este organismo desconcentrado

Como sabemos, por mandato constitucional48 y legal,49 los organismos de protec-

ción de los derechos humanos, tanto el nacional (CNDH) como los estatales,50 cono-

cen de quejas relacionadas con las “presuntas violaciones a los Derechos Humanos”.
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Comisión Nacional nombrar y remover libremente a todo el personal, con apego a lo dispuesto en

las fracciones VII y IX del apartado B del artículo 123 constitucional, así como en el Estatuto del Ser-

vicio Civil de Carrera de la misma Comisión Nacional. 

“Se reserva en exclusiva al Presidente de la Comisión Nacional el nombramiento y remoción de los

Visitadores Generales, del Secretario Ejecutivo, del Secretario de Administración, del Coordinador

General de Comunicación y Proyectos y de los Directores Generales de sus respectivas áreas, así

como la designación de los titulares de las Unidades Administrativas que apoyan el despacho de los

asuntos que corresponden directamente a esta Presidencia.”
48 El artículo 102, apartado B, de la Constitución, señala: “El Congreso de la Unión y las legislaturas de las

entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de pro-

tección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de que-

jas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o

servidor publico, con excepción de los del poder judicial de la federación, que violen estos derechos”.
49 Artículo 3 de la Ley de la CNDH: “La Comisión Nacional de Derechos Humanos tendrá competencia en

todo el territorio nacional, para conocer de quejas relacionadas con presuntas violaciones a los Dere-

chos Humanos cuando éstas fueren imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter fede-

ral, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación”.
50 El artículo 3 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal establece: “La Comi-

sión de Derechos Humanos del Distrito Federal conocerá de quejas y denuncias por presuntas vio-

laciones a los derechos humanos cuando éstas fueren imputadas a cualquier autoridad o servidor



La CNDH actúa de oficio o a petición de parte, en atención a hechos actuales que

puedan constituir violaciones de derechos.51 Sin embargo, por mandato legal, tam-

bién tiene facultades preventivas. Así lo establece el artículo sexto de su Ley Orgá-

nica: “La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: […] XI. Elaborar y eje-

cutar programas preventivos en materia de Derechos Humanos”. No obstante, cabe

señalar que el reglamento de la CNDH no ahonda en este sentido. 

Como queda claro en el Protocolo Facultativo, permitir las visitas a los lugares

donde se puedan encontrar personas privadas de la libertad es una obligación de

los Estados Parte.52 Estas visitas, para que sean realmente herramientas eficaces

para prevenir la tortura, deben realizarse de forma periódica sin que estén relacio-

nadas con una queja o con la investigación de presuntas violaciones a los derechos

humanos.

Relación con los organismos encargados de implementar 

el MNP en las entidades federativas 

Es un principio de derecho internacional que todo lo relativo a la responsabilidad

internacional de un Estado se rija en dicho ámbito, independientemente de lo que

disponga el derecho interno.

El sistema federal en México impone la distribución de competencias. Esto implica

que el organismo que vaya a crearse a nivel nacional no operará a nivel estatal (cuan-

do menos no de forma regular), haciendo necesaria la implementación de mecanis-

mos estatales para prevenir la tortura. Una propuesta que me parece sensata es la

creación de organismos estatales inspirados en la estructura del nacional, vinculada

con ella, o cualquier otro tipo de mecanismo que cumpla con los Principios de París.

Independientemente de cómo se implementen los mecanismos para prevenir la

tortura en las entidades federativas, lo cierto es que todos deberán colaborar de

forma estrecha en la prevención de la tortura, pues es por todos conocido que, en

las principales violaciones a los derechos humanos en nuestro país, están involucra-
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público que desempeñe un empleo, cargo o comisión en la administración pública del Distrito Fede-

ral o en los órganos de procuración y de impartición de justicia que ejerzan jurisdicción local en el

Distrito Federal”.
51 Artículo 6 de la Ley de la CNDH: “La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: I. Recibir

quejas de presuntas violaciones a Derechos Humanos; II. Conocer e investigar, a petición de parte o

de oficio, presuntas violaciones de Derechos Humanos en los siguientes caso […].”
52 Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos

o Degradantes, “Artículo 1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el presente

Protocolo, de los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdic-

ción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, bien

por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito

(en adelante denominado lugar de detención). Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortale-

cer, si fuera necesario, la protección de estas personas contra la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes.”



dos (coludidos) funcionarios de los tres niveles de gobierno (federal, estatal y local).

De ahí que, respetando los principios del federalismo, deba existir un estrecho diá-

logo, y por lo tanto, vinculación y colaboración entre las instituciones estatales y la

nacional por crear. Para ello, el Congreso de la Unión deberá emitir las leyes corres-

pondientes que hagan de esto una realidad. 

Análisis del potencial de idoneidad 

para cada una de las opciones 

Cualquier organismo que pretenda crearse debe contar con legitimidad democráti-

ca. Podemos considerar que las instituciones son o no democráticas atendiendo a

dos criterios: observando su estructura y atendiendo a su origen. Primer criterio:

tendrán una estructura democrática aquellas que, por su naturaleza, se apeguen a

las exigencias de la democracia. Segundo criterio: la institución tendrá ese atributo

si fue creada por vías democráticas, es decir, si la norma en virtud de la cual fue

constituida en su momento se aprobó democráticamente: a través de una institu-

ción de la misma índole.53

Pues bien, el organismo que nos ocupa debe contar con estos dos elementos de

legitimidad, aunados a ciertas características ya señaladas y que conviene destacar,

cualquiera que sea su naturaleza (autónoma, descentralizada o desconcentrada de

la CNDH): 

a) Contar con un órgano colegiado elegido por concurso público.

b) Proceso de selección acompañado de consultas con profesionales de la preven-

ción de la tortura y representantes de la sociedad civil con experiencia en este

mismo ámbito.

c) Los titulares serán inamovibles y se establecerá un sistema de incompatibilidades. 

d) El organismo estará integrado por personal experto designado por oposición, así

como por representantes de diferentes disciplinas que coadyuven al organismo

para realizar visitas, recomendaciones y propuestas de modificaciones legales. 

Se dijo que para la creación del organismo descentralizado no eran necesarias refor-

mas constitucionales, sin embargo, para asegurar que su permanencia no dependa

de los caprichos del titular del Poder Ejecutivo, sería conveniente que no fuera

creado por decreto presidencial sino por ley emanada del Congreso. De esta forma

se asegura que el presidente no tenga el poder de desaparecerlo a su antojo. 
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53 Sobre estos dos criterios me baso en lo dicho en Ferreres Comella, Víctor: Justicia constitucional y

democracia, Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997, p. 47 y ss. 



Si se opta por la creación de un organismo autónomo, tampoco sería necesario

reformar la Constitución. No obstante, si se reforma tendría como ventaja principal

la de asegurar su permanencia, en virtud de que la Constitución mexicana es de las

llamadas “rígidas”, y su modificación implica mayores requisitos que las reformas

legales. 

Otra ventaja es la legitimidad democrática con la que se revestiría dicho ente,

pues una reforma constitucional implica una votación favorable de las dos terceras

partes de los legisladores integrantes del Congreso de la Unión, y aprobada por la

mayoría de las legislaturas de los Estados.54
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54 “Articulo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. para que las adiciones o

reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de

las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerde las reformas o adiciones, y que estas

sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados.” (reformado mediante decreto

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de octubre de 1966. modificado por la reimpre-

sión de la Constitución, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de Octubre de 1986). Con-

greso de la unión o la comisión permanente en su caso, harán el cómputo de los votos de las legis-

laturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas. (Reformado mediante

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de octubre de 1966).
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Introducción

En el presente documento se ofrecen algunas pautas que pueden servir como refe-

rentes en el debate sobre cómo hacer efectivos los principios contenidos en el Pro-

tocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-

les, Inhumanos o Degradantes, tomando en cuenta las opciones de ubicación insti-

tucional exploradas en el ensayo al que se anexa este desglose. Estas pautas son la

puesta en práctica de los principios básicos que permean el Protocolo Facultativo,

tales como la independencia del mecanismo garantizada mediante su carácter pro-

fesional, multidisciplinario, transparente, así como la amplia representatividad de

distintos sectores de la sociedad civil en su integración; su establecimiento firme

mediante una figura jurídica propia dentro del marco jurídico nacional y la habilita-

ción de las facultades relacionadas con las visitas a lugares de detención que exigen

el Protocolo; el proceso de diálogo con las instituciones para implementar recomen-

daciones y la capacidad de comunicación directa con el Subcomité de Prevención. 

En este mismo sentido, el desglose no se presenta como una única opción en la

ejecución en México del Protocolo Facultativo. Es más bien un intento de aterrizar

los principios que buscan que el Mecanismo Nacional de Prevención (MNP) se confi-

gure como un instrumento eficaz en el cumplimiento del deber de erradicar del

territorio nacional la práctica de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-

nos o degradantes; deber que, más allá de ser de tipo jurídico, es una obligación

moral urgente que no puede soslayarse.

El Protocolo Facultativo, como todo tratado internacional ratificado por el Esta-

do mexicano, es una norma obligatoria en todo el territorio nacional. No obstante,

para lograr un efectivo cumplimiento de dicho Protocolo es necesaria una regla-

mentación que determine la ejecución práctica de las obligaciones del Estado. En

este sentido, el desglose no desarrolla plenamente el tema de implementación en el

marco del federalismo,1 ni aterriza los aspectos más detallados sobre el acceso y la
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1 El debate se centra en la posibilidad de facultar un MNP creado a nivel federal, de visitar lugares de

detención estatales, aun cuando no hayan detenidos federales, o no se trate de una materia de com-

petencia federal. En este sentido, algunas voces han manifestado que la naturaleza de ley general que

le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a los tratados internacionales, tales

como el Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura, permitiría, desde el nivel federal, com-

prometer a las entidades federativas con ciertas tareas en cumplimiento de ese compromiso interna-

cional. En este sentido podemos citar la siguiente Tesis aislada de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación: “tratados internacionales. se ubican jerárquicamente por encima de las leyes federales y en un



utilización de la información por parte del MNP. Sin embargo, se ofrecen algunas

pautas para su adecuada implementación en el marco jurídico nacional. 

Así, el presente documento busca contribuir a los debates posteriores que tengan

por objeto consensuar la estructura institucional que tendrá el MNP. Aquí están reco-

gidas las obligaciones del Protocolo Facultativo, los documentos explicativos de la Aso-

ciación para la Prevención de la Tortura, así como las conclusiones de los seminarios y

talleres que se realizaron en el marco del proyecto Implementación de las Recomenda-

ciones derivadas del Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en Méxi-

co de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas (OACNUDH), llevado a cabo

por su Oficina en México, en colaboración con la Secretaría de Relaciones Exteriores, y

en cuyas actividades participaron y acudieron miembros de organizaciones de la socie-

dad civil, de las comisiones de derechos humanos nacional y estatales, y de muchas de

las instituciones gubernamentales que custodian a personas privadas de libertad.

Resumen 

Con el único fin de presentar un documento consistente, se desarrolla una de las

opciones para ubicar al MNP en el sistema jurídico mexicano como un organismo de

la administración pública federal descentralizado y no sectorizado, creado mediante

ley general del Congreso. Sin embargo, esta misma propuesta podría adaptarse para

hacer depender al organismo del Congreso o de la misma Comisión Nacional de Dere-

chos Humanos. En las notas al píe de página se exploran las variaciones que implica-

rían otras alternativas a tomarse en cuenta en la configuración del organismo. 

Buscando que este documento sea una herramienta útil en futuras discusiones,

se intentó que contara con los fundamentos jurídicos suficientes, de ahí que se

haga referencia a las normas nacionales e internacionales aplicables. En otros

momentos, para motivar algunas propuestas, se citan documentos analíticos como

los de la Asociación para la Prevención de la Tortura, o las conclusiones de los foros

y propuestas de legislación comparada.
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segundo plano respecto de la constitución federal. [...] esta Suprema Corte de Justicia considera que

los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente debajo de la Ley Fun-

damental y por encima del derecho federal y el local. Esta interpretación del artículo 133 constitucio-

nal, deriva de que estos compromisos internacionales son asumidos por el Estado mexicano en su con-

junto y comprometen a todas sus autoridades frente a la comunidad internacional; por ello se explica

que el Constituyente haya facultado al presidente de la República a suscribir los tratados internaciona-

les en su calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el Senado interviene como representante

de la voluntad de las entidades federativas y, por medio de su ratificación, obliga a sus autoridades. [...]”.

Por otra parte, el ejercicio de discusión y debate llevado a cabo en México en torno a la implemen-

tación del Protocolo Facultativo, concluyó que era necesario aprovechar la infraestructura y cono-

cimiento tanto de las comisiones públicas de derechos humanos como las ONG que ya vienen reali-

zando visitas a lugares de detención. Sin embargo, no se ha desarrollado en detalle la modalidad de

este aprovechamiento. Tendrá que ser abordado en el modelo que resulte del o los mecanismos

nacionales de prevención en México. Para mayor información sobre las organizaciones, comisiones

de derechos humanos e instituciones que hoy en día realizan visitas a lugares de detención, véase la

primera investigación de este volumen realizada por Marisol Méndez Cruz. 



DESGLOSE DE OPCIONES PARA LA IMPLEMENTACIÓN 

DEL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCION DE LA TORTURA 

Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES

Ley2 que crea3 el mecanismo nacional para prevenir la tortura 

y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 

TÍTULO PRIMERO. Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

AArrttííccuulloo  11..  La presente Ley es de orden público y de aplicación en todo el territorio

nacional. Tiene como finalidad crear un Mecanismo para la prevención de la tortura

y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en cumplimiento al Pro-

tocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-

les, Inhumanos o Degradantes.4

AArrttííccuulloo  22..  Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. PPrroottooccoolloo  FFaaccuullttaattiivvoo:: Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones

Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-

dantes.5

175A N E X O  I .  D E S G L O S E  D E  O P C I O N E S

2 La Asociación para la Prevención de la Tortura recomienda que los mecanismos nacionales de preven-

ción tengan su expresión en los instrumentos jurídicos de mayor jerarquía como la Constitución o leyes.

Lo anterior se relaciona con el establecimiento de la independencia del Mecanismo Nacional. Véase: Esta-

blecimiento y Designación de los Mecanismos Nacionales de Prevención (APT), Octubre 2006), punto 4.2. 
3 El Protocolo Facultativo refiere que el Estado Parte “mantendrá, designará o creará, a más tardar

un año después de la entrada en vigor del presente Protocolo, uno o varios mecanismos nacionales

independientes para la prevención de la tortura a nivel nacional.” (Artículo 17 del Protocolo.)
4 Se maneja la opción de que el organismo sea creado mediante una Ley general, sin embargo, los

principios que deben respetarse en la creación del organismo pueden consagrarse válidamente en

un decreto presidencial. Recordemos que el Poder Ejecutivo, en uso de sus facultades constitucio-

nales puede, mediante decreto, crear un organismo descentralizado. La Ley Orgánica de la Adminis-

tración Pública Federal, en su artículo 45, señala: “Son organismos descentralizados las entidades

creadas por ley o decreto del Congreso de la Unión o por decreto del Ejecutivo Federal, con perso-

nalidad jurídica y patrimonio propios, cualquiera que sea la estructura legal que adopten”. Las con-

diciones de su independencia dependerán de las reglas de su conformación, la posibilidad de contar

con un presupuesto propio, y las otras características esenciales como las mencionadas en los Prin-

cipios de París e incorporadas por referencia al Protocolo Facultativo.
5 Adoptado y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución

77/199, de 18 de diciembre de 2002. Signado por el Estado Mexicano el 23 de septiembre de 2003

y ratificado el 11 de abril de 2005.



II. SSuubbccoommiittéé::  Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas

Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra la Tortura, el cual des-

empeñará las funciones previstas en el Protocolo Facultativo y en esta Ley.6

III. MMeeccaanniissmmoo  NNaacciioonnaall  ddee  PPrreevveenncciióónn: Estructura creada en México para preve-

nir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en

cumplimiento del Protocolo Facultativo.7

IV. CCoonnsseejjoo  NNaacciioonnaall  ppaarraa  llaa  PPrreevveenncciióónn  ddee  llaa  TToorrttuurraa  yy  OOttrrooss  TTrraattooss  oo  PPeennaass  CCrruuee--

lleess,,  IInnhhuummaannooss  oo  DDeeggrraaddaanntteess::  Organismo establecido en el Artículo 3 de esta

Ley que se configura como Mecanismo Nacional de Prevención (en adelante

denominado Consejo Nacional de Prevención o simplemente Consejo).
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6 El Artículo 2.1. del Protocolo Facultativo señala: “Se establecerá un Subcomité para la Prevención de

la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra la Tortura

(en adelante denominado el Subcomité para la Prevención) que desempeñará las funciones previs-

tas en el presente Protocolo”. Artículo 5: “1. El Subcomité para la Prevención estará compuesto de

diez miembros. Una vez que se haya registrado la quincuagésima ratificación del presente Protoco-

lo o adhesión a él, el número de miembros del Subcomité para la Prevención aumentará a veinticin-

co. 2. Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos entre personas de gran inte-

gridad moral y reconocida competencia en la administración de justicia, en particular en materia de

derecho penal, administración penitenciaria o policial, o en las diversas materias que tienen que ver

con el tratamiento de personas privadas de su libertad. 3. En la composición del Subcomité para la

Prevención se tendrá debidamente en cuenta una distribución geográfica equitativa de los miem-

bros y la representación de las diferentes formas de civilización y sistemas jurídicos de los Estados

Partes. 4. En esta composición también se tendrá en cuenta la necesidad de una representación

equilibrada de los géneros sobre la base de los principios de igualdad y no discriminación. 5. El Sub-

comité para la Prevención no podrá tener dos miembros de la misma nacionalidad. 6. Los miembros

del Subcomité para la Prevención ejercerán sus funciones a título personal, actuarán con indepen-

dencia e imparcialidad y deberán estar disponibles para prestar servicios con eficacia en el Subcomi-

té para la Prevención.” El Subcomité ha sido integrado y cuenta con 10 miembros, uno de los cuales

es mexicano y quien fue seleccionado como candidato por el gobierno mexicano mediante un pro-

ceso de convocatoria pública y selección en que participaron organizaciones de la sociedad civil que

integran la Subcomisión de Armonización, integrante de la Comisión de Política Gubernamental en

Materia de Derechos Humanos del Gobierno Federal. 
7 El artículo 17 del Protocolo Facultativo señala: “Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a

más tardar un año después de la entrada en vigor del presente Protocolo o de su ratificación o adhe-

sión, uno o varios mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tortura a nivel

nacional. Los mecanismos establecidos por entidades descentralizadas podrán ser designados meca-

nismos nacionales de prevención a los efectos del presente Protocolo si se ajustan a sus disposicio-

nes”. Uno de los consensos a los que se llegó en la serie de seminarios realizados en el marco del Pro-

yecto de Implementación de las Recomendaciones del Diagnóstico sobre la situación de los Derechos

Humanos en México fue la creación de un Mecanismo “mixto”: “Durante el seminario, se llegó a un

consenso sobre la conveniencia de aprovechar la infraestructura de las comisiones públicas de dere-

chos humanos, tanto estatales como nacional, para implementar el Protocolo en México.” (Conclu-

siones del foro de julio de 2005) “Asimismo, hay consenso sobre la necesidad de garantizar la inclu-

sión de las organizaciones de la sociedad civil en el MNP, encaminado al establecimiento de un oorrggaa--

nniissmmoo  mmiixxttoo que aproveche la experiencia y fortalezas tanto de las comisiones públicas de derechos

humanos como de la sociedad civil.” (Conclusiones del foro de julio de 2005). Se dijo también que el

Mecanismo Nacional no podría sustituir la labor de los Organismos no Gubernamentales, así como la

de las comisiones públicas de derechos humanos que ya realizan visitas a los lugares de detención.



V. VViissiittaass::  Las visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales

independientes a los lugares públicos o privados en que se encuentren perso-

nas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes.8

VI. PPrriivvaacciióónn  ddee  lliibbeerrttaadd::  Por privación de libertad se entiende cualquier forma de

detención, encarcelamiento o custodia de una persona en una institución

pública o privada de la cual no pueda salir libremente, por orden de una auto-

ridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública.9

VII. LLuuggaarreess  ddee  ddeetteenncciióónn: Cualquier lugar bajo jurisdicción y control federal o

estatal donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su

libertad, bien por orden de una autoridad pública federal o estatal, o bien a

instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito.10
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Sin embargo, el inventario que se ha realizado dentro del marco de este estudio, demuestra que

tanto las Comisiones públicas como las ONG tienden a enfocar su trabajo en responder a denuncias

particulares, investigándolas y dando seguimiento ante las instancias nacionales competentes. Cuan-

do realizan recomendaciones más sistémicas, éstas tienden a referirse a condiciones de encarcela-

miento sin relacionarlas necesariamente con indicadores de prevención de la tortura. Tampoco se

refleja en la encuesta que el seguimiento de las recomendaciones abarque un diálogo continuo con

las instituciones, encaminado a implementar soluciones técnicas que sean sistémicas. (La CDHDF

menciona en la encuesta que “mediante diversas estrategias […] impulsa el avance en el cumplimien-

to de los instrumentos aceptados.” Sin embargo, no las especifica.).
8 Artículo 1 del Protocolo Facultativo: “El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de

visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a los lugares en

que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos

o penas crueles, inhumanos o degradantes”. El término “visita” es entendido en un sentido amplio,

para cubrir no sólo la visita al lugar de detención, sino también su preparación y seguimiento. Abar-

ca la visita completa a un lugar de detención, así como visitas más enfocadas en la situación de

determinados detenidos o en un problema, tema o incidente particular. Asociación para La Preven-

ción de la Tortura: Monitoreo de lugares de detención. Una guía práctica, Traducción de Michel Maza;

Ariela Peralta, Francia, 2004, p. 21.
9 Protocolo Facultativo, art. 4.2. La APT da una serie de ejemplos de privación de la libertad; Arresto;

Custodia antes de que se presenten cargos (custodia policial); Custodia después de que se presen-

tan cargos y antes del juicio (prisión preventiva); Sentenciados (cumpliendo condena de prisión des-

pués de que se ha dictado sentencia definitiva); Detención administrativa; Detención de menores

infractores; Internamiento psiquiátrico; Detención como sanción disciplinaria en el ámbito militar.

Asociación Para La Prevención de la Tortura: Monitoreo de lugares de detención. Una guía práctica,,

op. cit,,  p. 21.
10 En términos parecidos está redactado en el Protocolo Facultativo, que en su artículo 4.1 señala

“Cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse perso-

nas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su

consentimiento expreso o tácito (en adelante denominado “lugar de detención”). Estas visitas se lle-

varán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protección de estas personas contra la

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. El término “lugar de detención”

también es usado aquí en un sentido amplio. Abarca cualquier lugar donde una persona es privada

de la libertad: prisiones, estaciones de policía, centros para extranjeros o solicitantes de asilo, cen-

tros para menores infractores, instituciones psiquiátricas, cárceles o celdas para personal militar y

cualquier lugar donde las personas puedan ser privadas de la libertad. Asociación para La Prevención



VIII. CCoonnsseejjeerrooss::  Los nueve miembros que integrarán el Consejo Nacional de

Prevención.11

IX. GGrruuppooss  vvuullnneerraabblleess::  Los inmigrantes, mujeres, niños, pacientes psiquiátricos,

pueblos indígenas, minorías religiosas, personas con discapacidad o cualquier

grupo humano que se encuentre en situación en la que sus derechos tienen

mayores posibilidades de ser vulnerados.

X. DDaattooss  ppeerrssoonnaalleess::  Aquellos a través de los cuales se pueda identificar a toda

persona privada de su libertad, o de funcionarios o personas que hayan cola-

borado con el Mecanismo Nacional de Prevención.12

XI. EExxppeerrttooss  eexxtteerrnnooss::  Personas que acompañarán al personal del Consejo Nacio-

nal para la Prevención en las visitas, que serán habilitadas para tal efecto por

dicho Consejo debido a sus conocimientos y capacidades profesionales, y que

podrán ser miembros de Organizaciones no gubernamentales o de las Comi-

siones de Derechos Humanos (tanto de la Nacional como de las estatales).13
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de la Tortura: Monitoreo de lugares de detención. Una guía práctica,,  op. cit,,  p. 18. En México se debe-

rían entender como lugares de detención, entre otros, lo siguientes: a) Centros de arraigo; b) Cen-

tros de Readaptación Social tanto locales como federales; c) Centros de internación para menores;

d) Estaciones migratorias; e) Instituciones psiquiátricas; f) Instalaciones militares de detención; g) Los

medios de transporte para el traslado de personas privadas de su libertad, y h) Los demás lugares

de detención. Las conclusiones del foro de mayo 2006 en Querétaro, realizado en el marco de este

proyecto, incluyen una lista no taxativa de los lugares que en México caerían bajo esta definición. 
11 Buscando que el consejo sea representativo, multidisciplinario, en el que estén representados los pue-

blos indígenas y con perspectiva de género, era necesario un grupo que, sin ser numeroso, pudiera

cumplir con estas características. Se consideró, además, las características de una estructura no nume-

rosa que fuera ágil, que contemple a los mismos miembros del consejo como personal operativo, ade-

más de constituir el órgano de toma de decisiones, de ahí su selección atendiendo a su experticia y su

representatividad de sectores de la sociedad, pero no de instituciones o organizaciones específicas, en

este último caso, de acuerdo con la exigencia de la independencia, y la sugerencia desde la experiencia

Paraguaya expuesto en el cuarto foro realizado en marzo de 2007 en el Distrito Federal.
12 El Protocolo Facultativo, en su artículo 21.2, señala que “La información confidencial recogida por el

mecanismo nacional de prevención tendrá carácter reservado. No podrán publicarse datos personales

sin el consentimiento expreso de la persona interesada.” Para esto deberá atenderse a las Recomenda-

ciones Sobre Medidas de Seguridad Aplicables a los Sistemas de Datos Personales, documento realizado

por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública. En línea: http://www.ifai.org.mx/datos_per-

sonales/nacionales.htm Se accedió a la página el 5 de abril de 2007. Habrá que aclarar el uso del lengua-

je, ya que en el marco jurídico mexicano la calificación de “información reservada” tiene un significado

específico.Es importante señalar que uno de los trabajos elaborados como consecuencia de los semina-

rios realizados en el marco del Proyecto de Implementación de las Recomendaciones del Diagnóstico

sobre la situación de los Derechos Humanos en México fue el titulado Acceso y utilización de la Informa-

ción del Mecanismo Nacional de Prevención, realizado por Vanessa Díaz y Ernesto Villanueva. En este tra-

bajo se analiza la problemática sobre el manejo de datos personales por el Mecanismo Nacional de Pre-

vención a que tenga acceso en el marco del ejercicio de su función. 
13 Ésta es una de las recomendaciones hechas por la Asociación para la Prevención de la Tortura. Ver:

Establecimiento y Designación de Mecanismos Nacionales de Prevención. Traducción de María del

Rosario Baquero Mesa, Impresión SADAG, 2007, p. 58.



XII. MMeeccaanniissmmooss  eessttaattaalleess  ppaarraa  pprreevveenniirr  llaa  ttoorrttuurraa  yy  oottrrooss  ttrraattooss  oo  ppeennaass  ccrruueelleess,,

iinnhhuummaannooss  oo  ddeeggrraaddaanntteess::  Estructuras que se crearán o designarán a nivel

estatal en virtud del Protocolo Facultativo.14

XIII. PPrriinncciippiiooss  ddee  PPaarrííss:: Principios Relativos al Estatuto y Funcionamiento de las Ins-

tituciones Nacionales de Protección y Promoción de los Derechos Humanos.15

XIV. OOrrggaanniizzaacciióónn  NNoo  GGuubbeerrnnaammeennttaall: Aquella entidad privada, de naturaleza

voluntaria, altruista y con capacidad de autogobierno, que trabaje en la

denuncia de la violación de los derechos humanos, en la defensa de los mis-

mos, así como aquellas que se dediquen a la mejora de la calidad de vida de

las personas privadas de su libertad.16

XV. IInnffoorrmmaacciióónn  rreesseerrvvaaddaa::17 La información confidencial desprendida de las visitas.
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14 El Protocolo Facultativo, en su artículo 29, hace referencia a que éste es aplicable a “todas las partes com-

ponentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.” Recordemos que el Convenio de

Viena, en su artículo 29, señala: “Un tratado será obligatorio para cada una de las partes por lo que res-

pecta a la totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de él o conste de otro

modo”. De lo anterior se desprende la obligación del Estado mexicano de crear mecanismos estatales que

se encarguen de darle cumplimiento al Protocolo Facultativo. Ver, asimismo, Protocolo Facultativo, artí-

culo 17, “Los mecanismos establecidos por entidades descentralizadas podrán ser designados como meca-

nismos nacionales de prevención a los efectos del presente Protocolo si se ajustan a sus disposiciones.”
15 Nota: Los principios de París tienen su origen en los encuentros internacionales de las Instituciones

Nacionales de los Derechos Humanos celebrados en París en octubre de 1991, y adoptados por la

Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993 (Resolución A/RES/48/134 el 20 de diciembre de

1993). En dichos encuentros se examinó y actualizó la información relativa a las instituciones nacio-

nales de derechos humanos existentes. A la reunión asistieron representantes de instituciones

nacionales, Estados, las Naciones Unidas, sus organismos especializados, organizaciones interguber-

namentales y organizaciones no gubernamentales.
16 Una definición genérica de ONG podría ser: Organización No Gubernamental: Todas aquellas entida-

des privadas de naturaleza voluntaria y altruista y con capacidad de autogobierno, cuya actividad

persigue un fin de interés general en beneficio de la comunidad, y sin ánimo de lucro. En definitiva,

existen al menos cinco características comunes a las ONG: 1) organizadas, esto significa un cierto

grado de institucionalización; por tanto, el carácter formal de una organización no es simplemente

su estatus legal/jurídico, sino que se refiere al hecho de que el sujeto colectivo sea percibido y visto

como institución; 2) privadas, es decir, ni son gubernamentales ni están controladas por el gobierno, lo

cual implica la facultad de escoger su propia dirigencia y la capacidad de emplear los recursos económi-

cos para sus fines; 3) no-lucrativas o sin distribución de beneficios, significa que a las organizaciones

de la sociedad civil les son negadas la posibilidad de remunerar o repartir beneficios; 4) auto-gober-

nadas, y por consiguiente, estructuradas internamente con sus propios órganos de control y direc-

ción, sin intervención de entidad externa; 5) voluntaria, donde la participación sea significativamen-

te protagonizada por parte de voluntarios (espontáneo y gratuito), como también una importante

parte de los recursos financieros. Estas características se encuentran en un documento en línea:

http://www.ual.es/Universidad/Depar/Sociologia/socdes/tema5.doc Se accedió a la página el 9 de

abril de 2007.
17 Sería importante asegurar la coherencia conceptual y de lenguaje del instrumento jurídico que deter-

mine el MNP, y el lenguaje de las leyes sobre información en el país, y en especial dado el mandato

particular del MNP que le obliga trabajar al lado de las instituciones que reciben sus recomendaciones

con el fin de implementar soluciones prácticas que redunden en una mayor prevención contra la tor-

tura y los malos tratos. Al mismo tiempo, habría que reconocer la facultad que tiene para comunicar-

se directa y confidencialmente con el Subcomité de Prevención de la Tortura a nivel internacional.



TÍTULO SEGUNDO

Sobre la integración del mecanismo nacional para prevenir la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en México

CAPÍTULO I EL CONSEJO NACIONAL DE PREVENCIÓN

AArrttííccuulloo  33.. El Consejo Nacional de Prevención es un organismo18 con autonomía de

gestión, presupuestaria y de decisión, y personalidad jurídica y patrimonio propios.

Tiene por objeto la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-

manos o degradantes a nivel nacional. Coordinará su actuación con organismos

nacionales o locales que desarrollen actividades similares a las previstas en el Proto-

colo Facultativo, con el objetivo de fortalecer el sistema de prevención en todo el

territorio nacional.19

El proyecto de presupuesto del Consejo será elaborado por el propio organismo,

con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y Res-

ponsabilidad Hacendaria y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-

co para su incorporación, en los términos de los criterios generales de política eco-

nómica, en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación. Una vez apro-

bado su presupuesto, el Consejo lo ejercerá directamente.

En ningún caso, el presupuesto que se asigne al Consejo podrá ser inferior al que

se le haya asignado en el ejercicio inmediato anterior.

AArrttííccuulloo  44.. La información que solicite el Consejo no podrá ser negada por autori-

dad alguna. En todo caso, el Consejo Nacional de Prevención podrá solicitar orden

judicial para obligar la entrega de la información requerida.20

AArrttííccuulloo  55.. El Consejo Nacional de Prevención debe publicar un Informe anual.21

Todas autoridades tienen el deber de dar respuesta a dicho Informe,22 por lo cual

se les debe dar un tiempo razonable para que tomen posición con relación a cual-

quier crítica o recomendación hecha. 
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18 Por ser solo un desglose de una posible conformación del MNP, se omite caracterizar la naturaleza

jurídica del organismo.
19 El Protocolo Facultativo, en su artículo 17, obliga a los Estados partes mantener, designar o crear

uno o varios mecanismos nacionales de prevención, independientes, “para la prevención de la tortu-

ra a nivel nacional.”
20 El Protocolo Facultativo, en su artículo 20, sustenta esta facultad: “Con el fin de permitir a los meca-

nismos nacionales de prevención desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Proto-

colo se comprometen a concederles: a) Acceso a toda la información acerca del número de perso-

nas privadas de libertad en lugares de detención según la definición del artículo 4, así como del

número de lugares de detención y su emplazamiento; b) Acceso a toda la información relativa al

trato de estas personas y a las condiciones de su detención;”. 
21 Protocolo Facultativo, artículo 20. 
22 Ver artículo 23 del Protocolo Facultativo que establece la obligación de publicar un Informe anual

por parte de los MNP.



Las autoridades examinarán las recomendaciones del Consejo, y deben estable-

cer el diálogo con el mecanismo de visita sobre las recomendaciones y su posible

implementación.23

AArrttííccuulloo  66.. El Consejo actuará en todo el territorio nacional y podrá realizar visitas

a los lugares de detención, en forma directa o a través de delegaciones que podrá

crear a tal efecto.24

AArrttííccuulloo  77.. Cuando en un mismo lugar de detención estuvieren involucradas autori-

dades o servidores públicos de la Federación o que custodian personas con referen-

cia a alguna competencia federal, así como autoridades o servidores públicos de las

Entidades Federativas o Municipios, la competencia se surtirá en favor del Consejo

Nacional.

AArrttííccuulloo  88.. El Consejo Nacional coordinará los organismos estatales o locales que

desarrollen actividades similares a las previstas en el Protocolo Facultativo o en esta

Ley,25 y creará pautas que establezcan las mejores prácticas en materia de preven-

ción de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

CAPÍTULO II

DEL ÓRGANO DE GOBIERNO Y SU ELECCIÓN

AArrttííccuulloo  99..  El Consejo estará integrado por nueve consejeros que serán elegidos

mediante concurso anunciado por convocatoria pública en el Diario Oficial de la

Federación. Dicha convocatoria será abierta y el proceso de selección transparente.

La Cámara de Senadores deberá nombrar, mediante las dos terceras partes de los
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23 Ver artículo 22 del Protocolo Facultativo.
24 Según el Protocolo Facultativo, el MNP, o la combinación de los MNP deben poder llevar a cabo su

mandato en todo el territorio nacional. Eso se desprende de su artículo primero que dice: “Cada

Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el presente Protocolo, de los mecanismos

mencionados en los artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuen-

tren o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad

pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito (en adelante denominado lugar

de detención). Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protec-

ción de estas personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.”

(Artículo 4). En este desglose, aunque para propósitos de claridad se plantea como un organismo

federal, no necesariamente resuelve las cuestiones del federalismo mexicano que surgen a raíz de

la conformación de este mecanismo, ni articula definitivamente la respuesta de cómo articular la

experiencia ya ganada tanto de las ONG de derechos humanos que han trabajado en el tema de la

protección contra la tortura, como de las comisiones públicas de derechos humanos que llevan una

experiencia en esta materia, en el cumplimiento de este mandato específico. En este sentido, el

empleo de expertos calificados por el MNP como personal especializado es un importante aspecto.
25 No existe una facultad expresa del Congreso para dictar normas que establezcan la coordinación entre

un organismo nacional y organismos estatales de este tipo. Sin embargo, validamente se puede hacer



legisladores que la conforman, a los consejeros de entre aquellos candidatos que

cumplan con el perfil requerido en la convocatoria. Cuando la Cámara se encuentre

en receso, los nombramientos serán realizados por su Comisión Permanente y con

la misma votación. 

AArrttííccuulloo  1100.. La designación de los miembros del Consejo se sujetará al procedimien-

to siguiente:

I. La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores formulará la

convocatoria que se publicará en el Diario Oficial de la Federación, en la página

electrónica de la Cámara de Senadores26 y en algún periódico de circulación

nacional, y se dará a conocer a través de anuncios transmitidos por canales de

radio y televisión abierta. Las solicitudes para ocupar los puestos de conseje-

ros se recibirán durante un periodo de quince días naturales contados a partir

de la fecha de publicación de la convocatoria;

II. Concluido el plazo anterior y recibidas las solicitudes con los requisitos y docu-

mentos que señale la convocatoria, dicha Comisión, dentro de los cinco días

hábiles siguientes, procederá a la revisión y análisis de las mismas;

III. Cerrado el término anterior, la Comisión publicará la lista de candidatos que

cumplan con los requisitos exigidos;

IV. Los candidatos deberán comparecer en audiencia pública ante la Comisión para

dar a conocer su plan de trabajo y manifestar cuáles son, a su consideración,

los retos principales del Consejo, así como las soluciones propuestas;

V. Al término de las comparecencias, la Comisión abrirá un periodo de quince días

naturales para audiencias públicas en las que los integrantes de las organizacio-

nes civiles representativas de los distintos sectores de la sociedad; especialmen-
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una interpretación extensiva de los artículos 73, fracción XXIII, y 21 de la Constitución Política de los Esta-

dos Unidos Mexicanos. El artículo 73 señala: “El Congreso tiene facultad: […] XXIII. Para expedir leyes que

establezcan las bases de coordinación entre la federación, El Distrito Federal, los Estados y los munici-

pios, en materia de seguridad publica; así como para la organización y funcionamiento, el ingreso, selec-

ción, promoción y reconocimiento de los integrantes de las instituciones de seguridad publica en el ámbi-

to federal”. Por su parte, el artículo 21 de la Constitución señala. “La federación, el distrito federal, los

estados y los municipios se coordinaran, en los términos que la ley señale, para establecer un sistema

nacional de seguridad publica.” En este sentido, al ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención de

las Naciones Unidas contra la Tortura, el Estado mexicano en todas sus expresiones se compromete a

actuar para prevenir las conductas prohibidas en ese tratado internacional de derechos humanos. 
26 Acuerdo Parlamentario para la Aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-

ción Pública Gubernamental en la Cámara de Senadores, aprobado por el Pleno de dicha Cámara el

30 de abril de 2003. En línea: 

http://www.senado.gob.mx/transparencia/content/marco/APLFT.pdf Se accedió a la página el 11

de abril de 2007.



te las minorías nacionales, los pueblos indígenas, los organismos públicos promo-

tores o defensores de los derechos humanos, las Organizaciones No Guberna-

mentales, así como académicos y especialistas dedicados al estudio y protección

de los derechos humanos, los cuales podrán hacer observaciones sobre los pla-

nes de trabajo de los candidatos, y de la idoneidad de éstos para llevar a cabo

la función y mandato del Consejo;

VI. En un plazo que no deberá exceder de tres días hábiles, la Comisión elaborará

un dictamen que presentará al Pleno de la Cámara de Senadores. El dictamen

contendrá una terna por cada plaza disponible, así como una justificación de la

elección de éstas con base en el análisis de los planes de trabajo de los candi-

datos, así como de las conclusiones producidas en las audiencias públicas a las

que se refiere la fracción anterior y de toda la información relevante del pro-

ceso de selección;

VII. La Cámara de Senadores respetará en todo el procedimiento los derechos de

acceso a una función pública en igualdad de condiciones y el derecho de parti-

cipación directa de los miembros de la sociedad civil involucrados,27 y

VIII. Las personas designadas para ocupar el cargo protestarán ante el Pleno de

dicha Cámara. 

AArrttííccuulloo  1111..  La convocatoria difundirá las demás bases para la elección, y deberá

contener los siguientes criterios de elegibilidad de las personas aspirantes a conver-

tirse en miembros del Consejo: 

a) Contar con un desempeño destacado y reconocido en actividades requeridas

para el fiel cumplimiento de la labor encomendada al Consejo; y

b) Contar con publicaciones relacionadas con la prevención de la tortura y otros

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes contra personas privadas de

su libertad, o ser de un reconocido activismo propositivo relacionado con la

defensa y promoción de los derechos humanos, en especial aquellas que estén

relacionadas con la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes contra personas privadas de su libertad, o 
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27 Protocolo Facultativo, artículo 18.2. Ver también el artículo 23 1 (a) y 1 (c) de la Convención Ameri-

cana de Derechos Humanos. El artículo 23 de dicho documento señala: “1. Todos los ciudadanos

deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a. de participar en la dirección de los asun-

tos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b. de votar y ser ele-

gidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secre-

to que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c. de tener acceso, en condicio-

nes generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.”



c) Ser personas de reconocida integridad e imparcialidad con un demostrado com-

promiso con la protección de los derechos humanos, y competencia en la admi-

nistración de justicia, en particular en las esferas del derecho penal, la adminis-

tración penitenciaria o policial, medicina, psicología y otras ciencias relacionadas,

o en las otras diversas esferas de interés para la prevención materia del manda-

to de este órgano.28

AArrttííccuulloo  1122.. La integración del Consejo Nacional de Prevención será multidisciplina-

ria. Para su conformación deberá incluir las siguientes profesiones: juristas, médi-

cos, expertos forenses, psicólogos y psiquiatras, trabajadores sociales, especialistas

en derechos humanos, en sistemas penitenciarios y policiales, representantes de las

ONG, personas con amplia experiencia en visitas y monitoreo a lugares de deten-

ción, así como en trabajos con grupos particularmente vulnerables, incluidos vícti-

mas de la tortura o los malos tratos.

En la integración se garantizará el equilibrio de género y la adecuada represen-

tación de los grupos étnicos y minoritarios del país.29

No serán elegibles aquellas personas que desempeñen o hayan desempeñado

cargos de Secretario o Subsecretario de Estado, Procurador General de la Repúbli-

ca, Gobernador o Procurador General de Justicia de alguna entidad federativa o

Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en el año anterior a su elección.

AArrttííccuulloo  1133..  Los consejeros durarán en su encargo cuatro años. Durante el mismo

no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo en instituciones

docentes, científicas o de beneficencia. 
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28 Ver requisitos para miembros del Subcomité de Prevención, art. 5.2 del Protocolo.
29 En este sentido, la composición del organismo mexicano debería seguir los Principios de París (Prin-

cipio B (1) sobre Composición y garantías de independencia y pluralismo):

“1. La composición de la institución nacional y el nombramiento de sus miembros, por vía de elec-

ción o de otro modo, deberán ajustarse a un procedimiento que ofrezca todas las garantías nece-

sarias para asegurar la representación pluralista de las fuerzas sociales (de la sociedad civil) inte-

resadas en la promoción y protección de los derechos humanos, en particular mediante faculta-

des que permitan lograr la cooperación eficaz o la participación de los representantes de: 

• Las organizaciones no gubernamentales competentes en la esfera de los derechos humanos

y la lucha contra la discriminación racial, los sindicatos, las organizaciones personalidades cien-

tíficas;

• Las corrientes de pensamiento filosófico y religioso;

• Los universitarios y especialistas cualificados;

• El Parlamento;

• Las administraciones (de incluirse, los representantes de las administraciones sólo participa-

rán en los debates a título consultivo).”

De acuerdo a estas directrices, el organismo debe estar formado por un equipo multidisciplinario que

incluya a juristas, médicos, expertos forenses, psicólogos y psiquiatras, trabajadores sociales, espe-

cialistas en derechos humanos, especialistas en sistemas penitenciarios y policiales, y representantes

de ONG. Es importante también contar con la participación de víctimas de la tortura y los malos tra-

tos así como la de familiares de personas detenidas. El equipo reflejará un balance de género y las

perspectivas de grupos vulnerables y pueblos indígenas. El organismo contará con una base de datos

que contenga una lista de expertos que podrán desempeñar la función de “representantes”.



El periodo de los consejeros comenzará el primero de enero del segundo año

calendario del periodo correspondiente al Presidente de la República. Para la desig-

nación inicial de los miembros, se deberán asignar periodos escalonados. Cuatro

años para tres de los consejeros; un tercio de los miembros tendrán un período de

servicio de tres años, otro tercio de los miembros tendrán un período de servicio

de dos años. Esta designación deberá realizarse por insaculación con la presencia de

los nueve consejeros.

Después de la designación inicial, los nuevos miembros serán seleccionados por

términos de cuatro años.

Sólo podrán ser removidos de sus funciones cuando transgredan en forma

grave o reiterada las disposiciones contenidas en la Constitución, en el Protocolo

Facultativo y en esta Ley, cuando por actos u omisiones se afecten las facultades

del Consejo Nacional de Prevención. Para ser removidos se necesitará el voto de

cinco consejeros. 

AArrttííccuulloo  1144.. Son causas de remoción de un miembro del Consejo:

I. El desempeño de algún empleo, cargo o comisión, distinto de los previstos en

el artículo 12 de esta Ley;

II. Utilizar, en beneficio propio o de terceros, la información confidencial de que

disponga en razón de su cargo, así como divulgar la mencionada información

sin la autorización de la Junta de Gobierno;

III. Divulgar indebidamente datos personales de las personas entrevistadas de

manera que ponga en peligro la vida o integridad física de éstas o las sujete a

posibles represalias, y

IV. Ausentarse de sus labores sin mediar causa de fuerza mayor o motivo justifi-

cado. La Junta de Gobierno no podrá autorizar ausencias por más de dos

meses.

AArrttííccuulloo  1155..  Los consejeros no podrán ser perseguidos o sancionados por las opinio-

nes que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamás podrán ser reconveni-

dos o enjuiciados por ellas.

Los miembros del Consejo gozarán de inmunidad contra: 

a) El arresto o detención; 

b) La incautación de cualquier material o documento;

c) La intervención de sus comunicaciones.30
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30 Protocolo Facultativo, artículo 35. 



El conjunto de los consejeros podrá, mediante cinco votos a favor, retirar estas

inmunidades en los casos en que alguno de los miembros del Consejo hubiese abu-

sado de dicha condición privilegiada.31

AArrttííccuulloo  1166.. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolera-

rá sanción alguna contra una persona u organización por haber comunicado al

Comité Nacional de Prevención cualquier información, ya sea verdadera o falsa, y

ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por

este motivo.32

TÍTULO TERCERO

DE LAS OBLIGACIONES Y FACULTADES DEL CONSEJO

AArrttííccuulloo  1177..  El Consejo Nacional de Prevención tendrá las siguientes obligaciones:

I. Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en

lugares de detención. Ninguna autoridad podrá negar el acceso al personal del

Consejo Nacional de Prevención o a las personas habilitadas por éste; 

II. Promover, en los términos de la legislación aplicable, acuerdos, bases de coor-

dinación y convenios de colaboración con autoridades y organismos de defen-

sa de los Derechos Humanos, así como con instituciones académicas y asocia-

ciones culturales, para el mejor cumplimiento de sus fines;

III. Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de mejo-

rar el trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de

prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-

tes, tomando en consideración las normas contenidas en los tratados inter-

nacionales signados por México y los criterios técnicos de prevención;

IV. Hacer recomendaciones al gobierno respecto a iniciativas legales que puedan

estar relacionadas con los objetivos del Consejo Nacional de Prevención. 

V. Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de los pro-

yectos de ley en la materia.33
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31 Recomendación hecha por la APT. Establecimiento y Designación de Mecanismos Nacionales de Pre-

vención, op. cit., p. 53.
32 Este mandato está contenido en el artículo 21.1 del Protocolo Facultativo: “1. Ninguna autoridad o fun-

cionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por

haber comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier información, ya sea verdadera falsa,

y ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo”. 
33 Las fracciones VII, VIII y IX se derivan de las facultades que, por mandato del Protocolo Facultativo,

debe tener el Mecanismo Nacional de Prevención. En su Artículo 19, el Protocolo Facultativo señala:



VI. Otorgar orientación, asesoría y capacitación, de acuerdo con su capacidad de

respuesta institucional, a las autoridades que así lo soliciten sobre la materia de

esta Ley, y colaborar en los procesos de elaboración de las políticas públicas

que establezca el gobierno en relación al sistema penitenciario.34

VII. Promover el diálogo permanente con los poderes del Estado y con las distintas

autoridades de gobierno, y

VIII. Comunicarse con el Subcomité Internacional de forma directa y confidencial,

así como intercambiar experiencias entre los Mecanismos Nacionales de Pre-

vención de los diferentes países.35

AArrttííccuulloo  1188..  El Consejo Nacional de Prevención tendrá las siguientes facultades:

I. Formular los lineamientos generales a los que se sujetarán las actividades

administrativas del Consejo;

II. Nombrar, con base en los lineamientos de esta Ley, al personal de la institución,

así como dirigir y coordinar a los funcionarios y al personal bajo su autoridad;

III. Distribuir y delegar funciones en los términos del Reglamento Interno;

IV. Capacitar de forma permanente al personal del Consejo en todo lo relaciona-

do con el mandato del Consejo Nacional de Prevención;
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““Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las siguientes facultades: a) Exa-

minar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en lugares de detención, según

la definición del artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección contra la tortu-

ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; b) Hacer recomendaciones a las auto-

ridades competentes con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de

su libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, toman-

do en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas; c) Hacer propuestas y observa-

ciones acerca de la legislación vigente o de los proyectos de ley en la materia.”
34 Existen trabajos elaborados por parte de las comisiones públicas de derechos humanos y organiza-

ciones de la sociedad civil en materia de las condiciones en lugares de reclusión, tanto cárceles, como

otros lugares de detención. La ONG Sin Fronteras ha hecho trabajos respecto a las condiciones en

estaciones migratorias, por ejemplo. Asimismo, han realizado la verificación de casos específicos de

tortura o maltratos. En este sentido, el Mecanismo debe buscar cómo incorporar estos esfuerzos

en el ejercicio de su mandato y fortalecerlos. Por ello, la implementación del MNP requiere crear las

modalidades para que tanto las comisiones públicas como las ONG que realizan trabajo de preven-

ción de la tortura o maltrato, formen parte de la estructura del trabajo del MNP. Sin embargo, en

este desglose no se ha desarrollado este aspecto en detalle, más allá de sugerir que hayan modelos

locales en las entidades federativas que se vinculen con el MNP nacional, que debería asegurar las

mejores prácticas en las visitas y recomendaciones dentro del diálogo con las instituciones, que será

obligado a emitir el informe anual y que será responsable de comunicar con el Subcomité Interna-

cional, no obstante reciba éste último comunicaciones de otras fuentes dentro del país sobre la

materia del Protocolo Facultativo.  
35 Recomendación hecha por la APT. op.cit., p. 85.



V. Realizar cursos de capacitación para las personas que coadyuven o pretendan

coadyuvar con el Consejo;

VI. Elaborar su Reglamento Interno y demás normas de operación basadas en lo

establecido en el Protocolo Facultativo y en lo dispuesto por esta Ley.36 En

dicho Reglamento se distribuirán y delegarán funciones,37 y se establecerán

las áreas que configurarán al Consejo;38

VII. Solicitar información acerca del número de personas privadas de su libertad en

lugares de detención y sobre el número de lugares y su emplazamiento, y 

VIII. Contratar en todos los aspectos necesarios para el ejercicio de su función. 

Sólo por decisión mayoritaria de los miembros del Consejo se podrá determinar dar

a conocer públicamente39 la información recabada por el Mecanismo. 
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36 Al respecto, es indudable la valía de la experiencia acumulada por la Asociación para la Prevención de

la Tortura. Durante más de treinta años ha promovido el establecimiento de mecanismos de control

de carácter preventivo como las visitas a los lugares de detención. Uno de los documentos interpre-

tativos de la labor del MNP que se deben tonar en cuenta es: Monitoreo de lugares de detención.

Una guía práctica, op. cit.
37 En la serie de SSeemmiinnaarriiooss  RReeaalliizzaaddooss  eenn  eell  MMaarrccoo  ddeell  PPrrooyyeeccttoo  ddee  IImmpplleemmeennttaacciióónn  ddee  llaass  RReeccoommeenn--

ddaacciioonneess  ddeell  DDiiaaggnnóóssttiiccoo  SSoobbrree  llaa  SSiittuuaacciióónn  ddee  llooss  DDeerreecchhooss  HHuummaannooss  eenn  MMééxxiiccoo  se concluyó que la

estructura del Consejo debe ser pequeña, pues como se establece en este documento, dicho Con-

sejo es sólo coordinador del Mecanismo Nacional de Prevención (regidor en cuanto a estándares de

las visitas y como ente que realiza los informes al Subcomité internacional y públicas en México sobre

materia de prevención de la tortura y malos tratos), que es concebido como de naturaleza mixta: en

el que actúan las comisiones de derechos humanos y las ONG con la orientación y apoyo técnico del

Consejo el que debe brindar capacitación y apoyo a otras instancias para realizar visitas. Se puede

contemplar que el MNP o Consejo realiza personalmente las visitas sensibles, sobre todo a lugares

de máxima seguridad y militares, y en otros acompañar a manera de orientación y apoyo y, en aún

otros casos, proveer personal complementario con conocimientos técnicos especiales para asegu-

rar la calidad de la visita o dar seguimiento a una problemática específica detectada. No se preten-

de que el Consejo duplique funciones que ya son realizadas por otros organismos como la CNDH y

las Comisiones estatales, sino que este mandato específico de prevención sea realizado de acuerdo

con los criterios de independencia y excelencia técnica necesaria en todo el territorio nacional. 
38 En aras de respetar la autonomía reglamentaria del Consejo, se propone que sea su órgano de gobier-

no el que establezca su organigrama donde deberá señalar las áreas que lo compongan. Sin embargo,

podemos pensar en tres áreas prioritarias: a) aquella que se encargue de la planeación, calendarización

y ejecución o apoyo de las visitas; b) aquella que se encargue de la realización de informes y recomen-

daciones que sean consecuencia de las visitas y su seguimiento, y c) aquella que se encargue del análisis

de la legislación nacional con vistas a emitir observaciones que deban ser presentadas al gobierno, se

encargaría también de las relaciones institucionales, y cabildeo con las autoridades del Estado mexicano.
39 Se considera que la información que se revele a los directores o responsables de lugares de deten-

ción a raíz de la visita, o la información dada a las instituciones que les permita diseñar e implemen-

tar soluciones a las problemáticas que representan factores de riesgo de la tortura o maltrato, no

es dar a conocer información de manera pública. Habría también que acotar el uso que estos fun-

cionarios podrán hacer de la información. En todo caso, el MNP no podrá relevar datos personales

sin el consentimiento expreso de la persona afectada, y en todo caso, debe evitar que haya repre-

salias contra las personas que cooperan con él..



AArrttííccuulloo  1199..  El Consejo Nacional de Prevención tendrá, además, las siguientes facul-

tades relacionadas con las visitas:

I. Entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin testigos, personal-

mente o con la asistencia de un intérprete en caso necesario, así como con

cualquier otra persona que el Consejo Nacional de Prevención considere que

pueda facilitar información pertinente;

II. Seleccionar los lugares que desee visitar y las personas a las que desee

entrevistar,40 y

III. Acceder a todas las instalaciones de todos los lugares de detención.41

AArrttííccuulloo  2200.. El Consejo Nacional de Prevención rendirá anualmente en el mes de

(–––––––––––––) un informe público al H. Congreso de la Unión en el que se señale el

número de visitas realizadas; un análisis general de la situación de los centros de

detención con base en los datos recabados en sus distintas actuaciones; las reco-

mendaciones hechas a las autoridades respectivas, así como los avances concretos

en materia de prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos

o degradantes, y las cuestiones más urgentes que las autoridades deben atender

en los mismos rubros.

AArrttííccuulloo  2211. Tanto las autoridades nacionales como locales tendrán la obligación de

examinar las recomendaciones del Consejo Nacional de Prevención y de establecer

un diálogo con el mismo para discutir acerca de su implementación.42
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40 Estas tres fracciones se relacionan con las obligaciones del Estado con el Subcomité. El artículo 14.1

del Protocolo Facultativo señala: “A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda desempeñar

su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a darle: a) Acceso sin res-

tricciones a toda la información acerca del número de personas privadas de su libertad en lugares

de detención según la definición del artículo 4 y sobre el número de lugares y su emplazamiento; b)

Acceso sin restricciones a toda la información relativa al trato de esas personas y a las condiciones

de su detención; c) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, acceso sin restricciones a todos

los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios; d) Posibilidad de entrevistarse con las per-

sonas privadas de su libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en

caso necesario, así como con cualquier otra persona que el Subcomité para la Prevención considere

que pueda facilitar información pertinente; e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visi-

tar y las personas a las que desee entrevistar”.
41 Lo que incluirá: zonas de residencia, celdas de aislamiento, patios, zonas de actividades físicas, coci-

nas, talleres, instalaciones educativas, etc. 
42 Ibid., p. 78.



TÍTULO CUARTO

DE LA ORGANIZACIÓN DEL CONSEJO

CAPÍTULO I

DEL PERSONAL DEL CONSEJO

AArrttííccuulloo  2222..  Todo el personal de la institución será nombrado mediante oposición

pública en los términos y condiciones estipulados en la convocatoria que en su opor-

tunidad emita el Consejo Nacional de Prevención.43

AArrttííccuulloo  2233..  Las visitas, inspecciones y demás actuaciones que se efectúen en los

términos de este Título, se practicarán por personas comisionadas para el efecto

por el Consejo Nacional de Prevención. Estas personas pueden ser parte del perso-

nal del organismo o expertos externos habilitados por el Consejo para efectuar visi-

tas o inspecciones.

AArrttííccuulloo  2244..  Las personas a que se refiere el artículo anterior tendrán el carácter de

representantes del Consejo en lo concerniente a la comisión conferida. Para tal

efecto, deberán presentar de manera previa el oficio del Consejo e identificarse

plenamente como personal actuante de dicho Consejo.

AArrttííccuulloo  2255..  Durante sus actuaciones, los consejeros, personal habilitado o expertos

externos que hubieren intervenido en las revisiones, deberán levantar actas circuns-

tanciadas, en las que harán constar los hechos que les consten. 

AArrttííccuulloo  2266..  Los servidores públicos del Consejo. y en su caso los profesionales con-

tratados para la práctica de visitas, deberán cumplir estrictamente con las reglas

sobre la información y documentos que con motivo del objeto de esta Ley conoz-

can y tengan el carácter de reservados.44
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43 Uno de los consensos a los que se llegó en la serie de Seminarios Realizados en el Marco del Proyecto

de Implementación de las Recomendaciones del Diagnóstico Sobre la Situación de los Derechos Huma-

nos en México fue precisamente la necesidad de que el personal del Consejo esté integrado por per-

sonal que cuente con el perfil idóneo para desempeñar cabalmente las tareas que le serán encomen-

dadas. Es por ello que resulta indispensable la existencia de un sistema de oposiciones que permita un

proceso transparente de selección de personal. Con este sistema se evita también la práctica común

en la administración pública mexicana, así como de las entidades autónomas, de ingresar a través de

redes de amistades (palancas); sistema que ha perjudicado en demasía a las instituciones de nuestro

país. Estamos ante una nueva oportunidad de empezar bien, no la desaprovechemos.
44 Sería importante desarrollar o recalcar las obligaciones éticas de los servidores que trabajan en la

defensa de los derechos humanos. Respecto a la tortura, el Protocolo de Estambul enumera algu-

nos referentes para abogados, médicos y psicólogos. Sería aconsejable desarrollar normas más pre-

cisas que se relacionan con el trabajo propio del Mecanismo en la prevención. 



AArrttííccuulloo  2277..  Los servidores públicos45 del Consejo, sin importar su categoría y los

profesionales contratados para la práctica de visitas, serán responsables, en los tér-

minos de las disposiciones legales aplicables, por violación a dicha reserva. 

AArrttííccuulloo  2288..  Las personas que cooperen con el Consejo Nacional de Prevención y en

general con el Mecanismo Nacional de Prevención gozarán de protección contra las

posibles represalias.46

TÍTULO QUINTO

SOBRE LOS PROCEDIMIENTOS 

CAPÍTULO I

DE LAS VISITAS

AArrttííccuulloo  2299..  El Consejo Nacional de Prevención establecerá la periodicidad de las visi-

tas que tendrán un carácter preventivo y disuasorio, y formarán parte de un pro-

ceso continuo de análisis del sistema de detención,47 que deberá tomar en cuenta

la problemática presentada en las distintas regiones y lugares de detención del país. 

AArrttííccuulloo  3300..  Las visitas a los lugares de detención deberán ser recurrentes.48 Debe-

rán combinarse visitas exhaustivas de varios días de duración, realizadas por un

equipo multidisciplinario, con visitas especiales más breves en intervalos aleato-

rios.49

AArrttííccuulloo  3311..  El Consejo Nacional de Prevención tendrá plena libertad para escoger

los lugares de detención en que realizará las visitas. Sin embargo, deberá asegurar

que los programas de monitoreo contemplen visitas exhaustivas como mínimo una

vez al año a lugares con problemas consabidos, así como en lugares donde exista
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45 En el debate en España, algunos sectores han llamado a que los miembros del Mecanismo no sean

funcionarios públicos como medida para asegurar su independencia.
46 Esto se deriva del artículo 21.1 del Protocolo Facultativo, citado más arriba y que establece: “1. Nin-

guna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción alguna contra una per-

sona u organización por haber comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier informa-

ción, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de

ningún tipo por este motivo.”
47 La periodicidad de las visitas es un mandato del Protocolo Facultativo, que en su Artículo 1 señala:

“El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas periódicas a cargo de órga-

nos internacionales y nacionales independientes a los lugares en que se encuentren personas priva-

das de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes”.
48 Esta es una de las recomendaciones hechas por la Asociación para la Prevención de la Tortura. Ver

lo dicho en Establecimiento y Designación de Mecanismos Nacionales de Prevención, op. cit., p.17.
49 Recomendación hecha por la APT. Ibid., p. 29.



una alta concentración de detenidos pertenecientes a grupos vulnerables. Con la

posibilidad de realizar visitas especiales de forma intercalada.50

AArrttííccuulloo  3322.. El personal del Consejo Nacional de Prevención podrá realizar visitas sin

previo aviso a los lugares de detención. Estas serán efectuadas en un lugar escogi-

do libremente por el Consejo. 

AArrttííccuulloo  3333.. El personal del Consejo Nacional de Prevención podrá entrevistarse con

las personas privadas de su libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia

de un intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra persona que el

Mecanismo Nacional de Prevención considere que pueda facilitar información perti-

nente.51

TÍTULO SEXTO

INFORMACIÓN RESERVADA

AArrttííccuulloo  3344..  La información desprendida de las visitas, monitoreos y demás acciones

relacionadas con el Protocolo Facultativo será considerada confidencial y de carác-

ter reservado.52

AArrttííccuulloo  3355..  El Consejo Nacional de Prevención no hará pública la información que

tenga carácter reservado.53
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50 Recomendación hecha por la APT. Ibídem, p. 26.
51 Esto es mandato del artículo 21, inciso d, que a la letra dice: “A fin de que los mecanismos naciona-

les de prevención puedan desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se

comprometen a darles: Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin tes-

tigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en caso necesario, así como con cualquier

otra persona que el mecanismo nacional de prevención considere que pueda facilitar información

pertinente”.
52 En dado caso, el MNP debería tener la facultad de cambiar la calificación de la información para

hacerla pública —por otro lado no queda claro si la información reservada entregada al Mecanismo

sigue teniendo ese carácter de reservado o si el mismo Mecanismo debe clasificar toda la informa-

ción que le viene. En este sentido, puede ser demasiada amplia la reserva de la información previs-

ta en este artículo. Tampoco se trata el aspecto relacionado con que si la comunicación con el Sub-

comité de Prevención en forma confidencial pudiera abarcar información reservada. Se tendría que

aclarar estos aspectos para que fuera efectiva la comunicación con el Subcomité, el cual, según el

Artículo 16 del Protocolo, tiene la obligación de mantener la confidencialidad de la información que

recibe de los mecanismos nacionales a menos que el Estado la haga pública primero, o el Estado con-

siente la publicación de la información. En este sentido, también, podría ser demasiada amplia la

reserva que se propone en este artículo.
53 Según el artículo 2 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-

mental: “Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los particulares

tendrán acceso a la misma en los términos que ésta señala.” Sin embargo, la propia Ley establece



AArrttííccuulloo  3366.. Los datos personales deberán ser siempre protegidos, por lo que no

podrán publicarse sin el consentimiento expreso de la persona interesada. 

El Consejo deberá reglamentar la implementación de este artículo para su debi-

do cumplimiento.

TTrraannssiittoorriiooss::  

AArrttííccuulloo  PPrriimmeerroo:: La convocatoria a la que se refiere el artículo 9 deberá publicarse

en el Diario Oficial de la Federación a más tardar 30 días después de la entrada en

vigor de esta Ley y dará un plazo razonable para presentar las candidaturas.
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excepciones a la regla general: “Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: […] VI. Infor-

mación reservada: Aquella información que se encuentra temporalmente sujeta a alguna de las

excepciones previstas en los Artículos 13 y 14 de esta Ley.” Artículo 14: “También se considerará

como información reservada: I. La que por disposición expresa de una Ley sea considerada confiden-

cial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial […]” Lo anterior, por mandato

expreso del Protocolo Facultativo que en su artículo 21.2 señala: publicarse datos personales sin el

consentimiento expreso de la persona interesada”.
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Nota del editor

Este artículo refiere al marco jurídico mexicano en materia de acceso a la informa-

ción pública para aproximar las reglas sobre el acceso y utilización de la información

en la gestión del Mecanismo Nacional de Prevención de la tortura u otros tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes. Como se señala en el texto, dicho marco

jurídico refiere a que la reglamentación respectiva debe diseñarse en función del

mandato específico del Mecanismo. A continuación se exploran algunos aspectos de

esa aplicación, con el reconocimiento de que el Mecanismo, una vez que entre en

operación, tendrá que determinar cómo cumplir de la mejor manera con este

importante aspecto de su gestión. 
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Introducción

El Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura

y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes establece la implementa-

ción de un Mecanismo Nacional de Prevención (MNP). En nuestro país, la implemen-

tación de un MNP traería como resultado un avance significativo en el derecho de

acceso a la información y el monitoreo de las condiciones de detención bajo los

reflectores de la opinión pública.1

Éstos son lugares cerrados y quienes están detenidos se encuentran fuera del

alcance de la mirada de la sociedad, y por ende dependen, casi totalmente, de las

autoridades y funcionarios públicos que garanticen su protección, derechos y

medios de subsistencia. 

Lo anterior, no implica necesariamente que existan problemas serios en los luga-

res de detención o desconfianza general en los funcionarios encargados de los mis-

mos. En realidad tiene que ver más con someter al escrutinio público la gran dife-

rencia de poder que existe entre la autoridad encargada de la custodia de la perso-

na detenida, lo cual coloca a ésta última en una situación de vulnerabilidad. Por lo

anterior, un mecanismo de control permitiría disminuir el riesgo de que ocurran

malos tratos, y también contribuiría a la transparencia y rendición de cuentas de los

lugares de privación de la libertad, incrementando así la legitimidad de la adminis-

tración del lugar y la confianza pública en las instituciones.

La implementación del MNP presenta, por tanto, un nuevo escenario que vale la

pena discernir, lo cual justifica la elaboración de este estudio. ¿Cómo será el funcio-

namiento del MNP? ¿Qué necesita para cumplir su mandato? ¿A qué información

tendrá acceso? ¿Cuál es la finalidad de esa información? ¿Cuáles serán las proble-

máticas a las que se enfrentará el MNP? Estas son algunas de las preguntas que fue-

ron planteadas para desarrollar el escenario que tendrá el MNP sobre acceso y uti-

lización de la información.
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1 La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a partir del 2000 a la fecha, ha emitido 4 informes

especiales y 22 recomendaciones generales que se encuentran disponibles en la página web del orga-

nismo www.cndh.org.mx. Entre las recomendaciones generales hay una sobre Mujeres Internas (núme-

ro 3), otra sobre Internos con trastornos mentales (número 9), y una tercera sobre Tortura (número

10). Respecto a los informes especiales, están los relativos a las condiciones en las estaciones migrato-

rias, otro sobre los CERESOS y otro sobre lugares de detención para menores y uno respecto a los

reclusorios en el D.F. Asimismo, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal ha hecho dos

Informes Especiales sobre Centros de Reclusión en el D.F. (2004 y 2005), así como un Diagnóstico Inte-

rinstitucional del Sistema Penitenciario, a los que se pueden acceder en www.cdhdf.org.mx . 



Para cumplir su mandato, el MNP necesita, en un sentido formal, hacer valer

normas jurídicas que le permitan tener acceso a las instalaciones de los centros de

detención y a la información (tanto de funcionarios y servidores públicos cuyo tra-

bajo implica la detención o custodia de personas privadas de su libertad, como la

relativa al estado y situación de éstas últimas en los lugares de detención). En un

sentido material, necesita del personal calificado que gestione y tramite adecuada-

mente la información recabada de las actividades del MNP.

El MNP podrá enfrentarse a diversos desafíos, entre los cuales pueden estar: 

•  La falta de cooperación entre dependencias u organismos, sobre todo en el sec-

tor militar, debido a las normas técnicas establecidas para la integración y divul-

gación de tal información; 

•  En materia penal, la legislación establece la secrecía de ciertas actuaciones bajo

pena en caso de divulgar cierta información; 

•  Por lo que respecta al sector salud, la legislación establece el carácter confiden-

cial del expediente clínico.2

Por su parte, el marco constitucional mexicano no reconoce expresamente la necesi-

dad de protección de las personas ante el tratamiento automatizado de sus datos,

tampoco existe una protección específica para el tratamiento de los datos personales.

No obstante, la intimidad en los datos de salud encuentra su fundamento constitucio-

nal en los principios de protección en contra de actos de privación y actos de molestia.

AAccttooss  ddee  pprriivvaacciióónn::  Artículo 14 constitucional. Nadie podrá ser privado de la liber-

tad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante

los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades

esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al

hecho.

AAccttooss  ddee  MMoolleessttiiaa::  Artículo 16 constitucional. Nadie puede ser molestado en su

persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del proce-

dimiento.

Este derecho se configura, en lo esencial, como un derecho negativo o de defensa,

el cual persigue proteger una esfera íntima y privada. Puede concebirse como una
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2 Artículo 57, Fracción V del Reglamento de Servicios Médicos del Instituto de Seguridad y Servicios

Sociales de los Trabajadores del Estado: “Para los efectos de este Reglamento se entenderá por:

Expediente Clínico.- […] Es de carácter legal, confidencial y propiedad del Instituto, la falta de su

apertura o integración, así como su mal uso, serán motivo de la aplicación de las sanciones corres-

pondientes”.



facultad de exclusión ejercida por el titular a efecto de limitar a los demás el acce-

so o tratamiento de su información, pero las facultades no se limitan a las negati-

vas, ya que paulatinamente se han incorporado poderes de disposición o control

manifestados en forma de consentimiento o autorización para el empleo o trata-

miento de los datos o información propias de la esfera particular del ciudadano.

En su vertiente positiva o prestacional, el derecho a la intimidad implica la facul-

tad del titular de exigir la intervención de los poderes públicos para proporcionar

una efectiva protección a la información sobre su persona que se encuentre en

poder del Estado.

De esta manera, las autoridades deben tomar las medidas correspondientes

para garantizar que la información de las personas no pueda ser accesible a nadie o

sólo pueda ser empleada para los fines que el titular consintió.

La intimidad es parte substancial de la dignidad de la persona3 y como tal se sus-

tenta en los principios de I) transparencia, la cual encuentra su base en el conoci-

miento de la información, derecho de cada individuo a saber sus datos en poder del

Estado; y II) opacidad, es decir, la facultad de cada uno de reservarse aquella infor-

mación personal que no se quiere hacer pública.

Cabe resaltar que México no cuenta con una ley sobre protección de datos perso-

nales, y los siete artículos que conforman el capítulo IV de la Ley Federal de Transpa-

rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG) no son suficientes. 

El principio de legalidad establece que el Estado sólo puede hacer aquello que

tiene expresamente permitido por las leyes, mientras que los ciudadanos pueden

hacer todo aquello que no esté expresamente prohibido. La falta de regulación

sobre la protección de datos personales puede afectar el funcionamiento y la ope-

ratividad del MNP, pues pudiera ser que el supuesto jurídico no se encuentre tipifi-

cado o regulado, dando como resultado un conflicto de normas o bien omisión de

sanciones, y por ende, impunidad.

Por lo anterior, la ley que establezca la naturaleza jurídica del MNP deberá, por

lo menos, establecer los estándares básicos del almacenamiento, gestión y trata-

miento de los datos personales recabados en el curso de las actividades del MNP, así

como el tipo de responsabilidades y sanciones a los funcionarios del MNP respecto

del mal uso, alteración o difusión de datos personales.

Sin importar su ubicación institucional, el MNP deberá estar sujeto a las reglas

mínimas de transparencia y rendición de cuentas establecidas por la LFTAIPG. 

A continuación se plantean estrategias sobre el acceso y utilización de la infor-

mación que pretenden coadyuvar al trabajo del MNP dirigido a la prevención y erra-

dicación de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,

razón por la cual servirán como referencia en la implementación del MNP.
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3 Se configura como un derecho inherente a todo individuo.



Funcionamiento del MNP

Una premisa fundamental para el adecuado funcionamiento del MNP debe considerar

que tanto el Subcomité Internacional de Prevención como aquél, deben tener acceso a

todos los lugares, oficiales y no oficiales, donde se encuentre un individuo privado de su

libertad, incluyendo, por ejemplo (sin que la siguiente pretenda ser una lista taxativa):

•  Cárceles y estaciones de policía,

•  Vehículos u otros medios utilizados para el transporte de detenidos,

•  Centros de detención preventiva,

•  Centros para jóvenes y adolescentes,

•  Lugares de detención administrativa,

•  Instalaciones de seguridad y fuerzas militares,

•  Centros de detención para inmigrantes y solisitantes de asilo,

•  Zonas de tránsito en aeropuertos,

•  Puntos de control en zonas fronterizas,

•  Instituciones médicas y psiquiátricas.

Se deberá garantizar que los expertos que integran los mecanismos tengan ciertos

derechos y poderes para que sus visitas sean efectivas. Entre los derechos y pode-

res se incluyen:

•  El derecho a realizar entrevistas en privado y sin testigos, sin vigilancia personal,

electrónica, ni de ninguna clase, con cualquier persona privada de su libertad; así

como a entrevistar a otras personas como personal de seguridad, médicos y

familiares de la persona detenida;

•  Acceso irrestricto a todos los archivos y expedientes médicos, clínicos o notas

médicas (en caso de que se cuente con ellas y en colaboración con el MNP) de

cualquier detenido y el derecho a revisar las medidas disciplinarias, sanciones y

otros documentos pertinentes, como los registros con el número de personas

detenidas y la localización de los lugares de detención;

•  Acceso a todos los servicios de las instalaciones incluyendo, por ejemplo, dormi-

torios, comedores, cocinas, celdas de aislamiento, baños, áreas de ejercicio, talle-

res y unidades de atención médica;

•  Acceso a listas de detenidos, y de distribución de artículos de asistencia a los

detenidos.

•  Considerar la posibilidad de otorgar fe pública, en el ámbito de su competencia,

al personal que realice las visitas, con el objetivo de validar las prácticas imple-

mentadas por los centros de detención.
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El MNP deberá realizar un trabajo de seguimiento y coordinación con funcionarios

de los centros de detención. Para ello, debe lograrse un consenso entre los directi-

vos de las instituciones y conformar una comisión interinstitucional cuya agenda

abarque situaciones generales y concretas que se observen en las inspecciones de

los distintos centros. 

La comisión estaría conformada por los funcionarios de las distintas áreas del

MNP que realizan las inspecciones y por los funcionarios de los centros de detención.

Tipos de información a los que tendrá acceso el MNP

El MNP tendrá acceso a la información que generan, procesan y almacenan los cen-

tros de detención, la cual se divide en tres rubros: información institucional, admi-

nistrativa y jurídico-clínica.

La información institucional es aquella que está relacionada con las actividades que se

realizan para garantizar que las instituciones en cuestión se encuentren en condicio-

nes de prestar el servicio de administración de justicia o de salud (clínico). Al efecto se

incorporan cuestiones que se relacionan con la manera en la que se ofrece el servicio

de administración de justicia y/o de salud, así como aquellas cuestiones que involucran

las condiciones en las que los funcionarios jurisdiccionales y/o del sector salud se rela-

cionan con la institución.

En las actividades relacionadas con la prestación del servicio de administración de jus-

ticia o de salud, es relevante la información relacionada con el trabajo que realiza coti-

dianamente la institución, su impacto en la sociedad y los servicios que realiza o pres-

ta (como por ejemplo las visitas familiares, medidas de seguridad para el ingreso, visi-

tas íntimas, sanciones, los hijos(as) de madres en reclusión, etcétera).

Típicamente, estas cuestiones se reflejan en estadísticas. Además, en esta categoría de

información se incluyen los datos que se generan con motivo de la organización y admi-

nistración de la institución; desempeño de los servidores y funcionarios públicos, su dis-

ciplina y su desarrollo profesional en la institución; mecanismos existentes para la selec-

ción, designación, supervisión y evaluación del personal.

La información administrativa es toda aquella relacionada con el manejo de los recur-

sos al interior de la institución o centro de detención. Al efecto, se incluyen datos

sobre los recursos financieros —presupuesto y salarios—, recursos humanos —núme-

ro de empleados y su distribución—, plantillas, declaraciones patrimoniales, recursos

materiales y equipamiento.

La información jurídico-clínica es toda aquella relacionada con el tratamiento y expe-

dientes jurídicos de los detenidos, las condiciones de su detención, los expedientes

clínicos, información sobre su condición física y mental. 
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Estos tres tipos de información serán procesados y almacenados por el MNP duran-

te sus visitas a los centros de detención. Gran parte de la información recolectada

se plasmará en los informes dirigidos al Subcomité con carácter de confidencialidad,

y para los informes que deba hacer públicos bajo los principios de transparencia y

rendición de cuentas, deberá reservar información considerada como sensible. Esta

última parte la desarrollaremos más adelante. A continuación abordaremos los tipos

de información que generará, procesará y almacenará el MNP.

Tipos de información que manejará el MNP

Los tipos de información que manejará el MNP y que deberán incluirse en sus informes

al Subcomité son básicamente tres: la información institucional, la administrativa y sobre

su mandato. Las dos primeras se derivan de los centros o instituciones de detención.

La información institucional

En este rubro, el MNP deberá indicar en sus informes los centros de detención que

visitó y las actividades que éstos realizan para garantizar las óptimas condiciones en

las que prestan el servicio de administración de justicia o de salud (clínico). Asimis-

mo, se informará la manera en la que se ofrece este servicio, y cuestiones que invo-

lucran las condiciones en las que los funcionarios jurisdiccionales y/o del sector

salud se relacionan con la institución.

Aunado a lo anterior, los datos que se generan con motivo de la organización y

administración de la institución; desempeño de los servidores y funcionarios públicos,

su disciplina y su desarrollo profesional en la institución, datos sobre los mecanismos

existentes para la selección, designación, supervisión y evaluación del personal.

La Información administrativa

El MNP deberá informar cual es el manejo de los recursos al interior de la institución

o centro de detención; incluir datos sobre los recursos financieros —presupuesto y

salarios—, recursos humanos —número de empleados y su distribución—, plantillas,

declaraciones patrimoniales, recursos materiales y equipamiento.

La información sobre su mandato

Este rubro versa sobre la información generada por el MNP, es decir, los datos que

se producen durante la tramitación de las visitas e investigaciones realizadas por el

MNP; datos contenidos en los expedientes judiciales y/o clínicos, datos obtenidos

en las entrevistas, por la observación de las instalaciones, etcétera. Esta informa-

ción es de carácter sensible y sólo tendrán acceso a ella el personal del MNP y el

Subcomité de Prevención, en virtud de lo dispuesto por el artículo 21 del Protoco-

lo, que a la letra dice:
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ARTÍCULO 21.

(…)

2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de prevención

tendrá carácter reservado. No podrán publicarse datos personales sin el consenti-

miento expreso de la persona interesada.4

Información Información 

Institucional Institucional

Información Mecanismo Nacional Centros de Información

Administrativa de Prevención detención Administrativa

Información Información 

sobre su mandato Jurídico-clínica

Sin importar la ubicación institucional que se le otorgue al MNP, se deben conside-

rar dos escenarios sobre acceso a la información: el primero en un ámbito entre ins-

tituciones, es decir, el MNP frente a las instituciones o centros de detención y el

acceso a la información y su tratamiento; el segundo, el MNP frente al derecho de

acceso a la información que tienen los ciudadanos y su deber de informar. 

MNP frente a los centros de detención

El MNP, para realizar su mandato, necesita contar con elementos jurídicos que le

permitan el libre acceso a las instalaciones de los centros de detención, así como a

la información contenida en los expedientes judiciales y clínicos. Para ello, deberá

invocar como pieza clave el último párrafo del artículo 14 de la LFTAIPG que señala:

ARTICULO 14. (…)

No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de

violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad. 

El párrafo anterior señala claramente que la información sobre investigaciones de

violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad no

puede reservarse. En este sentido, si el MNP tuviera información al respecto, no

podría reservarla frente a la realización de una investigación de hechos de este tipo. 
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En este mismo sentido, la fracción XIX del artículo 8 de la Ley Federal de Res-

ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, establece como obliga-

ción de los servidores públicos:

Articulo 8. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones:

(…)

XIX. Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda información y datos solicitados

por la institución a la que legalmente le competa la vigilancia y defensa de los dere-

chos humanos. En el cumplimiento de esta obligación, además, el servidor público

deberá permitir, sin demora, el acceso a los recintos o instalaciones, expedientes o

documentación que la institución de referencia considere necesario revisar para el

eficaz desempeño de sus atribuciones y corroborar, también, el contenido de los

informes y datos que se le hubiesen proporcionado;

Este precepto legal permite que el MNP tenga acceso a las instalaciones de los cen-

tros de detención, así como a la información que generan y almacenan, incluyendo

los expedientes y documentos tanto jurídicos como clínicos relacionados con los

detenidos. Además, señala que puede corroborar el contenido de los informes y

datos que se le hubiesen proporcionado, por lo que da pie a las entrevistas con los

detenidos y personal de los centros de detención.

Mediante la implementación de estos dos preceptos en la ley respectiva que le

dé origen, el MNP podrá realizar su mandato de prevención en sentido amplio.

En caso de un evento considerado como imprevisto, por ejemplo los motines

dentro de los centros de detención o detenciones masivas por manifestaciones, el

MNP deberá tener acceso a las instalaciones de los centros de detención y a los

expedientes judiciales y clínicos con el objetivo de prevenir la tortura y tratos crue-

les; pero sobre todo, dará seguimiento al caso en general.

Ahora bien, podrá darse que el MNP reciba información sobre un caso en parti-

cular o en el caso de constatar prácticas sistemáticas de tortura o maltrato como

producto de la persecución de un grupo de personas a raíz de las visitas a lugares

donde se encuentran personas privadas de su libertad. Aunque el MNP no da segui-

miento a la investigación de hechos, más allá de lo que implicaría conocer cómo

estos hechos caben dentro de un esquema de prácticas institucionales generales.

Por lo que, para la investigación del caso particular, se deberá canalizar la informa-

ción para que los organismos respectivos investiguen y sancionen a los responsa-

bles. En el caso de anticipar y asesorar para poner en práctica medidas de preven-

ción, pues no necesariamente se está ante una investigación de un caso particular.

Dentro de este cuadro general se tendría que determinar las responsabilidades de

los funcionarios del MNP respecto a la comunicación de información (qué informa-

ción y a quién, y con qué reserva o nivel de confidencialidad, y en qué casos hacer-

la pública) sobre posibles casos de violaciones graves a derechos fundamentales o

delitos de lesa humanidad. 
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Facultades del MNP establecidas en el Protocolo

El Protocolo, al no admitir reserva alguna, obliga al Estado a crear el MNP,5 pero

sobre todo, a facultarlo por lo menos con las siguientes atribuciones:

Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las siguientes

facultades:

a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en luga-

res de  detención, según la definición del artículo 4, con miras a fortalecer, si

fuera necesario, su protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes;

b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de prevenir

la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando

en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas;

c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de los pro-

yectos de ley en la materia.6

En este mismo sentido se establece el mandato del Subcomité para la Prevención:

El mandato del Subcomité para la Prevención será el siguiente:

a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer recomendaciones a los

Estados Partes en cuanto a la protección de las personas privadas de su liber-

tad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de prevención:

I)  Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesario, a estable-

cerlos;

II) Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial, con los mecanis-

mos nacionales de prevención y ofrecerles formación y asistencia técnica

con miras a aumentar su capacidad;

II I) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención en la evalua-

ción de las necesidades y las medidas destinadas a fortalecer la protección de
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personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas

crueles, inhumanos o degradantes;

IV) Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes con miras a refor-

zar la capacidad y el mandato de los mecanismos nacionales para la prevención

de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los órganos y meca-

nismos pertinentes de las Naciones Unidas así como con instituciones u organi-

zaciones internacionales, regionales y nacionales cuyo objeto sea fortalecer la

protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes.7

El MNP frente al derecho de acceso a la información 

El MNP debe considerar la obligación de la transparencia y rendición de cuentas a

los gobernados, por lo que deberá cumplir por lo menos con lo establecido en el

artículo 7 de la LFTAIPG:

I.     Su estructura orgánica; 

II.    Las facultades de cada unidad administrativa; 

III.   El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o

sus equivalentes; 

IV.   La remuneración mensual por puesto, incluso el sistema de compensación,

según lo establezcan las disposiciones correspondientes; 

V.   El domicilio de la unidad de enlace, además de la dirección electrónica donde

podrán recibirse las solicitudes para obtener la información; 

VI.   Las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad con sus

programas operativos; 

VII.  Los servicios que ofrecen; 

VIII. Los trámites, requisitos y formatos. En caso de que se encuentren inscritos en

el Registro Federal de Trámites y Servicios o en el Registro que para la materia

fiscal establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, deberán publicar-

se tal y como se registraron; 
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IX.  La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre

su ejecución, en los términos que establezca el Presupuesto de Egresos de

la Federación. En el caso del Ejecutivo Federal, dicha información será pro-

porcionada respecto de cada dependencia y entidad por la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público, la que además informará sobre la situación eco-

nómica, las finanzas públicas y la deuda pública, en los términos que establez-

ca el propio presupuesto; 

X.   Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obliga-

do que realicen, según corresponda, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo

Administrativo, las contralorías internas o la Auditoría Superior de la Federa-

ción y, en su caso, las aclaraciones que correspondan; 

XI.   El diseño, ejecución, montos asignados y criterios de acceso a los programas

de subsidio. Así como los padrones de beneficiarios de los programas sociales

que establezca el Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación; 

XII.  Las concesiones, permisos o autorizaciones otorgados, especificando los titu-

lares de aquéllos; 

XIII . Las contrataciones que se hayan celebrado en términos de la legislación aplica-

ble detallando por cada contrato: 

a)  Las obras públicas, los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contra-

tados; en el caso de estudios o investigaciones deberá señalarse el tema

específico; 

b)  El monto; 

c)  El nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con

quienes se haya celebrado el contrato, y 

d)  Los plazos de cumplimiento de los contratos; 

XIV. El marco normativo aplicable a cada sujeto obligado; 

XV. Los informes que, por disposición legal, generen los sujetos obligados; 

XVI. En su caso, los mecanismos de participación ciudadana, y 

XVII. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, ade-

más de la que con base a la información estadística, responda a las preguntas

hechas con más frecuencia por el público. 
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La información a que se refiere este Artículo deberá publicarse de tal forma que

facilite su uso y comprensión por las personas, y que permita asegurar su calidad,

veracidad, oportunidad y confiabilidad. Las dependencias y entidades deberán aten-

der las recomendaciones que al respecto expida el Instituto. 

Las fracciones VII y VIII no son aplicables al MNP.

Si bien el Protocolo establece que el Mecanismo Internacional de Prevención

(Subcomité de Prevención) trabajará bajo los criterios de confidencialidad, no exige

lo mismo a los Mecanismos nacionales. 

Es fundamental que el MNP haga una buena divulgación de su trabajo y respon-

da abiertamente a las consultas que le puedan hacer no sólo los representantes de

la sociedad civil, representantes políticos, organismos internacionales y cualquier

otra entidad, sino también a la sociedad en general. 

Esta transparencia permitirá también evaluar el buen funcionamiento del MNP y

fortalecerá su independencia. Al mismo tiempo, logrará o establecerá niveles de

confianza e interlocuciones importantes con las instituciones a manera de poder

apoyar la implementación de prácticas institucionales que eliminen factores de ries-

go para la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Solicitudes de acceso a la información

Por lo que respecta a las solicitudes de acceso a la información que se generen por

la LFTAIPG, el MNP clasificará como reservada la información de carácter confiden-

cial recogida durante sus visitas. No publicará datos personales8 (datos que logren

identificar a la persona que sufrió tortura o malos tratos) sin el consentimiento

expreso de la persona detenida.9

Lo anterior no significa que negará el acceso a la información, por lo que debe-

rá realizar versiones públicas que permitan el equilibrio entre el derecho de la vícti-

ma a la privacidad y el derecho de acceso a la información que tiene la sociedad en

general.10
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El interés del resto de personas físicas o jurídicas por conocer los datos perso-

nales relacionados con las personas detenidas, deberá quedar limitado a tenor de lo

siguiente:

Si la persona está interesada en conocer los datos por ella suministrados, tendrá el

derecho de acceso a dicha información y podrá ejercer sobre la misma su derecho

de rectificación, que no de su cancelación.

Cualquier acceso a otras partes de la información judicial o clínica deberá quedar

condicionado a la obtención de la autorización de la persona detenida, o si ésta no

estuviera capacitada para dar su consentimiento, por sus representantes legales o

autoridad judicial.

Si la persona solicitante de la información estuviere legalmente autorizada para

obtener determinados datos judiciales o clínicos, éstos deberán ser suministrados

con el carácter de confidencialidad bajo la permanente custodia de profesionales

sujetos a obligación de secreto profesional, o sin tal carácter, siempre y cuando pre-

viamente se haya disociado el nombre y circunstancias del detenido, de forma tal

que el contenido de los datos no permita determinar a la persona a que hacen refe-

rencia ni, por ende, inferir en su esfera de intimidad personal o familiar.

Cuando sea la autoridad judicial la solicitante de la información, su petición deberá ir

acompañada de las motivaciones de la misma delimitando los documentos a aportar,

lo que deberá ser tenido en cuenta por el responsable del sistema. Éste último debe-

rá notificar de la solicitud y su alcance a la persona detenida, con objeto de obtener

su consentimiento, en su caso, para la cesión.

Aunado a lo anterior, deberán considerarse los lineamientos respectivos a protec-

ción de datos personales elaborados por el Instituto Federal de Acceso a la Infor-

mación Pública (IFAI).11

Publicación de los informes

Los informes elaborados por el MNP contendrán información recolectada por las

visitas a los centros de detención, la cual será plasmada en los informes dirigidos

al Subcomité con carácter de confidencialidad, y para los informes que deba

hacer públicos bajo los principios de transparencia y rendición de cuentas, debe-

rá reservar información considerada como sensible (datos personales). Para la

publicación de los informes suprimirá cualquier dato que pueda identificar a la

211A C C E S O  Y  U T I L I Z A C I Ó N  D E  L A  I N F O R M A C I Ó N

11 http://www.ifai.org.mx/datos_personales/nacionales.htm.



persona detenida a menos que tuviera el consentimiento de la persona para publi-

carlo.12

Los informes podrán ser dados a conocer públicamente una vez que el MNP

haya finalizado ciertas etapas del trabajo, como por ejemplo la investigación sobre

el funcionamiento de los lugares de detención y los factores de riesgo de tortura o

trato cruel, tanto intrínsecos como extrínsecos, así como el diálogo con las institu-

ciones dirigido a implementar prácticas que eliminen esos factores de riesgo: es

decir, mientras el MNP no dé por concluido su trabajo respecto al centro de deten-

ción, el informe se podrá considerar como información reservada. Se tendría que

compaginar esta facultad con su obligación de realizar un informe anual, y la posi-

bilidad de realizar actividades de difusión sobre sus actividades de manera que for-

talezca la implementación de su mandato. La reglamentación de este aspecto de su

trabajo tendrá que tomar en consideración los diversos factores que se han men-

cionado en este artículo como condicionantes de las prácticas de acceso y utiliza-

ción de la información. 

Si del informe realizado por el MNP resultare que el centro de detención debie-

ra corregir o modificar parte o la totalidad de las condiciones de detención, el MNP

podrá acordar, junto con el centro de detención, un plazo definido para realizar las

modificaciones pertinentes, las cuales se podrían incluir en el informe. Por lo ante-

rior, éste último no tendría que publicarse sino hasta concluido el plazo.

Una vez concluido dicho plazo, el informe podrá ser información pública, y en él

se especificaría si el centro de detención cumplió o está en vías de cumplir o no con

las recomendaciones del MNP.

Versiones Públicas

El artículo 43 de la LFTAIPG establece que las unidades administrativas podrán

entregar documentos en los que conste la información, a la vez que se permite eli-

minar partes o secciones clasificadas, de acuerdo con los Lineamientos para la Ela-

boración de Versiones Públicas por parte de las Dependencias y Entidades de la

Administración Pública Federal, emitidos por el IFAI. Bajo este esquema, el MNP

podrá elaborar versiones públicas de los casos que tenga conocimiento y que le

sean solicitados por la sociedad en general.

En los casos en que un documento o expediente contenga partes o secciones

clasificadas como confidenciales, el MNP podrá elaborar la versión pública, omitien-

do las partes o secciones clasificadas y señalando aquéllas que fueron omitidas. No

podrá omitirse: 
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El nombre de los servidores públicos en los documentos, ni sus firmas autógrafas.La

información que documente decisiones y los actos de autoridad de las dependencias

y entidades, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores

públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos.

Operatividad del MNP13

Proponemos que el MNP opere bajo los siguientes 5 ejes básicos que le permitirán

recabar la información como resultado de las visitas a las instalaciones de los cen-

tros de detención.

1. Solicitud de colaboración con las autoridades.

Obtención de información previa para planear la actividad del MNP, de acuerdo al

número de lugares de detención existentes en el país y de qué tipo son.

2. Tamaño y composición de los equipos de visitas del MNP.

Dependerá de la cantidad de detenidos de interés para el MNP y las condiciones

materiales de detención existentes. 

3. Duración de la visita.

La visita a un lugar puede variar de uno a varios días, dependiendo de la cantidad de

detenidos de interés para el MNP, el tamaño del lugar de detención y del tamaño del

equipo de detención.

4. Tipos de visitas.

Podrían desarrollarse las visitas completas, de seguimiento y de emergencia o

ad hoc:

Visitas completas: implican inspección detallada y minuciosa de todos los aspectos

relativos a las condiciones de vida de los detenidos y su trato.

Visitas de seguimiento: el MNP podrá llevar a cabo un seguimiento de la evolución de

casos individuales o los problemas particulares que habrán sido el objeto de una

observación durante una visita anterior.
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Visitas de emergencia o ad hoc: para tratar problemas humanitarios, individuales

o colectivos, que requieran de una intervención urgente relacionada con la pre-

vención. 

5. Desarrollo de la visita.

Sin importar el lugar de detención, la duración de la visita, la cantidad de detenidos,

el tamaño del equipo de visitantes del MNP, éstas deberán desarrollarse:

a) Entrevista inicial con las autoridades a cargo del lugar de detención.

Con el objetivo de:

Presentar al MNP (objetivos, principios, misión, actividades y métodos de trabajo) a

las autoridades.

Explicar el propósito de la visita y discutir el desarrollo de la misma con las autoridades.

Obtener información administrativa necesaria para la visita (identidad de las autori-

dades, datos cuantitativos y estructurales sobre el lugar de detención, reglamento

interno, población carcelaria, categorías de detenidos, servicios médicos, sanitarios

y la lista establecida de los mismos).

Comprender el funcionamiento del lugar de detención, los problemas a los que se

deben enfrentar las autoridades, mejoras logradas desde una visita anterior, etcé-

tera.

b) Recorrido del lugar de detención.

El equipo del MNP visitará todas las instalaciones del lugar de detención, las celdas,

los dormitorios, los patios, los inodoros, las duchas, las salas de visita, las cocinas, los

talleres, los lugares recreativos para deportes o fines religiosos, las celdas de casti-

go o aislamiento, los consultorios médicos o enfermerías.

El recorrido se efectuará en compañía del director encargado del establecimien-

to o una persona designada por él. Su presencia es necesaria para guiar al equipo del

MNP, responder a sus preguntas y asegurar el acceso a todas las instalaciones.Con el

objetivo de:

Obtener la imagen más precisa y completa de la organización y estructura del lugar

de detención.

Corroborar los lugares a los cuales las autoridades podrán referirse durante entre-

vistas ulteriores.
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c) Entrevistas en privado con los detenidos.

El equipo del MNP debe disponer del tiempo necesario para poder hablar con los

detenidos de su elección en el lugar de su preferencia. Además de poder registrar

las identidades de los detenidos, el propósito de las entrevistas en privado es:

Comprender las condiciones de detención y de trato como son percibidos por los

detenidos;

Entender sus problemas y preocupaciones individuales.

La información recabada durante las entrevistas brinda elementos más precisos y

completos en cuanto a la vida interior del lugar de detención, que van más allá de

las impresiones y constataciones visuales de los miembros del MNP.

d) Entrevista con el personal del centro de detención.

El equipo del MNP debe disponer de tiempo para entrevistarse con guardias, cela-

dores, personal administrativo, médicos, etcétera.Con el objetivo de recabar infor-

mación y comprender las condiciones de detención y de trato.

e) Entrevista final con las autoridades encargadas del lugar de detención.

El equipo del MNP informa a las autoridades acerca de sus observaciones y conclu-

siones. Formula recomendaciones y toma nota de las respuestas de las autoridades

para presentarlas en la comisión interinstitucional.

Almacenamiento y tratamiento 

de la Información por parte del MNP

La incorporación de los procesos informativos que se producirán a lo largo de la

actividad preventiva del MNP, y que consisten en sistemas más o menos integra-

dos de gestión automatizada de información documentada, obliga a extremar las

precauciones tendentes a garantizar el objeto y finalidad de los mismos, y en espe-

cial a la preservación de la confidencialidad de aquella información que pudiera

poner de manifiesto aspectos personales, a fin de garantizar la intimidad de las

personas.

Si bien dentro del planteamiento de cualquier sistema de información cabe esta-

blecer objetivos de diversa índole (investigación, de gestión económica o funcional,

sanitaria y judicial), no hay que olvidar que su finalidad básica debe ser la de facili-

tar el tratamiento de la información que, por una u otra causa, haya sido objeto de

labores primordiales del MNP, por la organización o centro de detención y por las

personas detenidas, en su caso, aporta los datos incorporados al sistema. 
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Este principio básico de gestión de la información en beneficio de las personas

detenidas, debe ser el elemento decisorio en la mayoría de conflictos que pudieran

surgir entre la posible colisión del derecho fundamental a la protección de su inti-

midad y los derechos e intereses de terceros.

Entre los datos personales almacenados en los sistemas de información utiliza-

dos por el MNP, hay que diferenciar, en razón del sujeto, los aportados por la per-

sona detenida y los suministrados por el resto de personas (familiares, allegados,

médicos, enfermeros, celadores, personal administrativo, etcétera), y en razón del

objeto, entre la aportación de datos u opiniones sobre la persona detenida y las

referencias a terceras personas.

Los sistemas de información almacenan documentos, es decir, información

incorporada en determinados soportes (papel, radiografías, fotos, discos de orde-

nador, etcétera), y si a efectos jurídicos puede tener cierta relevancia el tipo de

soporte como elemento de prueba debido a su originalidad, integridad o modifica-

bilidad, a efectos del mandato del MNP, lo verdaderamente importante es la utilidad

de la información contenida en los mismos.

No hay que olvidar que junto a esta información documental, en los procesos

informativos se produce otro tipo de información no documentada: la transmitida

de forma oral, que si bien tiene una importante relevancia a efectos de investiga-

ción y recopilación, posee menor trascendencia en cuanto a la conservación de la

misma a lo largo del tiempo, y por ende, en cuanto a su posible inferencia futura en

esferas personales o familiares de intimidad.

Respecto al contenido de la información incorporada a los sistemas de informa-

ción, hay que tener presente que, dada la variedad de necesidades y finalidad bási-

ca de los mismos, la inclusión de datos personales debe hacerse en forma diferen-

ciada, segregando la información sobre las condiciones de detención del resto de

información (administrativa, económica, sanitaria, jurídica, etcétera), evitando

incluir, en cada bloque, información no procedente a tenor de su finalidad.

Obtención de información relacionada 

con la detención y condición física

La obtención y recopilación de la información ha de realizarse en una forma idónea

y adecuada a su finalidad, para lo cual deberán tenerse en cuenta los siguientes

aspectos:

1. En cuanto a la calidad de los datos, estos deberán ser adecuados, pertinentes, no

excesivos en relación con la finalidad perseguida, y responderán con veracidad a

la situación real de las personas detenidas. De ser necesario, de la persona con-

creta.

2. La interpretación de lo anteriormente señalado tiene como objeto la protección

de la intimidad de las personas en cuanto al tratamiento de sus datos. No obstan-
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te, conviene indicar que nada impide al personal del MNP dialogar en forma dis-

tendida con aquellas personas que puedan aportar información relevante sobre la

causa de la prestación asistencial (pacientes, familiares, allegados, personal del

centro de detención, etcétera), sino más bien al contrario.

3. Sería recomendable inquirir sobre aspectos no sustanciales, con objeto de crear

un clima de confianza que permita mejorar los cauces de comunicación y la obten-

ción de un mayor volumen de información de interés para el diagnóstico o la toma

de decisiones relacionadas con la prestación asistencial, y garantizar la certeza o

veracidad de su contenido.

4. En el momento de incorporar la información así obtenida al documento que ha de

integrarse en el sistema informativo, hay que valorar la posible utilidad futura de

dicha información en beneficio de las personas detenidas, y en función de la

misma, incluir o no en los correspondientes documentos las partes de la informa-

ción transmitida oralmente de interés para dilucidar el posible tratamiento.

5. Cuando, por la relevancia de la información, esta debiera ser integrada en el siste-

ma informativo preventivo del MNP, deberá informarse a la persona detenida

sobre dicha circunstancia, a fin de obtener de ella el consentimiento para la trans-

cripción documentada de sus informes u opiniones. Esto cobra especial importan-

cia cuando estos puedan hacer referencia a hechos o circunstancias integrantes

de su propia intimidad o de la intimidad de terceros.

6. El establecimiento previo de la finalidad y posible utilización de la información

documentada por terceras personas, debe servir asimismo al personal del MNP

como elemento determinante del alcance de las anotaciones que, en función de

su actividad, incorporan a los documentos del sistema de información. 

Almacenamiento y gestión de la información 

relacionada con las medidas de seguridad y salud

El almacenamiento, tratamiento y gestión de la información judicial y clínica, debe

realizarse según su finalidad y con las medidas de seguridad adecuadas para evitar

accesos o usos no autorizados, encontrándose entre las mismas, a tenor de lo seña-

lado en el Código Penal Federal, en la Ley del Seguro Social y en la NOM-168-SSA1-

1998, relativa al Expediente Clínico.

1. Se deberá elaborar un documento de seguridad, de obligado cumplimiento, para el

personal con acceso a los datos incorporados al sistema de información, que espe-

cifique los documentos protegidos, las medidas tendentes a garantizar el nivel de

seguridad de los mismos, sus funciones y obligaciones, y los procedimientos de ges-

tión de incidencias y realización de copias de respaldo de los documentos.
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Este documento deberá constituir un elemento sustancial de sensibilización del

personal sobre la necesidad de proteger la confidencialidad de los datos de los

detenidos, sirviendo sus directrices como elemento regulador de esta faceta del

comportamiento ético-profesional.

2. Designación de un responsable de la seguridad de los ficheros constitutivos del sis-

tema de información encargado de controlar el cumplimiento de las medidas de

seguridad.

3. Especificación de funciones de cada una de las personas autorizadas al acceso de

datos nominativos relacionados con la detención y estado físico e información

detallada a las mismas sobre las obligaciones derivadas de dicho acceso.

4. Elaboración y control de un registro de anomalías que afecten o puedan afectar

la seguridad de los datos nominativos.

5. Control de acceso e identificación de los usuarios que accedan al sistema, verifi-

cando que tengan autorización para utilizar la información obtenida del mismo

para el desarrollo de sus funciones, así como establecimiento de mecanismos que

impidan el acceso a recursos diferentes de los autorizados.

6. Almacenamiento, previo inventario, de los soportes que contengan información

de carácter personal en lugares de acceso restringido al personal autorizado para

su utilización; elaboración y control de copias de respaldo de los soportes infor-

matizados que contengan dicha información; y transmisión de soportes o de

información por vía telemática, cuando así fuere necesario, previo cifrado o

implementación de cualquier otro mecanismo técnico que garantice que dicha

información no sea inteligible por terceros no autorizados.

7. Realización de auditorías informáticas periódicas que permitan evaluar la adecua-

ción de las medidas de seguridad, identificar las deficiencias del sistema y reco-

mendar medidas correctoras.

8. Las funciones de custodia y conservación de la información nominativa deberán

ser encomendadas a profesionales sujetos al deber de guardar secreto profesio-

nal, a fin de preservar la confidencialidad de los datos personales, y con ello el

derecho a la intimidad de las personas detenidas.

Destinatarios de la información relacionada 

con las personas que se encuentran privadas de su libertad

Los destinatarios de la información relacionada con las personas que se encuentran

privadas de su libertad son los profesionales que integran el MNP, quienes requieren
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de dicha información para el diagnóstico o toma de decisiones relacionadas con la

prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Respecto a estos profesionales, el acceso a la información del sistema debe que-

dar restringido a los datos que precisen para el correcto cumplimiento de sus fun-

ciones, debiendo mantener la confidencialidad sobre los mismos so pena de incurrir

en el delito de revelación de secretos.

Esta confidencialidad se presenta como un derecho de las personas privadas de

su libertad y una obligación de los profesionales, viéndose reforzada, junto al deber

de guardar secreto profesional, por las obligaciones de sigilo, reserva y custodia de

la información.14

Si en el transcurso de su actividad llegase al conocimiento de cualquier profe-

sional cualquier dato, contenido en el sistema de información, ajeno a su compe-

tencia funcional, se extenderá sobre el mismo el deber de secreto, incurriendo en

causa de responsabilidad si lo divulgase sin consentimiento expreso de la persona

detenida.

Esta circunstancia obliga al MNP a sensibilizar y formar a sus trabajadores o per-

sonas asociadas en cuanto a la obligación de confidencialidad que sobre ellos recae,

evitando que, por desidia o ignorancia, pudiera vulnerarse el derecho a la intimidad

de las personas concernidas por la información que pasa por sus manos en razón de

su actividad.

Otros posibles destinatarios de los datos almacenados en el sistema de informa-

ción son las personas privadas de su libertad. Cualquier detenido que reciba una

entrevista que origine la entrada de sus datos en el sistema de información de la

organización, tendrá derecho a conocer tanto los datos por ella suministrados como

otros referentes a su persona, emitidos por los miembros del equipo del MNP.

El derecho a la información que tiene la persona privada de su libertad cobra

especial importancia en el momento de serle solicitado su consentimiento informa-

do. Hay que señalar que para cumplir, no ya con la letra del precepto legal que lo

exige, sino con su espíritu y finalidad, es preciso que el detenido esté en disposición

de conocer aquellos datos que pudieran tener incidencia en el ejercicio de su libre

elección de opciones, con conocimiento de causa, en forma adecuada a tenor de

sus circunstancias.

Derechos de las personas detenidas 

frente al mandato del MNP

1. La autodeterminación informativa de los datos personales, entendida ésta como

el derecho individualizado a decidir cuales de ellos pueden ser almacenados, trata-

dos o difundidos. La aplicación de este derecho obliga a que, únicamente, se intro-

duzcan en ficheros automatizados los datos nominativos que sean exigibles legal-
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mente y los que las personas detenidas, voluntaria y expresamente, autoricen a

que sean tratados en dichos ficheros.15

2. Este consentimiento, otorgado voluntariamente, podrá ser revocado en cualquier

momento, con causa justificada, por las personas detenidas, debiendo, en dicho

supuesto, cancelarse los datos existentes sobre las mismas, excepto si estos datos

pudieran serles obligatoriamente exigidos.

3. Las personas detenidas ostentan el derecho a recibir una información complemen-

taria (suficiente, precisa e inequívoca) sobre el lugar de ubicación de los ficheros, el

nombre y dirección de los titulares de los mismos, la finalidad perseguida con su

producción, la obligatoriedad o voluntariedad de aportar datos para su inclusión en

los citados ficheros, y las posibles cesiones de los datos almacenados a terceras

personas con las excepciones legalmente establecidas, entre las que cabe reseñar

las cesiones de datos relacionados con la situación jurídica y clínica necesarios.

4. El reconocimiento de la potestad de oposición, por razones legítimas propias de

la situación particularizada del interesado, al tratamiento de los datos que a él se

refieran.

5. La obligación de mantener el secreto profesional respecto de la información sumi-

nistrada por la persona detenida al profesional del MNP, lo que implica que sólo

podrá autorizarse el acceso al total de la información de los centros de detención

a los miembros del MNP, limitándose al resto del personal del MNP el acceso a

aquella información que precisen para realizar las tareas concretas que se les

hayan encomendado.

Medidas de seguridad que se deben explicitar 

en la recolección de datos de los detenidos

Los datos obtenidos deberán utilizarse exclusivamente para la finalidad prevista, no

permitiéndose su utilización, cesión ni tan siquiera conservación para una finalidad

distinta a la inicialmente estipulada.

Con base en las recomendaciones establecidas por el IFAI sobre las políticas

generales para el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de datos perso-

nales, que estén en posesión de las dependencias y entidades de la Administración

Pública Federal,16 se considerarán los mismos niveles de seguridad propuestos:
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NNiivveell  bbáássiiccoo::  

DDaattooss  ddee  iiddeennttiiffiiccaacciióónn::  Nombre, domicilio, teléfono particular, teléfono celular,

correo electrónico, estado civil, firma, firma electrónica, RFC, CURP, cartilla militar,

lugar de nacimiento, fecha de nacimiento, nacionalidad, edad, nombres de familiares

dependientes y beneficiarios, fotografía, costumbres, idioma o lengua, entre otros.

NNiivveell  mmeeddiioo::  

DDaattooss  jjuuddiicciiaalleess  oo  jjuurrííddiiccooss::  información relacionada con la detención, situación jurí-

dica, sobre procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio y/o jurisdic-

cionales en materia penal o administrativa.

NNiivveell  aallttoo::  

DDaattooss  iiddeeoollóóggiiccooss::  Creencia religiosa, ideología, afiliación política y/o sindical, pertenencia

a organizaciones de la sociedad civil y/o asociaciones religiosas, entre otros.

DDaattooss  ddee  ssaalluudd::  Estado de salud, historial clínico, alergias, enfermedades, información

relacionada con cuestiones de carácter psicológico y/o psiquiátrico, incapacidades médi-

cas, intervenciones quirúrgicas, vacunas, consumo de sustancias tóxicas, uso de apara-

tos oftalmológicos, ortopédicos, auditivos, prótesis, entre otros.

CCaarraacctteerrííssttiiccaass  ppeerrssoonnaalleess::  Tipo de sangre, ADN, huella digital, u otros análogos. 

CCaarraacctteerrííssttiiccaass  ffííssiiccaass::  Color de piel, color de iris, color de cabello, señas particulares,

estatura, peso, complexión, discapacidades, entre otros. 

VViiddaa  sseexxuuaall::  Preferencia sexual, hábitos sexuales, entre otros.

OOrriiggeenn::  Étnico y racial.

Lo anterior tiene como propósito que las personas encargadas de los sistemas de

datos personales del MNP identifiquen la clase de información y que den el trata-

miento y manejo adecuado a dichos datos, los cuales no podrán dar a conocer en

solicitudes de acceso a la información y tampoco en los informes de sus activida-

des o de seguimiento.

Deontología de la profesión jurídica y en la atención 

de salud por parte del personal del MNP

Los principios fundamentales son siempre los mismos y se centran sobre las obli-

gaciones que tienen los profesionales ante sus clientes o pacientes individuales,

ante la sociedad en su conjunto y ante sus colegas, con miras a mantener el honor

de la profesión. Estas obligaciones reflejan y complementan los derechos que

corresponden a todas las personas dentro del marco de los instrumentos interna-

cionales.

Los miembros del MNP deben actuar con base en el Protocolo de Estambul

sobre la implementación de los códigos éticos pertinentes, y con respecto a la pro-

fesión de juez señala que: 
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Como árbitros últimos de la justicia, incumbe a los jueces una misión especial en la

protección de los derechos de los ciudadanos. Las normas internacionales atribuyen

a los jueces el deber ético de asegurar la protección de los derechos de los indivi-

duos. El principio 6 de los Principios básicos de las Naciones Unidas relativos a la inde-

pendencia de la judicatura advierte que ‘El principio de la independencia de la judi-

catura autoriza y obliga a la judicatura a garantizar que el procedimiento judicial se

desarrolle conforme a derecho, así como el respeto de los derechos de las partes.

Los miembros del MNP deben establecer como garantía para su actuar la independen-

cia de los Poderes de la Unión en el ejercicio de sus funciones y someterse a la Cons-

titución y a la Ley, con estricto respeto al principio de jerarquía normativa. También

velar por el cumplimiento de la imparcialidad como condición indispensable para el

ejercicio de su función, la cual ha de ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía.

Asimismo, responderán civil, penal y administrativamente de conformidad con

lo establecido en la ley. 

Por lo que respecta al ámbito de la salud, deberá regirse por el Código Interna-

cional de Ética para los Profesionales de la Salud Ocupacional,17 el cual es aplicable a

muchos grupos profesionales que llevan a cabo tareas y tienen responsabilidades

relativas a la seguridad, higiene, salud y medio ambiente en relación al trabajo en las

empresas de los sectores publico y privado.

Como principio básico, este código contempla:

“(…)

2. Los deberes de los profesionales de la salud ocupacional incluyen la protección de

la vida y la salud de los trabajadores, el respeto a la dignidad humana y la promoción

de los más elevados principios éticos en las políticas y programas de salud ocupacio-

nal. También son partes de estas obligaciones la integridad en la conducta profesio-

nal, la imparcialidad y la protección de la confidencialidad de los datos sobre la salud

y la privacidad de los trabajadores.

(…)

18. Los profesionales de la salud ocupacional deben establecer una relación de con-

fianza, credibilidad y equidad con las personas a quienes prestan sus servicios de

salud ocupacional. Todos los trabajadores deben ser tratados de manera equitativa,

sin ser objeto de ningún tipo de discriminación en relación con su condición, sus con-

vicciones o la razón que lo condujo a consultar al profesional de salud ocupacional.

Los profesionales de la salud ocupacional deben establecer y mantener canales de
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comunicación abiertos entre ellos y el funcionario o ejecutivo de la empresa respon-

sable de las decisiones de más alto nivel y los representantes de los trabajadores, en

relación con las condiciones y la organización del trabajo, y el medio ambiente labo-

ral en la empresa.

(…)

21. Los datos médicos personales y los resultados de las investigaciones médicas

deben estar registrados en archivos médicos confidenciales, los cuales deben guar-

darse en forma segura bajo la responsabilidad del médico o la enfermera de salud

ocupacional. El acceso a las fichas o archivos médicos, así como su transmisión, divul-

gación y utilización, se rige por las leyes o normas nacionales que existan y por los

códigos de ética para los profesionales médicos y de la salud. La información conte-

nida es estos archivos solo podrá utilizarse para los fines de la salud ocupacional.

(…)”

Cabe señalar que, además de la aplicación de las normas de conducta antes descri-

tas, deberán implementarse preceptos legales que establezcan responsabilidades

civiles, penales y/o administrativas al personal del MNP por omisiones y acciones a

favor de la generación, gestión y tratamiento de la información.
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Documentos 

de referencia





Introducción 
a los Documentos de Referencia

El primer documento de referencia, “Establecimiento y Designación de los Mecanis-

mos Nacionales de Prevención”,* es el esfuerzo de la Asociación para la Prevención

de la Tortura (APT) de poner en perspectiva las implicaciones del Protocolo Faculta-

tivo en términos concretos respecto al diseño y operación de los mecanismos nacio-

nales de prevención.

En seguida, el lector encontrará las conclusiones de tres de los cinco foros o

talleres que se realizaron en el marco del Proyecto “Implementación de las Reco-

mendaciones derivadas del Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Huma-

nos en México”, sobre la implementación del Mecanismo Nacional de Prevención.

En estos foros se concentró el debate entre los actores pertenecientes a los dis-

tintos ámbitos involucrados en este ejercicio de diálogo, contando con la partici-

pación, además de la OACNUDH, de la Secretaría de Relaciones Exteriores y en

algunas ocasiones el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, así como la

APT. Todas estas actividades se realizaron gracias al financiamiento de la Comisión

Europea. 

Finalmente, se reproduce la propuesta de conformación del Mecanismo Nacio-

nal de Prevención elaborada por la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos

Humaos “Todos los Derechos para Todas y Todos”. Esta Red tiene afiliadas a 54

organizaciones de la sociedad civil de 19 estados de la República, y una cantidad

considerable de ellas participó en la encuesta que forma la base del inventario de

organizaciones e instituciones que realizan visitas a lugares de detención en Méxi-

co. Por otra parte, la Red también ha realizado su propio inventario de las organi-

zaciones que la conforman y que realizan este tipo de visitas, complementando

esta actividad con capacitaciones en materia de visitas a lugares de detención. Este

documento es, sin duda, un referente esencial en el debate sobre la adecuada for-

mación e implementación del Mecanismo Nacional de Prevención en México.
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Prólogo

La Asociación para la Prevención de la Tortura (APT) es una organización no guber-

namental comprometida con la prevención de la tortura y otros malos tratos en el

mundo. En particular, la APT promueve el establecimiento de mecanismos de con-

trol de carácter preventivo como las visitas a lugares de detención por parte de

expertos independientes. Para la consecución de dicho objetivo, la APT desempeñó

un papel central en la elaboración del Protocolo Facultativo de la Convención con-

tra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de las

Naciones Unidas (en adelante el Protocolo Facultativo). 

El propósito de la presente guía es comentar las disposiciones del Protocolo

Facultativo relativas a los mecanismos nacionales de prevención (MNP), y presentar

las consideraciones y recomendaciones de la APT acerca de los requisitos para el

establecimiento y funcionamiento efectivo de dichos órganos. Con esta obra se

pretende principalmente brindar asistencia a los actores nacionales, del gobierno y

de la sociedad civil, implicados en el proceso de designación del MNP en su país. Se

presume que el lector cuenta con cierto grado de familiaridad con el Protocolo

Facultativo por lo que no se pretende hacer una introducción general a dicho ins-

trumento.1

Poco después de adoptarse el Protocolo Facultativo por la Asamblea General de

las Naciones Unidas, en 2002, la APT redactó una guía más suscinta acerca del esta-

blecimiento de mecanismos nacionales de prevención (un documento producido

por Debra Long y Sabrina Oberson en 2003, que se adaptaría para inclusión en la

publicación de 2004: El Protocolo Facultativo a la Convención de las Naciones Uni-

das contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes: Un

Manual para la Prevención). Muchos acontecimientos han tenido lugar en el trans-

curso de estos años. Mientras se redactaba la presente obra entró en vigor el Pro-

tocolo Facultativo, en junio de 2006, y los primeros Estados Partes se apresuraron

a establecer sus mecanismos nacionales de prevención. El movimiento hacia nuevas

ratificaciones sigue cobrando fuerza. Además, la Oficina del Alto Comisionado para

los Derechos Humanos de la ONU, los Estados Partes, y las ONG se preparan para las
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1 Para una introducción más general al Protocolo Facultativo, véase la obra publicada conjuntamente

por la Asociación para la Prevención de la Tortura y el Instituto Interamericano de Derechos Huma-

nos, El Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-

manos o Degradantes: Un Manual para la Prevención, (Ginebra/San José, 2004), disponible en

www.apt.ch. 



elecciones, las primeras sesiones y las visitas iniciales del Subcomité internacional. 

En este contexto nuevo y dinámico, la APT recibe frecuentes peticiones tanto

de asistencia técnica general como sobre cuestiones muy precisas relacionadas con

la interpretación y la aplicación práctica de las disposiciones del Protocolo Faculta-

tivo que versan sobre los MNP. De ahí que hayamos elaborado esta nueva y más

detallada guía, con el ánimo de ayudar a los actores nacionales a encontrar solucio-

nes para los numerosos retos que plantea la designación de los MNP en sus respec-

tivos países. Se espera que también el Subcomité internacional vaya adquiriendo

experiencia sobre estas cuestiones en los próximos años. 

Los actores nacionales a menudo se interesan por lo que están haciendo en

otros países para poner en práctica las disposiciones del Protocolo Facultativo en

materia de MNP. Por ello, el documento que ahora se presenta se complementa con

un “Informe sobre la situación de los MNP por país”, actualizado periódicamente. Se

puede acceder a una versión en inglés de este documento en www.apt.ch/npm.

Aunque el enfoque comparativo puede resultar muy útil para ilustrar diversas pers-

pectivas, la inclusión, en la presente publicación o en el informe citado, de un órga-

no nacional de visitas a lugares de detención existente o de un mecanismo nacional

de prevención concreto propuesto por un Estado no debe ser interpretado como

respaldo de la APT respecto del cumplimiento por parte de dicho órgano o meca-

nismo de todos los requisitos estipulados en el Protocolo Facultativo. 

Cabe señalar que esta obra tiene como objetivo central el establecimiento de

MNP. De manera que las acciones que deban llevar a cabo los MNP, al comenzar su

labor, se tratarán sólo de forma indirecta. Una descripción más amplia de la cues-

tión, y algunas recomendaciones al respecto, se pueden encontrar en otra publi-

cación de la APT: Monitoreo de lugares de detención: una guía práctica (Ginebra,

2004). Éste y otros materiales prácticos se pueden consultar en línea en

www.apt.ch, en varios idiomas.

Por último, deseo expresar mi agradecimiento a los colegas de la APT, y a otras

personas —en particular a Debra Long, Antenor Hallo de Wolf y Elina Steinerte— por

su labor de revisión y sus comentarios a las distintas versiones a que ha dado lugar

la presente obra.

MATT POLLARD

Asesor jurídico de la APT

Ginebra, octubre de 2006
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1. Introducción 

PPrreeáámmbbuulloo

Los Estados Partes en el presente Protocolo, (...)

Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas para alcan-

zar los objetivos de la Convención contra la Tortura (...) y de fortale-

cer la protección de las personas privadas de su libertad contra la tor-

tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,

Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obligan a cada

Estado Parte a tomar medidas efectivas para prevenir los actos de

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en

todo territorio bajo su jurisdicción,

Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad primordial de

aplicar estos artículos, que el fortalecimiento de la protección de las

personas privadas de su libertad y el pleno respeto de sus derechos

humanos es una responsabilidad común compartida por todos, y que

los mecanismos internacionales de aplicación complementan y forta-

lecen las medidas nacionales, (...)

Convencidos de que la protección de las personas privadas de su liber-

tad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes puede fortalecerse por medios no judiciales de carácter

preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de detención,

Acuerdan lo siguiente: (…)

El Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura de las Naciones Unidas

(en adelante el Protocolo Facultativo)2 establece un sistema de visitas periódicas a

los lugares de detención, a cargo de órganos independientes, con el fin de prevenir

la tortura y otras formas de malos tratos. El enfoque novedoso del Protocolo Facul-

tativo se sustenta en dos pilares: un nuevo órgano internacional (el Subcomité para
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2 El Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-

nos o Degradantes, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de

2002, UN Doc. A/RES/57/199, entró en vigor el 22 de junio de 2006. 



la Prevención de la Tortura, de las Naciones Unidas); y la obligación para cada Esta-

do Parte de establecer o designar de forma complementaria su propio mecanismo

nacional de prevención (MNP). 

En el derecho internacional consuetudinario existe ya la exigencia para todos

los Estados de prevenir la tortura3. La Convención contra la Tortura de las Nacio-

nes Unidas también incluye expresamente la obligación general para todo Estado

Parte de tomar medidas efectivas para prevenir la tortura y otros tratos o penas

crueles, inhumanos o degradantes.4 La Convención contra la Tortura, además,

establece medidas como la penalización y persecución del delito de tortura y la

prohibición de usar como prueba cualquier información obtenida bajo tortura, que

los Estados Partes deben incorporar a su legislación nacional para prevenir y casti-

gar la tortura. 

El Comité contra la Tortura creado en virtud de la Convención, evalúa periódica-

mente los avances de cada Estado Parte en la materia. Lo hace basándose principal-

mente en los informes escritos que las autoridades gubernamentales y las organi-

zaciones no gubernamentales (ONG) presentan a la oficina del Comité en Ginebra.

Sobre la base de estos informes, se entablan en Ginebra discusiones frente a fren-

te entre el Comité y las mencionadas autoridades, y por separado con las ONG

nacionales. Algunos Estados Partes han autorizado igualmente al Comité a conside-

rar las quejas de particulares, a las que contesta este órgano mediante decisiones

por escrito. 

Las visitas del Comité al territorio de un Estado Parte, con el consentimiento

expreso otorgado previamente por el Estado en cuestión, son escasas. En los 20

años de vigencia de la Convención, el Comité ha realizado investigaciones oficiales

in situ de acuerdo al artículo 20 de este instrumento en tan sólo 5 de los 141 Esta-

dos Partes.5

A pesar de la serie de medidas establecidas de forma específica en la Conven-

ción contra la Tortura y de la labor del Comité contra la Tortura, el azote de la tor-

tura y otros malos tratos persiste. Por esta razón se elaboró el Protocolo Facultati-

vo: para dotar a los Estados de una herramienta práctica adicional que les ayudara

a cumplir con las obligaciones que les impone el derecho internacional consuetudi-

nario y la propia Convención. Para ello, el Protocolo Facultativo introduce un siste-

ma de visitas periódicas a los lugares de detención, a cargo de expertos indepen-

dientes nacionales e internacionales. Este trabajo de terreno sienta las bases de un

diálogo práctico y constructivo entre los expertos visitantes y las autoridades a

escala institucional y nacional. 

236 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

3 Tribunal Penal Internacional para Ex Yugoslavia, Fiscal v. Furundzija (10 de diciembre de 1998), Caso

nº IT-95-17/I-T, párrafo 148.
4 La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adop-

tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 39/46 de 10 de diciembre de

1984, entró en vigor el 26 de junio de 1987. Véase en particular los artículos 2.1 y 16. Véase también

el tercer párrafo del Preámbulo del Protocolo Facultativo.
5 Pueden haberse producido otras investigaciones, pero de ser así fueron confidenciales.



El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, expli-

có los fundamentos del Protocolo Facultativo en los términos siguientes:

Los fundamentos [del Protocolo] se basan en la experiencia adquirida de que la tor-

tura y los malos tratos normalmente se producen en lugares de detención aisla-

dos en donde quienes practican la tortura están seguros de estar fuera del alcan-

ce de una supervisión y rendición de cuentas eficaz. Dado que la tortura es una

práctica terminantemente prohibida en todos los sistemas jurídicos y códigos éti-

cos de conducta del mundo, únicamente puede funcionar como parte de un sis-

tema en el que colegas y superiores de los verdugos, toleren, o, como mínimo con-

donen, estas prácticas y en los que las cámaras de tortura estén protegidas efi-

cazmente del exterior. Las víctimas de la tortura son asesinadas o se les intimida

hasta el punto de que no se atreven a revelar sus experiencias. Y si, a pesar de ello,

denuncian haber sido víctimas de torturas tienen que hacer frente a enormes difi-

cultades para demostrar lo ocurrido durante su aislamiento y, como sospechosos

delincuentes, forajidos o terroristas, su credibilidad se ve menoscabada de modo

rutinario por las autoridades. En consecuencia, la única manera de romper ese cír-

culo vicioso es someter los lugares de detención al escrutinio público y hacer más

transparente y responsable frente a la supervisión externa todo el sistema en el

que operan los agentes de policía, de seguridad y de inteligencia.6

El primer pilar del Protocolo Facultativo es el programa de visitas realizado por el

Subcomité para la Prevención de la Tortura de las Naciones Unidas (en adelante,

Subcomité internacional o Subcomité).7 Este nuevo órgano del Protocolo Facultati-

vo sigue los pasos del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y del Comi-

té Internacional de la Cruz Roja que durante muchos años cumplieron una función

similar.8

El Subcomité no requiere la autorización de un Estado Parte para cualquier

visita a su territorio; mediante la ratificación del Protocolo Facultativo, el Estado

consiente a visitas de manera general. Una vez en el territorio, el Subcomité inter-

nacional está facultado, entre otras cosas, para acceder a cualquier lugar de

detención, a moverse libremente y a mantener entrevistas privadas con los dete-

nidos. 

El segundo pilar del Protocolo Facultativo consiste en el mecanismo nacional

de prevención (MNP), que deberá ser designado por cada Estado Parte para lle-

var a cabo una labor similar con análogas garantías a escala local. El Protocolo

Facultativo establece requisitos fundamentales para su funcionamiento, si bien
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6 Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, UN Doc.

A/61/259 (14 de agosto de 2006), párrafo 67. 
7 Véanse el artículo 2 y las Partes II y III del Protocolo Facultativo.
8 Para más información sobre el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tra-

tos Inhumanos o Degradantes, véase www.cpt.coe.int/spanish.htm. Para más información sobre el

Comité Internacional de la Cruz Roja, véase www.icrc.org.



otorga cierta flexibilidad a cada Estado para conformar su MNP en consonancia

con su propio contexto nacional. El Protocolo Facultativo combina pues la vigi-

lancia periódica de expertos del mundo entero, con visitas más asiduas a un

número mayor de emplazamientos que se realizarán por los mecanismos nacio-

nales de prevención. Los MNP también están expresamente encargados de

hacer propuestas legislativas y comentar la normativa vigente o en fase de ela-

boración.

En los sucesivos capítulos de la presente guía se brinda asesoramiento jurídico y

práctico sobre diferentes cuestiones que pueden surgir a nivel nacional durante el

proceso de establecimiento o designación de un mecanismo nacional de prevención:

• transparencia e inclusividad del proceso;

• propósito y mandato;

• independencia;

• criterios de membresía;

• garantías y poderes con respecto a las visitas;

• recomendaciones y su aplicación;

• MNP y la sociedad civil nacional;

• MNP a escala internacional; 

• elección de una estructura organizativa.
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2. Proceso de decisión acerca de un MNP

AArrttííccuulloo  33

Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacio-

nal, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en adelante

denominado el mecanismo nacional de prevención).

AArrttííccuulloo  1177

Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un

año después de la entrada en vigor del presente Protocolo o de su

ratificación o adhesión, uno o varios mecanismos nacionales indepen-

dientes para la prevención de la tortura a nivel nacional.9 Los mecanis-

mos establecidos por entidades descentralizadas podrán ser designa-

dos mecanismos nacionales de prevención a los efectos del presente

Protocolo si se ajustan a sus disposiciones.

2.1 Introducción

Aunque el proceso por el que cada país determina su MNP puede diferir, algunos ele-

mentos deberían estar siempre presentes. En primer lugar, el proceso debería ser

transparente e incluir a la sociedad civil (en particular a las ONG) y a otros actores nacio-

nales relevantes. En segundo lugar, todos los participantes en dicho proceso deberían

disponer de información pertinente, incluyendo un “inventario” de los órganos de visi-

tas a lugares de detención existentes y datos básicos sobre los lugares de detención en

el país. En los apartados siguientes se explican con más detalle estos aspectos.

2.2 Transparencia e inclusividad

Para que la labor del MNP sea efectiva, los funcionarios gubernamentales y los

representantes de la sociedad civil deben considerarlo independiente y digno de
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9 De conformidad con el artículo 24, los Estados Partes podrán, al ratificar el Protocolo, hacer una

declaración para aplazar el cumplimiento de sus obligaciones con respecto al mecanismo nacional de

prevención o al Subcomité internacional por un periodo de tres años, con la posibilidad de que el
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forma simultánea el cumplimiento de sus obligaciones con ambos mecanismos preventivos, nacio-

nales e internacional. 



crédito. Para que así sea, el propio proceso de designación del MNP ha de ser inclu-

sivo y transparente. 

Habrá de participar en las discusiones el mayor número posible de actores rele-

vantes. Como punto de partida, tendrían que asociarse al proceso:

•  representantes de la cúpula del Poder Ejecutivo y miembros relevantes de la

administración con conocimientos técnicos relevantes (en todos los niveles: local,

provincial y nacional);

•  ONG nacionales y demás grupos de la sociedad civil;

•  instituciones nacionales de derechos humanos (Comisiones de Derechos Humanos

y Defensorías del Pueblo, por ejemplo);

•  organizaciones que estuvieran ya a cargo de visitar lugares de detención (como

los cuerpos de inspectores, jueces de ejecución de la pena, programas comunita-

rios de monitoreo, etc.);

•  miembros de la legislatura que representen al gobierno y a los partidos de la

oposición; 

•  en algunos casos, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales

regionales e internacionales. 

La elección de organizaciones o individuos para representar a la sociedad civil en

este proceso debe hacerse por o en consulta con la propia sociedad civil; no de

forma unilateral por decisión del Poder Ejecutivo. Aunque es importante que las

ONG que encabezan la defensa de los derechos humanos tomen parte en las discu-

siones, se pueden incorporar otros grupos de la sociedad civil, como los centros de

rehabilitación de sobrevivientes de la tortura, asociaciones de familiares de deteni-

dos y grupos de beneficencia o religiosos que trabajan en lugares de detención. Es

importante recordar que el Protocolo Facultativo no sólo se aplica a las prisiones y

a las comisarías, sino a otros lugares como las instituciones psiquiátricas y los cen-

tros de internamiento de inmigrantes.10 De manera que también se deberían aso-

ciar al proceso las organizaciones que trabajan con colectivos particularmente vul-

nerables. Por ejemplo, las que se ocupan de los migrantes, demandantes de asilo,

refugiados, niños/as, jóvenes y adolescentes, mujeres, minorías étnicas y cultura-

les, y personas con discapacidad.

Es probable que surjan en varios países de una misma región cuestiones y des-

afíos comunes a la hora de designar o elegir el MNP. En tales casos, la organización

de eventos públicos tales como mesas redondas para compartir impresiones y las
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estrategias a escala regional pueden contribuir al progreso de cada país en la desig-

nación de su propio MNP. La participación de ONG regionales e internacionales así

como de órganos intergubernamentales regionales e internacionales también puede

resultar útil en el proceso.

Para reforzar la credibilidad del hipotético MNP, el proceso de adopción de su

estructura e identidad debería ser transparente. El gobierno tendría que dar amplia

difusión al proceso, a la posibilidad de participar en él, al igual que a los criterios,

métodos y motivos de la decisión final. 

2.3 Información

El proceso de designación del MNP debería empezar con un “inventario” de los órga-

nos que ya realicen visitas a los lugares de detención en el país. Dicho inventario

debe contener al menos los siguientes aspectos de cada órgano:11

•  ámbito de jurisdicción (qué lugares de detención tienen derecho a visitar);

•  estructura (número de miembros y personal, independencia funcional, ubicación

de oficinas);

•  poderes e inmunidades (derecho de visita sin previo aviso, entrevistas privadas,

derecho a la información, etc.);

•  presupuesto y métodos de trabajo (número de visitas, duración y frecuencia de

las mismas, tipo de informe, grado de aceptación y de aplicación de sus recomen-

daciones, modalidades para verificar su aplicación, etc.).

Todos los involucrados en el proceso de determinación del MNP deberían contar con

estimaciones acerca del número, tamaño y emplazamiento aproximados de los luga-

res de detención del país; con el texto del Protocolo Facultativo, y con una explica-

ción de sus disposiciones (como por ejemplo, una copia de la presente guía).

La información objetiva acerca de los mecanismos y los lugares de detención

existentes en el país ayudará a los participantes a identificar las lagunas en la cober-

tura de lugares de detención según la definición amplia dada en el Protocolo Facul-

tativo,12 y para calcular los recursos humanos y financieros que requerirá el MNP.

Esto, además, ayudará a los participantes a decidir sobre la conveniencia de crear

nuevas instituciones o designar alguna existente.
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2.4 Recomendaciones de la APT

•  Se deberían asociar a las discusiones sobre el MNP la más amplia gama posible de

actores relevantes, como funcionarios gubernamentales, sociedad civil, institu-

ciones nacionales de derechos humanos, órganos de visitas existentes, parlamen-

tarios y, en algunos casos, organizaciones intergubernamentales y no guberna-

mentales regionales e internacionales. 

•  El gobierno tendría que dar amplia difusión al proceso, a la posibilidad de partici-

par en él, al igual que a los criterios, métodos y motivos de la decisión final res-

pecto del MNP.

•  Los participantes en el proceso deberían disponer de un “inventario” de los órga-

nos de visitas pertinentes existentes, una estimación del número, tamaño y ubi-

cación aproximados de los lugares de detención en el país; del texto del Protoco-

lo Facultativo; y de una explicación de éste.
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3. Propósito y mandato

AArrttííccuulloo  11

El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas

periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales indepen-

dientes a los lugares en que se encuentren personas privadas de su

libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes. 

3.1 Sistema de visitas periódicas

El artículo 1 del Protocolo Facultativo establece el propósito y los elementos clave

del mismo. Los requisitos de independencia, composición y poderes de los órganos

de visitas se describen en artículos ulteriores y se tratarán en los capítulos 4, 5 y 6

de la presente guía. Sin embargo, en el artículo 1 aparecen varias nociones a las que

no se da explicación directa en ningún otro lugar del Protocolo Facultativo: 

•  visitas de ccaarráácctteerr  pprreevveennttiivvoo;

•  realizadas con rreegguullaarriiddaadd;

•  que forman parte de un ssiisstteemmaa  ggeenneerraall de visitas. 

Empezamos examinando estos tres conceptos con mayor detenimiento en los apar-

tados subsiguientes. En los últimos puntos del presente capítulo se analizarán el tipo

de lugar que han de visitar los órganos de visitas, el mandato que han de tener y la

periodicidad de sus visitas.

3.1.1 Visitas de carácter preventivo

Las visitas que se realicen en virtud del Protocolo Facultativo han de ser preventi-

vas por naturaleza. Esto significa que con ellas se pretende prevenir la tortura y

los malos tratos antes de que se produzcan, por dos vías que se refuerzan mutua-

mente:

•  diálogo constructivo con autoridades, fundado en recomendaciones detalladas

surgidas de un análisis independiente y experto del sistema de detención que se

basa en información de primera mano recogida durante las visitas;
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•  disuasión, nacida del probable aumento en la detección de casos en el futuro gra-

cias a la observación directa, de manera que los responsables de la tortura no

podrán intimidar tan fácilmente a los detenidos e impedir que presenten quejas

formales por la certeza de un control y seguimiento permanente. 

El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura lo explicó

así:

El mero hecho de que los expertos nacionales o internacionales tengan autoridad

para inspeccionar todos los lugares de detención en cualquier momento y sin previo

aviso, que tengan acceso a los registros de las prisiones y otros documentos y que

se les permita hablar con cualquier detenido en privado y llevar a cabo exámenes

médicos de las víctimas de tortura, tiene un fuerte efecto disuasivo. Al mismo tiem-

po, estas visitas dan la oportunidad a los expertos independientes de examinar de

primera mano el trato que reciben los prisioneros y detenidos y las condiciones

generales de detención (...). Muchos de los problemas se deben a que existen siste-

mas inadecuados que pueden mejorarse fácilmente gracias a una supervisión perió-

dica. Visitando los lugares de detención con regularidad, los expertos normalmente

pueden entablar un diálogo constructivo con las autoridades pertinentes para ayu-

darles a resolver los problemas observados.13

El carácter preventivo permite, pues, distinguir dichas visitas por su propósito y

metodología de aquellas llevadas a cabo por otros órganos independientes de visi-

tas a lugares de detención. Por ejemplo, una visita “reactiva” se pone en marcha

sólo tras recibirse en la oficina de un órgano de denuncia, fuera del lugar de deten-

ción, una queja concreta de violación. Este tipo de visita está encaminada princi-

palmente a resolver el problema concreto del denunciante, o investigar y docu-

mentar el caso para sancionar a los responsables.14 Otro ejemplo es el de las visi-

tas “humanitarias”, por las que se brindan bienes y servicios directamente a los

detenidos para mejorar sus condiciones de detención o rehabilitar a los supervi-

vientes de la tortura. 

Las visitas de carácter preventivo, sin embargo, son proactivas; son parte

integral de un proceso continuo de análisis del sistema de detención en todos

sus aspectos. Los equipos multidisciplinarios de expertos independientes que

realizan las visitas comparten sus observaciones directas y mantienen conversa-

ciones confidenciales con los detenidos y el personal de los centros de deten-

ción. Examinan las instalaciones materiales, las normas y procedimientos, y la

idoneidad de las garantías de protección existentes, al objeto de identificar los
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A/61/259 (14 de agosto de 2006), párrafo 72.
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ción, reforzando la transparencia y rendición de cuentas en los lugares de detención, pero difieren

de un programa de visitas conducido con el objetivo prioritario de la prevención.



elementos que deriven o puedan derivar en el futuro en condiciones o trata-

mientos considerados malos tratos o torturas. La información obtenida se eva-

lúa posteriormente contrastándose con las normas y buenas prácticas naciona-

les, regionales e internacionales, extrayéndose de ello unas recomendaciones

específicas y prácticas que se remiten a las autoridades competentes para su

aplicación, a escala institucional, regional y nacional. Dichas recomendaciones

constituyen la base del diálogo constructivo con las autoridades. Las discusiones

y visitas de seguimiento permiten comprobar la aplicación de estas recomenda-

ciones e introducir ajustes en ellas o elaborar nuevas recomendaciones. Las visi-

tas de carácter preventivo y el proceso de diálogo pretenden mejorar las condi-

ciones y el trato de las personas privadas de libertad, las condiciones de los luga-

res de detención en su conjunto y el sistema general de centros de detención

del Estado en cuestión. 

3.1.2 Visitas periódicas

La noción de visitas “periódicas” implica que el mecanismo repetirá sus visitas a un

lugar de detención dado, a lo largo del tiempo. La repetición es un elemento esen-

cial de todo esquema efectivo de supervisión de lugares de detención para la pre-

vención de la tortura y los malos tratos. Las visitas periódicas a un determinado

lugar de detención:

•  permiten al equipo de visita establecer y mantener un diálogo constructivo per-

manente con los detenidos y las autoridades; 

•  ayudan a determinar el progreso o deterioro de las condiciones de detención y

del trato dispensado a los internos a través del tiempo; 

•  ayudan a proteger a los detenidos de los abusos, gracias al efecto general disua-

sorio que tiene la constante posibilidad de que salgan a la luz; 

•  ayudan a proteger a los reclusos y al personal de las represalias contra quienes

cooperaron con los órganos de visitas durante visitas anteriores. 

El hecho de que las visitas deban ser periódicas plantea la pregunta sobre la regu-

laridad necesaria para que sean efectivas y cumplan así las disposiciones del Proto-

colo Facultativo. La cuestión de la periodicidad mínima se tratará en el apartado 3.4.

3.1.3 Sistema de visitas

El artículo 1 del Protocolo Facultativo establece de forma clara que las visitas lleva-

das a cabo por los mecanismos internacionales y nacionales han de constituir un

“sistema”. Esto significa que los distintos mecanismos deberían funcionar de forma

armoniosa y organizada o coordinada. 
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Esto tiene consecuencias en términos del derecho a la comunicación directa

entre el Subcomité internacional y los mecanismos nacionales de prevención. Tam-

bién influye en el ámbito nacional cuando un Estado decide designar varios meca-

nismos nacionales de prevención. Para que una pluralidad de mecanismos naciona-

les de prevención en un mismo Estado se integre en un sistema, se han de estable-

cer medios de comunicación y de coordinación entre dichos mecanismos al objeto

de garantizar que se visiten todos los lugares de detención bajo jurisdicción y con-

trol del Estado y que se realice un análisis global y se emitan recomendaciones cohe-

rentes para todo el Estado. Estas cuestiones se tratarán con más detalle en aparta-

dos posteriores.15

3.1.4 Recomendaciones de la APT

•  La legislación de implementación del Protocolo Facultativo debería incluir una dis-

posición que declare el propósito de dicha legislación e incorpore los términos de

su artículo 1.

•  Se debe reconocer que las visitas preventivas, por su propósito y metodología,

tienen características distintas a otros tipos de visitas realizadas a lugares de

detención.

•  El sistema de visitas a cargo de un MNP debe necesariamente incluir visitas recu-

rrentes a lugares de detención previamente visitados.

•  El mecanismo nacional de prevención de un Estado y el Subcomité internacional,

y allá donde haya múltiples MNP en un mismo Estado, los propios MNP deben ser

designados de manera que funcionen de forma armoniosa y organizada o coor-

dinada y constituyan un verdadero “sistema”. 
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3.2. ¿Qué visitar?

AArrttííccuulloo  44

1. Cada Estado Parte permitirá las visitas (...) a cualquier lugar bajo su

jurisdicción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse

personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad

pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito

(en adelante denominado lugar de detención). (…)

2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad se

entiende cualquier forma de detención o encarcelamiento o de cus-

todia de una persona por orden de una autoridad judicial o adminis-

trativa o de otra autoridad pública, en una institución pública o priva-

da de la cual no pueda salir libremente.

3.2.1 Introducción

La definición de “lugar de detención” consignada en el apartado 1 del artículo 4 del

Protocolo Facultativo es muy extensa con el objeto de proporcionar la más amplia

protección que sea posible a las personas privadas de libertad. Los elementos clave

de la misma son que las personas no pueden abandonar libremente el lugar y que la

detención guarda relación con alguna autoridad pública. 

Dada la importancia general de la definición de “lugar de detención” expresada

en el artículo 4, la legislación en la que se describa el mandato de los MNP y sus

poderes debería incluir una definición de los lugares a los que puede acceder el MNP

tal que cubra todos los lugares que constituyen “lugar de detención”, según el apar-

tado 1 del artículo 4. 

Durante el proceso de redacción del Protocolo Facultativo, se consideró inapro-

piado definir los “lugares de detención” mediante una lista cerrada y exhaustiva de

las categorías de institución. Este enfoque hubiera reducido y restringido sin reme-

dio el ámbito de aplicación del sistema de visitas. No obstante, algunas categorías

se subsumen en la definición de “lugar de detención” dada en el Protocolo Faculta-

tivo y podrían, en aras de la claridad, enumerarse en una definición no exhaustiva

contenida en una norma nacional, como son: 

•  las comisarías de policía; 

•  los centros de detención preventiva y prisiones preventivas; 
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•  los centros de reclusión para sentenciados; 

•  los centros de reclusión para jóvenes y adolescentes; 

•  las instalaciones de la policía de fronteras y de las zonas de tránsito en pasos

fronterizos, puertos y aeropuertos internacionales;

•  los centros de internamiento de inmigrantes y demandantes de asilo;16

•  las instituciones psiquiátricas;

•  las instalaciones de los servicios de seguridad y de inteligencia (si tienen autori-

dad para proceder a detenciones);

•  las instalaciones de detención bajo jurisdicción militar;

•  los lugares de detención administrativa;

•  los medios de transporte para el traslado de prisioneros (furgones policiales, por

ejemplo).

Además de estas categorías relativamente obvias, el artículo 4 exige que el MNP

tenga acceso a cualquier lugar donde se pueda retener a alguien en contra de su

voluntad en relación, aunque sea indirecta, con una autoridad pública. Dos expresio-

nes clave de la definición de “lugar de detención” contenida en el artículo 4 descri-

ben la naturaleza de dicha relación: 

•  “bajo su jurisdicción y control”17 (que parece referirse al territorio o nave en el

que se ubicara el lugar de detención); 

•  “por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimien-

to expreso o tácito” (que se refiere al motivo por el que alguien está o pudiera

estar detenido allí). 

El apartado siguiente trata con más detalle la expresión “jurisdicción y control”. En

el apartado subsiguiente se explica porqué se habla de “instigación”, “consentimien-
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que abarca: “placé sous sa jurisdiction ou sous son contrôle”.



to expreso” y “tácito” y del verbo “pudieran” para asegurarse de que el mandato de

los MNP cubra las detenciones ilegales y los lugares de detención no oficiales.

3.2.2 Jurisdicción y control

La noción de “jurisdicción” mencionada en el apartado 1 del artículo 4 también se

emplea para describir el ámbito de las obligaciones que imponen a los Estados la

Convención contra la Tortura y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-

cos.18 Las opiniones del Comité contra la Tortura y del Comité de Derechos Huma-

nos, órganos establecidos en virtud de dichos tratados, pueden por tanto ser de

ayuda en la evaluación de lo que constituye “jurisdicción y control” para los fines del

Protocolo Facultativo. 

Generalmente, el territorio de un Estado se encuentra bajo su jurisdicción y con-

trol. Una embarcación o un avión registrado en el Estado, y quizás una estructura

que permanezca en la plataforma continental de un Estado Parte, también serán

considerados por lo general bajo su jurisdicción a los efectos de la Convención con-

tra la Tortura.19 Según la jurisprudencia del Comité contra la Tortura las nociones de

“jurisdicción y control” también podrán cubrir todas las zonas fuera del territorio de

un Estado Parte que estuvieran “bajo el efectivo control de facto, sea cual fuere la

autoridad militar o civil que las controla”.20 Esto incluiría, por ejemplo, las bases mili-

tares de los Estados Partes en el extranjero. Por otra parte, las embajadas extran-

jeras en un Estado Parte probablemente no estén cubiertas por las nociones de

“jurisdicción y control” consignadas por el artículo 4 del Protocolo Facultativo.21
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18 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, artículos 2

y 16. Apartado 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por

la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución 2200A (XXI) de 16 de diciembre

de 1966, y que entró en vigor el 23 de marzo de 1976.
19 Véase J. Burgers y H. Danelius, The United Nations Convention against Torture: A Handbook on the

Convention against Torture and Other Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment (Dor-

drecht: Martinus Nijhoff Publishers, 1988), pp. 123-124.
20 Comité contra la Tortura, “Conclusiones y recomendaciones relativas a los Estados Unidos de Amé-

rica” (25 de julio de 2006), UN Doc. CAT/C/USA/CO/2, párrafo 15; y “Conclusiones y recomendacio-

nes relativas al Reino Unido” (10 de diciembre de 2004) UN Doc. CAT/C/CR/33/3, párrafo 4.b. Véase

también: Comité de Derechos Humanos, “Observación General 31, La índole de la obligación jurídica

general impuesta a los Estados Partes en el Pacto” (26 de mayo de 2004), UN Doc.

CCPR/C/21/Rev.1/Add.13. Es importante recordar que en el artículo 32 del Protocolo Facultativo se

establece explícitamente que sus disposiciones no afectan a las obligaciones impuestas por los Con-

venios de Ginebra y sus Protocolos ni en modo alguno al acceso a los detenidos. El posible acceso del

Subcomité internacional o de un mecanismo nacional de prevención no puede nunca ser usado como

pretexto para excluir las visitas del CICR o de cualquier tipo en virtud de los Convenios de Ginebra.
21 El derecho internacional consuetudinario y los tratados ampliamente ratificados consideran estos

lugares “inviolables” por el Estado anfitrión, y se especifica que “los agentes del Estado receptor no

podrán penetrar” en dichos locales si no es con el consentimiento del jefe de la misión. Véase el artí-

culo 22 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, hecha en Viena el 18 de abril de

1961 y cuya entrada en vigor se produjo el 24 de abril de 1964. Véase también: Brownlie, Principles

of Public International Law, 5th edition (Oxford: Oxford University Press, 1998) en la p. 356.



Resulta más difícil pronunciarse acerca del acceso a las bases militares extranje-

ras ubicadas en el territorio de un Estado Parte bajo un Acuerdo de Estatuto de

Fuerzas (SOFA, por sus siglas en inglés). Esta cuestión dependerá de las disposicio-

nes específicas del SOFA que rija las instalaciones en cuestión. Si en el SOFA se cede

de forma clara y válida la jurisdicción y el control de las instalaciones a una poten-

cia extranjera, que no es ella misma parte en el Protocolo Facultativo, es posible que

el Estado anfitrión no pueda a corto plazo autorizar el acceso del MNP a las instala-

ciones. No obstante, una vez firmado o ratificado el Protocolo Facultativo por un

Estado, el derecho internacional no le permitirá eludir intencionalmente sus obliga-

ciones “subcontratando” a otros Estados la “jurisdicción y el control” de lugares en

los que se encuentren personas privadas de libertad, sobre su territorio ordinario.22

Luego, los Estados Partes del Protocolo Facultativo tienen la obligación de hacer

todo lo que esté a su alcance para renegociar, en particular en el momento de la

expiración o de la renovación, cualquier Acuerdo de Estatuto de Fuerzas que inter-

fiera en el acceso de los MNP a los lugares de detención situados en el territorio

mismo del Estado, y de incluir cláusulas que autoricen el acceso a los MNP. Los futu-

ros SOFA con nuevos Estados deberán también establecer desde sus comienzos el

derecho de acceso.

3.2.3 Lugares de detención no oficiales

No basta con que a los MNP se les conceda el derecho a visitar lugares que el gobier-

no haya designado oficialmente como prisiones, comisarías de policía, u otras insti-

tuciones que se reconozcan públicamente como centros donde se encuentran por

lo general personas privadas de libertad por mandato de una autoridad pública. Los

MNP deben poder acceder también a centros de detención no oficiales, es decir,

cualquier lugar donde pueda haber personas retenidas por motivos relacionados

con la autoridad pública, aunque ningún funcionario público hubiera ordenado la

detención de manera propiamente formal. 

Es evidente que con el Protocolo Facultativo se pretendió cubrir dichos lugares,

ya que en el apartado 1 del artículo 4 se establece de forma explícita alternativas a

la “orden” formal, como la “instigación”, el “consentimiento expreso” o “tácito”, que

sirven de fundamento para garantizar el acceso de los MNP. Estas nociones se inclu-

yeron en el Protocolo Facultativo desde su temprana etapa de redacción, en el

texto original propuesto por Costa Rica en 1991,23 y parecen extraídas de la defini-

ción de tortura dada en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura. 
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22 Acerca de esta cuestión que remite al derecho internacional consuetudinario, véanse el Preámbulo

y el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, firmada en Viena en 23

de mayo de 1969, que entró en vigor el 27 de enero de 1980. 
23 Véase, Informe del Grupo de Trabajo sobre el proyecto de protocolo facultativo a la Convención con-

tra la Tortura, 22 de enero de 1991, UN.Doc. E/CN.4/1991/66: “cualquier lugar sometido a su juris-

dicción donde se encuentre o pueda encontrarse alguna persona privada de su libertad por una

autoridad pública, o bajo su instigación o consentimiento expreso o tácito”. 



Los Estados que adoptaron la Convención contra la Tortura eran conscientes de

que, habida cuenta la aversión pública y universal hacia la tortura, se trata por lo

general de un acto no oficial y medio secreto del cual el gobierno responsable trata

de distanciarse de manera formal. De ahí que se incorporaran al texto de dicha Con-

vención los conceptos de “instigación”, “consentimiento” y “aquiescencia”, al objeto

de impedir que los gobiernos que dejaran, a sabiendas, en manos de agentes “pri-

vados” o “no estatales” la práctica de la tortura en algún lugar de detención no ofi-

cial pudieran eludir su responsabilidad en tales actos. 24

La repetición de estos conceptos en el Protocolo Facultativo indica, pues, que la

definición de “lugar de detención” no se limita a los actos de detención legal “orde-

nados oficialmente” en lugares de detención “oficiales”, sino que cubre otros tipos

de detención “irregular”.25 Esta conclusión se ve reforzada además por el hecho que

la definición consignada por el artículo 4 cubre expresamente los lugares donde

“pudieran encontrarse personas privadas de su libertad”. 26

Por consiguiente, el Protocolo Facultativo exige que los MNP puedan acceder a

lugares que pueden no ser comisarías de policía, prisiones o cualquier otro lugar de

detención “oficial”, pero donde los MNP sospechen que alguien está siendo reteni-

do contra su voluntad en relación, de hecho o de forma legal, con una autoridad

pública. 

La Comisión de Derechos Humanos de Uganda, aunque no haya sido designada

como MNP en virtud del Protocolo Facultativo, ilustra una norma nacional en la que

se establecen expresamente tales visitas. En el apartado 2.1 del artículo 8 de la ley

relativa a la Comisión de Derechos Humanos de Uganda (Uganda Human Rights Com-

mission Act), de 1997, se establece:

2.1 La Comisión cumplirá las siguientes funciones:

(…)

b. visitar cárceles, prisiones y lugares de detención o instalaciones conexas con

miras a evaluar e inspeccionar las condiciones de los detenidos y hacer reco-

mendaciones;
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24 J. Burgers y H. Danelius, The United Nations Convention against Torture: A Handbook on the Con-

vention against Torture and Other Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment (Dor-

drecht: Martinus Nijhoff Publishers, 1988), pp. 45-46 y 120. Véase también, C. Ingelse, The UN Com-

mittee against Torture: an Assessment (The Hague: Kluwer Law International, 2001), pp. 210 y 222-

225.
25 Véase también, Informe del Grupo de Trabajo sobre el proyecto de protocolo facultativo a la Con-

vención contra la Tortura, 2 de diciembre de 1992, UN.Doc. E/CN.4/1993/28, párrafos 38-40.
26 Véanse los informes del Grupo de Trabajo sobre el proyecto de protocolo facultativo a la Conven-

ción contra la Tortura: UN.Doc.E/CN.4/1993/28, párrafo 40; UN.Doc. E/CN.4/2000/58, párrafo 30;

y UN.Doc. E/CN.4/2001/67, párrafos 43 y 45. El hecho de que el mandato de los mecanismos de visi-

ta cubra los lugares de detención no oficiales o secretos no legitima su existencia; por el contrario,

la posibilidad de que sean descubiertos por dichos mecanismos debería, ante todo, tener efecto

disuasorio o preventivo. Véase igualmente la publicación de la APT, “Incommunicado, Unacknowled-

ged, and Secret Detention under International Law, (2 de marzo de 2006), 

http://www.apt.ch/secret_detention/Secret_Detention_APT.pdf.



cc.. vviissiittaarr  ccuuaallqquuiieerr  lluuggaarr  oo  eeddiiffiicciioo  ddoonnddee  ssee  ssoossppeecchhee  qquuee  hhaayy  uunnaa  ppeerrssoonnaa  ddeettee--

nniiddaa  iilleeggaallmmeennttee;; (…) [negrillas añadidas] 

Entre los lugares de detención no oficiales, según el artículo 4 del Protocolo Facul-

tativo, cabrían las residencias de propiedad privada u otros edificios de titularidad

privada.27 Es cierto que cuando el lugar de detención pertenezca a la restringida

categoría de residencia privada y la supuesta privación de libertad esté suficiente-

mente vinculada a una autoridad pública, se produce una tensión entre los derechos

del propietario u ocupante del lugar y los derechos que se le otorgan a un MNP en

virtud del Protocolo Facultativo. No obstante, las legislaciones nacionales normal-

mente resuelven conflictos de intereses de este tipo en otros contextos y con toda

probabilidad también se encontrarán soluciones para el MNP.

El MNP podría también desear visitar unas instalaciones en construcción donde

se vaya a recluir a personas en el futuro.28 Las visitas a tal lugar pueden originar

recomendaciones que implicarían cambios en el diseño o la construcción y que

podrían tener un importante efecto preventivo.

El campo de aplicación del apartado 1 del artículo 4 es muy amplio en lo que se

refiere a los lugares de detención. Por lo anterior, el objetivo del apartado 2 del

mismo artículo no queda claro. La inclusión de este último apartado en el texto

final del Protocolo Facultativo parece ser producto de una negociación diplomáti-

ca. En efecto, el apartado 2 surgió de una propuesta alternativa de última hora

que finalmente se incluyó junto con la propuesta original que se mantuvo en el

apartado 1.29 Parece ser que los proponentes de cada sub-artículo nunca preten-
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27 Esto viene confirmado por la preocupación expresada por algunos Estados durante el proceso de

adopción. Por ejemplo, en los comentarios del representante de Estados Unidos en el ECOSOC según

se refieren en el documento E/2002SR.38 del 12 de noviembre 2002, párrafo 87, al argüir que el

Protocolo Facultativo entra en colisión con las limitaciones constitucionales nacionales en materia de

registro e incautación.
28 Véanse los informes del Grupo de Trabajo sobre el proyecto de protocolo facultativo a la Conven-

ción contra la Tortura: UN.Doc.E/CN.4/1993/28, párrafo 40; UN.Doc. E/CN.4/2000/58, párrafo 30;

y UN.Doc. E/CN.4/2001/67, párrafos 43 y 45.  
29 Como ya se comentó anteriormente las nociones de “instigación”, “consentimiento expreso” y “táci-

to” estuvieron presentes desde los comienzos del proceso de negociación del proyecto de protoco-

lo, en 1991. En la sesión de 2001, el Grupo Latinoamericano y del Caribe (GRULAC) propuso un nuevo

proyecto que mantenía estos términos y que introdujo por primera vez la noción de MNP. En la

misma sesión, Estados Unidos propuso una nueva redacción que sustituyera la redacción del apar-

tado 1 del artículo 4, en la formulación que se mantuvo durante diez años, y que ahora aparece en

el apartado 2 de la versión final. La propuesta de Estados Unidos parece no haberse debatido nunca

formalmente en el Grupo de Trabajo: véase el Informe del Grupo de Trabajo E/CN.4/2001/67, párra-

fo 15. Hacia el término de la sesión siguiente y final del Grupo de Trabajo (véase el informe

E/CN.4/2002/78) la Presidenta-Relatora hizo su propia propuesta en la que se combinaban los ele-

mentos de las redacciones del GRULAC y de Estados Unidos. Fue entonces cuando el artículo 4 adop-

tó por primera vez su forma final. El nuevo e híbrido artículo 4, propuesto por la Presidenta, pare-

ce no haber sido nunca objeto de discusión concreta, e inmediatamente después de la sesión la pro-

puesta se presentó (y presumiblemente adoptó) en la Comisión de Derechos Humanos, el ECOSOC,

y la Asamblea General sin que se produjeran debates ulteriores acerca de la posible conciliación de

los apartados 1 y 2 de dicho artículo. 



dieron que coexistieran. Al referirse a la “custodia de una persona (...) en una insti-

tución pública o privada”, en el apartado 2 del artículo 4 se confirma al menos que

los MNP pueden acceder a instituciones gestionadas por empresas privadas, bajo

contrato u otra modalidad, en nombre del gobierno. En este mismo apartado 2, se

subraya la esencia del concepto de privación de libertad: la persona no puede aban-

donar el lugar libremente.

También en el mismo apartado se habla de “orden de una autoridad judicial o

administrativa o de otra autoridad pública” sin mencionar la “instigación” ni el

“consentimiento expreso” o “tácito”. ¿Significa esto que a pesar del apartado 1

del artículo 4, los lugares en que se tenga a personas retenidas sin mediar orden

formal no se rigen por el Protocolo Facultativo? La respuesta ha de ser no. Tal lec-

tura del articulo 4 convertiría en superfluos e inaplicables los términos del apar-

tado 1 “o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito”, originán-

dose una situación absurda. Si nos atenemos a los trabajos preparatorios de las

sesiones de redacción, es patente la opinión favorable a que el ámbito de aplica-

ción del Protocolo Facultativo se extendiera a dependencias en que las personas

se encontraran privadas de facto de su libertad, sin mediar orden formal aunque

con el consentimiento de alguna autoridad.30 También cabe leer el artículo 4 como

un todo más armónico en su significado, objetivo y ámbito de aplicación con con-

ceptos similares contenidos en la Convención contra la Tortura. Todas estas con-

sideraciones, unidas a las diferencias en las versiones lingüísticas del apartado 2

del artículo 4, llevan a desaconsejar su incorporación literal en las legislaciones

nacionales.

3.2.4 Recomendaciones de la APT

•  El derecho de acceso de los MNP a los lugares de detención debería describirse

en la legislación del Estado, y contener una definición de los lugares a los que

puede acceder el MNP de manera tal que cubra todos los lugares potencialmen-

te abarcados por la definición de “lugar de detención” consignada en el aparta-

do 1 del artículo 4 del Protocolo Facultativo.

•  En dicha norma se puede incluir una lista no exhaustiva de instituciones o cate-

gorías de instituciones para paliar posibles dudas. No obstante, si se incluye

dicha lista en la norma se deberá señalar de forma clara que se trata de una

253E S T A B L E C I M I E N T O  Y  D E S I G N A C I Ó N  D E  L O S  M N P

30 Véanse los informes del Grupo de Trabajo sobre el proyecto de protocolo facultativo a la Conven-

ción contra la Tortura: UN.Doc.E/CN.4/1993/28, párrafos 38- 40; UN.Doc. E/CN.4/2000/58, párra-

fos 30 y 78; UN.Doc. E/CN.4/2001/67, párrafo 45. En el artículo 32 de la Convención de Viena sobre

el Derecho de los Tratados se establece que “se podrán acudir a medios de interpretación comple-

mentarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebra-

ción [...] cuando la interpretación dada [...] deje ambiguo u oscuro el sentido […] o conduzca a un resul-

tado manifiestamente absurdo o irrazonable”.



lista no exhaustiva y que también da cabida a la definición más amplia conte-

nida en el apartado 1 del artículo 4.

•  El MNP debe tener mandato y facultad para visitar lugares de detención no ofi-

ciales. Los conceptos de “instigación“, “consentimiento expreso” y “tácito” revis-

ten particular importancia en la consecución de poderes de visita para el MNP,

acordes con el amplio campo de aplicación pretendido, y por ello deberán con-

signarse en la legislación nacional de aplicación del Protocolo Facultativo. Para

mayor claridad, la autoridad encargada de visitar los lugares de detención no ofi-

ciales puede estar expresamente reconocida en la legislación.

•  La legislación nacional no debería incorporar literalmente el texto del apartado 2

del artículo 4 del Protocolo Facultativo porque introduce una ambigüedad inne-

cesaria. Los aspectos que hay que destacar del apartado 2 son que el MNP debe

poder visitar lugares gestionados por entidades privadas, y que privación de

libertad significa, en esencia, que al individuo no se le permite abandonar libre-

mente el lugar.
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3.3 Mandato

AArrttííccuulloo  44

1) (...) Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si

fuera necesario, la protección de estas personas contra la tor-

tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

AArrttííccuulloo  1199

Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como míni-

mo las siguientes facultades:

a)  Examinar periódicamente el trato de las personas privadas

de su libertad en lugares de detención, según la definición

del artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su

protección contra la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes;

b)  Hacer recomendaciones a las autoridades competentes

con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las per-

sonas privadas de su libertad y de prevenir la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,

tomando en consideración las normas pertinentes de las

Naciones Unidas;

c)  Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación

vigente o de los proyectos de ley en la materia.

3.3.1 Diálogo constructivo con base en las visitas

Las visitas llevadas a cabo por el MNP están destinadas a sustentar, junto con la infor-

mación procedente de otras fuentes, un diálogo constructivo entre el MNP y las

autoridades competentes para introducir mejoras.31 La autoridad competente para

cada caso podrá pertenecer a cualquier instancia de gobierno, desde la administra-

ción de un centro de detención particular hasta el más alto de los cargos nacionales.32
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31 Artículo 22 del Protocolo Facultativo. Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la

tortura, Informe de 2006 presentado a la Asamblea General, UN Doc. A/61/259 (14 de agosto de

2006), párrafo 72. 
32 El proceso de recomendaciones, diálogo y aplicación se tratará de forma más detallada en el capí-

tulo 7 de la presente guía. 



El Protocolo Facultativo establece que el MNP al realizar las visitas debe adoptar

una perspectiva y tener un objetivo particular: reforzar la protección de las perso-

nas privadas de libertad contra todo tipo de trato y pena prohibido por el derecho

internacional (y nacional), así como procurar que se mejore el trato que reciben y

sus condiciones de detención. A los fines de la presente guía, podríamos hablar de

un claro enfoque de “derechos humanos”. Las visitas son el medio más importante,

aunque no el único, que tiene el MNP para examinar el trato proporcionado a las

personas privadas de libertad. Durante las visitas, el MNP recogerá información

directa acerca del lugar. Mediante las entrevistas con los detenidos, el MNP también

recibirá a menudo información acerca de las condiciones en las que vivían y del

trato que recibían las personas detenidas antes de llegar a ese lugar de detención

en concreto: quizás durante el arresto, el traslado o en la comisaría de policía.33 El

MNP también está facultado para solicitar y recibir información del gobierno y de

otras instancias acerca de los lugares de detención y de las personas allí detenidas.34

Además, el MNP ha de examinar la legislación vigente sobre lugares de detención

y personas privadas de libertad, comprobar, por ejemplo, si es coherente con las

normas internacionales, considerar si fomenta de forma apropiada mejores condi-

ciones de detención y proponer normativas al respecto. Para facilitar la labor del

MNP en este ámbito, el gobierno deberá enviar sistemáticamente al MNP los pro-

yectos de ley relevantes, de manera que disponga de tiempo suficiente para estu-

diarlos y emitir sus opiniones. Siguiendo con el apartado c) del artículo 19, también

cabría la posibilidad de que el propio MNP pusiera en marcha propuestas de nueva

legislación y reformas a la normativa vigente.

De toda esta información se nutre, de manera general, el diálogo permanente entre

el MNP y el Estado en torno a la mejora de las condiciones de los lugares de detención

y de la prevención de la tortura y de otros malos tratos. La discusión debería estar per-

manentemente impulsada por las recomendaciones elaboradas por el MNP y las medi-

das y respuestas aportadas por las autoridades en reacción a éstas. De conformidad

con el apartado b) del artículo 19, el MNP puede dirigirse puntualmente a distintas auto-

ridades de un mismo Estado, dependiendo de la ubicación o del tema o asunto de la

recomendación y dependiendo de si es una cuestión local que concierne sólo a uno o a

unos cuantos lugares, o por el contrario afecta al conjunto del sistema o del país.

3.3.2 Implementación de estándares internacionales

Dado que el propósito del Protocolo Facultativo es ayudar a los Estados a imple-

mentar los instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y las

normas pertinentes en matera de privación de libertad, la legislación nacional debe

brindar al MNP la posibilidad de considerar y aplicar el derecho internacional y demás

normas en consonancia con el apartado b) del artículo 19 del Protocolo Facultativo.
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33 El derecho a mantener entrevistas en privado se establece en el apartado d) del artículo 20 y se

trata en el punto 6.3. 
34 El artículo 20 se comenta en el apartado 6.2. 



La legislación nacional, para la implementación del Protocolo, habría de confirmar

que el MNP siempre aplicará la norma que mayor protección proporcione a las per-

sonas privadas de libertad. 

3.3.3 Mandatos adicionales

El ciclo de visitas, recomendaciones y seguimiento de las recomendaciones ha de

ser parte central del mandato de todo MNP establecido de acuerdo al Protocolo

Facultativo. Sin embargo, los Estados pueden crear un mecanismo con un mandato

más amplio o designar un órgano existente cuyo mandato ya sea más extenso. Esto

podría llevar al MNP a promover un mayor abanico de derechos, o a fomentar los

derechos de una categoría de individuos más general, como es el caso de una comi-

sión nacional de derechos humanos. La combinación de las funciones del MNP con

un mandato más amplio puede originar sinergias positivas; sin embargo, algunas

combinaciones de funciones pueden conllevar ciertos desafíos y riesgos adicionales,

otras incluso deberían evitarse siempre.

Por ejemplo, si se confiriera a una institución un mandato que combinara la labor

de visitas establecida en el Protocolo Facultativo con la responsabilidad de procesar

formalmente o mediar ante quejas individuales (como aquellas originadas en el marco

de sus visitas), en la práctica podrían surgir serios obstáculos para la consecución de los

objetivos del Protocolo Facultativo. La relación de cooperación entre el MNP y los fun-

cionarios gubernamentales, de la que depende el diálogo constructivo que propone el

Protocolo Facultativo, podría resultar difícil de mantener si los propios funcionarios

fueran objeto de procesamiento o enjuiciamiento por parte del MNP. Las personas, los

detenidos, los funcionarios, y demás individuos, pueden incluso mostrarse renuentes a

hablar abiertamente con el MNP si temen que su identidad o la información que pro-

porcionen pueda hacerse pública en el futuro (en el transcurso, por ejemplo, de un

proceso judicial o de una audiencia). La responsabilidad de tramitar denuncias individua-

les o de pronunciarse al respecto puede también generar una carga importante de tra-

bajo suplementario que en la práctica podría superar la capacidad del MNP para condu-

cir como es debido un programa riguroso de visitas de carácter preventivo. 

Por otro lado, la facultad de iniciar un proceso formal como consecuencia de

denuncias individuales recogidas durante una visita de carácter “preventivo” puede

ser un estímulo práctico adicional para que las autoridades tomen en serio las reco-

mendaciones del MNP. Puede igualmente reforzar la confianza de un detenido en el

sentido de que el tiempo que dedique a hablar con los miembros del equipo de visi-

ta puede tener alguna consecuencia positiva para su persona. 

También se pueden hallar términos medios: por ejemplo, nada en el Protocolo

Facultativo impide a un MNP especializado incluir entre sus recomendaciones “a

las autoridades competentes” que la institución encargada de tramitar las denun-

cias o el fiscal correspondiente investigue un caso individual determinado.35
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35 Como se verá en el capítulo 6, en tales casos, la cuestión de cuánta información puede compartir el

MNP con la autoridad investigadora dependerá del consentimiento de las personas entrevistadas. 



Si, habiendo considerado cuidadosamente los posibles problemas y beneficios de

un mandato combinado, el Estado determinara que una única institución actuara

como MNP y como canal para las denuncias individuales, sería necesario crear una clara

división interna de funciones (una estructura administrativa formalmente dividida, ofi-

cinas físicamente independientes, diferente personal, sistemas de archivo separados,

etc.) para garantizar que las funciones de visita y diálogo establecidas en el Protocolo

Facultativo no se vean afectadas por otros mandatos. Además, la entidad responsable

de las visitas también podría recomendar a la instancia encargada de los casos indivi-

duales que tramitara una queja individual y llevara a cabo una investigación indepen-

diente, con el consentimiento previo de dicho traslado por parte del denunciante.

Pueden surgir dificultades más serias si el gobierno pretende combinar el man-

dato de visitas de carácter preventivo con mandatos que no están encaminados a

promocionar los derechos humanos de las personas privadas de libertad. Por ejem-

plo, a los cuerpos de inspección administrativa en ocasiones se les encomienda pro-

mover una serie de objetivos gubernamentales, como evaluar los resultados finan-

cieros de una institución respecto de las directrices del ejecutivo, o fomentar medi-

das de seguridad más estrictas para reducir el riesgo de fuga. Aunque el gobierno

puede, por supuesto, encontrar la forma de contrapesar estos intereses potencial-

mente enfrentados, el MNP debería considerar siempre su trabajo desde la óptica

del progreso de los derechos humanos de las personas privadas de libertad, en con-

sonancia con el mandato que se le confiere en los artículos 4 y 19. 

Por tanto, no se deberá confiar a un MNP funciones adicionales que puedan

entrar en conflicto con el mandato establecido en el Protocolo Facultativo: por

ejemplo, sería inoportuno que se le otorgue a un MNP la tarea de reducir gastos

para alcanzar objetivos presupuestarios, pudiéndose derivar de ello consecuencias

negativas para las condiciones de las personas privadas de libertad. De igual modo,

no será conveniente que un MNP sienta que no puede proponer medidas costosas,

pero necesarias, porque simultáneamente está encargado de evaluar si las institu-

ciones alcanzan las metas financieras fijadas.36

3.3.4 Recomendaciones de la APT

•  El mandato del MNP ha de tener una perspectiva de “derechos humanos”: para

reforzar la protección de las personas privadas de libertad frente a la tortura y

otros malos tratos, y para promover la mejora de sus condiciones. 
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•  El gobierno deberá enviar sistemáticamente los proyectos de ley al MNP para

recabar su opinión. El MNP deberá ser capaz de elaborar propuestas de nueva

legislación y reformas a la normativa vigente.

•  La legislación de implementación del Protocolo deberá permitir y expresamente

autorizar que el MNP tome en consideración el derecho internacional y otras nor-

mas, además de la legislación nacional, y aplique aquella que brinde más amplia

protección a los detenidos.

•  La institución que se designe como MNP podrá tener un mandato más amplio que

el otorgado por el Protocolo Facultativo. 

•  Si una única institución hiciera las veces de MNP y de receptor de denuncias indi-

viduales, sería necesaria una clara división interna de las funciones para garanti-

zar que no peligra la labor preventiva establecida en el Protocolo Facultativo a

causa de otro mandato. Esto incluiría, por ejemplo, una división formal de la

estructura administrativa, oficinas físicamente independientes, diferente perso-

nal, sistemas de archivo separados, etc.

•  El MNP no deberá combinar el mandato de visitas de carácter preventivo con

otros mandatos cuyo objeto primordial no fuera promover los derechos huma-

nos de las personas privadas de libertad, como puede ser reducir gastos o redu-

cir el riesgo de fuga. 
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3.4 Periodicidad de las visitas

3.4.1 Introducción

El Protocolo Facultativo exige que el propio MNP tenga poder para determinar la

periodicidad de las visitas a lugares de detenció en función de la información pro-

cedente de diversas fuentes. En general, suponiendo que contamos con un núme-

ro suficiente de expertos independientes dotados de los poderes necesarios para

realizar visitas, cuanto más frecuentes sean las visitas más efectivo será el progra-

ma de prevención de violaciones. 

En la práctica y en la mayoría de los casos, el número total de visitas que es

capaz de realizar un MNP dependerá de los recursos económicos y humanos que el

Estado le haya asignado.37 En cambio, el presupuesto deberá establecerse prefijan-

do una cierta frecuencia y duración de las visitas que el MNP estime necesarias para

cumplir con las disposiciones del Protocolo Facultativo. 

A tales fines, el presente capítulo sugiere algunas líneas directrices para asistir

la evaluación de los recursos económicos y humanos necesarios y la elaboración de

propuestas presupuestarias para el MNP.38 En primer lugar, hacemos una observa-

ción en función de los diferentes tipos de visita, luego de los diferentes lugares de

detención, incluyendo los factores que puedan determinar una mayor o menor fre-

cuencia de las visitas a un determinado lugar de detención.

3.4.2 Tipos de visita

3.4.2.1 Programa mixto

Un programa efectivo de visitas de carácter preventivo combina visitas más

exhaustivas con otras más breves y ad hoc. La frecuencia mínima de las visitas a

cualquier lugar de detención dependerá del tipo de visita, el tipo y categoría del

lugar visitado, las conclusiones de las visitas anteriores, y la presencia o no de otras

fuentes de información no gubernamentales fiables. En general, los lugares con
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problemas más serios serán por lo general los que requieran ser visitados más a

menudo.

Podemos citar al Inspector Jefe de Instituciones Penitenciarias de Inglaterra y

Gales (Chief Inspector of Prisons for England and Wales)39 como un ejemplo de

órgano de visitas existente (que será designado como parte del MNP en Gran Bre-

taña) que lleva a cabo un programa de visitas que suma visitas de tipo exhaustivas

con visitas ad hoc. El Inspector Jefe y su personal, organizados en cinco equipos de

inspección, llevan a cabo una inspección general anunciada a cada centro peniten-

ciario al menos cada cinco años. Dichas visitas constan de cinco días de trabajo.

Entre tanto, el cuerpo de inspectores procede a visitas de seguimiento realizadas

sin previo aviso, cuya duración es variable y depende de la gravedad de los proble-

mas identificados. Los lugares de alto riesgo son objeto de visitas más detenidas,

generalmente anunciadas, que duran cinco días, los demás lugares reciben visitas

breves, sin previo aviso, que pueden durar entre dos y cuatro días.

Algunos órganos nacionales existentes realizan un monitoreo continuo, por

ejemplo mediante programas comunitarios sostenidos por voluntarios que visitan

los lugares de detención con mucha frecuencia. Aunque este tipo de visitas tiende

a ser el más frecuente en algunos países, son llevadas a cabo por órganos que difí-

cilmente puedan cumplir con todos los requisitos del Protocolo Facultativo para los

MNP, de manera que habitualmente actuarán mejor como fuente de información

para el MNP que como parte integrante formal de éste.

A continuación desarrollaremos esta cuestión en función del tipo de visitas.

3.4.2.2 Visitas exhaustivas

El objetivo de las visitas de tipo exhaustivas es realizar un análisis detallado del sis-

tema de detención, encaminado a detectar las causas profundas que dan o que

pueden dar lugar a la tortura y a tratos crueles, inhumanos o degradantes (inclu-

yendo las condiciones de detención por debajo de los estándares internacionales),

y formular recomendaciones acerca de cómo abordar estos problemas desde un

punto vista práctico y normativo.

La publicación de la APT titulada Monitoreo de lugares de detención; una guía

práctica sugiere cómo se debería proceder para que una visita de esta naturaleza

sea efectiva.40 En cada visita de tipo exhaustiva el equipo de visita deberá entrevis-

tar un número sustancial de detenidos. Dichas visitas deberán durar entre uno y

cuatro días completos de trabajo en función del número de la población reclusa. A

modo de ejemplo, para estimar la duración de este tipo de visitas podemos consi-

derar los parámetros siguientes:
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•  para un número inferior a 50 detenidos, la visita deberá durar al menos una jor-

nada entera; 

•  entre 50 y 99 detenidos, deberá durar al menos dos días;

•  entre 100 y 299 detenidos, deberá durar al menos tres días;

•  para un número superior a 300 detenidos se requerirán al menos cuatro días.

Las visitas de tipo exhaustivas realizadas a comisarías implican por lo general visitas

a varias dependencias policiales en una zona determinada, por lo que harán falta

también varios días de trabajo. 

Este tipo de visitas exige un equipo multidisciplinario de expertos, que tengan

aptitudes y conocimientos profesionales que les permitan comprender el contexto

de detención particular que han de considerar (véase el apartado 2 del artículo 18

del Protocolo Facultativo).41 La APT recomienda que para visitas de tipo exhausti-

vas, el equipo de visita esté compuesto por, al menos, tres expertos. 

3.4.2.3 Visitas ad hoc

Las visitas de tipo ad hoc tendrán lugar entre las visitas de tipo exhaustivas. Tienen

generalmente como objetivo hacer el seguimiento de las recomendaciones y ase-

gurar que las personas detenidas no hayan sufrido represalias. Aquellas visitas debe-

rán realizarse de forma inopinada para garantizar su efecto disuasivo. Por consi-

guiente, es importante que dichas visitas sean de naturaleza aleatoria y que el MNP

tenga derecho de acceso a cualquier lugar de detención, en todo momento, sin

aviso previo (véase apartado 6.1.3). Las visitas ad hoc se podrían producir también

en respuesta a una situación inesperada (un fallecimiento bajo custodia, un motín,

etc.) o para investigar una situación en particular. 

Las visitas de este tipo son normalmente más breves que las visitas exhaustivas

y pueden estar a cargo de equipos de visita más reducidos. La APT recomienda que

aproximadamente un tercio del tiempo que un MNP dedique a las visitas se destine

a las visitas ad hoc.

3.4.2.4 Monitoreo continuo

El objetivo de las visitas de monitoreo continuo es establecer, en el lugar de deten-

ción, una presencia diaria, o casi diaria, de personas externas a ese lugar. Esta pre-

sencia casi ininterrumpida tiene como efecto disuadir a las autoridades y al perso-

nal del lugar de detención de cometer abusos. Contribuye además a mejorar las

condiciones de detención y hacerlas más humanas y a aumentar las posibilidades de
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reinserción social de las personas detenidas una vez liberadas. En algunos casos los

visitadores adoptan funciones de mediador, contribuyendo con ello a resolver cier-

tos problemas individuales o colectivos de los reclusos. Para garantizar una disponi-

bilidad y presencia continua, en algunos casos los mecanismos de visita cuentan con

el apoyo de voluntarios no profesionales que residen en comunidades próximas a la

institución.

Llevar adelante visitas de monitoreo sin redactar informes analíticos y sin emitir

recomendaciones formales, no es suficiente para cumplir con el mandato confiado

a un MNP (véase los apartados b y c del artículo 19 del Protocolo Facultativo). La

magnitud de los programas de monitoreo continuo llevados adelante por volunta-

rios no profesionales puede significar un desafío importante para los Estados a la

hora de asignar recursos y establecer un marco normativo apropiado para cumplir

con los requisitos del Protocolo Facultativo en materia de aptitudes y conocimien-

tos profesionales, de independencia, y respecto de las prerrogativas e inmunidad

otorgadas a los miembros del MNP. 

Aunque por lo general no sea apropiado designar este tipo de mecanismos de

monitoreo, basados sobre el voluntariado, como parte integrante del MNP, pueden

ser sin embargo un complemento muy valioso a los programas de visitas de tipo

exhaustivas y de las visitas ad hoc realizadas por el MNP. Pueden ser particularmen-

te importantes como fuente externa de información para los MNP. Por ejemplo,

pueden ayudar a determinar qué lugares visitar con mayor frecuencia y qué secto-

res de un establecimiento deberán ser visitados con prioridad y enfocar mejor las

preguntas que el mecanismo podría formular. 

El MNP también podrá recomendar llevar adelante visitas de monitoreo continuo

como medida cautelar mientras se implementan las recomendaciones emitidas por

el MNP a raíz de visitas exhaustivas. El monitoreo continuo, realizado por grupos de

voluntarios, puede contribuir a reforzar los lazos entre las comunidades y las per-

sonas detenidas y de este modo suavizar tensiones que puedan surgir en los luga-

res de detención y así reforzar los cimientos del trabajo del MNP basado sobre el

diálogo constructivo.

3.4.3 Periodicidad de las visitas en función 

de los diferentes lugares de detención

Ciertas categorías de lugar de detención conllevan por naturaleza mayores riesgos

que se cometan malos tratos y, por ende, deberán ser objeto de visitas exhaustivas

al menos una vez al año, en promedio (con la posibilidad siempre de realizar visitas

ad hoc entremedio), como por ejemplo:

•  las comisarías o estaciones de policía, con problemas consabidos;

•  los centros de detención preventiva; 

•  los lugares con una alta concentración de grupos particularmente vulnerables.
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LLaass  ccoommiissaarrííaass  oo  eessttaacciioonneess  ddee  ppoolliiccííaa  son lugares que revisten particular importan-

cia en lo que a la prevención de la tortura y de los malos tratos se refiere. La pre-

sión ejercida sobre los funcionarios de las fuerzas y cuerpos de seguridad para

obtener información de los detenidos quizás alcance aquí su grado máximo. El movi-

miento y recambio de las personas detenidas que permanecen en comisarías es nor-

malmente rápido e importante. La naturaleza transitoria de la población reclusa

puede limitar la conformación de grupos que ejerzan una presión sostenida para

mejorar las condiciones de detención del lugar en cuestión. Es cierto que, debido al

alto número de comisarías en la mayoría de los países, puede resultar difícil para el

MNP visitarlas todas una vez al año. Por consiguiente, la APT recomienda que los

MNP, como mínimo, realicen una visita exhaustiva una vez al año, con visitas ad hoc

entremedio, a cada ccoommiissaarrííaa  ddee  ppoolliiccííaa  eenn  llaass  qquuee  ssee  sseeppaa  qquuee  hhaayy  pprroobblleemmaass, y que

simultáneamente se lleven a cabo visitas exhaustivas y ad hoc a comisarías seleccio-

nadas de forma aleatoria, en el curso del año. 

Las visitas frecuentes a los cceennttrrooss  ddee  ddeetteenncciióónn  pprreevveennttiivvaa  yy  pprriissiioonneess  pprreevveenn--

ttiivvaass  son importantes no sólo para la prevención de la tortura y los malos tratos en

el centro en cuestión, sino también porque dichos lugares pueden ser una fuente

de información muy valiosa acerca de las condiciones y el trato que recibieron las

personas en las comisarías donde fueon detenidas. Estos datos son cruciales para

que el MNP determine qué comisarías visitar entre los centenares o miles del país.

Por esa razón, los centros de detención preventiva y prisiones preventivas deberán

ser visitados por el MNP al menos una vez al año, siempre con la posibilidad de rea-

lizar visitas ad hoc entremedio.

Los lugares de detención con alta concentración de detenidos perteneciendo a

grupos ppaarrttiiccuullaarrmmeennttee  vvuullnneerraabblleess también deberán ser objeto de visitas exhaus-

tivas al menos una vez al año (siempre con la posibilidad de realizar visitas ad hoc

entre tanto). Esta categoría incluye por lo general centros especializados o lugares

con una alta concentración de personas migrantes, mujeres, niños, jóvenes y ado-

lescentes, pacientes psiquiátricos, minorías nacionales, étnicas, religiosas o lingüísti-

cas, pueblos indígenas, o personas con discapacidad. Los riesgos específicos que

corren dichos grupos pueden deberse a la discriminación manifiesta, o a la falta de

medidas específicas que los miembros de aquellos grupos pueden necesitar para

satisfacer sus necesidades básicas.42

Idealmente, oottrraass  ccaatteeggoorrííaass  ddee  lluuggaarreess  ddee  ddeetteenncciióónn, como por ejemplo las cár-

celes, deberán recibir visitas de monitoreo al menos con una periodicidad anual. No

obstante, como punto de partida, estos lugares de detención deberán recibir en

promedio una visita de tipo exhaustiva al menos cada tres años, con la posibilidad

siempre de ser objeto de visitas ad hoc entremedio. 

El MNP tendría que considerar una serie de factores que afecten a lugares con-

cretos de detención para determinar la frecuencia de las visitas que llevará a cabo
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en esas categorías de lugares de detención. El MNP debería analizar la información

procedente de diversas fuentes para determinar la frecuencia de sus visitas a

dichos centros (visitas anteriores, entrevistas con detenidos que se encontraban

anteriormente en ese lugar, investigaciones, informes, etc.). 

En base a dicha información, cada lugar en que se sepa o se sospeche la exis-

tencia de problemas significativos y casos de tortura o los malos tratos, así como

cada lugar donde se sepa que las condiciones de detención son malas e inferiores

a las demás instituciones del país, el MNP deberá también realizar visitas de moni-

toreo exhaustivas al menos una vez al año, con la posibilidad siempre de realizar

visitas ad hoc entremedio, independientemente del tipo de institución. De hecho,

el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura afirmó

que los MNP “deben llevar a cabo visitas a los lugares de detención más grandes o

más controvertidos cada pocos meses y, en algunos casos, incluso a intervalos más

cortos”.43

En otros lugares de detención, algunos factores podrán justificar visitas menos

frecuentes, como por ejemplo:

•  la existencia de programas de monitoreo realizados por otros órganos de visi-

tas (que no sean parte del MNP) independientes, reconocidos, que tengan ade-

más la facultad y obligación de proporcionar información al MNP acerca de los

lugares de detención; o

•  una visita exhaustiva realizada previamente por el MNP a raíz de la cual no se

registraron serios problemas o riesgos de tortura o malos tratos, donde se cons-

tataron buenas condiciones de detención y una cooperación ejemplar de parte

de los funcionarios.

Si se dieran tales circunstancias precisas, en lugares que no fueran comisarías, cen-

tros de detención preventiva, centros con alta concentración de grupos particular-

mente vulnerables, u otros lugares donde se sepa o se sospeche que hay problemas

significativos, un MNP podrá espaciar las visitas de tipo exhaustivas. En ningún caso

y bajo ninguna circunstancia se debe demorar más de cinco años para realizar visi-

tas exhaustivas a un lugar de detención oficial. 

Además, el Protocolo Facultativo no contempla que la lejanía y el aislamiento

geográfico de un determinado lugar de detención o las limitaciones de orden eco-

nómico, logístico o humano del MNP puedan ser argumentos esgrimidos por un

Estado para reducir, por debajo de lo requerido, la frecuencia de las visitas a un

lugar de detención. En principio, la protección que brinda el MNP a las personas pri-

vadas de libertad a través de sus visitas no deberá variar en función de la ubicación

geográfica del lugar donde se encuentra detenida. En el capítulo 10 estudiaremos
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la posibilidad de descentralizar las actividades de los MNP como medio para hacer

frente a estos desafíos.

3.4.4 Recomendaciones de la APT

Para evaluar la frecuencia de las visitas a cargo de un MNP se deberá asegurar que

los programas de monitoreo:

•  combinen visitas exhaustivas más largas (de uno a cuatro días de duración, reali-

zadas por un equipo de visita multidisciplinario compuesto al menos por tres

expertos), con visitas ad hoc más breves (en intervalos aleatorios, que puedan ser

llevadas a cabo por equipos más reducidos);

•  destinen a las visitas ad hoc aproximadamente un tercio del tiempo total que el

MNP dedica a las visitas;

•  realicen, en promedio, una visita exhaustiva, al menos una vez al año, con la posi-

bilidad en todo momento de realizar visitas ad hoc entremedio, en cada uno de

los lugares siguientes: 

— comisarías con problemas consabidos, incluyendo además visitas a otras comi-

sarías escogidas de forma aleatoria; 

— centros de detención preventiva; 

— lugares con una alta concentración de grupos particularmente vulnerables;

— cualquier otro centro en el cual se sepa o se sospeche que padece problemas

significativos, incluyendo casos de tortura y malos tratos o condiciones de

detención deficientes en comparación con otras instituciones del país;

•  lleven a cabo visitas exhaustivas a cada lugar de detención, al menos una vez cada

tres años, en promedio (aunque preferentemente con mayor frecuencia), inclu-

yendo además visitas ad hoc entremedio;

•  visiten de forma exhaustiva cada lugar de detención oficial con una frecuencia

nunca inferior a cinco años, y que en caso de que se dieran intervalos tan largos

sea sobre la base de información relevante y fehaciente acerca del lugar en cues-

tión.

El Protocolo Facultativo no considera que la lejanía y el aislamiento geográfico de

un centro de detención o limitaciones impuestas al MNP por el Estado sobre el plano

económico, logístico o de los recursos humanos, sea una razón válida para que un

lugar de detención reciba menos visitas de las que se requieren. 
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4. Independencia

AArrttííccuulloo  1188

1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcional

de los mecanismos nacionales de prevención, así como la inde-

pendencia de su personal.

(…)

4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención, los

Estados Partes tendrán debidamente en cuenta los Principios rela-

tivos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y

protección de los derechos humanos [“Principios de París”].

4.1 Introducción

Las visitas de los MNP no podrán prevenir la tortura u otros malos tratos de forma

eficaz, a menos que estos mecanismos gocen de verdadera independencia. El apar-

tado 1 del artículo 18, del Protocolo Facultativo contiene la principal disposición por

la que se exige a los Estados que tomen medidas para garantizar la independencia

funcional de los MNP. 

En el apartado 4 del artículo 18, se remite a los “Principios relativos al estatuto de

las instituciones nacionales para la protección y promoción de los derechos humanos”

de las Naciones Unidas (también conocidos como “Principios de París”), que describen

con más detalle las medidas que salvaguardan la independencia de dichas institucio-

nes.44 Sin embargo, los Principios de París se crearon inicialmente pensando en insti-

tuciones de derechos humanos con objetivos generales y mandatos más amplios

(como las comisiones nacionales de derechos humanos). De manera que algunos

aspectos de los Principios no se han incluido en el Protocolo Facultativo y otros son

superados mediante algunas disposiciones del Protocolo más detalladas. 

En los apartados siguientes se examinan diversos aspectos relativos a la inde-

pendencia funcional.45
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44 Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales para la protección y promoción de los

derechos humanos, Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas A/RES/48/134

(Anexo) del 20 de diciembre de 1993 (“Principios de París”).
45 Véase igualmente la obra publicada conjuntamente por el Consejo Internacional para Estudios de

Derechos Humanos y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Huma-

nos, Evaluar la Eficacia de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos. Ginebra, 2005, [en ade-

lante, “Evaluar a las INDH”]; así como la serie Nº 4 de capacitación profesional del Centro de Derechos

Humanos de las Naciones Unidas, Instituciones nacionales de derechos humanos: Manual sobre la cre-

ación y el fortalecimiento de instituciones nacionales para la promoción y protección de los dere-

chos humanos. Ginebra, 1995, [en adelante, “Manual INDH”]. 



4.2 Bases para la independencia 

PPrriinncciippiiooss  ddee  PPaarrííss  

A2. La institución nacional dispondrá del mandato más amplio posible,

claramente enunciado en un texto constitucional o legislativo, que

establezca su composición y su ámbito de competencia.

La independencia del MNP se verá socavada si el gobierno tiene autoridad legal para,

a su antojo, disolver o remplazar el MNP, o modificar su mandato, composición y

facultades. Esto es así incluso cuando el ejecutivo no pretenda realmente ejercer

dicha autoridad, ya que es la propia situación de vulnerabilidad la que socava la inde-

pendencia de los MNP. Por esta razón, el MNP debe ser creado mediante un texto

constitucional o legislativo donde se establezcan aspectos claves como el proceso

y criterios de nombramiento, la duración del cargo, el mandato, las facultades, la

financiación y rendición de cuentas46. Será preferible y la independencia del meca-

nismo se verá favorecida si su base legal es de orden constitucional en lugar de

basarse en una legislación ordinaria.47

De igual modo, la ley por la que se establezca el MNP no deberá poner a la ins-

titución o a sus miembros bajo el control institucional de un ministerio o ministro

del gobierno, gabinete o consejo ejecutivo, Presidente o Primer Ministro. La única

autoridad con capacidad para modificar la existencia, mandato o facultades del

MNP será la propia legislación.48 La ley deberá prohibir expresamente que los

ministros y otros funcionarios puedan dar instrucciones, directa o indirectamen-

te, al MNP.49

4.3 Independencia de los miembros y del personal

Los miembros del MNP deben ser expertos e independientes de las autoridades

estatales, tanto personal como institucionalmente. 

Por lo general, no deberán pertenecer a los MNP personas que estén simultá-

neamente ocupando un cargo en el sistema de justicia penal o que lo hayan ocu-

pado recientemente. Aunque este requisito afecta en especial a fiscales o aboga-

dos defensores, también se aplica a jueces de vigilancia penitenciaria y demás jue-
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46 Véase Evaluar a las INDH, ibíd., pp. 14-17 y Manual INDH, ibíd., pp. 10-11.
47 Véase Evaluar a las INDH, ibíd., p. 16. 
48 Véase Evaluar a las INDH. ibíd., pp. 14-17 y Manual INDH, op.cit., pp. 10-11. 
49 Evaluar a las INDH, ibíd., p. 14. 



ces.50 Es muy probable que surjan conflictos de interés, reales o aparentes, si un

miembro del MNP desempeña simultáneamente diversas funciones con respecto a

una persona detenida o a un determinado tipo de reclusos, instituciones o funcio-

narios.51

Es evidente que los miembros de los MNP también tienen que gozar de inde-

pendencia en su ámbito personal respecto del gobierno ejecutivo, es decir, no

deben tener vínculo personal alguno de lealtad política, estrecha amistad o relacio-

nes profesionales anteriores con actores políticos relevantes pertenecientes al

ejecutivo, ni con empleados de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado. Ade-

más, la labor del MNP podrá verse seriamente comprometida si un potencial miem-

bro del mecanismo fuera percibido como parcial, aunque en los hechos actúe de

manera imparcial.

El MNP deberá tener autoridad para elegir y emplear a su propio personal en

base a los requisitos y criterios que él mismo determine.52 El Consejo Internacional

para Estudios de Derechos Humanos y la Oficina del Alto Comisionado de las Nacio-

nes Unidas para los Derechos Humanos afirman que el personal de instituciones

nacionales de derechos humanos “no debería ser secundado o reubicado automáti-

camente de otros sectores del servicio público”.53 Al objeto de garantizar su auto-

nomía operacional, el MNP debe igualmente tener autoridad exclusiva para estable-

cer su propio reglamento interno y procedimientos sin que éstos puedan ser modi-

ficados por organismos externos.54

Los Principios de París sugieren que, en general, las instituciones de derechos

humanos podrían incluir a representantes del “Parlamento” y de las “Administra-

ciones”. Sin embargo, en el contexto del Protocolo Facultativo, no sería apropia-

da la presencia en el MNP de parlamentarios miembros del partido en el gobierno

o de otros representantes gubernamentales (ya pertenezcan al ámbito político o

al administrativo), aunque fuera en calidad de asesor. Para empezar, en el Proto-

colo Facultativo se establece que los MNP y las autoridades del Estado deberán

entablar un diálogo acerca de las posibles medidas que deberán ser adoptadas

para implementar las recomendaciones del MNP.55 Queda claro entonces que no

cabe la posibilidad de que representantes de las autoridades gubernamentales

participen en las discusiones y deliberaciones del MNP que lleven a la adopción de

recomendaciones. En segundo lugar, el MNP, en el marco de su labor, tendrá inexo-

rablemente acceso a “información confidencial”, como por ejemplo testimonios

personales que puedan vulnerar a las personas y que, de conformidad con el

apartado 2 del artículo 21, no deben ser reveladas al gobierno. Estas observacio-
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50 Para más detalle acerca de las inspecciones judiciales, véase más adelante el apartado 10.2.6 del

capítulo 10. 
51 Véase Evaluar a las INDH, ibíd., p. 14-17. 
52 Ibíd., p. 15. 
53 Ibíd., p. 15. 
54 Véase Manual INDH, op.cit., p. 11, párrafo 71. 
55 Protocolo Facultativo, artículo 22.



nes, sumadas a las funciones específicas que distinguen los MNP de las institucio-

nes nacionales de derechos humanos, más generales, excluyen la posibilidad de

que representantes del gobierno, independientemente de su cargo, integren el

MNP.

4.4 Procedimientos de nombramiento 

PPrriinncciippiiooss  ddee  PPaarrííss::

B3. En el interés de la estabilidad del mandato de los miembros de la ins-

titución nacional, sin la cual no habrá una verdadera independencia, su

nombramiento se hará mediante acto oficial en el que se señale un

plazo determinado de duración del mandato. Este podrá prorrogarse

bajo reserva de que se siga garantizado el pluralismo de la composición.

Incluir los principios y procedimientos que rigen el nombramiento de los miembros

del MNP en una base legal puede jugar un rol sustancial para garantizar la indepen-

dencia del mecanismo. Dicha norma deberá definir: 

• el método de nombramiento; 

• los criterios de nombramiento; 

• la duración del mandato; 

• el régimen de inmunidades y prerrogativas; 

• los procedimientos de destitución. 

El poder ejecutivo no deberá poder designar o nombrar directamente a un miem-

bro del MNP, aunque esto no excluye que el jefe del Estado proceda a un nombra-

miento formal una vez elegido por otro órgano.56 El proceso de nombramiento

debe exigir que se realicen consultas o se implique de forma directa a una amplia

variedad de grupos de la sociedad civil, como organizaciones no gubernamentales,

organizaciones sociales y profesionales, universidades y otros expertos en la mate-

ria. Una posibilidad sería la creación de un órgano especial de nombramiento inte-

grado por representantes de dichos colectivos. Otra, el establecimiento de un comi-

té parlamentario que supervise el proceso de consultas (aunque esta opción será

satisfactoria sólo si existe una separación real entre el poder legislativo y el ejecu-

tivo).57 En determinadas circunstancias, también se podrá optar por un proceso de

consulta liderado por una comisión judicial de nombramientos independiente. 

270 A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

56 Evaluar a las INDH, op.cit., p. 16. 
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El Consejo Internacional para Estudios de Derechos Humanos y la Oficina del Alto

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos recomiendan respec-

to de la duración de los mandatos que para la mayoría de las instituciones nacionales

de derechos humanos “un período de cinco años sería razonable: los/as integrantes

disponen de tiempo suficiente para ser eficaces sin estar demasiado expuestos/as a

las preocupaciones por su futuro profesional”.58 Por ejemplo, el proyecto de ley para

la implementación del Protocolo Facultativo en Argentina establece mandatos reno-

vables de cuatro años para cada uno de los diez miembros del MNP. 

Para asegurar cierta continuidad es importante considerar la posibilidad de esca-

lonar el término del mandato de los miembros, para evitar que sus mandatos expi-

ren todos a la vez y se vean reemplazados por un equipo totalmente nuevo. Por

ejemplo, por esa razón el Subcomité internacional utiliza un sistema de mandatos

escalonados. 

Durante el periodo fijado para su mandato, los miembros deberán tener sólidas

garantías de permanecer en el cargo. Es decir que, si se llegara a dar el caso, los

miembros de un MNP únicamente podrán ser destituidos con un voto aprobado por

amplia mayoría (quizás de tres cuartas partes) de los propios miembros del MNP

(cuando esté integrado por varios miembros) o del parlamento (cuando sólo uno o

dos miembros sean parte del MNP), y ello sólo cuando existan pruebas de una falta

grave de ética profesional.

4.5 Garantías e inmunidades

AArrttííccuulloo  3355

Se reconocerá a los miembros del Subcomité para la Prevención y de

los mecanismos nacionales de prevención las prerrogativas e inmuni-

dades que sean necesarias para el ejercicio independiente de sus fun-

ciones. (…)

AArrttííccuulloo  2211

2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de

prevención tendrá carácter reservado. (…)

El artículo 35 del Protocolo Facultativo establece que “se reconocerá” a los miem-

bros de los MNP “las prerrogativas e inmunidades que sean necesarias para el ejer-

cicio independiente de sus funciones”. Los párrafos 22 y 23 de la Convención sobre
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los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas,59 que se aplican directamente

al Subcomité internacional,60 debe ser fuente de inspiración sobre la cuestión de las

inmunidades para los miembros de los MNP:

•  Durante la vigencia de su mandato y en relación con su labor, los miembros del

MNP, gozarán de: 

— inmunidad contra el arresto y la detención y contra el embargo de su equipa-

je personal; 

— inmunidad contra la incautación o control de cualquier material y documento; 

— no interferencia en las comunicaciones. 

•  Durante y después del ejercicio del cargo, gozarán de: 

— inmunidad contra toda acción judicial por cualquier acto, sea de carácter oral

o escrito, realizado en el cumplimiento de sus funciones como miembro del

MNP. 

Cada miembro del MNP deberá gozar de estas prerrogativas e inmunidades. Sin

embargo, recalcando que la finalidad de estas medidas es garantizar la independen-

cia del MNP y no el beneficio personal de sus miembros, el conjunto de los miem-

bros del MNP podrá, mediante voto aprobado por una clara mayoría (por ejemplo,

de dos tercios o tres cuartos), retirar estas inmunidades en casos y circunstancias

particulares que lo exijan. 

La Defensoría del Pueblo checa (Czech Public Defender of Rights), que ha sido

nombrada MNP de la República Checa, ofrece un ejemplo ilustrativo en su legisla-

ción nacional: 

No se podrá iniciar un procedimiento penal contra el Defensor del Pueblo sin el consen-

timiento de la Cámara de Diputados [Parlamento]. De negarse la Cámara de Diputados a

dar su aprobación, será imposible realizar tal acción contra el Defensor del Pueblo duran-

te la vigencia de su mandato.61
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59 Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas, aprobada por la Asamblea

General el 10 de febrero de 1949 y entrada en vigor el 10 de febrero de 1949.
60 En la segunda frase del artículo 35 del Protocolo Facultativo se lee: “Se reconocerá a los miembros

del Subcomité para la Prevención las prerrogativas e inmunidades especificadas en la sección 22 de

la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas de 13 de febrero de 1946,

con sujeción a las disposiciones de la sección 23 de dicha Convención”. 
61 Apartado 1 del párrafo 7 de la ley checa sobre el Defensor del Pueblo (Czech Law on the Public

Defender of Rights) (349/1999 Coll.), en su forma enmendada 381/2005 Coll, que entró en vigor el

1 de enero de 2006 y está disponible en http://www.ochrance.cz. Véase igualmente, el párrafo 145



Algunas inmunidades siguen protegiendo a los miembros de los MNP, aún tras fina-

lizar su mandato. Por ejemplo, respecto a los actos y omisiones realizados en el ejer-

cicio de sus funciones, como las entrevistas con las personas detenidas. Así, los

miembros de una delegación del Comité Internacional de la Cruz Roja que sean ciu-

dadanos del Estado anfitrión gozan de inmunidad, incluso tras haber concluido su

servicio en dicha delegación, contra cualquier forma de proceso judicial o adminis-

trativo (incluido el arresto o detención personal); tampoco podrán ser llamados a

declarar como testigos o aportar pruebas.62

En cuanto a la protección de la información en poder del MNP (colectiva o indi-

vidualmente), el artículo 21 del Protocolo Facultativo refuerza las garantías genera-

les establecidas por el artículo 35. No podrá revelarse a nadie, ni siquiera a las auto-

ridades de gobierno ejecutivo o del poder judicial, la información que de conformi-

dad con la legislación nacional tenga “carácter reservado”. Es decir, el artículo 21

exige al Estado que asegure que la legislación nacional no permita ni el registro ni la

incautación de información confidencial en posesión del MNP, ni la obligación de

revelarla por cualquier otro procedimiento. Por consiguiente, caso de no existir, se

deberá promulgar una ley en el orden penal, civil o administrativo, que establezca

una excepción para los MNP contra los allanamientos e incautaciones por parte de

las autoridades.

El Protocolo Facultativo no prevé expresamente excepciones a las garantías

establecidas por el artículo 21. Las garantías más fuertes establecidas por las leyes

nacionales son las que se otorgan normalmente a los gobiernos respecto de los

“secretos de Estado”, que son absolutamente confidenciales. Luego, en orden de

importancia, comúnmente las leyes nacionales garantizan al abogado y a su cliente

el respeto del secreto profesional. En este caso las excepciones son extremadamen-

te limitadas: por ejemplo, un juez puede retirar dicha garantía si se trata de un

documento elaborado por el abogado con el único propósito de ayudar al cliente a

cometer un delito; también, en raras ocasiones, cuando el acusado demuestre que

dicha información es la única que le permitiría defenderse de forma satisfactoria en

el marco de un juicio penal.63
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de la Constitución de la República de Estonia: “Los cargos penales serán presentados al Canciller de

Justicia [MNP de Estonia] únicamente mediante propuesta del Presidente de la República, y con la

aprobación de la mayoría de los miembros del Riigikogu [Parlamento]”. En el artículo 211 de la Cons-

titución de Polonia se establece que el Comisionado de Derechos de la Ciudadanía [MNP de Polonia]

“no podrá ser declarado responsable penal ni privado de libertad sin consentimiento previo del Par-

lamento”. Se estipula, además, que el Comisionado “no será detenido ni arrestado, excepto cuando

se le prenda cometiendo un delito y sea necesaria su detención para garantizar el buen curso del

procedimiento penal”. En tal caso, “se notificará al Presidente (Marshal) del [Parlamento] (...) quien

ordenará su inmediata liberación”. [la traducción de los textos que se citan en esta nota es nuestra].
62 Apartado 11 del artículo 10 del modelo de Acuerdo de Sede del CICR, de acuerdo con el análisis de

Gabor Rona en su artículo “El privilegio del CICR de no testificar: confidencialidad en acción” (2002),

Revista Internacional de la Cruz Roja Nº 845, 207-219. Véase también la Ley del Defensor del Pueblo

de 1975, apartado 26 (el Defensor del pueblo es uno de los órganos nombrados para ejercer como

MNP en Nueva Zelanda). 
63 Véase, e.g., R. v. McClure, [2001] 1 S.C.R. 445 (Tribunal Supremo de Canadá). 



En principio, y según el Protocolo Facultativo, no caben excepciones a las garantías

que protegen la información confidencial obtenida por el MNP a través de sus obser-

vaciones y durante las entrevistas realizadas en sus visitas. Para que el MNP funcione

de manera eficaz, las personas entrevistadas deben tener la certeza que la informa-

ción que proveen al MNP no será revelada ulteriormente. No se deberá permitir pues

que los abogados hagan presión para obtener información recabada por el MNP, con el

pretexto de que pudiera contener datos sobre delitos; aquello socavaría gravemente

la protección que brinda el artículo 21. Dado que el principal cometido del MNP es reco-

ger información sobre casos supuestos de malos tratos, puede resultar fácil para fun-

cionarios del gobierno violar las garantías de confidencialidad que protegen la informa-

ción recolectada por el MNP, invocando el necesario “cumplimiento de la ley”. 

Otra cuestión relativa a las garantías sobre la confidencialidad de la información

consiste en definir el papel que desempeña la persona que facilita la información. En

el caso del secreto profesional entre el abogado y su cliente, normalmente se dice

que quien goza de protección es el cliente, no el abogado, por lo que si el cliente con-

siente libremente en revelar la información, él o ella puede levantar esta garantía

independientemente de lo que opine el abogado. Sin embargo, dada la función que

desempeña el MNP y la situación de vulnerabilidad intrínseca en la que se encuentran

las personas privadas de libertad, es evidente que este aspecto del secreto profesio-

nal entre abogado y cliente no se puede trasladar al contexto del Protocolo Faculta-

tivo. Aunque según el apartado 2 del artículo 21, el MNP no puede comunicar infor-

mación personal sin el consentimiento del interesado, esto no significa que se pueda

pedir al MNP que revele aquella información a terceras personas. En tales casos,

tanto el MNP como el interesado tendrían que autorizar su divulgación. 

El artículo 7 de la ley checa sobre el Defensor del Pueblo ofrece un ejemplo de

aplicación nacional: 

4) Los órganos administrativos del Estado, incluidos aquellos responsables de los

procesos penales, tienen autorización para consultar o trasladar los archivos del

Defensor del Pueblo sólo por orden judicial y con la autorización de la Institución.

Si el Defensor lo negara, sería necesaria la autorización del Presidente de la Cáma-

ra de Diputados. 

Por último, la cuestión de la garantía de la confidencialidad pone aún más de mani-

fiesto los problemas que podrían surgir si el órgano nombrado como MNP ejerciera

paralelamente funciones jurisdiccionales en casos individuales, actuando en nombre

de determinadas víctimas o contra infractores.64 La publicidad que normalmente se

requiere en tales audiencias, en aras de garantizar la equidad entre el querellante y

el imputado, podrá perjudicar el clima de cooperación y confidencialidad que defi-

ne las visitas y entrevistas del MNP.

El apartado 6.2 del capítulo 6 aborda, desde otro ángulo, el artículo 21 y la pro-

tección de la información confidencial y de los datos personales. 
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4.6 Independencia financiera

AArrttííccuulloo  1188

(…) 

3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los recursos

necesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de

prevención. (…)

PPrriinncciippiiooss  ddee  PPaarrííss

B2. La institución nacional dispondrá de una infraestructura apropia-

da para el buen desempeño de sus funciones, y en particular de fon-

dos suficientes. Esos fondos deberán destinarse principalmente a la

dotación de personal y locales propios, a fin de que la institución sea

autónoma respecto del gobierno y no esté sujeta a un control finan-

ciero que pueda afectar su independencia. 

El apartado 3 del artículo 18 insta a los Estados Partes a proporcionar los recursos

necesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de prevención. En

línea con los Principios de París, la autonomía financiera es un requisito fundamen-

tal sin el cual un mecanismo nacional de prevención no será capaz de ejercer su

autonomía funcional ni su independencia en la toma de decisiones. Por consiguien-

te, como garantía para preservar su independencia, deberá establecerse en la ley

de implementación del Protocolo la fuente y naturaleza de los recursos del meca-

nismo nacional de prevención.65

La ley deberá, asimismo, especificar el proceso de asignación de fondos anuales

al MNP y que dicho proceso no deberá encontrarse bajo el control directo el gobier-

no ejecutivo. El Consejo Internacional para Estudios de Derechos Humanos y la Ofi-

cina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, sugie-

ren procedimientos establecidos para las instituciones nacionales de derechos

humanos que también podrán servir para los MNP:66

•  el MNP redacte su propio presupuesto anual; 

•  se someta a votación en el parlamento el total de los fondos solicitados en dicho

presupuesto; 
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•  dentro del presupuesto asignado por el Parlamento, el MNP decida de la distribu-

ción y utilización de los recursos. 

La propuesta del Consejo Internacional para Estudios de Derechos Humanos y la Ofi-

cina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sugie-

re que el presupuesto del MNP no deberá ser sólo parte de un presupuesto minis-

terial más amplio, sino que deberá contar con un presupuesto propio. La rendición

de cuentas se hará mediante informes financieros públicos y periódicos, y una audi-

toria anual independiente. 

¿Cómo hará el MNP para determinar el monto de su presupuesto? ¿Cómo podrá

un gobierno calcular los recursos necesarios para el inicio de las actividades antes

que el MNP pueda presentar su primera solicitud de presupuesto? El Protocolo

Facultativo insta a todos los Estados Parte que faciliten al MNP los recursos nece-

sarios para un funcionamiento eficaz. Esto significa que los recursos financieros y

humanos que se pongan a disposición del MNP deberán posibilitar la realización de

visitas a todos los lugares de detención en intervalos que sean coherentes con los

criterios enunciados en el apartado 3.4 del capítulo 3 de la presente guía. 

Por consiguiente, la asignación de recursos para un MNP dependerá de paráme-

tros específicos a cada país; a saber: 

•  número de lugares de detención;

•  tipos de lugares de detención;

•  densidad de la población reclusa (número de reclusos en cada centro); 

•  distancia que hay que recorrer para realizar las visitas. 

A la hora de elaborar presupuestos, basados en la frecuencia estimada de las visi-

tas, es importante considerar que por lo general el MNP tendrá que contratar per-

sonal y en algunas ocasiones a expertos externos y que habrá que prever un perio-

do de tiempo antes y después de las visitas para la preparación de las visitas y para

analizar la información y redactar los informes. 

Los países cuyos lugares de detención estén ubicados en un territorio muy

amplio podrán reducir costes de viaje (por las largas distancias), estableciendo un

sistema de oficinas distribuidas en diferentes regiones del país o estableciendo

varios MNP que complementen la labor de la oficina central del MNP, asegurándose

que los miembros del MNP central sean suficientemente numerosos y heterogéne-

os para formar varios equipos que podrán operar en distintas regiones.67 Los Esta-

dos deberán además prever parte del presupuesto para reuniones periódicas de
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representantes de todos los MNP del país, aunque estos gastos también podrán

reducirse gracias a la utilización de teleconferencias u otros medios. 

4.7 Recomendaciones de la APT

•  El MNP deberá establecerse mediante un texto constitucional o legislativo en el

cual se describan aspectos clave como el proceso y criterios de nombramiento de

sus miembros, duración del cargo, mandato, facultades, financiación, garantías e

inmunidades y procedimientos de destitución. Por lo general, es preferible un

texto constitucional que una legislación ordinaria. 

•  Ningún miembro del gobierno ejecutivo deberá tener autoridad legal para disol-

ver o sustituir el MNP, modificar su mandato, composición o facultades, a su

antojo. 

•  La ley deberá establecer de forma expresa que los ministros y demás funciona-

rios no puedan dar instrucciones, directa o indirectamente, al MNP. 

•  La ley deberá exigir que todos los miembros del MNP sean expertos indepen-

dientes de las autoridades del Estado, desde un punto de vista personal e ins-

titucional.

•  Los parlamentarios miembros del partido en el gobierno, los representantes de

las altas instancias del gobierno o los representantes de departamentos del

gobierno no deberán ser elegibles como miembros del MNP, aunque fuera sin

tener derecho a voto. 

•  El MNP deberá estar facultado para elegir y emplear a su propio personal según

requisitos y criterios que él mismo determine. 

•  El MNP deberá ser el único facultado para elaborar su reglamento interno. 

•  El proceso de nombramiento de los miembros del MNP deberá incluir una etapa

de consulta con la sociedad civil.

•  La ley deberá fijar mandatos por períodos de cinco años. Si algún miembro del

MNP tuviera que ser destituido, sólo será posible con el voto de una amplia mayo-

ría de los miembros del MNP o del parlamento. 

•  Se podrá recurrir a un sistema de mandatos escalonados para ayudar a garanti-

zar la continuidad del MNP.
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•  La ley deberá conceder inmunidad y ciertas garantías al MNP, tales como la inmu-

nidad contra el arresto y la detención personal, la incautación de equipaje, docu-

mentos e interferencias en las comunicaciones, así como inmunidad permanente

contra toda acción legal por actos realizados en el buen desempeño de sus obli-

gaciones en el MNP. 

•  La ley deberá establecer garantías sobre la confidencialidad de la información de

carácter reservado en poder del MNP . 

•  La fuente y la naturaleza de la financiación del MNP deberá especificarse en la

legislación, así como el proceso de asignación de recursos anuales. El parlamento

deberá aprobar un presupuesto general anual, a partir de una solicitud directa del

MNP. El MNP, a su vez, podrá disponer de aquellos recursos sin requerir la aproba-

ción previa de funcionarios del gobierno ejecutivo. 
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5. Miembros

5.1 Aptitudes y conocimientos profesionales

AArrttííccuulloo  1188

(…)

2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garan-

tizar que los expertos del mecanismo nacional de prevención tengan

las aptitudes y los conocimientos profesionales requeridos (…) 

Para que un MNP sea efectivo, no basta con que sus miembros sean independientes

del gobierno, del poder judicial y de las autoridades responsables de los centros de

detención. Como se estipula explícitamente en el artículo 18, cada uno de los miembros

debe tener experiencia relevante y el MNP en su conjunto debe comportar la plurali-

dad y equilibrio necesarios entre diferentes campos del conocimiento. El Relator Espe-

cial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura afirmó que es de importan-

cia capital que los Estados Partes garanticen que los miembros del MNP ejercan dife-

rentes profesiones.68 Los Estados, por tanto, deberán incluir en la legislación que esta-

blezca el MNP los diferentes tipos de aptitudes y conocimientos profesionales requeri-

dos y reconocer la necesidad de equilibrio en el seno de un equipo multidisciplinar.

Debiera darse una combinación de las siguientes aptitudes y conocimientos pro-

fesionales:

•  abogados (más concretamente con experiencia en derecho de los derechos

humanos, nacional o internacional; derecho penal; derecho en materia de refugia-

dos y asilo; y en algunos caso de derecho humanitario); 

•  médicos (tales como expertos forenses, aunque no solamente); 

•  psicólogos y psiquiatras; 
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•  personas con experiencia profesional previa en políticas, gestión y administración

penitenciaria o de instituciones psiquiátricas;

•  representantes de ONG y activistas de derechos humanos;

•  personas con experiencia previa en visitas a lugares de detención;

•  personas con experiencia previa en actividades con grupos particularmente

vulnerables (como migrantes, mujeres, personas con discapacidad física o men-

tal, pueblos indígenas, minorías nacionales étnicas, religiosas o lingüísticas, jóve-

nes y adolescentes);

•  antropólogos;

•  trabajadores sociales.

Cuando resulte necesario, la propia experiencia del conjunto del MNP podrá comple-

mentarse contratando expertos externos. La ley deberá autorizar expresamente al

MNP a contratar dichos expertos y que dichos expertos, y el personal permanente

del MNP, acompañen a los miembros del MNP en sus visitas. Aquello no deberá per-

judicar el hecho que los miembros con derecho a voto del propio MNP reúnan un

abanico de conocimientos y experiencia necesarios, ya que serán ellos quienes ten-

drán la última palabra en las decisiones. 

El Protocolo Facultativo contempla que el MNP trabajará para mejorar el trato y las

condiciones de detención de las personas, mediante un proceso de recomendaciones y

diálogo persuasivo, contrariamente a los órganos de tipo vinculantes que dictan órde-

nes de obligado cumplimiento. Por ello, para que sean efectivos, se requiere que los

miembros del MNP tengan otras aptitudes como por ejemplo autoridad moral y bene-

ficiar del respeto de la sociedad. Los miembros tendrán también que contar con un pro-

bado compromiso personal a favor de los derechos humanos, de la prevención de la tor-

tura y de los malos tratos y de la mejora de las condiciones de los lugares de detención.

5.2 Equilibrio de género y representación 

de grupos étnicos y minoritarios

AArrttííccuulloo  1188

2. (...) Se tendrá igualmente en cuenta el equilibrio de género y la ade-

cuada representación de los grupos étnicos y minoritarios del país. (…)

El principio expuesto en el artículo 18 es importante como un fin en sí mismo (pro-

mueve la igualdad en las instituciones públicas), pero también es muy pertinente
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para garantizar que el MNP cuente con los conocimientos y aptitudes necesarios

para el desempeño de sus funciones y en particular para reunir la información que

necesitará para que sus recomendaciones sean efectivas. 

La sensibilidad hacia las necesidades culturales, religiosas y materiales de los dife-

rentes grupos sociales, y su conocimiento directo, ayuda a garantizar que los miem-

bros del MNP sean capaces de comprender en qué medida una institución satisface

o no las necesidades de las personas privadas de libertad pertenecientes a dichos

grupos. El equilibrio de género y la representación de los grupos étnicos y minorita-

rios, y de personas con discapacidad en el MNP contribuirán al cumplimiento más

efectivo de su mandato. También es importante que los miembros del MNP tengan

conocimientos lingüísticos relevantes ya que la información que se obtenga durante

las entrevistas por lo general será mejor si los miembros se pueden comunicar direc-

tamente con sus interlocutores (la diversidad lingüística de los miembros del MNP

también puede ahorrar gastos y la incomodidad de depender de intérpretes).

Las personas privadas de libertad podrán sentirse más o menos cómodas al hablar

de cuestiones que pueden ser muy íntimas con personas de sexo opuesto. Por ejem-

plo, una mujer detenida puede expresarse con mayor libertad para tratar cuestiones

de violencia sexual o de acoso si es entrevistada por otra mujer. Los miembros de un

grupo étnico o minoritario pueden sentirse más cómodos hablando del trato que reci-

ben con alguien que pertenezca a su mismo grupo. Pueden desconfiar intrínsecamen-

te de los motivos que animan a una persona que pertenezca al grupo dominante. 

De ahí que el objetivo pronunciado en el artículo 18 deberá incorporarse a la

legislación nacional de implementación del Protocolo y al proceso de nombramien-

to de los miembros del MNP. 

5.3 Recomendaciones de la APT

•  La legislación nacional establecida para implementar el Protocolo Facultativo debe-

rá exigir que los miembros del MNP sean profesionales que combinen aptitudes y

conocimientos profesionales pertinentes: abogados, médicos, psicólogos, psiquia-

tras, personas con experiencia profesional previa en gestión y administración de

instituciones penitenciaras y psiquiátricas, representantes de ONG, activistas de

derechos humanos, personas con experiencia previa en visitas y monitoreo a luga-

res de detención, personas con experiencia previa en actividades con grupos par-

ticularmente vulnerables, antropólogos y trabajadores sociales, entre otros.

•  La ley deberá autorizar expresamente al MNP a contratar expertos externos para

que, cuando sea necesario, apoyen y acompañen el personal permanente del MNP

en sus visitas.

•  La ley deberá fijar como objetivo que entre los miembros del MNP haya un equi-

librio de género y una adecuada representación de los grupos étnicos y minorita-

rios del país, incluyendo a personas con discapacidad.
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6. Garantías y poderes con respecto a las visitas

6.1 Acceso a todos los lugares de detención

AArrttííccuulloo  2200

A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desem-

peñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se

comprometen a darles:

a)  Acceso a toda la información acerca del número de personas pri-

vadas de su libertad en lugares de detención según la definición

del artículo 4 y sobre el número de lugares de detención y su

emplazamiento; 

(…)

c)  Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y

servicios;

(…)

e)  Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las per-

sonas a las que deseen entrevistar; (…)

La amplia definición de “lugares de detención” y el requisito básico que dichos lugares

estén abiertos a las visitas de los MNP en virtud del Protocolo Facultativo fueron comen-

tados en el capítulo 3 de la presente guía. El artículo 20 del Protocolo Facultativo com-

plementa el derecho básico de los MNP a visitar dichos lugares, ofreciendo más detalle

sobre las garantías y poderes necesarios para el buen desempeño de su mandato. 

6.1.1 Acceso a todas las instalaciones de todos los lugares de detención

El apartado c) del artículo 20 establece que las autoridades del Estado deberán pro-

porcionar al MNP acceso a todas las instalaciones de todos los lugares de detención.

Esto incluirá, por ejemplo, las zonas de residencia, las celdas de aislamiento, los
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patios, las zonas de actividades físicas, las cocinas, los talleres, las instalaciones edu-

cativas, médicas y sanitarias, y las dependencias del personal. Visitando todas las

áreas de un determinado lugar de detención, el MNP podrá hacerse una idea global

de las condiciones de detención y del trato dispensado a las personas privadas de

libertad.

El recorrido y la vista de todas las instalaciones también permitirá a los miem-

bros del MNP observar la distribución general de las instalaciones, los dispositivos de

seguridad física, la arquitectura, y demás elementos estructurales que juegan un

papel importante en la vida cotidiana de las personas privadas de libertad. La dispo-

sición que garantiza el acceso irrestricto a todos los lugares también ayuda a pre-

venir que las autoridades oculten al MNP algunos detenidos trasladándolos fuera de

las zonas habituales de detención. 

El Protocolo Facultativo se pronuncia de forma explícita sobre los casos en que

se podrá limitar el derecho de acceso del Subcomité internacional (véase el aparta-

do 2 del artículo 14). Sin embargo, el Protocolo Facultativo no establece excepción

alguna al derecho de los MNP de visitar cualquier área o instalación de un centro de

detención, ni siquiera invocándose razones de seguridad. La legislación nacional

deberá señalar claramente que, bajo ninguna circunstancia, se podrá limitar el acce-

so del MNP a cualquier área y cualquier lugar de detención. 

6.1.2 Elección de los lugares a visitar

El apartado e) del artículo 20 recalca que el MNP gozará de libertad para elegir los

lugares que visitará. Esta es una de las razones por las que se exige en el apartado

a) del artículo 20 del Protocolo Facultativo que sea entregada al MNP información

exacta y actualizada sobre el número de personas privadas de libertad en cada

centro de detención, así como el número total de los lugares de detención y su

emplazamiento. El derecho de acceso a la información deberá por consiguiente

establecerse de forma expresa en la legislación de implementación del Protocolo.

En la práctica, es precisamente analizando dicha información, junto con la obteni-

da por otras fuentes, como las ONG o los medios de comunicación, que el MNP

podrá diseñar un programa efectivo de visitas.

6.1.3 Visitas sin previo aviso

También es evidente que el MNP deberá tener facultades y poder para realizar al

menos algunas visitas sin previo aviso para que aquellas puedan prevenir de forma

eficaz la tortura y otros malos tratos. En cuanto a las visitas de tipo exhaustivas,

el hecho que las autoridades sean informadas previamente podrá contribuir a

menudo que la visita sea más fructífera. No obstante, realizar visitas más breves y

sin previo aviso será el único medio que tienen los MNP para poder formarse una

idea real de la vida cotidiana en los lugares de detención. La posibilidad de realizar

visitas sin previo aviso también reforzará el efecto disuasorio de las visitas realiza-

das por el MNP. 
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El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, quien

también realiza visitas a los lugares de detención en el marco de sus misiones en los

países, se pronunció sobre este tema en los siguientes términos: 

El objetivo de las visitas no anunciadas es que, en la medida de lo posible, el Relator

Especial pueda hacerse una idea muy clara de las condiciones en los centros. Si anun-

ciase con antelación siempre qué instalaciones desea ver y con quién querría entre-

vistarse, se podría correr el riesgo de que se encubriesen o modificasen determina-

das cosas, o se trasladase o amenazase a algunas personas, o se les impidiese reu-

nirse con él. Esta es una realidad lamentable que debe encarar el Relator Especial. De

hecho ello ha ocurrido aun cuando se ha tardado 30 minutos en darle acceso.69

Si se lee el artículo 20 en el contexto del Protocolo Facultativo en su conjunto, se

puede concluir que el MNP deberá tener autoridad para realizar visitas sin previo

aviso. Por ejemplo, el artículo 20, que trata el tema de los poderes de visita del MNP,

sigue de cerca el artículo 14, que se refiere a los poderes de visita del Subcomité

internacional, con una diferencia significativa. El apartado 2 del artículo 14 enume-

ra las circunstancias excepcionales y limitadas que un Estado puede invocar para

“objetar una visita [del Subcomité] a un lugar de detención determinado por razo-

nes urgentes y apremiantes de defensa nacional, seguridad pública, catástrofes

naturales o disturbios graves en el lugar que deba visitarse”. Incluso en tales circuns-

tancias, el artículo 14 establece expresamente que cualquier objeción tendrá carác-

ter temporal. Sin embargo, el apartado 2 del artículo 14 no tiene su correlato en el

artículo 20 que se refiere a las visitas del MNP. De donde se infiere, en toda lógica,

que ninguna circunstancia particular podrá ser invocada por un gobierno para opo-

nerse, aunque fuera temporalmente, a una visita del MNP, el cual podrá ejercer su

derecho de acceso en cualquier momento del día o de la noche. 

Otros organismos gubernamentales así como órganos internacionales especiali-

zados también concluyeron que para que los MNP sean efectivos deberán estar

facultados para realizar visitas sin previo aviso: 

•  En 2006, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortu-

ra, refiriéndose a la entrada en vigor del Protocolo Facultativo dijo que los Esta-

dos Partes “se comprometen (…) a recibir las visitas sin previo aviso (…) a todos los

lugares de detención (…) de uno o más mecanismos nacionales independientes

para la prevención de la tortura a nivel nacional”.70
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•  En 2006, el Comité de Derechos Humanos del Parlamento del Reino Unido, citan-

do el acuerdo del gobierno, afirmó que “la facultad de llevar adelante inspeccio-

nes sin previo aviso es una garantía vital” para el trabajo de un MNP en el marco

del Protocolo Facultativo [la traducción es nuestra].71

•  En 2005, la cuestión de las visitas a las comisarías de policía en el marco del Pro-

tocolo Facultativo surgió durante el examen del primer informe periódico de

Albania ante el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas. Albania ratificó el

Protocolo Facultativo en 2003. El Dr. Rasmussen, miembro del Comité, refiriéndo-

se expresamente al Protocolo Facultativo, recalcó que para que fueran verdade-

ramente efectivas, dichas visitas debían estar a cargo de expertos independien-

tes, producirse con regularidad, y sin previo aviso.72 Este punto fue recogido por

el Comité en pleno en sus Conclusiones y Recomendaciones, expresando su pre-

ocupación por la “La falta de visitas, periódicas y sin aviso previo, a las comisarías

por el Defensor del Pueblo” y recomendó que Albania “Establezca las medidas

necesarias para permitir las visitas, periódicas o sin anuncio previo, a las comisa-

rías por la Oficina del Defensor del Pueblo”.73

•  En su informe de diciembre de 2005, el Relator Especial de las Naciones Unidas

sobre la cuestión de la tortura, tomando nota de la similitud entre las normas apli-

cables a sus visitas realizadas a los lugares de detención y las que se realizarán al

amparo del Protocolo Facultativo, afirmó que “es un axioma que la libertad de ins-

peccionar los lugares de detención implican el acceso sin trabas, con o sin previo

aviso, a todo lugar en que haya personas privadas de libertad”.74 Subrayó que “[s]i

bien en algunos casos, él puede advertir a las autoridades cuáles son los centros

que tiene la intención de visitar, lo cierto es que el acceso a todos los lugares

supone que realizará también visitas sin previo aviso o anunciadas con poca ante-

lación”.75
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•  En 2006, la República Checa ratificó el Protocolo Facultativo tras enmendar la ley

relativa al Defensor del Pueblo (Public Defender of Rights) con el propósito de

conferirle autoridad para llevar adelante un sistema de visitas de carácter pre-

ventivo a lugares de detención, incluyendo la facultad de ingresar en todas las

instalaciones de dichos lugares “sin previo aviso”.76

•  Una de las instituciones de la República de Corea identificada como posible MNP

es la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Su ley constitutiva dispone que

los comisionados y los expertos que formen parte de los equipos de visita

deben tener acceso “inmediato” a los centros de detención o custodia a la pre-

sentación de un documento en el que se certifique su autoridad para llevar a

cabo la visita.77

6.2 Acceso a la información

AArrttííccuulloo  2200

A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desem-

peñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se

comprometen a darles:

a)  Acceso a toda la información acerca del número de personas pri-

vadas de su libertad en lugares de detención según la definición

del artículo 4 y sobre el número de lugares de detención y su

emplazamiento;

b)  Acceso a toda la información relativa al trato de esas personas y a

las condiciones de su detención; (…)

Según establece el apartado a) del artículo 20, el MNP tendrá acceso a toda la infor-

mación acerca del número y emplazamiento de los detenidos y de los lugares de

detención. Esta información es esencial para que el MNP pueda planificar su progra-
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76 Véase la ley checa sobre los derechos del Defensor del Pueblo (349/1999 Coll.) en su versión enmen-

dada 381/2005 Coll, que entró en vigor el 1 de enero de 2006, párrafo 1, apartados 2, 3 y 4; y

párrafo 15, apartado 1, y párrafo 21, inciso a), en http://www.ochrance.cz/. 
77 Apartado 3 del artículo 24 de la ley de la República de Corea relativa a la Comisión Nacional de Dere-

chos Humanos. Cabe mencionar, sin embargo, que otras partes del mencionado artículo, como aque-

llas que disponen que el personal del centro de detención puede estar presente durante las entre-

vistas con los detenidos, pueden contradecir las disposiciones del Protocolo Facultativo.



ma de visitas. El tipo de información que cubre el apartado b) del artículo 20 es

extremadamente amplio, incluye por ejemplo: registros médicos individuales y

datos acumulados, dietas y suministro de alimentos, sistemas sanitarios, horarios

(como los registros del tiempo pasado en las celdas, de ejercicio físico al aire libre o

a cubierto, de trabajo, etc.), dispositivos de prevención de suicidios, registro disci-

plinario, etc.

AArrttííccuulloo  2211

(…)

2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de

prevención tendrá carácter reservado. No podrán publicarse datos

personales sin el consentimiento expreso de la persona interesada.

Obviamente, para que el MNP pueda cumplir sus funciones debe tener acceso a

información específica, potencialmente muy delicada, acerca de las personas dete-

nidas. Los datos médicos individuales quizás sean el ejemplo más claro. También es

posible que parte de la información que recibe el MNP acerca de otras personas en

el lugar de detención, como empleados o miembros de ONG, sea más bien de natu-

raleza personal que profesional. En muchos Estados todo este tipo de información

por lo general está, o puede estar, protegida contra la publicidad por la legislación

en materia de derecho a la privacidad.

Dado que el Protocolo Facultativo establece claramente que el propio MNP tiene

acceso a esta información, los Estados deberán reexaminar la legislación vigente

sobre protección de datos y si fuera necesario promulgar excepciones que permi-

tan al MNP acceder a la información y utilizarla. En algunos casos, las excepciones

vigentes para los organismos públicos pueden aplicarse ya claramente al MNP; en

otros casos, se tendrán que dictar nuevas disposiciones para que el MNP pueda

recoger, utilizar y proteger dichos datos personales.

La protección de los datos personales por parte del MNP prevista en el artículo

21 del Protocolo Facultativo es importante para garantizar que el trabajo del MNP

no infrinja el derecho a la privacidad de las personas y para asegurarse que todos

los individuos sientan que pueden mostrarse abiertos con el MNP (véanse los apar-

tados 4.5 y 6.3). 

Sin embargo, la legislación deberá también garantizar que se autorice al MNP

a revelar o publicar datos sobre determinadas personas cuando éstas hubieran

dado su consentimiento expreso. No se deberá permitir que los gobiernos, so pre-

texto de querer proteger el “derecho individual a la privacidad”, impidan la reve-

lación de datos que si no fuera por ello el MNP, como los interesados, hubieran

hecho públicos. Esto también puede darse en el caso en que la persona entrevis-

tada solicite al MNP que transmita su queja concreta a otra institución como un
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fiscal o un tribunal de derechos humanos.78 El MNP podría también tener la facul-

tad sin restricciones de publicar datos acumulados derivados de datos personales

e información relevante de manera tal que los datos personales se tornen real-

mente anónimos. 

6.3 Acceso a las personas

AArrttííccuulloo  2200

A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desem-

peñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se

comprometen a darles:

(…)

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su

libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un

intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra perso-

na que el mecanismo nacional de prevención considere que pueda

facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar (…) las personas a las que deseen

entrevistar; (…)

El apartado d) del artículo 20 garantiza a los mecanismos nacionales de prevención

la facultad de llevar a cabo entrevistas con las personas de su elección. Esta dispo-

sición es fundamental para garantizar que el MNP obtenga la visión más completa

de la situación en un centro de detención a través de la opinión de las personas

directamente afectadas. 

La posibilidad de realizar entrevistas en privado es esencial para que las perso-

nas privadas de libertad puedan hablar de forma más abierta sin tanto temor a las

represalias. El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortu-

ra afirmó que “el derecho a interrogar a los detenidos en privado, sin que ningún

agente penitenciario pueda ver u oír la conversación” es uno de los aspectos más

importantes de las visitas de carácter preventivo.79 “De no ser así —continúa— los
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79 Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, UN Doc.

A/61/259 (14 de agosto de 2006), párrafo 73.



detenidos no pueden llegar a confiar en el equipo de inspección, algo que es abso-

lutamente esencial para obtener información [veraz].”80

De tal suerte que en la legislación de implementación del Protocolo se deberá

reconocer el derecho del MNP a entrevistar a los detenidos u otras personas en

privado, es decir fuera de la vista y escucha de los funcionarios, de los otros

reclusos o cualquier otra persona. Entrometerse en aquellas conversaciones pri-

vadas deberá estar estrictamente prohibido por la legislación. La única excepción

que cabría es cuando el propio equipo de visita solicite realizar la entrevista sin

que se les pudiera oír pero permaneciendo a la vista de los guardias, por razones

de seguridad.81

El equipo de visita deberá poder elegir libremente un lugar suficientemente

seguro que considere apropiado para realizar las entrevistas. El equipo no deberá

sentirse obligado a conducir la entrevista en un lugar preparado por las autorida-

des.82 En caso que el personal del centro de detención sugiera restringir las entre-

vistas para preservar la seguridad del equipo del MNP, esta sugerencia deberá ser

tomada en cuenta por el MNP. No obstante, los miembros del MNP deberán, en

última instancia, tener el derecho de proceder con la entrevista si consideran que

el riesgo para su seguridad personal, de haberlo, es aceptable.83

El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura tam-

bién subrayó la importancia de que los MNP tengan la posibilidad de proceder a

exámenes médicos minuciosos e independientes con el consentimiento de los

detenidos.84
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80 Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, UN Doc.

A/61/259 (14 de agosto de 2006), párrafo 73. [La traducción es nuestra. La versión original en inglés

dice “truthful information”. La traducción oficial al español que dice “información duradera” no refle-

ja la idea de la versión original].
81 Véase la publicación de la APT: Monitoreo de lugares de detención; una guía práctica, Ginebra, 2004,

p. 79.
82 Véase la publicación de la APT: Monitoreo de lugares de detención; una guía práctica, ibíd., p. 82.

La elección del lugar para la conversación es crucial, debido a que influenciará la actitud de la per-

sona entrevistada. Se deberá evitar cualquier lugar en el cual se relacione al visitador con el per-

sonal penitenciario a los ojos del detenido (por ejemplo, oficinas administrativas). El equipo debe-

rá poder elegir lugares donde se sienta fuera de las miradas y oídos indiscretos. Los cuartos donde

viven los detenidos —celdas, dormitorios, cuartos de visita, patios, biblioteca— son todos lugares

posibles. 
83 Véase la publicación de la APT: Monitoreo de lugares de detención; una guía práctica, ibíd., p. 80. El

motivo de esta norma es que no se pueda pretextar preocupación por la seguridad de los visitantes

para denegar el acceso a determinados detenidos. 
84 Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de la tortura, UN Doc.

A/61/259 (14 de agosto de 2006), párrafos 73 y 75. 



6.4 Protección para los detenidos, 

funcionarios y demás personas 

AArrttííccuulloo  2211

1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o

tolerará sanción alguna contra una persona u organización por haber

comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier informa-

ción, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organi-

zaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo. (…)

Las personas privadas de libertad, los funcionarios del lugar de detención, miembros

de la sociedad civil, o cualquier otra persona han de poder sentirse cómodas y abier-

tas en sus comunicaciones verbales o escritas con el MNP. 

En primer lugar (como se comentó en los apartados 4.5 y 6.2), las personas han

de confiar que se tomarán todas las medidas posibles para asegurar que nada de lo

dicho al MNP llegará a oídos de terceras personas. Esto significa que el MNP no

deberá citar a sus interlocutores como fuente de información, ni revelar informa-

ción que claramente sólo pueda proceder de ellos, a no ser que los interesados lo

autoricen expresamente. 

El segundo elemento clave es que las personas que cooperen con el MNP han de saber

que están protegidas contra las represalias. Por consiguiente, no han de padecer conse-

cuencia negativa alguna por el mero hecho de hablar con el MNP, ni por el contenido de

sus conversaciones con éste (si llegase a filtrarse o revelarse con su consentimiento). La

garantía de protección que describe el artículo 21 deberá por tanto incorporarse a la

legislación de implementación del Protocolo Facultativo para garantizar su respeto.

Dentro del abanico de personas con las que puede hablar el MNP, los detenidos

son obviamente los más expuestos a represalias de todo tipo. Sin embargo, el perso-

nal también puede temer consecuencias disciplinarias o profesionales por su coope-

ración o revelación de información al MNP que pudiera implicar a sus compañeros de

trabajo o a sus superiores. Las ONG y los miembros de la sociedad civil que puedan

brindar servicios a los detenidos o realizar un monitoreo continuo de los lugares de

detención deberán también estar protegidos contra la suspensión de su derecho de

acceso o de su estatuto como consecuencia de su cooperación con el MNP. 

La protección debe también aplicarse a la información que pueda ser considera-

da como falsa por las autoridades del Estado u otras, de lo contrario la protección

que busca establecer el artículo 21 podrá verse burlada. No obstante, queda claro

que el artículo 21 no está destinado a limitar la responsabilidad del Estado por actos

que pudieran haber realizado sus agentes para engañar al MNP e interferir en su

trabajo. Por ejemplo, si un director de prisión facilitara deliberadamente informa-

ción falsa al MNP con el propósito de encubrir malos tratos o la muerte de un dete-
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nido, el Estado será responsable por haber gravemente violado sus obligaciones

internacionales contraídas en virtud del Protocolo Facultativo, a pesar de la protec-

ción que el artículo 21 pudiera conferir a la persona del director. Por supuesto, en

la medida que un funcionario público encubra actos de tortura u otros malos tra-

tos constituya un delito, de complicidad por ejemplo, como lo dispone la Conven-

ción contra la Tortura de las Naciones Unidas, la responsabilidad penal independien-

te estará contemplada por el artículo 21 del Protocolo Facultativo. 

6.5 Recomendaciones de la APT

•  Los poderes conferidos a los MNP en el artículo 21 del Protocolo Facultativo y la

protección establecida en el artículo 22, deberán directamente incorporarse en

la legislación de implementación del instrumento, y serán aplicables bajo la ley

nacional por el MNP y las personas protegidas.

•  La legislación deberá reconocer de forma explícita el derecho del MNP a realizar

visitas a todos los lugares de detención sin previo aviso.

•  Los Estados deberán reexaminar la normativa vigente relativa a la protección de la

privacidad de los datos personales para garantizar al MNP el acceso y el derecho

de uso de la información mencionada en el artículo 20 del Protocolo Facultativo.

•  Los datos personales en poder del MNP deberán ser protegidos y no podrán ser

divulgados sin el consentimiento previo del interesado; no obstante, la ley debe-

rá también conceder al MNP la facultad, sin restricciones, de publicar datos acu-

mulados procedentes de datos personales y otra información que convierte los

datos personales en verdaderamente anónimos. 

•  La legislación deberá reconocer el derecho del MNP a entrevistar a las personas dete-

nidas en privado, es decir sin que ningún otra persona, como por ejemplo un funcio-

nario público u otro recluso, pueda ver u oír la conversación. La legislación deberá pro-

hibir que las entrevistas puedan ser vigiladas abiertamente o de forma encubierta,

con la única excepción en el caso que el propio equipo de visita solicite realizar la entre-

vista sin ser oído aunque a la vista de los guardias por motivos de seguridad. 

•  El equipo de visita no deberá sentirse obligado a conducir las entrevistas en un

lugar preparado por las autoridades, deberá poder elegir libremente un lugar sufi-

cientemente seguro que considere apropiado.

•  Cuando el personal del centro de detención sugiera restringir las entrevistas con

motivo de proteger la seguridad personal del equipo del MNP, los miembros del

órgano deberán poder proceder con la entrevista si consideraran que el riesgo

para su seguridad personal, de haberlo, es aceptable. 
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7. Recomendaciones de los MNP 
y su implementación

7.1 Recomendaciones de los MNP

AArrttííccuulloo  1199

Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las

siguientes facultades:

(…)

b)  Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con obje-

to de mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas

de su libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las nor-

mas pertinentes de las Naciones Unidas; (…)

AArrttííccuulloo  2222

Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examina-

rán las recomendaciones del mecanismo nacional de prevención y

entablarán un diálogo con este mecanismo acerca de las posibles

medidas de aplicación.

Los mecanismos nacionales de prevención tienen como mandato no sólo realizar

visitas sino también hacer recomendaciones a las autoridades competentes promo-

viendo medidas destinadas a mejorar el trato y las condiciones de detención de las

personas privadas de libertad. Las recomendaciones de los MNP son también una

oportunidad para los Estados de aprovechar el asesoramiento detallado, práctico y

especializado de los MNP, así como las observaciones destinadas a ayudar al Estado

a cumplir mejor sus obligaciones contraídas en virtud de la Convención contra la

Tortura de las Naciones Unidas y de otros instrumentos del derecho internacional y

del derecho consuetudinario. En la práctica, aquello debería ser un fuerte estímulo

para que las autoridades entablen un diálogo constructivo con el MNP e implemen-

ten sus recomendaciones. 
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Para reforzar este incentivo práctico, el artículo 22 crea de forma explícita la

obligación para las autoridades del Estado, en virtud del derecho internacional, de

examinar las recomendaciones del MNP y dialogar activamente con el MNP sobre la

implementación de dichas recomendaciones, en el ámbito de un centro de deten-

ción en particular o a nivel nacional. El cumplimiento pleno y de buena fe de esta

obligación por parte del gobierno es clave para alcanzar los objetivos generales del

Protocolo Facultativo, los cuales reposan sobre la cooperación y no sobre la con-

frontación. Por ello, y además para recalcar a los funcionarios locales la necesidad

de tomar en serio la labor del MNP, se deberá establecer expresamente en la legis-

lación la obligación para funcionarios locales y nacionales particulares de considerar

las recomendaciones y entablar un diálogo con el MNP para discutir sobre la imple-

mentación de las mismas. 

La APT recomienda que, para apoyar este proceso, el equipo de visita del MNP

deberá transmitir sin demora los resultados iniciales de la visita a las autoridades

pertinentes. Esto permitirá a los mecanismos formular recomendaciones de forma

inmediata y establecer un diálogo constructivo de trabajo con las autoridades.

Inmediatamente después de cada visita, deberá tener lugar una reunión entre la

delegación del MNP y las personas directamente a cargo de los lugares de deten-

ción visitados. Lo antes posible después de cada vistita, el MNP debería enviar un

escrito formal de carácter informativo, sea bajo la forma de una carta detallada o

de un informe. Aquel informe constituiría, por tanto, la base del diálogo construc-

tivo sobre la implementación del Protocolo Facultativo que mantendrán el MNP y

los funcionarios de los gobiernos locales, regionales y nacionales. En sus visitas ulte-

riores el MNP deberá evaluar sistemáticamente si las recomendaciones anteriores

han sido plenamente implementadas, identificando también cualquier nueva cues-

tión que haya podido surgir entre tanto.

El Protocolo Facultativo deja a la discreción del MNP determinar qué autoridad

es “competente” para cada recomendación en particular. Como ya se comentó más

arriba, algunas cuestiones con soluciones prácticas o sujetas a decisiones que se

han de tomar a nivel local, podrán tratarse mejor con la administración de una ins-

titución en particular. Las cuestiones que afecten al conjunto del sistema y requie-

ran la toma de decisiones a nivel nacional o reformas legislativas deberían obvia-

mente ser remitidas a las más altas instancias del gobierno para que haya posibilida-

des razonables que sean implementadas. La legislación de implementación del Pro-

tocolo Facultativo deberá entonces permitir que el MNP determine él mismo qué

autoridades serán las más apropiadas para recibir determinadas recomendaciones.

La ley nacional deberá incluir la obligación para todas las instancias gubernamenta-

les que reciban las recomendaciones del MNP de implementarlas, identificar y trans-

ferirlas a otras instancias gubernamentales competentes que tendrán, a su vez, la

obligación de actuar en consecuencia.

En el curso de una visita, el MNP podrá encontrarse frente a casos individuales,

o recibir quejas individuales (acerca del trato dispensado en el lugar visitado o en

otros centros) que podrían requerir investigaciones ulteriores para dictar sentencia,

enjuiciar, o cualquier otra acción ajena al mandato “preventivo” normal del propio
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MNP. En tales circunstancias, la “autoridad competente” podría ser la fiscalía, o una

institución nacional de derechos humanos con jurisdicción para conocer y procesar

las denuncias individuales. En aquel caso, la recomendación del MNP podría ser que

la autoridad competente investigue el caso en cuestión. Las restricciones a la reve-

lación de datos personales seguirán aplicándose en estas circunstancias. En reco-

mendaciones de este tipo, se transmitirá información acerca de la queja particular

sólo con el consentimiento del denunciante.

La legislación por la que se establece el MNP deberá también permitir a dicho

órgano fijar un periodo de tiempo en el cual espera que los funcionarios competen-

tes le contesten y entablen un diálogo. Por ejemplo, en la ley checa sobre el Defen-

sor del Pueblo se permite al Defensor, tras visitar determinado lugar de detención

y entregar sus conclusiones y recomendaciones a los funcionarios competentes,

establecer un plazo dentro del cual los funcionarios deben contestarle.85 Si no obtu-

viera respuesta o las medidas correctivas fueran insuficientes, la ley autoriza al

Defensor a informar a sus superiores, al propio gobierno y a la opinión pública,

haciendo público incluso el nombre de los funcionarios responsables.86

Cabe recalcar que la adopción y entrega de recomendaciones e informes no

marca el final de la relación del MNP con una institución particular, ni es tampoco

el único uso que el MNP puede darle a la información recogida en el marco de sus

visitas.87

Primero, en el intervalo de las visitas, el MNP podrá monitorear la implementa-

ción de las recomendaciones por otros medios que sus propias visitas, por ejemplo

a través de la correspondencia con los funcionarios o comunicaciones con las ONG

u otras entidades con una presencia más frecuente en el lugar de detención. El MNP

también podrá considerar la posibilidad de ofrecer seminarios de formación para los

funcionarios y el personal de los lugares de detención.

Segundo, en el curso de una visita a una institución, un MNP recibirá a menudo

información acerca de las condiciones o del trato dispensado a las personas deteni-

das en otros lugares, antes de ser trasladadas allí. Por ejemplo, la información acer-

ca de las condiciones y trato dispensado en las comisarías de policía a menudo sale

a la luz durante visitas a los centros de detención preventiva, donde las personas

pueden permanecer durante periodos más largos y pueden sentirse menos vulne-

rables que en las dependencias de custodia policial. El MNP podría utilizar dicha

información para ayudar a determinar los lugares que se van a visitar en el futuro,

y a qué cuestiones habrá que prestar mayor atención cuando esté allí. 

Tercero, la información obtenida durante la visita a un centro de detención en

particular también podrá utilizarse para desarrollar un sistema general de informes

y recomendaciones temáticos. La información podría también, por consiguiente,
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originar propuestas y observaciones del MNP acerca de la legislación vigente o futu-

ra, de conformidad con lo establecido en el apartado c) del artículo 19 del Protoco-

lo Facultativo. 

Cuarto, para que el Subcomité internacional sea efectivo en sus visitas, más espa-

ciadas, a los Estados Partes, necesitará información fehaciente acerca de los lugares

de detención antes de su llegada al país. Por supuesto, esto podrá, en parte, ser faci-

litado por el gobierno; sin embargo, los MNP también podrán aportar información

clave para el Subcomité internacional, de forma regular, de manera que este último

pueda planificar estratégicamente los lugares que visitará durante su misión al país.

7.2 Informes
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Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publi-

car y difundir los informes anuales de los mecanismos nacionales de

prevención.

Para garantizar una mejora continua del trato dispensado a las personas privadas

de libertad y de sus condiciones de detención, los mecanismos nacionales de pre-

vención deberán poder informar acerca de sus conclusiones y difundirlas.88 El MNP

también debe tener la facultad de presentar propuestas y observaciones acerca de

la legislación vigente y de proyectos de ley en su informe anual, en informes de visi-

ta individuales, o en un documento independiente o informes específicos.89 El artí-

culo 23 garantiza que los propios Estados Partes publicarán y difundirán informes

anuales sobre la labor de los mecanismos nacionales de prevención. Esto no exclu-

ye que los propios mecanismos nacionales de prevención publiquen y difundan sus

informes por separado si así lo desean. 

Nada en el Protocolo Facultativo impide al MNP hacer públicos otros informes, y

en particular informes de visitas. Por ejemplo, el MNP podrá decidir publicar un

informe temático sobre aspectos observados en varias instituciones. Dichos infor-

mes no contendrán datos personales sin el consentimiento expreso de los interesa-

dos, pero el MNP podrá incluir datos acumulados o información completamente

anónima extraída de los datos personales.90
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7.3 Recomendaciones de la APT

•  La ley de implementación del Protocolo deberá establecer de forma expresa la

obligación para los funcionarios locales y nacionales relevantes de examinar las

recomendaciones del MNP y entablar un diálogo con el mismo para discutir acer-

ca de su implementación.

•  Para garantizar que pueda dirigir sus recomendaciones a la autoridad más com-

petente, el MNP deberá poder elegir libremente las autoridades de cualquier

rango de gobierno, desde la administración de un centro de detención particular

al más alto cargo nacional, como destinatarias de sus recomendaciones y demás

comunicaciones. 

•  La ley deberá establecer que aquella instancia del Estado que reciba las comuni-

caciones del MNP tendrá la obligación de actuar en consecuencia y si aquella no

fuera competente para implementar las recomendaciones en cuestión, deberá

identificar otra autoridad competente y trasmitirle aquellas recomendaciones,

que tendrá a su vez obligación de implementar.

•  La legislación por la que se establezca el MNP deberá también permitir al meca-

nismo fijar un periodo de tiempo durante el cual espera que los funcionarios com-

petentes le contesten y entablen un diálogo con él. 
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8. MNP y sociedad civil nacional

Como se señaló al principio de la presente guía, las ONG y otros integrantes de la

sociedad civil deberán estar incluidos en el proceso de designación del MNP, al obje-

to de crear un MNP digno de crédito y, por ende, eficaz. El capítulo 10 de la presen-

te guía abordará la posibilidad de que ciertas ONG formen parte del MNP. Sin embar-

go, en la mayoría de los casos, el papel principal que desempeñarán las ONG respec-

to de los MNP será el de proveer información y ser un órgano externo crítico de la

labor de los MNP que podrá pedirles rendición de cuentas.

Las ONG de derechos humanos se sitúan a menudo en cabeza de la defensa de los

intereses de las personas privadas de libertad, en especial en lo relativo a torturas y

malos tratos. Además, puede que las ONG y otras organizaciones de la sociedad civil

ya estén presentes diariamente en los lugares de detención, proporcionando servicios

de diversa índole a las personas privadas de libertad. No obstante, a veces, esto mismo

puede, en algunos casos, limitar su capacidad de proveer, con una mirada externa, un

análisis global de la situación y un análisis crítico de la situación existente en el lugar

de detención en el cual desempeñan sus tareas. Su presencia cotidiana, sin embargo,

las convierten en valiosa fuente de información que los MNP podrán utilizar para pla-

nificar estratégicamente su programa de visitas de tipo exhaustivas o para reaccio-

nar rápidamente ante situaciones imprevistas realizando visitas ad hoc. El MNP podrá

igualmente utilizar dicha información para focalizar sus visitas sobre determinadas ins-

talaciones o sobre determinadas cuestiones que planteen mayores problemas. Las

ONG podrán también ser una preciada fuente de información al objeto de determinar

hasta qué punto se han implementado las recomendaciones del MNP en el periodo

que ha transcurrido desde la última visita. Como vimos en el capítulo 6 de la presen-

te guía, el MNP tiene derecho a entrevistarse en privado con quien estime pertinen-

te, incluidas las ONG. De igual modo, cualquier persona u organización tiene derecho a

comunicarse de forma confidencial con el MNP sin temor a represalias. 

Gracias a la labor de defensa o apoyo que proveen las ONG a las personas priva-

das de libertad, puede que las personas detenidas confíen especialmente en estas

organizaciones. Si lo determina oportuno, una ONG podrá mejorar la eficacia del

MNP sensibilizando a la población reclusa sobre la función del MNP, sus próximas visi-

tas, su mandato y método de trabajo; podrán asimismo alentar las personas dete-

nidas a cooperar con el MNP y facilitarle información.

Algunas ONG también podrán desempeñar un importante papel mediante el exa-

men, análisis y evaluación de la labor del propio MNP. La necesidad de que el MNP

goce de una independencia inexpugnable respecto del poder ejecutivo y judicial,

supone que estas instituciones no son fuentes adecuadas de rendición de cuentas
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para los MNP. En algunos países, no existe una separación real entre el poder legisla-

tivo y el ejecutivo, sea en términos prácticos o políticos. Por consiguiente, el papel

de la sociedad civil, y de las ONG en especial, es determinante para garantizar la ren-

dición de cuentas del MNP mediante la supervisión y el monitoreo del trabajo reali-

zado y de su impacto, realizando análisis críticos, sean aquellos públicos o privados.

La presión política general que pueden aplicar la sociedad civil y las ONG para

influir en los gobiernos, en especial mediante la sensibilización al público, es un sig-

nificativo estímulo, a escala nacional, para que el gobierno entable un diálogo cons-

tructivo con el MNP y tome medidas concretas sobre la implementación de sus

recomendaciones. Las ONG también pueden gozar de una buena posición, habida

cuenta su asidua presencia en el lugar de detención y sus vínculos con la comuni-

dad local, para monitorear la implementación de las recomendaciones del MNP a

cargo de los funcionarios penitenciarios en determinados lugares de detención. La

eficacia de este seguimiento se verá reforzada si las ONG facilitan por iniciativa pro-

pia este tipo de información al MNP. 

En muchos países, las ONG ya llevan a cabo sus propios programas de visitas a luga-

res de detención. Bajo ninguna circunstancia se deberá recurrir al Protocolo Facultati-

vo, ni al papel que en su virtud se otorga a los MNP para impedir que las ONG realicen

sus propias visitas de forma paralela. Como se dijo anteriormente, el Protocolo Facul-

tativo es un instrumento más entre una serie de medidas que los Estados deberán

implementar para cumplir con su obligación de prevenir la tortura conforme a la Con-

vención de las Naciones Unidas contra la Tortura. A tales efectos, las visitas a cargo de

ONG son una medida apropiada que deberá ser promovida aunque se hayan estableci-

do MNP en el país.91 Considerando especialmente el hecho que el propio Preámbulo del

Protocolo Facultativo reconoce el valor de las visitas de carácter preventivo, el Comité

contra la Tortura podrá reprobar cualquier circunstancia en la cual se utilice el Proto-

colo Facultativo como excusa para limitar el accionar de otros instrumentos de moni-

toreo independientes que estuvieran funcionando en el Estado Parte.

Por último, los MNP deberán asegurarse de tener un conocimiento general y

actualizado sobre las ONG y otras organizaciones de la sociedad civil que ofrezcan

asistencia, apoyo o diferentes servicios a las personas privadas de libertad, a fin de

que, si en el transcurso de una visita algún detenido pida asistencia al MNP, éste

pueda proporcionarle la información adecuada. Al comienzo de una entrevista con

una persona privada de libertad, el equipo del MNP que realiza la visita deberá expli-

car detalladamente cuál es su función y sus límites, explicando de qué forma puede,

o no, ayudar a la persona que está entrevistando. Las personas estarán más abier-

tas a compartir información con el MNP si a su vez el mecanismo les puede facilitar

información y contactos útiles de organizaciones que puedan proporcionarles direc-

tamente servicios que respondan a sus necesidades.
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9. MNP a escala internacional 

AArrttííccuulloo  2200  

A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desem-

peñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se

comprometen a darles: (...)

f)  derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Preven-

ción, enviarle información y reunirse con él. 

Para que pueda implementarse el concepto de sistema global de visitas preventivas

que establece el Protocolo Facultativo, es fundamental que el MNP interactúe con

el pilar internacional del sistema. El Protocolo Facultativo reconoce explícitamente

esta necesidad al exigir a los Estados que permitan una comunicación directa y con-

fidencial entre los MNP y el Subcomité internacional. Ambas partes tienen derecho

de mantener contacto de forma confidencial, aunque el Protocolo Facultativo

prevé que el Subcomité internacional tendrá la iniciativa al respecto:

AArrttííccuulloo  1111

El mandato del Subcomité para la Prevención será el siguiente:

(…)

b)   Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de prevención:

(...) 

I I)   Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial, con los

mecanismos nacionales de prevención y ofrecerles formación y

asistencia técnica con miras a aumentar su capacidad;

II I) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención en

la evaluación de las necesidades y las medidas destinadas a forta-

lecer la protección de personas privadas de su libertad contra la

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

IV)  Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes con

miras a reforzar la capacidad y el mandato de los mecanismos

nacionales para la prevención de la tortura y otros tratos o penas

crueles, inhumanos o degradantes. (…)
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A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda cumplir el man-

dato establecido en el artículo 11, los Estados Partes se comprome-

ten a: (…)

c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité para la Pre-

vención y los mecanismos nacionales de prevención; (…)

En virtud de estos artículos, los mecanismos nacionales e internacionales estableci-

dos por el Protocolo Facultativo están autorizados a intercambiar datos esenciales

acerca de metodología y estrategias sobre la prevención de la tortura y otros malos

tratos. Por consiguiente, el Subcomité y los mecanismos nacionales de prevención

pueden reunirse para contrastar información, si es necesario incluso de forma con-

fidencial. Los mecanismos nacionales de prevención pueden, asimismo, compartir y

reenviar los informes e información de otra índole al mecanismo internacional. 

Otro aspecto importante de la relación entre el MNP y el Subcomité es la posi-

bilidad de que el Subcomité asista y asesore a los Estados Partes acerca de los

mecanismos nacionales de prevención. De ahí que, según el artículo 11, el mandato

del Subcomité incluye la posibilidad de asesorar a los Estados Partes acerca del esta-

blecimiento de sus mecanismos nacionales, así como formular recomendaciones

sobre las posibles formas de reforzar la capacidad de los Estados para prevenir la

tortura y otros malos tratos. 

El Subcomité también podrá ofrecer directamente a los mecanismos nacionales

de prevención asistencia técnica o formación con miras a mejorar sus capacidades.

De igual modo, el Subcomité podrá brindar asesoramiento y asistencia a los MNP

para evaluar las necesidades y medios necesarios para mejorar la protección de las

personas privadas de libertad.

Los Estados, además, deberán facilitar la comunicación entre los MNP prove-

nientes de diferentes países. El intercambio de experiencias ayudará a identificar y

a fomentar buenas prácticas. 

Recomendaciones de la APT:

•  El MNP deberá poder comunicarse con el Subcomité internacional de forma direc-

ta y confidencial.

•  Los Estados deberán también permitir y facilitar un intercambio de experiencias

entre los MNP de los diferentes países. 
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10. Decisión sobre el diseño del MNP

AArrttííccuulloo  1177

Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará (...) uno o varios

mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tor-

tura a nivel nacional. Los mecanismos establecidos por entidades des-

centralizadas podrán ser designados mecanismos nacionales de pre-

vención a los efectos del presente Protocolo si se ajustan a sus dispo-

siciones.

10.1 Introducción

El Protocolo Facultativo no determina una única forma organizativa para los meca-

nismos nacionales de prevención. Cumpliéndose las garantías de independencia, la

diversidad y los requisitos para los expertos y asegurándoles los poderes necesa-

rios, cada Estado Parte podrá elegir la estructura que mejor convenga a su contex-

to político y geográfico. 

Los Estados podrán designar como MNP un órgano existente o crear uno nuevo

y podrán establecer un único mecanismo para el conjunto del país o designar varios

mecanismos, asignados por ejemplo a una región determinada o a un tipo específi-

co de institución. Cada posibilidad tiene sus ventajas y desventajas, y ninguna de

estas opciones es de por sí mejor que las demás. En los apartados siguientes vamos

a comentar los distintos aspectos que surgen al elegir entre los diferentes modelos

y diseños de MNP: entre designar un órgano existente o crear uno nuevo; y optar

entre establecer un mecanismo único o múltiple para desempeñar las funciones de

MNP en un Estado dado.

En cualquier caso, es importante recordar que, sea cual sea su estructura for-

mal, el MNP sólo será efectivo si sus miembros son personas independientes, com-

prometidos y a su vez eficaces al realizar las visitas de carácter preventivo. 

10.2 ¿Órgano nuevo u órgano existente?

10.2.1 Panorama general

En principio, con tal de que el MNP final sea efectivo y responda a los requisitos del Pro-

tocolo Facultativo, es indiferente que tras la ratificación del instrumento se cree un

nuevo órgano o que se designe uno existente. En la práctica, sin embargo, uno u otro

enfoque puede ofrecer ventajas o desventajas en un contexto y país determinado.
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Se deberán considerar, para cada contexto nacional, por ejemplo los siguientes

factores:

•  el establecimiento de un nuevo mecanismo permite, a la hora de crearlo, definir

su mandato, establecer las garantías de independencia, sus facultades en mate-

ria de visitas y de asesoramiento, y otras prerrogativas, de forma precisa y expre-

samente formuladas para cumplir las disposiciones del Protocolo Facultativo. ¿Se

obtendrían los mismos resultados, desde el punto de vista legal y político, si se

nombrara alguno de los mecanismos existentes?

•  ¿Se duplicaría el trabajo de mecanismos ya existentes si se creara un mecanismo

nuevo? Por otro lado, si los órganos u organismos existentes no abarcan todos

los lugares de detención, como lo define el Protocolo Facultativo, ¿resultaría más

fácil cubrir las lagunas o crear un nuevo órgano que tenga acceso a todos los

lugares como lo estipula el Protocolo Facultativo? 

•  ¿Existe algún órgano que por su trayectoria e independencia institucional

goce de mayor credibilidad que un hipotético nuevo mecanismo? ¿O es más

bien lo contrario?

•  ¿Qué prácticas de trabajo tienen los órganos existentes? ¿Cómo las personas

detenidas, los funcionarios y el público en general perciben su función? ¿Cómo

un órgano efectivo o no? ¿Ha ejercido con anterioridad un mandato diferente

o trabajado con métodos que podrían interferir en su labor como MNP a la luz

del Protocolo Facultativo? 

•  Cuando se diseñaron los mecanismos existentes, ¿se asoció a la sociedad civil en

un proceso abierto (en particular a las ONG que trabajan en el ámbito de la tortu-

ra, los malos tratos, y las condiciones de detención)? 

•  ¿Cuenta el órgano existente con un equipo multidisciplinar con las aptitudes,

conocimientos profesionales y diversidad requeridos para un MNP? Si no fuera

así, qué resulta más fácil ¿incorporar estos elementos de los cuales carece o

unirlo a un nuevo órgano?

La designación de un mecanismo existente siempre requiere un examen detenido

y exhaustivo de su mandato, jurisdicción, independencia, miembros, poderes y

garantías, para asegurarse que cumpla plenamente los requisitos establecidos en

el Protocolo Facultativo para el desempeño efectivo de sus funciones. En la

mayoría de los casos serán necesarios algunos cambios mediante reformas legis-

lativas o un incremento de recursos, o ambas cosas.92
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En este contexto, también es importante tener presente que cuando un Esta-

do designa un mecanismo de visita nacional existente como MNP, cualquier visita

que éste último realice a un “lugar de detención”, como definido por el Protocolo

Facultativo, estará sujeta a las garantías que impone dicho instrumento. Deberá ser

así que se coloque o no la etiqueta oficial de “Visita bajo el Protocolo Facultativo”.

Consideremos las siguientes hipótesis a modo de ejemplo: 

Un grupo de voluntarios ya visita detenidos para fomentar su contacto con el

mundo exterior y para que su reinserción en la sociedad, después de su liberación,

sea más efectiva. Este grupo es designado como MNP.

— Mientras que un voluntario le entrega unos libros a un detenido, observa que otro

detenido parece enfermo, solicita ver el registro médico del detenido; pera las

autoridades se niegan. 

— Otro voluntario está conversando con unos reclusos en una sala común cuando se

entera que un interno ha sido recluido en régimen de aislamiento; las autoridades

le deniegan su solicitud de hablar inmediatamente con el detenido. 

En tales casos, el Estado no podrá justificar la negación del acceso a la información

o a entrevistarse con una persona detenida argumentando que el voluntario no

estaba realizando en ese momento una verdadera “Visita bajo el Protocolo Faculta-

tivo” sino que estaba realizando otras actividades bajo un mandato preexistente y

que por ende no regían las garantías que otorga el Protocolo Facultativo.93 El esta-

tuto y los poderes otorgados a los MNP en los artículos 18 a 22 del Protocolo Facul-

tativo no se pueden garantizar si el Estado conserva la facultad de decidir cuándo

se aplican o no.

Pocos países ya cuentan con mecanismos especializados independientes que

realizan visitas de carácter preventivo a todos los lugares de detención como defi-

nidas en el Protocolo Facultativo. Sin embargo, en algunos países, existen órganos

nacionales que tienen mandato para realizar visitas aunque a veces limitadas a

determinados tipos de lugares de detención. 

Ciertos órganos de visitas existentes carecen por naturaleza de los elementos

esenciales para ser designados como MNP a la luz del Protocolo Facultativo. Esto no

significa que no puedan contribuir de forma sustancial para mejorar las condiciones

de detención, por sí solos o como complemento al MNP. Asimismo, no será apropia-

do designar, por ejemplo, los órganos siguientes como parte del MNP:
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•  las unidades de inspección administrativas internas del ministerio o departamen-

to responsable de los centros de detención;94

•  los cuerpos de inspección penitenciaria externos sujetos a traslados administrati-

vos discrecionales o a la dirección del ministerio o departamento responsable de

los lugares de detención;95

•  los comités parlamentarios;96

•  las fiscalías.97

Por otra parte, algunos órganos existentes tienen en general el potencial para ser

designado como MNP en virtud del Protocolo Facultativo, aunque en la mayoría de

los casos se requerirán reformas legislativas y asignación de recursos humanos y

financieros adicionales, así como una adaptación de sus prácticas de trabajo. Entre

otros podemos mencionar:

•  comisiones nacionales de derechos humanos;

•  defensorías del pueblo;

•  organizaciones no gubernamentales (ONG);
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cumple con los requisitos de independencia estipulados en el Protocolo Facultativo, artículos 1 y 17,

y apartados 1 y 4 del artículo 18. Véase el Capítulo 4 de la presente guía. Véase igualmente, Walter

Suntinger, “Mecanismos nacionales de visita en el mundo: prácticas y lecciones aprendidas” en Visi-

tas a lugares de detención: balance de las prácticas y experiencias de diferentes instituciones nacio-

nales. Asociación para la Prevención de la Tortura. Ginebra: 2003, pp. 76-77.
95 La posibilidad por parte del ministerio o departamento gubernamental responsable de los centros

de detención de ordenar traslados discrecionales no satisface los requisitos de independencia que

establece el Protocolo Facultativo en los artículos 1 y 17, y los apartados 1 y 4 del artículo 18. Véase

el Capítulo 4 de la presente guía. Como señala W. Suntinger, puede suceder que dichos mecanismos

no enfoquen sus actividades de monitoreo exclusivamente desde una perspectiva de derechos

humanos, ya que en sus mandatos pueden combinar diferentes objetivos (como por ejemplo con-

troles disciplinarios o financieros). Véase Suntinger, ibíd. pp. 78-81.
96 En la mayoría de los casos, los miembros de tales comités pertenecen al partido en el gobierno o al

de la oposición. Por ende, resulta difícil saber si dicho comité satisface los requisitos de independen-

cia establecidos por el Protocolo Facultativo. La continuidad también puede ser un problema, ya que

todos sus miembros podrán sustituidos tras elecciones legislativas. Véase también Suntinger, pp. 91-

92, sobre la dificultad que plantean dichos comités en materia de aptitudes y conocimientos profe-

sionales necesarios para desempeñar la labor de un MNP. Además, señala que estos comités pueden

fácilmente politizarse; garantizar la periodicidad de las visitas también podría suponer un problema.

No obstante, si un parlamentario en particular fuera verdaderamente independiente del ejecutivo,

podría incorporarse, él o ella, como un miembro más de un MNP de amplia composición. 
97 Las fiscalías carecen intrínsecamente del tipo de independencia y del enfoque especializado reque-

ridos para un MNP como lo establece el Protocolo Facultativo.



•  cuerpos de inspección externos e independientes (no sujetos a traslados discre-

cionales por el ministerio responsable del funcionamiento de los lugares de

detención).

Puede suceder que otros tipos de mecanismos de visitas existentes no sean apro-

piados para ser designados como MNP, pero que en algunos casos, con cambios fun-

damentales, podrían convertirse en órganos que cumplen las disposiciones del Pro-

tocolo Facultativo, como por ejemplo:

•  algunos órganos judiciales; 

•  mecanismos comunitarios de visitas llevadas adelante por voluntarios.

A continuación, pasaremos a comentar estas categorías de potenciales MNP.

10.2.2 Comisiones nacionales de derechos humanos98

Muchas comisiones nacionales de derechos humanos tienen una larga trayectoria y

reconocida independencia del ejecutivo, lo cual puede servir para establecer un

clima de confianza en los primeros años de funcionamiento del Protocolo Facultati-

vo en su país. No obstante, es importante señalar que lo que puede ser aceptable

para un órgano cuyo mandato consiste en brindar asesoramiento político general a

un gobierno (a políticos y representantes de los departamentos gubernamentales,

por ejemplo) puede resultar insuficiente para un MNP, que tendrá que tratar y dis-

cutir información delicada sobre personas privadas de libertad.99

Los miembros de una comisión nacional de derechos humanos pueden además

contar con una amplia experiencia y aptitudes profesionales especializadas en dere-

chos humanos. Algunas comisiones nacionales de derechos humanos pueden inclu-

so estar ya realizando visitas a lugares de detención. No obstante, es importante

recordar en este punto las diferencias entre visitas a los centros de detención para

recoger o investigar quejas individuales, y programas de visitas de carácter preven-

tivo como los que establece el Protocolo Facultativo. Una amplia experiencia en visi-

tas de investigación a centros de detención puede aportar, por ejemplo, un cono-

cimiento útil de la situación en las prisiones del país, pero será necesario algún tipo

de capacitación para el equipo de visita y cambios en la metodología de trabajo para

garantizar visitas de carácter preventivo efectivas. También podrán ser necesarios

algunos cambios internos en la estructura de la institución, así como un aumento

de los recursos económicos y humanos destinados a las visitas, para que una comi-

sión nacional de derechos humanos, cuyo mandato es generalmente muy amplio,

esté en condiciones de llevar a cabo un programa de visitas de carácter preventivo

que cumpla las disposiciones del Protocolo Facultativo.
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Como ya comentamos anteriormente, puede plantear serios problemas que un

mecanismo de visitas combine el mandato de realizar visitas de carácter preventi-

vo, con funciones que le permitan procesar o enjuiciar personas a raíz de quejas

presentadas en el marco de sus visitas. Esta situación será igualmente problemáti-

ca si es el propio MNP que actúa como órgano quasi judicial, o si es él quien lleva

aquellos casos ante los tribunales de justicia.100 Este cúmulo de funciones podrá

debilitar la relación de cooperación que deberá establecerse entre el MNP y los fun-

cionarios de gobierno, de los cuales también dependen las visitas previstas por el

Protocolo Facultativo, en particular si dichos funcionarios pudieran ser procesados

o enjuiciados a raíz de una visita del MNP. Además, las personas pueden ser menos

proclives a querer hablar abiertamente con el MNP si temen que su identidad o la

información que facilitan sean reveladas en algún momento (en el marco de un jui-

cio o de una audiencia, por ejemplo). Por otra parte, la carga de trabajo y la urgen-

cia que conllevan las denuncias individuales pueden sobrecargar al equipo y mermar

la capacidad de dicha institución de mantener en paralelo un programa de visitas de

carácter preventivo activo y riguroso.

En algunos casos las comisiones nacionales de derechos humanos cuentan con

equipos multidisciplinares con aptitudes y conocimientos profesionales requeridos.

No obstante, las comisiones a menudo están integradas predominantemente por

juristas y carecen de personales con otro tipo de perfil u otras calificaciones, como

por ejemplo médicos, psiquiatras o personas con experiencia con funcionarios

encargados de la aplicación de la ley, etc.

10.2.3 Defensorías del Pueblo101

Al igual que las comisiones nacionales de derechos humanos, generalmente las

Defensorías del Pueblo suelen ofrecer sólidas garantías de independencia, en parti-

cular cuando su mandato se sustenta en la Constitución del país o cuentan con una

larga tradición constitucional. 

Sin embrago, podrá variar sustancialmente el grado de experiencia que pueda

tener una Defensoría del Pueblo en materia de visitas sistemáticas de carácter pre-

ventivo a los lugares de detención. Por lo general, dichas instituciones están más

acostumbradas a reaccionar o actuar frente a denuncias individuales, o a concen-

trarse durante un año sobre un asunto de interés nacional dado y pasar a nuevas

cuestiones en años sucesivos. Como vimos con respecto a las comisiones naciona-

les de derechos humanos, la experiencia previa en visitas realizadas para documen-

tar o investigar denuncias individuales es muy diferente de las visitas de carácter

preventivo realizadas de forma regular. Esta práctica previa puede aportar un cono-

cimiento útil de la situación en los lugares de detención, pero no consiste necesa-

riamente, por sí sola, en una preparación suficiente para llevar a cabo visitas de

carácter preventivo.
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De igual modo que en el caso de las comisiones nacionales de derechos huma-

nos, es posible que una Defensoría del Pueblo designado como MNP deba entablar

simultáneamente un “diálogo constructivo” en el marco de sus visitas de carácter

preventivo, y paralelamente defender casos particulares que hayan podido surgir

en el curso de dichas visitas. Como explicamos previamente, el cúmulo de funciones

podrá ocasionar ciertos problemas, que podrán ser menos serios que en el caso de

las comisiones nacionales de derechos humanos —que tienen potencialmente auto-

ridad para arbitrar dichas denuncias—, pero requerirán no obstante ciertas refor-

mas que garanticen la separación de dichas funciones dentro de la institución de la

Defensoría.

Como sucede con las comisiones nacionales de derechos humanos, las Defenso-

rías del Pueblo tienen generalmente un mandato extremadamente amplio. Rara vez

dispondrán de recursos financieros y humanos suficientes para llevar delante de

forma adecuada un sistema de visitas de carácter preventivo como el establecido

por el Protocolo Facultativo. Los Estados que designen dicha institución como único

MNP tendrán indudablemente que asignarle recursos adicionales.

Por su naturaleza, la mayoría de estas instituciones cuentan con una sola perso-

na a su cabeza (generalmente un jurista) quien toma las decisiones. Es sumamente

difícil que un MNP con un solo “miembro” pueda reunir todos los conocimientos pro-

fesionales requeridos para desempeñar las funciones de un MNP. Por supuesto, la

Defensoría del Pueblo puede estar compuesto de un equipo relativamente amplio

de personas con diferentes perfiles, sin embargo es frecuente que algunas especia-

lidades profesionales no estén representadas, como los médicos, por ejemplo. En

cualquier caso, es siempre preferible que los mismos miembros del MNP cuenten

con una amplia experiencia profesional en lugar que dependan de personal especia-

lizado o contraten periódicamente expertos externos, ya que aquello tenderá a

mejorar la calidad y el impacto de las recomendaciones del MNP.

El enfoque de las Defensorías del Pueblo y el alcance de su poder para formular

recomendaciones varían de un país a otro. Como comentamos anteriormente, el

Protocolo Facultativo establece que el MNP deberá encarar su trabajo teniendo en

mente mejorar las condiciones de detención y la protección de las personas priva-

das de libertad, entendido en un sentido práctico o “político” y como una evaluación

en términos de “legalidad” o “imparcialidad” per se. Aunque surgirán cuestiones de

naturaleza “legal”, en particular en términos de procedimiento y de garantías jurídi-

cas, esto es sólo parte de una serie mucho más amplia de aspectos que deberán ser

examinados y de objetivos que deberán ser cumplidos. Muchas de las cuestiones

que surgirán en la labor de la mayoría de los MNP serán más bien de naturaleza “polí-

tica” o cuestiones de carácter técnico. 

Puede resultar difícil para instituciones que tradicionalmente se han encargado

de llevar adelante un mandato de tipo “legalista” —es decir, determinar si la actua-

ción de una administración en particular ha cumplido debidamente con el procedi-

miento administrativo establecido o con las normas de imparcialidad requeridas—

puedan adoptar el enfoque de tipo “político” o técnico del Protocolo Facultativo.

Esto último podrá incluir comentarios acerca de las decisiones “políticas” adoptadas
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por el gobierno o el Parlamento, y potencialmente proponer que la asamblea legis-

lativa apruebe, enmiende, o rechace determinadas leyes. 

Puede resultar confuso para las personas detenidas o para el personal de los cen-

tros de detención contar con una institución que hasta entonces cumplía una función

de tipo legalista y que ahora adopte un enfoque diferente y asuma funciones nuevas

en virtud del Protocolo Facultativo. Está claro que las cuestiones que venimos de

enunciar podrán no ser aplicables en determinados contextos nacionales dadas las

grandes diferencias que prevalgan entre los Estados en términos de pasado institu-

cional, de contexto legal, y del enfoque mismo de la labor de la Defensoría del Pueblo.

10.2.4 Organizaciones no gubernamentales102

En algunos contextos nacionales, la sociedad civil, y en particular las ONG, han sos-

tenido el compromiso más sólido con respecto a la defensa de los derechos huma-

nos. Sucede a menudo que las ONG realicen de forma oficiosa visitas de carácter

preventivo a las cárceles y otros lugares de detención, incluso mucho antes que se

hayan establecido órganos estatutarios formales para cumplir dichas funciones. Las

organizaciones no gubernamentales, por definición, gozan por lo general de una

gran independencia del ejecutivo. En algunos contextos nacionales, estos elemen-

tos pueden motivar la inclusión de una o varias ONG en el MNP, como componente

formal del mismo.

Sin embargo, el grado de independencia de una ONG puede variar en el tiempo

y generalmente no tiene un marco legal. Generalmente, las ONG no suelen tener, por

ley, el derecho de acceso irrestricto a los lugares de detención. Además puede suce-

der que los funcionarios de gobierno tomen menos en serio las recomendaciones

de las ONG que aquellas emitidas por órganos establecidos por ley. Por estas y otras

razones, aunque las ONG acepten sumar autoridad y los poderes adicionales (y posi-

blemente los recursos económicos) necesarios para cumplir las funciones del MNP,

puede que algunas ONG (y sus miembros) no estén cómodas con asumir algunas res-

ponsabilidades y las consecuencias que aquello pudiera acarrear, por ejemplo en

términos de pérdida de flexibilidad y que su mandato, estructura, poder y autori-

dad, y gestión de las finanzas estén establecidos en un determinado marco legal.

Además puede resultar difícil para las ONG mantener por un lado un diálogo cons-

tructivo basado sobre la cooperación (como lo prevé el Protocolo Facultativo), y

conciliar paralelamente estas actividades con campañas de sensibilización públicas,

que incluyan por ejemplo algún tipo de denuncia pública. Por otro lado, las organi-

zaciones de beneficencia u otras que brindan servicios de forma regular en los luga-

res de detención (contando quizás en algunos casos con oficinas dentro de las pro-

pias instituciones) pueden encontrar difícil cambiar de función o jugar múltiples

roles con relación a una misma institución. 

En cualquier caso, como señalamos en el capítulo 2, las ONG nacionales de dere-

chos humanos deberán siempre ser incluidas en el proceso de decisión acerca de los
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MNP en el país en cuestión. En el capítulo 8 comentamos también que las ONG pue-

den cumplir varias funciones con respecto al MNP una vez establecido. Además, es

importante recalcar que la creación de un MNP nunca deberá servir de argumento

para limitar o privar a las ONG del acceso a los lugares de detención y/o impedirles

de continuar su labor de monitoreo.

10.2.5 Cuerpos de Inspección Penitenciaria 

Externos e Independientes

Los Cuerpos de Inspección Penitenciaria Externos e Independientes (Independent

External Prisons Inspectorate) pueden jugar un papel importante con respecto a los

MNP. Si dicha institución tuviera que actuar como único MNP, su mandato tendrá

que ser examinado detenidamente y quizás ampliarse para garantizar que cubra

todos los lugares de detención como lo define el Protocolo Facultativo. Para garan-

tizar su independencia en los términos del Protocolo Facultativo, el mecanismo

deberá contar con una serie de requisitos (mandato legal, seguridad de ejercicio de

un cargo, etc.) que pueden ya existir en la práctica, o no. 

Algunos cuerpos de inspección externos tienen un mandato mixto: desempeñan

funciones similares a aquellas establecidas por el Protocolo Facultativo que consis-

ten en monitorear lugares de detención desde una perspectiva de los derechos

humanos (prevención de la tortura y de los malos tratos, condiciones de detención

humanas, etc.), y además evalúan el cumplimiento, por parte de dichas institucio-

nes, de los objetivos gubernamentales en materia de presupuesto y contabilidad,

controlan además si se garantiza la seguridad pública de forma adecuada en el sis-

tema de justicia penal y si existe una efectiva ejecución de sentencias. El cúmulo de

tales mandatos en un mismo MNP no es coherente con las disposiciones del Proto-

colo Facultativo.103

10.2.6 Órganos judiciales 

El último párrafo del Preámbulo del Protocolo Facultativo subraya que los mecanis-

mos preventivos constituyen “medios no judiciales” para prevenir la tortura. Es por

tanto evidente que en el momento de adoptarse el Protocolo Facultativo no se con-

templó que autoridades judiciales existentes pudiesen ser designadas como MNP. 

La principal innovación del Protocolo Facultativo fue la idea de abrir las cárceles

a la observación y el examen externo realizado por expertos independientes provi-

niendo de varias disciplinas, no sólo juristas, sino también expertos con conocimien-

tos médicos, científicos, y sociales, que además desempeñen sus actividades con un

enfoque más bien preventivo y político en lugar de un enfoque jurisdiccional que

interviene después de haberse ocurrido los hechos. Por naturaleza los órganos judi-
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ciales aportan una perspectiva principalmente legal y en general conllevan experien-

cia y conocimientos en juzgar una vez que los hechos hayan ocurrido, en lugar de

poner en marcha políticas y prácticas para prevenir estos hechos. Por ende, la

designación de un órgano judicial como MNP se enfrentará a obstáculos considera-

bles para cumplir el objeto del Protocolo Facultativo. 

La referencia en el Preámbulo a los “medios no judiciales” sugiere además que la

“independencia” de los MNP, como establecida en el Protocolo Facultativo, se refie-

re a su independencia respecto del poder judicial como del poder ejecutivo. El poder

judicial como institución cumple obviamente otras funciones con respecto a la

mayoría de las personas privadas de libertad (de los convictos en particular) y res-

pecto de su encarcelamiento. Algunas de estas funciones pueden entrar en conflic-

to con la perspectiva específica y el mandato del MNP establecidos en virtud del

Protocolo Facultativo. Por ejemplo, el mandato de los MNP integra aspectos políti-

cos más amplios, que puede llevarlos a formular recomendaciones acerca de los

pasos que se han de seguir que pueden ir más allá de las disposiciones de la legisla-

ción nacional y proponer reformas, enmiendas o nuevas leyes para mejorar el trato

y las condiciones de detención de las personas privadas de libertad. Este importan-

te mandato de “asesoramiento político” por lo general no será compatible con la

naturaleza de una institución judicial.

Por último, un aspecto clave de la labor del MNP, a la luz del Protocolo Facul-

tativo, es su carácter confidencial, independiente y no jurisdiccional, que preten-

de crear una atmósfera de apertura por parte de las personas privadas de liber-

tad y de los funcionarios del centro de detención, de manera que estén más dis-

puestos a revelar espontáneamente la verdadera situación dentro de los lugares

de detención. Esta idea se ve reflejada en el Preámbulo, en el apartado d) del artí-

culo 19 y en el artículo 21 del Protocolo Facultativo (relativos al derecho de los

MNP a entrevistarse en privado con las personas privadas de libertad y otras per-

sonas, etc.). Si un juez que supervisa la ejecución de las sentencias (y por tanto

quizás tenga que determinar la liberación anticipada de una persona, cuestiones

disciplinarias, u otras de carácter jurisdiccionales) llegara a tener conocimiento de

información recolectada en el marco una entrevista del MNP, una persona dete-

nida podría estar menos dispuesta a compartir información sobre su conducta

inapropiada o a quejarse de las condiciones de detención. De igual modo, el per-

sonal del centro podrá estar menos dispuesto a aceptar que haya problemas si

sabe que cabe la posibilidad que en otras circunstancias una autoridad judicial

pueda utilizar como elemento de prueba la información que haya podido proveer

al MNP.

Por estos motivos, podemos decir que en la mayoría de los casos no será apro-

piado nombrar como MNP a los miembros de un órgano judicial responsables de

supervisar la ejecución de las sentencias que además inspeccionan las cárceles en

nombre de los tribunales, o aquellos órganos que seguirán cumpliendo funciones

judiciales habiendo sido designado como MNP. 

No obstante, Cuerpo Judicial de Inspectores Penitenciarios (Judicial Inspectora-

te of Prisons) de Sudáfrica constituye un interesante ejemplo de institución judicial
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establecida por una legislación (Correctional Services Act, 1998) que trata algunas

de estas preocupaciones. En el punto 86 de la ley se señala que los miembros del

Cuerpo Judicial de Inspectores Penitenciarios no podrán tener otras responsabilida-

des judiciales mientras permanezcan en ese cargo. El apartado 85.1 establece dis-

posiciones específicas sobre su independencia (que supone independencia del

poder judicial y de la judicatura). El mandato del Cuerpo Judicial de Inspectores Peni-

tenciarios respecto de las personas detenidas consiste en informar sobre el trato

que reciben y sus condiciones de detención, y no ocuparse de cuestiones disciplina-

rias o de otros aspectos de la ejecución de la sentencia con un rol jurisdiccional

(apartado 85.2). 

10.2.7 Programas independientes de visitas a cargo 

de entidades comunitarias

Los programas independientes de visitas a cargo de entidades comunitarias repre-

sentan otro caso interesante de entidades, más o menos independientes, que ya

realizan visitas a lugares de detención y que pueden ser candidatos adecuados para

ser designados como MNP. 

Sin embargo, el apartado 2 del artículo 18 establece claramente que los miem-

bros del MNP han de ser “expertos” con “conocimientos profesionales” pertinentes.

La mayoría de los programas de visitas a cargo de entidades comunitarias son deli-

beradamente abiertos a voluntarios no profesionales, que comienzan a realizar su

labor de monitoreo tras un periodo relativamente breve de orientación o capacita-

ción. Para estos programas, es una ventaja poder contar con un amplio número y

variedad de voluntarios sin exigir de ellos conocimientos o aptitudes profesionales

concretos, ya que aquello les permite cubrir muchos centros de detención y reali-

zar visitas con mucha frecuencia. Algunas personas que hayan participado en dichos

programas durante mucho tiempo podrán haber adquirido conocimientos y una

experiencia práctica considerables. Tomados en su conjunto, en su forma actual,

dichos programas carecerán casi siempre de los requisitos claves en términos de

“conocimientos profesionales” y de las “aptitudes” para ser designados como MNP

a la luz del Protocolo Facultativo. 

En el caso que se proponga la designación de un programa comunitario de visi-

tas como MNP, habrá que asegurarse que las disposiciones del Protocolo Faculta-

tivo sobre los poderes y las garantías de protección se apliquen a las personas que

integren estos programas de visitas, incluyendo el acceso irrestricto a todas las

instalaciones dentro de un lugar de detención, la posibilidad de entrevistarse en

privado con todas las personas de su elección, la libertad de elegir los centros de

detención que quiera visitar, la garantía de acceso a la información, etc. Por lo

general, los programas comunitarios de visitas no han sido establecidos para des-

arrollar un sistema global de análisis y de recomendaciones, y por tanto pueden

no tener la facultad de presentar formalmente propuestas legislativas o comen-

tarios acerca de la legislación en vigor. Por otra parte, los miembros de estos pro-

gramas no suelen gozar en la actualidad de las garantías e inmunidades previstas
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por el Protocolo Facultativo para su independencia y el buen desempeño de sus

funciones. 

Todas aquellas diferencias que pudieran existir entre los programas de visita

existentes y los requisitos para los MNP establecidos por el Protocolo Facultativo

podrán potencialmente resolverse con modificaciones de tipo legal, administrativo,

en sus prácticas laborales, y de asignación de recursos. Sin embargo, introduciendo

dichos cambios, y en particular imponiendo requisitos específicos en materia de

aptitudes profesionales y experiencia como condición para participar en un progra-

ma independiente de visitas de carácter comunitario, el número de participantes se

verá drásticamente reducido, limitando así su capacidad de cumplir uno de sus pri-

meros objetivos —garantizar una amplia cobertura y realizar visitas de monitoreo

frecuentes a los lugares de detención.

Aunque por lo general no será apropiado designar a los programas independien-

tes de visitas de carácter comunitario como parte de un MNP o como MNP en si

mismo, podrán sin embargo ser un complemento muy preciado para el trabajo del

MNP, y aunque trabajen de forma separada, sus actividades se verán mutuamente

reforzadas. Los integrantes de programas de visitas a cargo de entidades comuni-

tarias podrán ser excelentes fuentes externas de información y una red de vigilan-

cia externa que podrá ayudar a los MNP a utilizar de forma eficiente y estratégica

sus conocimientos, actitudes profesionales y sus poderes establecidos por ley. En

cada Estado se deberá impulsar abiertamente el mantenimiento y el establecimien-

to de programas de esta índole, aunque no forzosamente como MNP per se esta-

blecido bajo el Protocolo Facultativo. 

10.2.8 Recomendaciones de la APT

•  Al establecer un MNP, los Estados podrán elegir entre designar a un mecanismo

existente o crear uno completamente nuevo. Ningún modelo es universalmente

mejor que otro de forma intrínseca.

•  Que se recurra a un mecanismo existente o se cree uno nuevo, la sociedad civil

deberá estar asociada al proceso de decisión.

•  Antes de designar a un órgano o institución existente como MNP, el gobierno y

la sociedad civil deberán examinar de forma precisa y detallada cuál es su man-

dato, su jurisdicción, sus poderes y funciones, así como las disposiciones que

garantizan su independencia y proceder a las correspondientes modificaciones

y adaptaciones legislativas y de asignación de recursos para asegurar que se

cumplan plenamente los requisitos del Protocolo Facultativo.
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10.3 Mecanismos múltiples

10.3.1 Criterios geográficos o temáticos 

La posibilidad de contar con varios mecanismos nacionales de prevención ha sido

prevista principalmente para contemplar la particularidad de los estados federales,

permitiendo la designación de órganos descentralizados o limitados a una cierta

área geográfica como MNP, facilitando así la ratificación del Protocolo Facultativo

por parte de aquellos Estados. No obstante, el artículo 17 parece también permitir

a los Estados establecer varios mecanismos en función de criterios temáticos. 

Desde el punto de vista del derecho internacional general, las divisiones internas

de responsabilidad para la implementación de los tratados en Estados descentrali-

zados no ofrecen un pretexto para el incumplimiento de sus disposiciones, aunque

las restricciones surjan de divisiones del poder formalmente establecidas en una

Constitución escrita.104 Esto viene reforzado en el caso del Protocolo Facultativo

por una disposición expresa según la cual “Las disposiciones del presente Protocolo

serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin limi-

tación ni excepción alguna”.105

No obstante, en aras de la ratificación universal y de la implementación plena y

efectiva de los tratados internacionales sobre derechos humanos, debemos tener

presente que en la práctica los Estados descentralizados hacen frente a desafíos

particulares. Al autorizar de forma explícita que mecanismos establecidos por ins-

tancias descentralizadas puedan actuar como MNP, el Protocolo Facultativo recono-

ce dichos desafíos y brinda una solución para responder a ellos.106

Dependiendo de la estructura constitucional particular u otras consideraciones

políticas o geográficas de un Estado,107 el MNP de un Estado federal podrá ser un

organismo federal unificado o un sistema con múltiples organismos.

Un MNP federal unificado podrá tener los siguientes diseños institucionales:

•  sólo el gobierno central podría legislar sobre el MNP y nombrarlo;

•  el MNP estaría bajo la competencia de los gobiernos centrales y regionales con-

juntamente, actuando cada cual bajo su propia autoridad constitucional, creando

sin embargo un mecanismo nacional con una administración común al cual cada

gobierno —central y regionales— hayan delegado los poderes necesarios.
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Para que múltiples mecanismos cumplan en su conjunto los requisitos de un MNP

en un Estado federal podrán adoptar los siguientes diseños institucionales:

•  el gobierno central y cada gobierno regional nombrarán y legislarán sobre un MNP

diferente para cada territorio o áreas temáticas sobre las cuales cada gobierno -
—central o regional— tenga jurisdicción;

•  el gobierno central creará un MNP para cubrir todos los territorios y temas sobre

los cuales los gobiernos regionales no tienen autoridad, mientras que los gobier-

nos regionales conjuntamente crearán un segundo MNP unificado que cubra

todos los territorios y áreas temáticas sobre las cuales los gobiernos regionales

tienen competencia.108

Un Estado Parte, federal o de otra índole, podrá también decidir establecer varios

mecanismos nacionales de prevención basados sobre criterios temáticos y no geo-

gráficos. Por ejemplo, si un Estado contara con un mecanismo de visita a institucio-

nes psiquiátricas que funcionara bien, aquel mecanismo podría seguir con su labor

especializada mientras que se podrán crear uno o más MNP adicionales para los

otros tipos de centros de detención. 

No obstante, si un Estado decidiera designar varios mecanismos como MNP, cada

uno con un mandato temático diferente o que coincidan parcialmente sobre algunos

temas, deberá asegurarse que cada uno de estos MNP “subnacionales” cumplan con

los requisitos del Protocolo Facultativo. Podría ser un problema si algunos centros de

detención sólo fueran objeto de visita únicamente por parte de este MNP “subnacio-

nal” y no por otro. En el caso que se nombre un MNP múltiple, que incluya diferen-

tes mecanismos entre los cuales uno no cumple los requisitos de independencia, otro

carece de profesionales con las aptitudes y experiencia requeridas, y otro no tiene

derecho a visitar todas las instalaciones dentro de los lugares de detención, el Esta-

do no podrá decir que el MNP, en su conjunto, por un efecto acumulativo, cumple

con todos los requisitos del Protocolo Facultativo. Lógicamente, si un centro de

detención dado es visitado por un organismo que no cumple con todos los requisi-

tos del Protocolo Facultativo, no se puede afirmar que las características de los orga-

nismos que visitan otros centros suplen las carencias del primero.

Los Estados Partes que prefieran adoptar múltiples mecanismos deberán tam-

bién tener presente que cada lugar donde se encuentren personas privadas de

libertad deberá estar sujeto a visitas por parte de uno o varios MNP. Por consiguien-

te, cuando un Estado establezca un MNP múltiple, es decir varios mecanismos,

deberá tener especial cuidado en asegurar que bajo los mandatos combinados de

los MNP se cubren todos los centros de detención del país; esto significa además
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que al menos uno de los MNP deberá tener autoridad sobre todos los lugares que

generalmente no se usan, o no se caratulan, como lugares de detención pero en el

cual pueda encontrarse de hecho personas privadas de liberad por acción o consen-

timiento del gobierno.109

El Protocolo Facultativo establece ciertos límites a los Estados para subdividir las

responsabilidades “del MNP” sobre su territorio en múltiples organizaciones inde-

pendientes, sean temáticas o geográficas; algunas de sus disposiciones no son com-

patibles con un alto grado de fragmentación. Por ejemplo, el apartado e) del artí-

culo 20 del Protocolo Facultativo dice que los Estados Partes se comprometen a dar

a los MNP “libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar”. Si se designa un

MNP con autoridad sobre un solo lugar de detención, el Estado no estará cumplien-

do su obligación de acuerdo con el apartado e) del artículo 20: no le ha concedido

libertad al MNP para elegir los lugares que desee visitar.

En muchos casos, cuando un Estado implementa el Protocolo Facultativo esta-

bleciendo una multiplicidad de MNP, será fundamental asegurar alguna forma de

coordinación entre esos mecanismos. Pasaremos a analizar la necesidad y la natura-

leza de dichos órganos de coordinación.

10.3.2 Coherencia y Coordinación

10.3.2.1 Los desafíos

Siempre que se establezcan múltiples MNP, será esencial asegurarse que todos los

lugares donde se encuentre o pueda encontrarse alguna persona privada de liber-

tad estén cubiertos por al menos uno de los MNP; que cada mecanismo de visita

esté integrado por expertos cualificados, con la experiencia y las aptitudes reque-

ridas y goce de los poderes y garantías establecidos en el Protocolo Facultativo; y

que el dispositivo general podrá ser gestionado desde el punto de vista administra-

tivo y obtener resultados efectivos y coherentes. 

Puede resultar difícil para múltiples MNP ser consecuentes entre sí y mantener

una coherencia entre sus diferentes recomendaciones y conclusiones, en particular

cuando varios MNP visitan el mismo tipo de lugares de detención o lugares simila-

res. Esto plantea problemas a las personas que los MNP tratarán de proteger, a los

funcionarios llamados a aplicar las recomendaciones y a los propios MNP. 

Como se dijo más arriba, el Protocolo Facultativo estipula que los MNP formarán

parte de un “sistema”.110 Para que una multitud de MNP constituya verdaderamen-

te un sistema, será necesario establecer a nivel nacional alguna forma de coordina-

ción. Por ejemplo, uno de las funciones de los MNP es formular observaciones y pro-

puestas sobre la legislación (artículo 19.c)). Esto implica que al menos los MNP que

operen bajo la jurisdicción de cada asamblea legislativa deberán disponer de algún

medio para poder presentar sus recomendaciones y análisis para el conjunto del sis-
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tema o sectoriales. Los MNP y el Subcomité internacional deberán formar conjun-

tamente un sistema global de visitas. Los MNP serán, por tanto, una importante

fuente de información continua para el Subcomité internacional, y el Subcomité

tendrá ciertas funciones globales con respecto a todos los MNP. Estas funciones

requieren comunicaciones coordinadas entre la oficina del Subcomité en Ginebra y

los MNP de cada país.111 Además, un Estado deberá ser capaz de notificar al Subco-

mité internacional información agregada acerca de la implementación del Protoco-

lo Facultativo.112

Por todos estos motivos, puede resultar difícil conciliar un mosaico demasiado

difuso de entidades con los requisitos del Protocolo Facultativo; se necesitarán

algunos medios de coordinación a nivel nacional. 

10.3.2.2 Las opciones

Hay varias formas de encarar estas dificultades. Una alternativa es contar con un

MNP unificado, pero con funcionamiento descentralizado. Un MNP con una admi-

nistración centralizada podrá contar con oficinas y miembros repartidos por el

país, reduciéndose así los gastos de viaje y otros gastos relacionados con la reali-

zación de visitas en todo el territorio nacional.113 Esta opción podrá considerarse

como un posible compromiso entre un modelo de MNP único fuertemente cen-

tralizado y un mosaico difuso e impracticable de MNP independientes y aislados.

De cualquier modo, los gobiernos en todas las instancias deberán estudiar dete-

nidamente si las ventajas de establecer un único MNP —geográficamente disper-

so pero unificado desde el punto de vista administrativo— podrá superar las ven-

tajas de un MNP múltiple.

El Consejo Consultivo de Derechos Humanos (Human Rights Advisory Board)

de Austria, aunque no haya sido designado MNP en virtud del Protocolo Facul-

tativo, ilustra el caso de un órgano de visitas nacional que adopta este enfoque.

El Consejo es responsable de evaluar las actividades policíacas con especial hin-

capié en el cumplimiento de las normas de derechos humanos. Los miembros del

Consejo han sido divididos en seis comités de expertos que realizan visitas y

fueron establecidos siguiendo criterios de división regional en función de la

demarcación jurisdiccional del país.114 De igual modo, el proyecto de implemen-
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tación del Protocolo Facultativo en Argentina contempla que el MNP compues-

to por 10 miembros contará con el apoyo de delegaciones ubicadas en las pro-

vincias.

Los Estados que deseen establecer MNP múltiples podrán también establecer

un único órgano de coordinación o un “MNP central”. Como parte de su mandato,

dicho órgano de coordinación deberá fomentar la coherencia entre los múltiples

MNP y promover medidas basadas sobre buenas prácticas en materia de metodo-

logía de visitas, y la adopción de recomendaciones coherentes entre los distintos

MNP. El establecimiento de un órgano de coordinación puede además facilitar la

comunicación entre el Subcomité internacional y los MNP, asegurando un inter-

cambio eficaz y eficiente, de conformidad con lo establecido por el Protocolo

Facultativo.115

A su vez, todo MNP central de coordinación deberá también gozar de las garan-

tías de independencia y de las prerrogativas y poderes que se otorgan a los MNP en

general, como por ejemplo la facultad de obtener información del gobierno acerca

de la situación en todo el país (número de personas privadas de libertad, número

total de lugares de detención y la ubicación de cada uno de ellos, etc.).116

Cuando los MNP múltiples no se asignen a lugares de detención particulares o a

ciertas categorías de institución, el establecimiento o la designación de un MNP cen-

tral será también una manera para garantizar el derecho de los MNP a acceder a

otros lugares como los lugares de detención no oficiales. El MNP central será el

depositario lógico de la autoridad para asegurar que todos los lugares, en particu-

lar aquellos que no están cubiertos por los múltiples MNP, serán visitados por el

MNP, como lo dispone el Protocolo Facultativo. 

El proyecto de ley de implementación del Protocolo Facultativo de Nueva

Zelanda propone designar como MNP a varios órganos de visita nacionales (com-

plementados quizás por algunos mecanismos nuevos). Aquella propuesta integra

esta idea de mecanismo nacional de prevención central (que será probablemen-

te la Comisión Nacional de Derechos Humanos). El MNP central coordinaría la

labor de los MNP en dos direcciones: en cuanto al flujo de recomendaciones del

MNP al gobierno, y en términos de asesoramiento a los propios MNP. Por consi-

guiente, el MNP central sería responsable de investigar y elaborar recomendacio-

nes sobre cuestiones sistémicas que afecten a todos los lugares de detención en

Nueva Zelanda, coordinar los informes de los mecanismos nacionales de preven-

ción particulares, y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención acerca

de cualquier cuestión sistémica que surja durante el análisis de algún informe

particular.117
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10.3.3 Recomendaciones de la APT

•  Los Estados pueden preferir establecer mecanismos múltiples para desempeñar

las funciones de MNP, definidos por criterios geográficos o temáticos.

•  No obstante, cada lugar de detención (incluidos los lugares no oficiales) deberán

ser objeto de visitas por uno u varios de los MNP en el Estado.

•  Como alternativa al establecimiento de una multiplicidad de MNP, los Estados que

cuenten con un amplio territorio y con lugares de detención dispersos y distan-

ciados unos de otros deberían considerar la posibilidad de establecer un único

MNP descentralizado desde el punto de vista geográfico (mediante delegaciones,

por ejemplo) pero unificado desde el punto de vista administrativo.

•  Los Estados que decidan establecer MNP múltiples deberán designar un MNP cen-

tral cuyo mandato será coordinar y reforzar las capacidades de los múltiples

mecanismos, y que tenga la facultad de recolectar información residual, realizar

visitas, y elaborar recomendaciones para todos los lugares no cubiertos por los

demás MNP.
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11. Conclusión

En el momento de redactarse la presente guía ha transcurrido poco tiempo desde

la entrada en vigor del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura.

El Subcomité internacional para la Prevención aún no ha iniciado su labor. Los pri-

meros Estados Partes deberán tener sus mecanismos nacionales de prevención

en marcha de aquí a unos meses, pero son pocos los que han decidido formal-

mente por una estructura, un tipo de autoridad y una composición concreta para

sus mecanismos. En algunos Estados donde siguen pendientes las decisiones de

ratificar el instrumento, aquellas discusiones siguen de cerca el debate sobre el

establecimiento de los mecanismos nacionales de prevención y marcan sus tiem-

pos. En todo el mundo, podemos observar una ola sin precedentes de actividades

a escala nacional que tiende a abrir los lugares de detención al escrutinio externo

y al análisis por parte de mecanismos de visitas compuestos por expertos inde-

pendientes. 

El establecimiento o la designación de un mecanismo nacional de prevención en

cada Estado se hará de conformidad con su contexto nacional particular. Sin embar-

go, el marco de estos procesos de establecimiento de los MNP y lo que surja de

ellos, es un marco intrínsecamente internacional, basado en el texto del Protocolo

Facultativo y en la experiencia práctica del Comité Internacional de la Cruz Roja, del

Comité Europeo para la Prevención de la Tortura, del Relator Especial de las Nacio-

nes Unidas sobre la cuestión de la tortura, y de otros organismos similares. Como

hemos visto, el texto del Protocolo Facultativo, así como otras fuentes secundarias,

son una sólida base de orientación acerca de los aspectos clave del diseño de los

MNP, como por ejemplo:

•  el propio proceso de designación y establecimiento de los MNP;

•  el propósito y mandato de los MNP;

•  su independencia;

•  los criterios para elegir a los miembros del MNP;

•  las garantías y poderes respecto de las visitas; 

•  las recomendaciones de los MNP y su implementación;
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•  la relación entre el MNP y otros actores nacionales e internacionales; 

•  el diseño o forma organizativa de los MNP.

Puede que, para los actores nacionales, el marco internacional parezca una entidad

distante, incierta y opaca. Inevitablemente, los actores que apliquen las disposicio-

nes del Protocolo Facultativo a escala nacional se harán preguntas que quienes

redactaron el Protocolo nunca tuvieron que considerar y cuyas respuestas no son

necesariamente obvias a la luz del texto del Protocolo Facultativo. En última ins-

tancia, el Subcomité internacional para la Prevención servirá de vínculo entre los

actores nacionales y el marco internacional gracias a su mandato de asesoramien-

to, a sus recomendaciones dirigidas a los Estados acerca de los mecanismos nacio-

nales de prevención, y mediante sus contactos directos con los propios MNP. Para-

lelamente, el Subcomité se enfrentará a un trabajo considerable en los próximos

años para desarrollar sus métodos de trabajo y emprender su propio programa de

visitas. 

Comenzamos esta guía examinando los objetivos del Protocolo Facultativo

como se definen en su Preámbulo. Visto desde el momento presente, queda claro

que tomará mucho tiempo llegar a afianzar el sistema preventivo que establece

el Protocolo Facultativo. Podrá tomar años para que este proceso, a la par global

y nacional, cumpla plenamente con los objetivos definidos en el Preámbulo. La

incorporación de mecanismos nacionales de prevención eficaces a un sistema

internacional más amplio es esencial para lograr los objetivos del Protocolo Facul-

tativo. La presente guía propone dar un primer paso y servir de enlace entre los

actores nacionales y el marco internacional, buscando facilitar su comunicación y

contacto. Sin embargo, esta publicación es tan sólo el comienzo de un diálogo que

podremos continuar, utilizando otros documentos disponibles en la página Inter-

net de la APT (www.apt.ch), o comunicándose directamente con el equipo de la

APT. El diálogo constructivo y abierto es tan importante en el marco del estable-

cimiento y designación de los MNP como en su labor concreta, y la APT está dis-

puesta a entablar este diálogo con los actores nacionales, en aras de mejorar la

prevención de la tortura y de todas las formas de tratos o penas crueles, inhu-

manos o degradantes.
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Conclusiones de los seminarios 

realizados en el marco 

del proyecto OACNUDH





Seminario Internacional  
“Intercambio de experiencias 

para la implementación del Protocolo Facultativo 
de la Convención contra la Tortura en México”  

México DF (13 y 14 julio 2005) 

Conclusiones 

El Protocolo Facultativo: introducción y antecedentes   

•  El Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortu-

ra y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, es una importante

herramienta para prevenir la tortura y mejorar las condiciones de detención.  

•  El Protocolo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciem-

bre 2002, entrará en vigor tras la vigésima ratificación. A la fecha cuenta con 10

ratificaciones, entre ellas la de México (11 abril 2005) y se espera que entre en

vigor en el transcurso de 2006.  

•  El Protocolo tiene una larga historia de más de treinta años que finalmente se logra

concretar gracias a la tenacidad de la sociedad civil, y en particular al Comité Suizo

para la Prevención de la Tortura (ahora la Asociación para la Prevención de la Tortu-

ra) y el apoyo de algunos estados comprometidos, en particular Costa Rica y Suiza.  

•  México también jugó un rol decisivo durante el proceso de negociación del Pro-

tocolo, al proponer en el 2001, la inclusión del mecanismo nacional de prevención,

propuesta que destrabó el estancado proceso de negociación.  

La implementación del Protocolo: visitas a centros de detención 

•  El Protocolo busca asistir y apoyar a los Estados Partes a implementar sus obliga-

ciones asumidas al ratificar la Convención contra la Tortura.  

•  El Protocolo se basa en un sistema de visitas regulares a todo lugar de detención

para examinar y mejorar el trato de las personas privadas de libertad y sus con-

diciones de detención.  

•  Las visitas serán efectuadas por un Subcomité Internacional de las Naciones Uni-

das y por uno o varios mecanismos nacionales de prevención que el Estado Parte

tendrá la obligación de establecer, designar o crear un año después de la entrada

en vigor del Protocolo o de su ratificación. 
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•  Las visitas a centros de detención son parte de un sistema innovador distinto a

otros mecanismos de protección de los derechos humanos por varias razones:

incluye un componente nacional, además del internacional; es un sistema preven-

tivo en vez de reactivo; es un sistema enfocado más en el monitoreo y análisis

general de la situación de detención que en casos individuales; y es un sistema

de colaboración con las autoridades en vez de denuncia y sanción.  

•  Las visitas son sólo una de las diversas estrategias y herramientas existentes

para combatir la tortura, las cuales se deberán implementar de manera comple-

mentaria.  

•  Otras iniciativas relacionadas con el combate a la tortura son, por ejemplo, la docu-

mentación de casos de tortura de acuerdo al Protocolo de Estambul y la difusión

amplia de los estándares mínimos de condiciones de detención, entre otras. 

•  Para el diseño de nuevas fórmulas constructivas y creativas es necesario reunir y

complementar lo mejor de la experiencia, el conocimiento y los recursos de las

instituciones públicas de derechos humanos y de los organismos de la sociedad

civil. 

La implementación del Protocolo: 

retos del mecanismo nacional de prevención  

•  El proceso para definir el mecanismo nacional de prevención (MNP) que deben

establecer los Estados Partes del Protocolo, no debe ser producto de una deci-

sión unilateral del gobierno, sino el resultado de un debate transparente y parti-

cipativo, que incluya a la sociedad civil. Esto ayudará a promover la legitimidad,

aceptación y eficacia del MNP. 

•  Ya que el Protocolo prescribe una serie de garantías pero no define el modelo de

MNP, es importante profundizar el debate para asegurar que el MNP cumpla con

las expectativas nacionales y se ajuste al contexto particular de cada país. Entre

otros elementos, se debe tener en cuenta la política criminal de cada Estado en

estos debates. 

•  Es recomendable que el proceso de definición del MNP incluya una evaluación de

la legislación y de las instancias existentes que ya realizan visitas a lugares de

detención a nivel nacional, para poder tomar una decisión sobre la naturaleza del

MNP basándose en la experiencia acumulada.  

•  La designación del MNP debe basarse en primer lugar en los requisitos y garantí-

as formales establecidas en el texto del Protocolo, entre las cuales deben desta-

carse su independencia funcional (conforme a los Principios de París), la diversi-

dad de sus integrantes (incluyendo representantes de grupos étnicos y equilibrio
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de género), los recursos adecuados y las garantías de acceso a los lugares, insta-

laciones, personas e información relevante. 

•  El MNP debe ir más allá de los requisitos formales establecidos por el Protocolo,

centrándose también en elementos de eficacia, impacto y resultados concretos. 

•  Uno de los requisitos más importantes del MNP es que goce de plena independencia

y que el mismo sea también percibido como independiente y goce de legitimidad.

•  Una preocupación central son las represalias a las personas privados de libertad

que se reúnen con los integrantes del MNP y denuncian casos de tortura. Asimis-

mo, es necesario garantizar la seguridad de quienes realizan las visitas que con

frecuencia reciben amenazas por su labor. 

•  Para asegurar un impacto positivo de las visitas, es necesario implementar una

metodología adecuada que incluya:  

–  Definir claramente el objetivo de la visita y preparar adecuadamente la misma;  

–  Asegurar un equipo multidisciplinario que cuente con capacitación adecuada;  

–  Garantizar acceso al lugar y realizar un recorrido de todos y cada uno de los

espacios físicos;  

–  Realizar visitas frecuentes y tener una estrategia adecuada de seguimiento e

implementación de recomendaciones. 

•  No debe perderse de vista que las visitas del Protocolo no se limitan a cárceles,

sino también a lugares que tradicionalmente han recibido menos atención, como

estaciones migratorias, hospitales psiquiátricos, centros de detención militares,

centros de detención de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley, cen-

tros para adultos mayores, entre otros. 

•  El Subcomité Internacional, además de visitas a lugares de detención, tiene un

mandato para apoyar y asesorar el establecimiento y funcionamiento de los MNP

y, por lo tanto, cumplirá un importante papel complementario para enfrentar los

retos de implementación nacional. 

•  Uno de estos retos será la coordinación y comunicación entre el Subcomité y los

MNP, así como entre los distintos MNP en países donde se nombre a más de una

instancia para desempeñar esta función. 

La implementación del Protocolo: 

experiencias internacionales y nacionales 

•  La experiencia de distintos organismos internacionales, notablemente el Comité

Internacional de la Cruz Roja (CICR) y el Comité Europeo para la Prevención de la
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Tortura (CPT), ha demostrado que las visitas periódicas a lugares de detención

son una herramienta eficaz para prevenir violaciones y mejorar las condiciones de

detención. 

•  La implementación del Protocolo plantea retos particulares en estados federales,

de gran extensión geográfica, como México y Argentina. Por esto es fundamen-

tal tanto la voluntad política del gobierno federal, al ser responsable por la imple-

mentación de tratados internacionales, como la de los gobiernos estatales, que

tienen jurisdicción en muchos ámbitos de privación de libertad. 

•  En América Latina como en otras regiones, los debates sobre la implementación

del Protocolo han abordado el rol de las instituciones nacionales de derechos

humanos, ya que muchas cuentan con mandato y práctica de visitas a lugares de

detención.  No obstante, se ha planteado que no siempre cuentan con una efec-

tiva autonomía. Para enfrentar estos y otros retos, se han llevado a cabo fórmu-

las efectivas de visitas conjuntas por instituciones de derechos humanos y otras

instancias gubernamentales y no gubernamentales, por ejemplo en el Paraguay y

en Costa Rica. 

•  En Argentina, el primer Estado de América Latina y el primer Estado federal a

nivel mundial en ratificar el Protocolo (noviembre 2004), los planes de implemen-

tación contemplan el establecimiento de un nuevo órgano mixto a nivel nacional,

que incluya actores gubernamentales y de la sociedad civil.  

•  Durante la próxima reunión del Consejo Federal de Derechos Humanos en Argenti-

na, que incluye representantes de alto nivel de las provincias, se discutirá el MNP. Se

espera asimismo llegar a algunos convenios con las provincias para facilitar su imple-

mentación. 

•  El Reino Unido también ha ratificado el Protocolo (diciembre 2003) y como parte

de su política exterior, promueve el Protocolo y otras medidas para prevenir la

tortura a nivel mundial.  Después de una ronda de consultas con instituciones que

se verían afectadas por la implementación del mismo, Reino Unido decidió que no

crearía un nuevo órgano de visitas, sino que serían designados como MNP apro-

ximadamente 20 instancias ya existentes que realizan visitas a lugares de deten-

ción a nivel municipal, estatal y nacional. Sin embargo, este sistema plantea el des-

afío de la coordinación. 

La implementación del Protocolo: consideraciones para México

•  Diversas instancias nacionales, regionales e internacionales han documentado que

en México existe actualmente la práctica de la tortura y los malos tratos en algu-

nos centros de detención, por lo cual cobra especial relevancia una herramienta

preventiva como el Protocolo. 
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•  México es el segundo Estado Parte del Protocolo en América Latina y el segundo

Estado Parte federal a nivel mundial. 

•  Como Estado Parte del Protocolo, México ha adquirido la obligación de establecer

uno o varios mecanismos nacionales de prevención que le ayudarán a aplicar efec-

tivamente las normas internacionales en materia de prevención de la tortura y

malos tratos al interior del país.  

•  Actualmente México está en el proceso de definir el MNP, que debe encuadrarse

dentro de una estrategia más amplia de protección a los derechos humanos. El

proceso también debe involucrar un gran número de espacios plurales de diálogo

e intercambio de experiencias. 

•  Hay una apertura del Gobierno de México para dialogar sobre las mejores formas

de implementación del MNP, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores y

la Secretaría de Gobernación, quienes serán las instancias gubernamentales

encargadas de liderar este proceso. 

•  Organismos internacionales especializados en la materia, entre ellos la Asociación

para la Prevención de la Tortura (APT) y el Instituto Interamericano de Derechos

Humanos (IIDH) también se han comprometido a apoyar este proceso. 

•  Diversas instancias en México, incluyendo la Comisión Nacional de Derechos Humanos

(CNDH), comisiones de derechos humanos estatales y organismos de la sociedad civil

(ONG) ya realizan visitas a lugares de detención, la mayoría en reacción a denuncias. 

•  La experiencia de estos organismos es muestra de los desafíos para la implemen-

tación del Protocolo citados anteriormente y algunos adicionales, entre ellos res-

tricciones de acceso (en particular a centros militares y de alta seguridad) y la

falta de capacitación sobre derechos humanos y metodología de visitas a lugares

de detención, para lo cual habría que establecer mecanismos de respuesta. 

Conclusiones finales para México

•  Este seminario, organizado por la Oficina del Alto Comisionado de Derechos

Humanos en México (OACNUDH), la Secretaría de Relaciones Exteriores y la Aso-

ciación para la Prevención de la Tortura (APT) y financiado por la Comisión Euro-

pea, es el primer paso de un proceso más amplio de definición del MNP.  Durante

el encuentro se brindó un marco teórico y comparado y se debatieron aspectos

generales del Protocolo y su implementación nacional. 

•  Durante el seminario, se llegó a un consenso sobre la conveniencia de aprovechar

la infraestructura de las comisiones públicas de derechos humanos, tanto estata-

les como nacional, para implementar el Protocolo en México.  
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•  Asimismo, hay consenso sobre la necesidad de garantizar la inclusión de las orga-

nizaciones de la sociedad civil en el MNP, encaminado al establecimiento de un

organismo mixto que aproveche la experiencia y fortalezas tanto de las comisio-

nes públicas de derechos humanos como de la sociedad civil.  

•  En el seminario quedó de manifiesto la necesidad de profundizar más sobre la

implementación del MNP en México a través de propuestas más concretas sobre

el diseño, operación y marco normativo de dicho mecanismo.  

•  Para responder a esta necesidad, en el marco del mismo proyecto de la OACNUDH

se celebrarán tres seminarios más, en el transcurso del 2005 y 2006, en localida-

des fuera de la Cuidad de México por definirse.  

•  El próximo seminario tendrá lugar la semana del 10 al 14 de octubre 2005 con la

presencia del Relator sobre la Tortura de las Naciones Unidas, Manfred Nowak, y

el auspicio de otras instituciones nacionales y regionales. 
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Seminario-Taller “Diseño e implementación 
del Mecanismo Nacional de Prevención 

de la Tortura en México” 

QQuueerrééttaarroo

29-30 de mayo 2006

Conclusiones

México ha mostrado su compromiso con la prevención de la tortura ante la comu-

nidad internacional al haber ratificado el Protocolo Facultativo de la Convención de

Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o

Degradantes, en abril de 2005. Este instrumento prevé un sistema de visitas regu-

lares a lugares de detención a cargo de mecanismos nacionales e internacionales

para la prevención de estos actos. El Protocolo entró en vigor el 23 de junio de

2006. Con esto, el Subcomité para la prevención debe constituirse por las Naciones

Unidas antes del fin de este año 2006 y todos los Estados Partes, así como México,

deberán designar a los mecanismos nacionales de prevención (MNP) antes del 22 de

junio de 2007.  

La labor complementaria del componente nacional e internacional ha sido

ampliamente reconocida como uno de los aspectos más innovadores y promete-

dores del sistema. Sin embargo, el Relator de la ONU en esta materia ha adverti-

do de ciertos riesgos en la conformación del MNP y ha señalado que el órgano que

constituya el MNP, deberá tener las características de autonomía e independen-

cia. Agrega que “es indispensable que el MNP contemple además de las Comisio-

nes Públicas de Derechos Humanos, la participación de ONG que tengan experien-

cia en centros de detención, así como de académicos y otros sectores de la socie-

dad civil”.1

En relación con lo anterior, la Oficina en México del Alto Comisionado de las

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), la Secretaría de Relaciones

Exteriores y la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Querétaro, realizaron del

29 al 31 de mayo de 2006, el Taller ‘Diseño e Implementación del Mecanismo Nacio-

nal de Prevención en México, en el marco del Proyecto de Implementación de las

Recomendaciones del Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en

México de la OACNUDH.  Dicho taller se llevó a cabo en coordinación con académi-

cos, diversas dependencias gubernamentales y organizaciones no-gubernamentales

tales como la Red de Derechos para Todos, Colectivo contra la Tortura, la Comisión

Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Centro de Derechos
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Humanos ‘Fray Francisco de Vitoria’, entre otras. Asimismo se contó con la asesoría

de la Asociación para la Prevención de la Tortura (APT) y el Instituto Interamerica-

no de Derechos Humanos (IIDH). 

El taller fue el tercero de una serie de encuentros que se han llevado a cabo para

establecer el diseño e implementación del MNP en México. Tuvo como objetivo faci-

litar un espacio de debate e intercambio de ideas con base en experiencias compa-

radas y el contexto nacional de acuerdo con los estándares establecidos en el Pro-

tocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura del que México es parte. En

este contexto, se buscó: 

•  Proyectar una visión clara del quehacer cotidiano del Mecanismo Nacional de Pre-

vención de la Tortura; 

•  Definir los perfiles profesionales necesarios para llevar a cabo esas labores y,  

•  Definir las condiciones necesarias para que sean exitosas sus actividades.  

Se buscó a su vez retomar las conclusiones de los foros anteriores, entre las que

destacaron las siguientes:  

•  El Protocolo Facultativo se basa en un sistema de visitas regulares a todo lugar

de detención para examinar y mejorar el trato de las personas privadas de liber-

tad y sus condiciones de detención y así prevenir la tortura y los malos tratos. 

•  Uno de los requisitos más importantes del MNP es que goce de plena independen-

cia para el ejercicio de su función y que el mismo sea también percibido como

independiente.

•  El MNP deberá gozar de legitimidad para que pueda cumplir con su función.

•  Para asegurar un impacto positivo de las visitas, es necesario implementar una

metodología adecuada que incluya: 

—La definición clara del objetivo de la visita y su adecuada preparación; o Un

equipo multidisciplinario que cuente con capacitación adecuada; 

—El acceso adecuado al lugar y el recorrido de todos y cada uno de los espacios

físicos; 

—La realización de visitas frecuentes y con una estrategia adecuada de segui-

miento e implementación de recomendaciones. 

•  El MNP es un sistema enfocado más en el monitoreo y análisis general de las cau-

sas estructurales y prácticas negativas respecto a las personas privadas de liber-
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tad, que en casos individuales. No obstante, se reconoció que los casos individua-

les contribuyen a identificar y ejemplificar las problemáticas sistémicas.

•  Los recursos adecuados y el perfil de las personas que integren el MNP son impor-

tantes al momento de la designación del MNP en México.

•  El Subcomité internacional cumple con un importante papel complementario para

enfrentar los retos de implementación nacional, tales como la coordinación y

comunicación entre el Subcomité y el MNP, y entre el Subcomité y las autorida-

des del Estado.  

A continuación se exponen las conclusiones de cada una de las mesas de trabajo a

las que se llegó en el presente foro:

MESA I. Lugares de detención y la privación de libertad en México

Centros de detención

•  Los centros de detención a considerar son, entre otros, los centros de máxima y

mediana seguridad; centros de tratamiento de menores; Agencias del Ministerio

Público; Consejo Tutelar de Menores; centros de rehabilitación psico-social (hos-

pitales generales, psiquiátricos, etc.) arraigo domiciliario u otros lugares destina-

dos para llevar a cabo arraigos; estaciones migratorias y otros lugares destinados

para el aseguramiento de migrantes; y campos militares y navales donde se

encuentren personas privadas de su libertad.  

•  También deberán considerarse los centros no oficiales, provisionales o improvisa-

dos cuando se tenga conocimiento de su existencia, entre otros, casas especia-

les destinadas para la detención de personas, oficinas del Estado de todas las cor-

poraciones policiales, militares o migrantes o cualquier otro que se utilice como

lugar de detención de facto. Asimismo se consideraron los lugares de detención

transitorios tales como los vehículos utilizados para realizar traslados de personas

detenidas (Unidades Operativas) y la posibilidad de que el MNP acuda a manifes-

taciones como observador, toda vez que en ocasiones en dichos actos pudieran

cometerse algunos actos de tortura o malos tratos tratándose principalmente de

detenciones masivas. 

•  Igualmente deberán considerarse las instituciones privadas, ya que en dichos cen-

tros hay de manera indirecta una función pública y social de salvaguardia que

corresponde directamente al Estado y es éste quien deberá velar por la integridad

física de quien se encuentre privado de su libertad en cualquiera de dichos centros. 

•  El MNP deberá elaborar y actualizar un diagnóstico, y desarrollar indicadores y sis-

temas de información de lugares de detención que puedan servir como punto de
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partida para el trabajo del MNP y para la medición de los avances en la prevención

de la tortura y los malos tratos. Lo anterior deberá reflejar tanto la identificación

de los centros de detención como la incidencia de la tortura y otros tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes, la denuncia de dichos actos y los facto-

res de riesgo de conformidad con la situación jurídica (detenido, aprehendido,

indiciado, procesado, sentenciado, reo, etc.)  y personal (género, edad, pertenen-

cia a alguna comunidad, situación económica, pertenencia a un grupo étnico, etc.)

de la persona detenida. 

•  La naturaleza del  MNP es preventiva en vez de reactiva. El MNP se dirige a la

actuación del Estado, y como tal, deberá vigilar y analizar la actualización del Esta-

do tanto en situaciones cotidianas como de emergencia.  

Visistas

•  Los objetivos de las visitas se definen sobre una valoración previa del lugar a visi-

tar. El MNP deberá tener acceso a todos los centros de detención y a la informa-

ción necesaria para cumplir su mandato. El objetivo general del MNP deberá

incluir la detección de patrones y condiciones que permitan o faciliten la práctica

de la tortura y otras prácticas prohibidas bajo la Convención contra la Tortura,

tales como los tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

•  La prioridad de las visitas deberá hacerse también en atención a los lugares donde

existe una mayor vulnerabilidad de que las personas sean torturadas o sufran

malos tratos. 

•  En relación con la periodicidad de las visitas, se concluyó que lo más recomenda-

ble es no tener una periodicidad fija, ya que depende de la situación del centro

de detención respecto del nivel de riesgo para la comisión de actos de tortura. La

periodicidad no es precisamente establecer fechas o espacios fijos, si no que se

refiere más bien a dar seguimiento a su trabajo de acuerdo con criterios y obje-

tivos claros.  

El MNP podrá hacer dos tipos de visitas:

1.  Visita anunciada. Si la visita se anuncia es para facilitar el diálogo con las autorida-

des. El que las visitas sean anunciadas implica también que las instituciones

podrán llevar más fácilmente el seguimiento del trabajo del MNP.  

2.  Visita no anunciada. Las visitas no anunciadas son positivas en cuanto cumplen

con una función preventiva. También, las visitas que se llevan a cabo de forma

sorpresiva y en diferentes días y horarios pueden ayudar a acercarse más a los

verdaderos retos de la prevención.  
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•  Es importante que el MNP sea conocido por las autoridades. En este sentido,

conocer no slo la integración y funcionamiento, sino también las recomendacio-

nes y criterios que vaya estableciendo el mismo MNP a lo largo de su función.

MESA II. Funciones, facultades y garantías 

para que los MNP desempeñen el mandato

Objetivo

•  El objetivo principal del MNP es la pprreevveenncciióónn,, en ese sentido, sería conveniente

llevar a cabo un diagnóstico a nivel nacional sobre los factores de riesgo para la

comisión de actos de tortura y malos tratos en contra de personas que se

encuentran privadas de su libertad a fin de hacer una evaluación de la situación

del país y ayudar en la identificación de problemas. Dicho diagnóstico ayudaría al

MNP en su tarea de recomendación y asesoría técnica de manera que se eliminen

dichos factores de riesgo y poder así contribuir a la prevención efectiva de los

actos de tortura y malos tratos. 

•  La función sui generis del mecanismo y su enfoque novedoso en actividades de

prevención desde una perspectiva sistémica, hace que el alcance de sus activida-

des sea amplia, aun y cuando tenga como único enfoque la prevención. 

•  Lo objetivos están encaminados a la prevención de actos de tortura o tratos

crueles, inhumanos o degradantes, ya sea que se cometan de manera aislada, o

bien, aún más grave, que formen parte de un patrón de conductas o que se rea-

licen de manera sistemática. En materia de tratos crueles, inhumanos o degra-

dantes, las visitas o verificaciones abarcarían la revisión de las condiciones higié-

nicas, sanitarias, alimenticias y médicas, así como lo referente a la aplicación de

regímenes disciplinarios de los centros de detención, aspectos relacionados con

la gestión de lugar, con la capacitación y supervisión de los custodios, entre otros.

Es importante tomar en cuenta los actos relacionados con la administración de

justicia penal, como por ejemplo, las condiciones para garantizar la declaración de

las personas detenidas en forma voluntaria, el acceso a un defensor y la remisión

sin demora del detenido ante una autoridad jurisdiccional, ya que éstos derechos

constituyen protecciones sistémicas contra actos prohibidos por la Convención

contra la Tortura.

Acceso a la información

•  El Mecanismo deberá tener libre acceso a la información, tomando las medidas

debidas respecto del uso adecuado de la información proporcionada al MNP, prin-

cipalmente lo relativo a datos personales de conformidad con los límites estable-

cidos en el propio Protocolo (artículo 21.2). 
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•  Dentro de sus facultades podrá: 

— Tener acceso a los expedientes de las personas privadas de su libertad. 

— Tener acceso a los lugares de privación de la libertad. 

— Poder entrevistarse libremente y en privado con los detenidos y demás per-

sonal del centro de detención, así como personas que se encuentran de visita

en el lugar. 

— Tener acceso a la información sobre las instalaciones, sus recursos materiales

y humanos, la gestión del ingreso, traslado y de procedimientos administrati-

vos que afectan a las personas privadas de su libertad en la instalación respec-

tiva. 

— Tener acceso a la información sobre la capacitación, perfiles, supervisión y

seguimiento del trabajo de las personas que fungen como custodios en cada

uno de los lugares sujetos a su visita.

Confidencialidad

•  Se debe garantizar la confidencialidad en las entrevistas a custodios, personas pri-

vadas de su libertad o cualquiera otra persona con quien se entrevista. 

•  Se deberá informar a cada una de las personas que se van a entrevistar sobre la

función del mecanismo y la facultad de entrevistarse en privado.  

•  Se deberá garantizar la confidencialidad en todas las entrevistas que realice el

MNP y no se podrán publicar datos personales sin el consentimiento expreso de

las personas interesadas.

•  Esta confidencialidad rige tanto para las personas privadas de su libertad como

los custodios u otras personas con quienes se entrevisten, con el fin de tener la

información más amplia posible para sustentar sus recomendaciones.

Independencia

•  La independencia funcional y gestión presupuestaria, así como la credibilidad del

trabajo del MNP, dependen también de la honorabilidad e idoneidad de las perso-

nas que integren o participen en el trabajo del Mecanismo. Se deberán establecer

perfiles y criterios de evaluación de los que participan en él. Los criterios de inde-

pendencia e idoneidad para llevar a cabo el trabajo del MNP deberán estar estable-

cidos normativamente.  
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•  El MNP debe contar con independencia presupuestaria y al momento en que el

Mecanismo entre en vigor, éste deberá ser respetado como órgano independien-

te. No obstante lo anterior, la naturaleza jurídica se definirá al crear el propio

Mecanismo, así como la independencia presupuestaria y de gestión.

Denuncias de casos individuales

•  La naturaleza del MNP no es de denuncia sino de prevención.

•  Los casos particulares que se conozcan en las visitas o que sean puestos del cono-

cimiento del MNP deberán ser canalizados a las autoridades correspondientes para

que en su caso, y con el consentimiento de la persona que denuncia un acto de

tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, se investigue y se sancione y

se tomen también las medidas preventivas necesarias para el aseguramiento de la

integridad física y psicológica de la persona que hace la denuncia. 

•  Como enfoque sistemático, el MNP debe dar apoyo y asesoría técnica dirigida a

las autoridades para aportar los elementos técnicos que se requieran para cum-

plir con sus obligaciones en esta materia. No debe convertirse en un sistema de

denuncia y sanción que busca primordialmente la censura. 

•  El MNP podrá dar seguimiento a estos casos con el objetivo de verificar los resul-

tados y observaciones de las instituciones a las que fueron canalizados, sobre

todo respecto a su análisis sistémico con relación a los obstáculos que se presen-

ten para la prevención de la tortura y los malos tratos.

MESA III. Requerimientos de recursos humanos y financieros

El texto del Protocolo Facultativo, en su artículo 18, señala que los expertos que

integren el MNP deberán tener conocimientos y capacidades relevantes. En este

sentido, el presente foro llegó a las siguientes conclusiones: 

Recursos humanos

•  Asegurar perfiles de excelencia profesional de los integrantes y de todas las dis-

ciplinas que se requieran.

•  Incluir personal con un perfil de experticia en materia de derechos humanos y en

el ámbito penitenciario.

•  Integrar un equipo con representación de género, multicultural y con un enfoque

interdisciplinario (abogados, psicólogos, psiquiatras, comunicólogos, médicos,

administradores, antropólogos, sociólogos, arquitectos, criminalistas, enólogos,

traductores e intérpretes, expertos en materia de seguridad, etc.).
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En cuanto a la creación de perfiles y la selección de los profesionales, se podrá con-

sultar a los gremios de profesionistas, académicos, etc.  Para garantizar la indepen-

dencia, los miembros deberán ser elegidos respetando los principios de independen-

cia y autonomía del MNP, así como de conformidad con la transparencia pública,

mediante la participación y colaboración de instancias con amplia experiencia en la

materia. 

Recursos financieros

•  Se podrán tomar en consideración tres tipos de recursos: a) Recursos públicos del

Estado, b) aquellos provenientes de sistemas de cooperación internacional y c)

donativos o recursos privados. El Estado tiene la obligación de incluir en su pre-

supuesto al MNP, sin embargo, se debe de tomar en cuenta la diversidad de recur-

sos para garantizar su autonomía e independencia.

•  El MNP deberá rendir cuentas y proveer el acceso a la información pública.

•  El MNP deberá contar con  recursos materiales suficientes 

Independencia funcional

En relación con la independencia funcional, se concluyó que ésta se podía garanti-

zar de la siguiente manera: 

•  A través de una naturaleza jurídica que asegure la autonomía presupuestaria y

funcional.

•  A través de recursos financieros provenientes de diversas fuentes aún cuando la

obligación primaria es responsabilidad del Estado.

•  Que en la designación de personal y expertos se respeten principios de autono-

mía e independencia. 

•  Teniendo una transparencia y apertura de su trabajo y gestión.

•  Evitando de las maneras posibles que el MNP sea susceptible a presiones o inje-

rencias de cualquier tipo que haga que el trabajo tenga algún sesgo. 

•  Dando seguimiento al trabajo del MNP por parte de la sociedad civil y del Subco-

mité de Prevención.

•  Mediante la realización de informes regulares sobre su actividad.

•  Mediante la difusión sobre su mandato, facultades y funciones.   
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MESA IV. Seguimiento de las visitas 

En relación con el seguimiento de las visitas del MNP, los grupos de trabajo llegaron

a las siguientes conclusiones:

Modalidades de seguimiento

•  Se dará seguimiento a la información obtenida durante la primera visita.

•  Mediante la realización de visitas constantes se buscará identificar los puntos

focales o situaciones concretas que se producen de manera sistemática, identifi-

cando causas económicas, normativas, materiales, de gestión y humanas que

influyen o posibilitan espacios para la violación de derechos humanos, concreta-

mente tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes.

•  Contar con área de educación para promoción y capacitación en materia de tor-

tura en aras de fortalecer el seguimiento.

•  El MNP debe establecer un diálogo constante y continuo con las autoridades.  

•  Se deberá llevar a cabo una verificación respecto del cumplimiento de las reco-

mendaciones o los obstáculos que se presentaron para su cumplimiento.   

Difusión

Dentro de las recomendaciones y las acciones del MNP deberá considerar lo siguiente:

•  Difundir las recomendaciones a través de promoción y capacitación entre depen-

dencias a fin de apoyar su cumplimento.  

•  Divulgar sus estándares e indicadores, así como las mejores prácticas respecto de

la prevención de la tortura y los malos tratos. Proponer propuestas legislativas

para cambios sistemáticos de mediano y largo plazo. 

•  Difundir información a la población para dar a conocer el MNP, su importancia y

sus alcances y limitaciones, a fin de involucrar a la sociedad y para que ésta apoye

el trabajo del MNP. 

•  Realizar propuestas de incidencia en las áreas educativas y académicas para capa-

citar a todos los sectores de la sociedad respecto a su quehacer y materia de pre-

vención de la tortura.

•  Difundir aquellas acciones positivas realizadas por las autoridades para prevenir la

tortura, incluyendo el cumplimiento de recomendaciones. 
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Medios de comunicación

Finalmente, en relación con los medios de comunicación, se concluyó que éstos son

un punto importante de monitoreo e información que ayudará al mejor cumpli-

miento de los objetivos del MNP, por lo que dicho Mecanismo deberá tomar en

cuenta lo siguiente:

•  Establecer una relación con los medios de comunicación basada en la claridad y

eficacia en el manejo de información sobre la materia.

•  Involucrar a los medios en campañas informativas sobre la temática de preven-

ción contra la tortura.

•  Contar con una oficina de prensa para divulgación y comunicación con los medios

para operar en el contexto de su mandato y funcionamiento. 

MESA V. Relación del MNP con el Subcomité de Prevención

El Subcomité Internacional, además de visitas a lugares de detención, tiene un

mandato para apoyar y asesorar el establecimiento y funcionamiento de los MNP

y, por lo tanto, cumplirá un importante papel complementario para enfrentar los

retos de implementación nacional. Uno de estos retos será la coordinación y

comunicación entre el Subcomité y los MNP, y entre el subcomité y las autorida-

des del Estado.  

En esta ocasión, se retomó la importancia de la relación del Subcomité con el

MNP de conformidad con lo establecido en el Protocolo Facultativo y  se consensuó

lo siguiente:

•  La relación entre el MNP y el Subcomité se debe de manejar mediante informes

periódicos al Subcomité, la difusión de los mismos y mediante visitas a los Esta-

dos Parte, entre otras.

•  Se deberá establecer una relación de coordinación, coadyuvancia y retroalimen-

tación entre el Subcomité y el MNP. Dicha relación debe ser conjunta y con res-

peto de la autonomía e independencia de cada uno de los organismos. Así mismo,

el Subcomité tendrá relación con los órganos de protección de derechos huma-

nos a nivel regional e internacional, así como las ONG’s y comisiones de derechos

humanos a nivel nacional para recabar información y conocer en mayor detalle las

situaciones nacionales. 

•  El MNP deberá hacer un informe al Subcomité antes de su visita para que éste

la realice de manera independiente. El MNP deberá aportar apoyo logístico al

Subcomité. Solo en el caso que así lo solicite el Subcomité, se realizarán visitas

conjuntas. El mandato del Subcomité se debe interpretar como cooperación,
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complementación y consultor para obtención de información relevante o inter-

pretación de asuntos relevantes.

•  El MNP podrá solicitar capacitación, intercambio de experiencias y fortalecimien-

to del MNP por parte del Subcomité. Es muy importante la labor de fortalecimien-

to por parte del Subcomité, que tendría un rol activo muy importante, ya que

podría adoptar métodos y estrategias de fortalecimiento mediante, entre otras

cosas,  asistencia técnica e intercambio de experiencias comparadas y mejores

prácticas.

•  Es importante tener presente que el Subcomité también puede ayudar a obtener

recursos para capacitación del MNP.  En este sentido, el Protocolo, en su artículo

26,  contempla la creación de un fondo especial para ayudar a Estados Partes en

la implementación de recomendaciones del Subcomité.
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Seminario sobre el Diseño e Implementación 
del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 

y Malos Tratos en México

28 de marzo de 2007

Conclusiones

Este Seminario fue el último de una serie de foros sobre la implementación del

Mecanismo Nacional de Prevención (MNP) de la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes en México, en el cual participaron ocho expertos.

Cinco de ellos en el marco jurídico nacional y tres con perspectiva del derecho inter-

nacional, relacionados con el Protocolo Facultativo a la Convención de las Naciones

Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes,

y con conocimiento de los procesos de implementación de este tipo de mecanismos

en los diferentes Estados Parte del Protocolo. 

En el primero de dichos foros, realizado en la sede de la Secretaría de Relaciones

Exteriores en julio de 2005, se asentaron algunos acuerdos básicos sobre la confor-

mación del MNP en México, en especial, la de un mecanismo que aproveche las expe-

riencias existentes en materia de visitas, que sea mixto —es decir, que incluya a

organizaciones de la sociedad civil—, y a la vez que aproveche la infraestructura de

las comisiones públicas de derechos humanos.1 Al mismo tiempo se concluyó que el

proceso para determinar el diseño e implementación del MNP debería ser el resul-

tado de un debate participativo y transparente.2

A raíz del segundo y tercer foro se profundizó el debate sobre los aspectos a

ser considerados en el diseño del mecanismo y se plantearon las características ins-

titucionales más importantes para tal fin. Fue en el penúltimo foro, realizado en

Querétaro en junio de 2006, donde se llevó a cabo un ejercicio de diseño de las acti-
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1 Durante el seminario, se llegó a un consenso sobre la conveniencia de aprovechar la infraestructura

de las comisiones públicas de derechos humanos, tanto estatales como nacional, para implementar

el Protocolo en México. 

Asimismo, hay consenso sobre la necesidad de garantizar la inclusión de las organizaciones de la

sociedad civil en el MNP, encaminado al establecimiento de un organismo mixto que aproveche la

experiencia y fortalezas tanto de las comisiones públicas de derechos humanos como de la socie-

dad civil.

En el seminario quedó de manifiesto la necesidad de profundizar más sobre la implementación del

MNP en México a través de propuestas más concretas sobre el diseño, operación y marco normati-

vo de dicho mecanismo. (Conclusión primer foro, 14-15 julio de 2005).
2 El proceso para definir el MNP que deben establecer los Estados Partes del Protocolo no debe ser

producto de una decisión unilateral del gobierno, sino el resultado de un debate transparente y par-

ticipativo, que incluya a la sociedad civil. Esto ayudará a promover la legitimidad, aceptación y efica-

cia del MNP. (Conclusión primer foro, 14-15 julio de 2005).
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vidades, perfil, función y relación del MNP con el Subcomité internacional, las insti-

tuciones nacionales y la sociedad civil en el marco mexicano. En particular se pro-

yectó una visión del quehacer del MNP, los perfiles profesionales necesarios para lle-

var a cabo esas labores y las condiciones institucionales y prácticas necesarias para

que sean exitosas sus actividades.

Con base en estos ejercicios y las conclusiones de los primeros foros, se enco-

mendaron estudios jurídicos-prácticos dirigidos a enmarcar, en la práctica y el

marco jurídico mexicano, el diseño e implementación del MNP. Se encomendaron

cuatro estudios al respecto. Los primeros tres se relacionan con el diseño del meca-

nismo, a saber: las opciones de ubicación y diseño institucional que mejor garanti-

zaran las exigencias del mismo Protocolo sobre la operación del MNP y el ámbito de

su acción en el marco jurídico mexicano;3 un examen de las opciones del MNP para

canalizar debidamente los casos puntuales de tortura o malos tratos que detecte

en sus visitas dado su enfoque sistémico y desde la prevención;4 y en específico

enmarcar al MNP respecto a las leyes sobre el acceso a la información pública. El

cuarto estudio consistió en el inventario de organizaciones e instituciones que ya

practican visitas a lugares de detención, el propósito y resultados de esas visitas, y

el marco jurídico en el que se realizan.5 Este último estudio se hizo con base en una

encuesta y la revisión de la legislación estatal y nacional.

Posterior a la elaboración de estos estudios, y en adición a la encuesta realiza-

da, se hicieron dos consultas sobre el contenido de las investigaciones. La primera

en una mesa redonda que se realizó el día 7 de marzo de 2007, con la participación

de académicos, organizaciones de la sociedad civil y la Comisión Nacional y del Dis-

trito Federal de Derechos Humanos y la Dirección General de Democracia y Dere-

chos Humanos, en la sede de la Secretaría de Relaciones Exteriores. Esta reunión

permitió a los investigadores perfeccionar y encaminar de mejor manera los traba-

jos cuyos segundos borradores fueron sometidos a discusión en el cuarto y último

foro en el marco de este proyecto sobre la implementación del MNP en México y en

donde se realizó la segunda consulta. En el foro participaron los mismos actores de

la mesa del 7 de marzo, además de la participación de comisiones públicas de dere-

chos humanos, organizaciones de la sociedad civil y representantes de las depen-

dencias gubernamentales que deberán cooperar en la realización de las visitas a

3 En el seminario quedó de manifiesto la necesidad de profundizar más sobre la implementación del

MNP en México a través de propuestas más concretas sobre el diseño, operación y marco normati-

vo de dicho mecanismo. (Conclusión primer foro, 14-15 julio de 2005).
4 Una preocupación central son las represalias a las personas privados de libertad que se reúnen con

los integrantes del MNP y denuncian casos de tortura. Asimismo, es necesario garantizar la seguri-

dad de quienes realizan las visitas, que con frecuencia reciben amenazas por su labor. (Conclusión

primer foro, 14-15 julio de 2005).
5 Es recomendable que el proceso de definición del MNP incluya una evaluación de la legislación y de

las instancias existentes que ya realizan visitas a lugares de detención a nivel nacional, para poder

tomar una decisión sobre la naturaleza del MNP basándose en la experiencia acumulada. (Conclusión

primer foro, 14-15 julio de 2005).



lugares de detención que llevará a cabo el MNP y en el diálogo con el MNP a fin de

implementar sus recomendaciones.

Este ejercicio acumulado resultó en la aclaración de conceptos y su implemen-

tación en el marco jurídico mexicano. 

1.  Por ejemplo, se aclaró la diferencia entre los conceptos de “autonomía” e “inde-

pendencia”, asentando la necesidad de explorar y emplear varias modalidades que

apoyarán la independencia práctica y legitimación institucional del MNP, cuestio-

nes que van más allá de la ubicación institucional del MNP. En este sentido, se

señalaron los sistemas de convocatoria pública en base a perfiles profesionales y

de probidad, así como períodos largos de nombramiento, como dos modalidades

importantes para asegurar la independencia del MNP. Esto en adición a los reque-

rimientos de un presupuesto propio y un respaldo legal sólido que consagren el

alcance de su función y sus facultades. Asimismo, se estableció que la autonomía

institucional no requiere de una reforma constitucional en el marco jurídico mexi-

cano, sino que puede alcanzarse mediante una ley general. 

2.  Se pudo perfilar el rol especializado y sui generis del MNP, respecto al trabajo de los

organismos existentes que realizan visitas a lugares de detención como medida de

protección de derechos humanos, de denuncia o como medida de supervisión admi-

nistrativa. Esta visión de prevención amplia se centra en la operación sistémica de las

instituciones, y en la propuesta y seguimiento de recomendaciones de cambios

estructurales mediante el diálogo y la asesoría técnica a las instituciones y funciona-

rios que intervienen en el ciclo de acciones que implican la privación de libertad de

las personas. En este sentido, las visitas a lugares de detención se distinguieron por

aquellas que se caracterizaron en ser reactivas, humanitarias o de prevención. 

3.  Toda esta información ha sido compartida con los actores nacionales relevantes

al tema, y ha permitido socializar entre estos actores las obligaciones del MNP. En

su conjunto, este debate ha conducido a la visualización de opciones y caminos

de implementación del MNP en México. 

En este sentido, se encontró que tanto las organizaciones de la sociedad civil, inclui-

dos del sector académico, como comisiones públicas de derechos humanos e insti-

tuciones gubernamentales que participaron en la encuesta y asistieron al foro, con-

sideraron que el inventario refleja en forma adecuada las actividades que cada

grupo realiza respecto a las visitas a lugares de detención. En todo caso, se dejó un

espacio abierto para recibir comentarios adicionales, mismos que han sido incorpo-

rados al inventario.

Con relación al diseño del MNP se concluyó, además, que: 

1.  Para garantizar que el o los MNP ejerza su función en forma independiente (art.

18.1 Protocolo Facultativo), especializada y representativa (art. 18.2), debe con-

tar con una identidad propia, aunque se admite la instrumentación jurídica por
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varias vías. Sin embargo, se notó la recomendación tanto de la Asociación para la

Prevención de la Tortura como de los expertos internacionales, que se concreta

en instrumentos de jerarquía mayor, es decir la Constitución o la ley, como medios

preferidos para garantizar la independencia del mecanismo, ya que estos instru-

mentos legales tienden a gozar de mayor solidez y permanencia. 

Otro aspecto de la garantía del ejercicio independiente de su función es contar con

un proceso de selección transparente de sus integrantes. Para ello, se debe llevar a

cabo un proceso de convocatoria pública y selección participativa basada en perfiles

adecuados. En este sentido, el Protocolo Facultativo señala dos aspectos fundamen-

tales para la integración del Mecanismo: primero, asegurar su integración por perso-

nas con el conocimiento profesional requerido y las capacidades necesarias para lle-

var a cabo la tarea del MNP.6 Como consecuencia, se refiere al carácter multidiscipli-

nario del mecanismo. Por otra parte, señala que la integración del MNP debe ser

representativa de sectores de la sociedad que son especialmente vulnerables a la

tortura y los malos tratos al estar privados de su libertad, tales como las mujeres,

grupos étnicos (en el caso de México esto abarcaría a los pueblos indígenas), y gru-

pos minoritarios como migrantes, personas discapacitadas física o mentalmente, etc.

En consecuencia, deben incluirse miembros de organizaciones de la sociedad civil con

amplia experiencia relevante en la protección de los derechos humanos, y en parti-

cular contra la tortura o malos tratos que sufren éstos grupos vulnerables.7

Se hizo referencia, en este sentido, al proceso de selección del candidato mexi-

cano al Subcomité de Prevención de la Tortura Internacional como ejemplo de una

selección transparente basada en un perfil profesional. En ese proceso se publicó el

perfil respectivo y se involucró a la sociedad civil, a través de la Subcomisión de armo-

nización de la Comisión Política Gubernamental. Fue señalado, además, que este pro-

ceso tuvo eco, ya que a nivel internacional se valoró la calidad profesional y humana

del candidato mexicano al seleccionarlo para formar parte de dicho Subcomité.

2.  Se concluyó que para asegurar la efectividad del o los MNP es preferible plasmar

en una ley su naturaleza, función, facultades e integración, no obstante que en

el corto plazo se modifique, designe o cree mediante otro mecanismo jurídico.

También se consideró importante la sensibilización al público, las instituciones y sus

integrantes respecto de su mandato especial como garantía de eficacia: es decir, las

facultades, modo de operación y los resultados esperados del MNP.

6 Se mencionó que España ha planteado que los integrantes del MNP no deben de ser considerados

funcionarios públicos, con el propósito de garantizar su independencia.
7 El Protocolo contempla que se tenga en cuenta para la selección de integrantes del o los mecanis-

mos nacionales de prevención de la tortura, “el equilibrio de género y la adecuada representación

de los grupos étnicos y minoritarios del país.” (Art. 18.3). La adecuada representación de estos gru-

pos étnicos y minoritarios y de género, implica aprovechar el conocimiento especializado de las orga-

nizaciones de la sociedad civil sobre la experiencia de los grupos vulnerables en la sociedad mexica-

na frente a la tortura y los malos tratos.



3.  Respecto a la garantía de su carácter profesional y técnico, se debatió acerca de

las formas más adecuadas de aprovechar el conocimiento y estructuras existen-

tes en materia de visitas a lugares de detención,8 sin confundir el carácter sisté-

mico y preventivo de la función del MNP, con el mandato de responder a casos

específicos9 de violaciones a derechos humanos como la tortura y otros tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes.  

En este sentido, se reconoció que el MNP en nada altera la función de las comisiones

públicas de derechos humanos o de las organizaciones de la sociedad civil en materia de

constatación, denuncia y seguimiento de casos o situaciones de violaciones a los dere-

chos humanos, así como de formulación pública de las recomendaciones respectivas.  

Por otra parte, la información que recopilan las comisiones públicas de derechos

humanos y las organizaciones de la sociedad civil en las visitas reactivas, humanita-

rias o de supervisión general, se complementa y permite lograr un panorama amplio

para fortalecer la actividad del MNP, en especial para la planeación del programa de

visitas. De esta manera, la labor del MNP es complementaria a la que realizan otras

instituciones ya establecidas. Como consecuencia de estas observaciones, se refor-

zó la conclusión del primer foro respecto a la conformación de un mecanismo

“mixto” para optimizar la experiencia acumulada, infraestructura existente y asegu-

rar cobertura a lo largo del país. Asimismo, se contempló el MNP como un mecanis-

mo que potencie el trabajo en materia de prevención de la tortura por parte de las

comisiones públicas de derechos humanos y las organizaciones de la sociedad civil.

Al explorar los modelos comparados de participación de comisiones públicas de

derechos humanos y organizaciones de la sociedad civil en la tarea de visitas en el

marco del MNP, se plantearon opciones como la conformación de equipos para la

realización de visitas, coordinados por un MNP como ente rector y articulador del

trabajo de prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes. Se mencionó, en caso de que sea necesario, la modalidad de visitas

mixtas o separadas por personal de comisiones públicas de derechos humanos y de

organizaciones de la sociedad civil, apoyados por personal especializado del MNP (de

planta y de listas o listados de expertos entrenados y avalados por el MNP).

En todo caso, se expresó la necesidad de que el diseño del MNP asegure el valor

agregado de este mecanismo, el que consiste en el diálogo constructivo y proposi-
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8 En el foro se expuso la experiencia comparada de otros países respecto a la incorporación de la

experiencia de ONG’s en el MNP o directamente, participación de miembros de la sociedad civil en los

mecanismos, como por ejemplo Paraguay, Nueva Zelanda, Eslovenia, Georgia, el Comité Europeo

para la Prevención de la Tortura, etc. Respecto al modelo mixto, la ponente del APT mencionó la

necesidad de asegurar el acceso para todos los que realizan visitas facultadas por el MNP.
9 Nota de edición: Se profundizó en el Inventario sobre Organizaciones No Gubernamentales, Comisio-

nes Públicas de Derechos Humanos e Instituciones Gubernamentales que Realizan Visitas a Lugares de

Detención, sobre la distinción entre prevención de la tortura y malos tratos en términos amplios y la

atención a casos particulares o visitas de supervisión. Todavía se requiere ahondar en los indicadores

respecto a la prevención de la tortura y malos tratos para que haya una pauta clara para el seguimien-

to de las recomendaciones y asesoría, y de esta manera poder medir los avances en la prevención.
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tivo con las autoridades para impulsar cambios que redunden en una mayor preven-

ción de la tortura. Este diálogo se dirige a los cambios estructurales necesarios para

eliminar factores de riesgo para la tortura o los malos tratos, cuestión que hasta

ahora no se ha podido lograr.  

La Secretaría de Relaciones Exteriores cerró agradeciendo los esfuerzos desple-

gados por la OACNUDH y muy particularmente la sociedad civil para discutir y pre-

sentar propuestas en torno al establecimiento del MNP.  Reconoció los consensos a

los que la sociedad civil, incluyendo prominentes expertos, alcanzó durante los dife-

rentes foros, así como el examen de las experiencias de otros países latinoamerica-

nos que ilustran los desafíos para poner en práctica un mecanismo como el MNP.

Finalmente, reconoció la importancia de que el Ejecutivo presente antes del 22 de

junio del 2007 una propuesta que recoja los puntos de vista de las instancias guber-

namentales involucradas para constituir el MNP, cumplir con el compromiso que el

Estado mexicano ha asumido y avanzar en la lucha contra el flagelo de la tortura y

los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Próximos pasos

De conformidad con la conclusión del primer foro de julio de 2005, en el sentido de

que el proceso de conformación del MNP fuera plural y transparente, se llamó a que

las conclusiones y los consensos producto de la consulta y participación logradas a

lo largo de los cuatro foros, constituyan una base firme para proceder a la redac-

ción de la propuesta que determine el modelo del MNP, así como el proceso de toma

de decisión para la designación formal del mismo.

Se señaló que el próximo paso consiste en hacer la propuesta básica y concreta

por parte de un grupo redactor, teniendo en cuenta las conclusiones de la serie de

foros efectuados, así como las investigaciones realizadas. Por su parte, las instancias

gubernamentales del Poder Ejecutivo realizarán las consultas del caso para definir una

propuesta que permita cumplir con el compromiso derivado del Protocolo Facultati-

vo de la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas

Crueles, Inhumanos o Degradantes, tomando en cuenta las opciones que se derivan

del propio Protocolo y las contribuciones de los foros organizados hasta ahora.

No está por demás mencionar que no se llegó a precisar la modalidad concre-

ta para llevar a cabo un proceso participativo de redacción de la propuesta, como

se había sugerido por parte de los expertos ponentes en el foro, a tal grado que

llegó a constituirse en una inquietud de las organizaciones de la sociedad civil res-

pecto a cómo finalmente se materializará la independencia, cobertura nacional,

excelencia técnica y representatividad del Mecanismo. Dada la conclusión deriva-

da de los foros de que el MNP cuente con una identidad propia, que al mismo

tiempo aproveche la experiencia existente en materia de prevención a nivel

nacional, preocupa el hecho de que a un sector con una experiencia larga y

amplia en esta materia —tal como queda reflejado en el inventario de organismos

que realizan visitas a lugares de detención—, no sea contemplado en el diseño del

Mecanismo.





Descripción del Mecanismo 
Nacional de Prevención propuesto 

por la Red Nacional de Organismos Civiles 
de Derechos Humanos, 

“Todos los Derechos para Todas y Todos”

1. Contexto y antecedentes

Desde la ratificación del Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura y

otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante “Protocolo” o

“Protocolo Facultativo”), por parte del gobierno mexicano en marzo del 2005, se ha

generado un proceso de discusión, debate y consulta interinstitucionales, dirigidos

a definir la naturaleza, facultades y conformación del o los mecanismos nacionales

de prevención de la tortura (MNP)1 previstos en el Protocolo Facultativo.

El proceso de consulta no es propiamente abierto ni amplio, sino que ha sido

seguido por diversos actores y sectores más directamente involucrados, tanto ins-

tituciones públicas como organizaciones civiles mexicanas, así como organismos

públicos y privados internacionales (la Oficina en México del Alto Comisionado de

Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Asociación para la Prevención de la

Tortura —APT—, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos —IIDH). Resalta

también la participación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y

comisiones estatales de derechos humanos.

Existen ahora para las ONG’s dos espacios principales de discusión al respecto: 

•  el espacio convocado por la Oficina en México del Alto Comisionado, al que acu-

den las instituciones públicas involucradas (PGR, SRE, INM, SSP, comisiones públi-

cas de derechos humanos, en particular) y organizaciones de la sociedad civil, per-

tenecientes a la Red TDT y otras organizaciones más. 

•  El espacio de análisis y capacitación abierto en la Red TDT, con participación de

organizaciones miembros que trabajan los temas de tortura, sistema penitencia-

rio y otros relacionados con los derechos civiles y políticos. A dicho espacio de

análisis y capacitación se ha invitado a profesionistas del sector académico y de

la sociedad civil, especializados en los temas que nos ocupan. 

El espacio abierto en la Red tiene como fin acercar a las organizaciones que traba-

jan los temas antes señalados y tienen interés en el proceso de conformación del

MNP, en aras de fijar una postura frente a las propuestas existentes y construir una

347A P O R T E S  A L  D E B A T E  S O B R E  E L  D I S E Ñ O  D E L  M N P

1 Para fines del presente documento, nos referiremos a “tortura” entendiendo “tortura y otros tra-

tos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.
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propuesta propia. Por otro lado, y en forma paralela, el trabajo de construcción de

propuesta de MNP ha sido acompañado de talleres de capacitación y análisis, con

apoyo de especialistas sobre: las políticas públicas en materia de tortura (incluyen-

do el contexto de ratificación del Protocolo Facultativo y política de prevención de

la tortura); el sistema penitenciario y sistema de justicia penal.

2. Propuestas existentes de MNP

La reflexión al interior de la Red sobre el mecanismo nacional de prevención tiene

como origen no sólo el interés de los grupos de dar seguimiento al proceso nacio-

nal de creación del mecanismo, sino también la preocupación generada por la pre-

sentación oficial de una primera propuesta en julio de 2005, consistente en otor-

gar a la CNDH el mandato del mecanismo. Propuesta considerada excluyente y no

apegada al espíritu y principios de pluralidad e independencia previstos en el Proto-

colo. Pluralidad en cuanto a sectores representados en la conformación del meca-

nismo y en cuanto a disciplinas y conocimientos.

Luego de la presentación de esta propuesta en el Seminario realizado el 14 y 15 de

julio de 2005 en la Secretaría de Relaciones Exteriores, y ante la falta de consenso sobre

la misma, se determinó seguir con espacios de diálogo y debate, con el fin de garantizar

la opinión y recibir propuestas distintas a la planteada hasta el momento. En este senti-

do, el segundo encuentro interinstitucional convocado por la oficina de la ONU en León,

Guanajuato, los días 1 y 2 de diciembre de 2005, presentó una metodología y dinámica

distinta al Seminario inicialmente referido. La primera diferencia consistió en la participa-

ción como ponentes de organizaciones civiles; por otro lado, incluyó mesas de trabajo

conformadas por integrantes de instituciones públicas y asociaciones civiles, de las que

surgieron nuevas propuestas de MNP. Si bien los tiempos y la dinámica de las discusiones

no permitieron aterrizar a detalles, fue importante distinguir las diversas perspectivas

sobre lo que entendemos por mecanismo nacional de prevención de la tortura:

1

2

interlocución ámbito 
nacional e internacional

visitas en centros 
federales y estatales

informes y 
recomendaciones

otras actividades: 
investigación, incidencia

interlocución a nivel nacional
e internacional.

visitas en CEFERESOS y centros
federales de detención

Actor 1: CNDH

Actor 2: CEDH 2

Actor 1: CNDH

representación nacional

visitas ámbito federal 
y estatal

otras funciones previstas 
en el Protocolo

Apoyo operativo para visitas
de la CNDH en ámbito estatal

representación federal

visitas ámbito federal

Art. 102
Constitu-
cional

Art.102
Const.

AACCTTOORREESS  PPAARRTTIICCIIPPAANNTTEESS NNIIVVEELL  DDEE  RREESSPPOONNSSAABBIILLIIDDAADD    YY  FFAACCUULLTTAADDEESS AACCCCIIOONNEESS  EESSPPEECCIIAALLEESS BBAASSEE  LLEEGGAALL

2 Comisión Estatal de Derechos Humanos.
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3

4

informes y recomendaciones
(ámbito federal)

otras actividades: 
investigación e incidencia

interlocución a nivel estatal

visitas en CERESOS y centros
estatales de detención

informes locales

otras actividades: 
investigación, incidencia

interlocución 
ámbito federal

visitas centros federales

informes y recomendaciones
ámbito federal

otras actividades 
(ámbito federal)

visitas en centros estatales

informes y recomendaciones
(ámbito estatal)

otras actividades 
(ámbito estatal: 
investigacióne incidencia)

interlocución 
con actores 1 y 2 

interlocución 
ámbito federal

visitas en centros federales

interlocución

visitas conjuntas 
y/o separadas

Informes conjuntos 
CEDH y OSC

otras actividades: 
investigación e incidencia

Actor 2: CEDH 3

Actor 1: CNDH

Actor  2: CEDH 

Actor 3: OSC4

Actor 1:
CNDH

Actor 2:
CEDH y OSC

otras actividades 
(ámbito federal)

representación ámbito estatal

visitas ámbito estatal

otras actividades 
(ámbito estatal)

representación federal

en ámbito federal

representación estatal

visitas en ámbito estatal

otras actividades 
ámbito estatal

visitas en centros federales
y/o estatales, previa 
acreditación4

representación federal

visitas centros federales

otras actividades 
(ámbito federal)

representación estatal 
(OSC previa acreditación)

AACCTTOORREESS  PPAARRTTIICCIIPPAANNTTEESS NNIIVVEELL  DDEE  RREESSPPOONNSSAABBIILLIIDDAADD    YY  FFAACCUULLTTAADDEESS AACCCCIIOONNEESS  EESSPPEECCIIAALLEESS BBAASSEE  LLEEGGAALL

3 Referencia al conjunto de comisiones públicas de derechos humanos.
4 Varias de las comisiones públicas de derechos humanos proponían un mecanismo de selección de las

organizaciones que podrían formar parte del MNP, en función de su experiencia, reconocimiento y

calidad de trabajo.



3.  Aspectos que debe considerar el modelo propuesto

Paralelo a las consultas públicas sobre el MNP, la Red TDT inició un trabajo de refle-

xión y diseño propio de MNP que cumpliera de la mejor forma posible con los prin-

cipios étnicos y técnicos del Protocolo Facultativo. Para ello, se partió de la propues-

ta presentada por Miguel Sarre, a la que se agregaron algunos elementos y preci-

siones. La propuesta acordada se basa en los conceptos siguientes:

a)  El Mecanismo Nacional de Prevención, desde la perspectiva de las ONG’s, no tiene

forzosamente que ser representado por una “institución”, sino que se trata de uunn

ssiisstteemmaa  qquuee  ppuueeddee  sseerr  iinntteeggrraaddoo  ppoorr  aaccttoorreess  ddiivveerrssooss que operen en distintos

niveles y de diferentes formas.

b)  La amplitud del territorio nacional, de la población materialmente detenida y la

diversidad de lugares de detención, requiere de un sistema suficientemente

amplio y flexible para garantizar la cobertura del trabajo del MNP.

c)  Se propone mantener la intervención en el MNP del sistema público de derechos

humanos existente, dado que cuenta con facilidades y medios económicos,

humanos y estructurales, a diferencia de la sociedad civil organizada.

d)  El MNP implica la apertura del sistema de detención y reclusión al escrutinio públi-

co y la intervención de actores externos en la vigilancia de las condiciones de

detención.

En este sentido, el diseño de un MNP adecuado implica tener presente las circuns-

tancias particulares de la práctica de la tortura en el país (factores objetivos y sub-

jetivos permisivos), así como del sistema de administración de los lugares de deten-

ción (aspectos estructurales, administrativos, operativos y jurídicos). El diagnóstico

previo de situación es fundamental, y del trabajo previamente realizado por las

organizaciones y de la información disponible sobre el tema, podemos resaltar:

Como ffiinneess  ddee  llaa  ttoorrttuurraa  y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes:

—  La tortura como método de investigación criminal, dirigida a la obtención de

declaraciones ministeriales auto-inculpatorias.

—  La tortura y los tratos crueles, como expresión de violencia policíaca y uso abu-

sivo del poder público hacia personas detenidas y bajo custodia.

—  La tortura y los tratos crueles como métodos de castigo y represión.

—  La tortura y los tratos crueles como expresión de discriminación hacia determi-

nadas poblaciones, en razón de su condición social, económica, de sexo, de salud,

de nacionalidad o cualquier otra.
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Como lugares donde personas se encuentran materialmente detenidas, sea en

forma oficial o extra-oficial y que tendrían que ser sujetos de observancia por parte

del MNP:

—  Reclusorios (centros de prevención), para hombres y mujeres, del fuero común.

—  Penitenciarías y centros de readaptación, para hombres y mujeres, del fuero

común.

—  Centros federales de prevención y readaptación social,5 para hombres y mujeres.

—  Cárceles militares.

—  Centros para menores (consejos tutelares).

—  Agencias ministeriales del fuero común.

—  Agencias ministeriales del fuero federal.

—  Lugares de arraigo.

—  Sedes policíacas.

—  Casas de seguridad y otros lugares de detención extra-oficial.

—  Hospitales públicos.

—  Estaciones migratorias.

Otras vertientes a tomar en cuenta son:

—  Las competencias y reglamentos correspondientes de administración de los lugares

de detención: jurisdicción federal, estatales, municipales, y en su caso comunitaria.

—  Las distancias y cobertura geográfica.

—  Las normas que regulan el ingreso a centros de detención y el acceso a las per-

sonas detenidas; y prácticas comunes.

—  La tipificación y definición de los conceptos de tortura, tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes; la adecuación o no de la legislación nacional a la legis-

lación internacional. 
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5  Implican medidas de alta seguridad, para personas clasificadas de alta peligrosidad.



—  Las políticas públicas existentes en materia de combate a la tortura, justicia penal

y sistema de seguridad pública.

3.1. Escrutinio público de todo centro de detención

La creación del MNP representa una oportunidad para revisar el sistema nacional

que opera actualmente en materia de detención, custodia y reclusión de personas,

así como la vigencia o no de los derechos y preceptos constitucionales y de dere-

cho internacional que se supone lo rigen. Nuestra Constitución deja en claro que la

imposición de las penas privativas de libertad es competencia exclusiva de la auto-

ridad judicial y que la privación de la libertad no suprime los demás derechos de las

personas, entre los que se encuentra el derecho a la comunicación y la libertad de

expresión; asimismo, la dignidad humana y la integridad personal son derechos uni-

versalmente reconocidos que la sanción penal no puede limitar ni suprimir. La Cons-

titución y legislaciones secundarias contemplan un sistema de justicia que se supo-

ne limita la acción coercitiva del Estado a la privación de libertad, no así de los demás

derechos que asisten a las personas.

Sin embargo, existen contradicciones importantes entre el fin de la cárcel en sí y

las costumbres y las prácticas. Las autoridades administrativas a cargo de los estable-

cimientos de detención y reclusión han asumido un papel y adquirido poderes que

rebasan las facultades que les otorgan la Constitución, los tratados y la legislación

secundaria, haciendo de las cárceles y otros lugares de detención zonas de exclusividad

donde el castigo arbitrario, la violencia, la impunidad y condiciones infrahumanas de

vida han ganado el terreno a la legalidad, la proporcionalidad y dignidad. De tal manera

que hasta el momento no ha sido posible asegurar y operar un sistema de prevención

y readaptación social (como lo prevé el art. 18 constitucional), sino que ha prevalecido

una situación de aprovechamiento de la privación de libertad para aplicar doble casti-

go, marginar y aislar a las personas confrontadas a un procedimiento o en etapa de

ejecución de sanciones. Un factor permisivo del poder y actuación excesiva de las auto-

ridades ha sido la aceptación, consciente o inconsciente de la propia sociedad. 

La limitación automática y sistemática de acceso a las personas detenidas (para

quienes no son familiares o abogados nombrados), y de comunicación de los dete-

nidos con el exterior, es una circunstancia comúnmente aceptada y asociada a la pri-

vación de libertad. Favorece y fomenta la violencia y arbitrariedad por parte del

personal de los centros de detención y reclusión (custodios pero también personal

técnico) hacia los detenidos y sus familiares, pero también hacia organizaciones civi-

les que pretenden trabajar en los centros.

La apertura de los lugares de detención y reclusión al escrutinio y observancia

pública representa un medio de disuasión frente a las prácticas ilegales de tortura

y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes por parte de los funcio-

narios, y por consiguiente de protección para las personas sujetas a la privación de

libertad. Las visitas “in loco”, en particular, permitirían revertir técnicas adquiridas en

muchos centros, consistentes en preparar las visitas de vigilancia y monitoreo de

organismos externos o instancias superiores.
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4. Modelo propuesto 

Ante la amplitud y complejidad del sistema nacional de procuración y administración

de justicia, se sugiere un mecanismo multifacético basado en la democratización

progresiva de los lugares de detención, en el desarrollo de la participación ciudada-

na en este ámbito, y en la restitución o materialización de derechos existentes pero

no ejercidos. 

En este sentido, se propone partir del principio de publicidad del proceso penal,

así como del fin del proceso y sanción penal, y de la separación entre las facultades

correspondientes a los poderes Ejecutivo y Judicial, de acuerdo a la doctrina y nor-

mas constitucionales correspondientes (arts. 14 a 21). Ello, con el fin de restablecer,

proteger y defender el derecho de las personas detenidas a mantener contacto con

la sociedad, a través de la apertura de los lugares de detención al eessccrruuttiinniioo  yy  oobbsseerr--

vvaacciióónn  ppúúbblliiccooss. A su vez, se requiere poner en práctica el derecho ciudadano, inclu-

yendo el de las organizaciones cciivviilleess  ddee  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss, de asistir a las perso-

nas detenidas y trabajar para el mejoramiento de sus condiciones de detención y

reclusión.   

Por otro lado, es necesario reconocer y fortalecer el trabajo de las ccoommiissiioonneess

ppúúbblliiccaass  ddee  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss, sus facultades y recursos para acceder a los luga-

res de detención, atender situaciones individuales y colectivas, y monitorear las

condiciones de detención en lugares oficiales. Las comisiones públicas de derechos

humanos son órganos autónomos con base constitucional (art. 102), cuyos titula-

res son nombrados por el Poder Legislativo (federal y de los estados).

4.1. Consejo Nacional de Prevención

Tanto las comisiones públicas de derechos humanos como las organizaciones civiles

y personas que realicen visitas y acciones de monitoreo y prevención en el marco

del MNP, contarán con autonomía operativa y económica. Sin embargo, para fines

prácticos de coordinación y representación, es necesario contar con una instancia

nacional de referencia, encargada de llevar a cabo ciertas acciones específicas. Se

sugiere la conformación de un órgano central nacional (no así federal), que se

podría denominar “Consejo Nacional de Prevención”. 

Descripción:

Dicho Consejo sería de carácter colegiado, interdisciplinario, representativo, inde-

pendiente y autónomo:

CCoolleeggiiaaddoo: se sugiere un número limitado de consejeros (4-5 personas), con el fin de

evitar la dilación, confusión y pesadez operativa. Para desarrollar adecuadamente

sus funciones, los consejeros serían apoyados por asesores de su elección. Tanto los

consejeros como sus asesores deberán reunir los requisitos profesionales y éticos

fijados en el Protocolo Facultativo y en la Ley Especial.
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IInntteerrddiisscciipplliinnaarriioo  yy  rreepprreesseennttaattiivvoo:: los Consejeros serán electos en función de su

legitimidad, conocimientos (prácticos y doctrinales) y de su experiencia previa en

materia de tortura y disciplinas relacionadas con la problemática, de forma tal que

estén representadas las principales profesiones y materias relacionadas (medicina,

psicología/psiquiatría, derecho penal, derecho penitenciario, especialistas en seguri-

dad pública, sociología, etc.); así como las poblaciones mayoritariamente afectadas y

las de particular vulnerabilidad (indígenas, mujeres, migrantes, entre otros). La

representatividad será garantizada a través de los consejeros y sus asesores.

IInnddeeppeennddiieennttee  yy  aauuttóónnoommoo: para garantizar la imparcialidad e independencia funcio-

nal y formal del Consejo, se sugiere que no dependa, ni estructural ni jurídicamen-

te, de ninguna dependencia gubernamental ni de ninguno de los tres poderes. Para

ello, se propone una figura similar a la del IFE, regulada por una Ley propia. Asimis-

mo, se propone excluir que los miembros del Consejo tengan cargos oficiales y/o

representen a alguna institución. El mandamiento se llevaría en nombre propio. 

Funciones:

El Consejo Nacional de Prevención llevará la representación pública y será portavoz del

MNP en el ámbito nacional e internacional, independientemente de que las comisiones

públicas de derechos humanos, así como las organizaciones y personas que lleven a cabo

las acciones de visitas y monitoreo, puedan en todo momento comunicarse y promover

públicamente, como partes del mecanismo nacional. También podrán publicar los resulta-

dos de sus acciones, pero los informes y recomendaciones a los que se refiere el Proto-

colo Facultativo serán elaborados y presentados por el Consejo Nacional de Prevención.

El Consejo tendrá como funciones:

—  La representación pública, política y jurídica del MNP ante las instancias naciona-

les e internacionales.

—  El diseño e implementación de programas de actividades dirigidas al cumplimien-

to del mandato del MNP y del Protocolo Facultativo: programas de actividades

propias del Consejo y programas de actividades coordinadas o relativas a los

demás actores participantes.

—  La recopilación de información para la elaboración de informes y recomendaciones.

Información derivada de: los informes y registros de visitas realizadas por/con las

comisiones públicas y la sociedad civil; las visitas y acciones de campo realizadas por el

propio Consejo; las acciones de investigación de los consejeros y sus asesores; las

investigaciones realizadas por otros actores; la información pública y privada diversa.

—  El seguimiento y cabildeo de las recomendaciones que emita el mismo Consejo,

para su aceptación y cumplimiento.
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—  La elaboración y cabildeo de propuestas de reformas legislativas y estructurales,

así como de propuestas de políticas públicas, dirigidas a la prevención de la tor-

tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

—  La gestión y coordinación de programas de asesoría y capacitación dirigidos a las

organizaciones, instituciones y personas solicitantes de acreditación para realizar

visitas de prevención y monitoreo a nombre del MNP.

—  Las demás actividades de promoción, difusión, e incidencia previstas en el Proto-

colo Facultativo.

Base jurídica:

—  A fin de garantizar la legitimidad jurídica y política de las acciones del Consejo, así

como su autonomía y funcionalidad, ssee  pprrooppoonnee  ccrreeaarr  uunnaa  LLeeyy  EEssppeecciiaall que cree

el Consejo Nacional de Prevención, estipule y reglamente: las funciones del Conse-

jo, la participación de las comisiones públicas de derechos humanos y de la socie-

dad civil (incluyendo los procedimientos y criterios de acreditación), los criterios y

procedimientos de nombramiento y revocación de los consejeros y sus asesores,

la naturaleza jurídica de los informes y recomendaciones elaborados por el Conse-

jo; lo relativo al derecho de ingreso a los lugares de detención y reclusión con y sin

aviso previo; las garantías de protección tanto de los actores participantes en el

MNP como las personas detenidas y sus familiares; entre otros. 

—  El Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura y otros tratados inter-

nacionales de prevención y sanción de la tortura.

—  La Ley Federal y leyes estatales para prevenir y sancionar la tortura.

—  El Compromiso Nacional contra la Tortura, suscrito en diciembre de 2004 por el

conjunto de gobernadores, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal y la Presiden-

cia de la República.

4.2 Las organizaciones de la sociedad civil

La apertura al escrutinio público implica adecuar y homogeneizar la legislación para

garantizar el derecho ciudadano (personas y grupos) de acceder a los lugares de

detención y, en especial, de ingresar a las cárceles, así como de entrevistarse con

las personas detenidas, sin ser sujetos a los criterios subjetivos y personales de los

funcionarios administrativos de los centros. También permitiría materializar el dere-

cho de los detenidos, como parte de la misma sociedad, de comunicarse y tener

contacto directo con el exterior. La especificación de los derechos de los detenidos

(a la comunicación) y de los visitantes (al acceso y a la labor asistencial), no excluye

la obligación de los visitantes de respetar las normas de seguridad interna. Lo ante-
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rior, tomando en cuenta las dificultades que enfrentan generalmente las personas

y los grupos civiles para ingresar a las cárceles (comunes) y la imposibilidad actual

para tener acceso a los centros federales de prevención y readaptación social. 

De igual manera, el acceso a las personas detenidas en las estaciones migrato-

rias es muy limitado, aleatorio y sujeto a una serie de trámites burocráticos. Tam-

bién, las propias comisiones públicas de derechos humanos se han visto limitadas en

el ejercicio de sus funciones de atención a casos y monitoreo de lugares de deten-

ción, en función de sus relaciones institucionales con las dependencias.

Una de las funciones más importantes del MNP, de acuerdo al Protocolo Facul-

tativo, consiste en la realización de visitas (anunciadas o no) a los lugares de deten-

ción. La modificación y flexibilización de la legislación, en cuanto a las reglas de

ingreso, deberá ser suficiente para permitir a las organizaciones civiles de derechos

humanos y personas interesadas, realizar visitas de observación y documentación.

La información recopilada por las personas y grupos que en sus diversas localidades

realicen visitas, podrá ser enviada al Consejo  Nacional de Prevención, mismo que a

su vez procesará la información para fines de sus propios informes y recomenda-

ciones.

Para las personas y organizaciones que pretendan tener una participación más

activa y aplicar formatos de registro estandarizados y elaborar informes dirigidos al

Consejo Nacional, se propone eessttaabblleecceerr  uunn  mmeeccaanniissmmoo  ddee  aaccrreeddiittaacciióónn  ddee  oorrggaannii--

zzaacciioonneess  cciivviilleess  bbaassaaddoo  eenn  llaa  ccaappaacciittaacciióónn  ssoobbrree  mmeettooddoollooggííaa  ddee  vviissiittaass,,  rreeggiissttrroo  yy

ddooccuummeennttaacciióónn.

Las organizaciones y personas acreditadas serán referentes a las que se podrá

dirigir el Consejo Nacional para su intervención en situaciones urgentes. A su vez, el

Consejo facilitará la labor de las organizaciones y profesionistas que realicen visitas

de prevención a través de la asesoría y apoyo técnico, y en caso necesario, en lo

jurídico. Coordinará y participará en los programas de formación junto con los orga-

nismos nacionales e internacionales asesores (por ejemplo: APT, IIDH). Los registros

e informes elaborados por las organizaciones y particulares serán enviados al Con-

sejo para su recopilación y formarán parte de la fuente de información necesaria

para la elaboración de informes y recomendaciones a cargo del Consejo.

El sistema de acreditación de organizaciones y personas permitirá garantizar la

metodología, calidad y eventualmente veracidad de la fuente de información. El

registro será evolutivo, de acuerdo al ingreso y salida de grupos y personas.  

La colaboración de la sociedad civil en el desarrollo de actividades del MNP no

implica una dependencia, ni estructural u operativa, hacia el órgano central (Conse-

jo), dado que el mecanismo propuesto no está basado en la institucionalización del

mismo, sino en la colaboración intersectorial e interinstitucional. 

Base jurídica:

—  Especificación del derecho de ingreso a las cárceles y lugares de detención, en las

normas correspondientes así como en la Ley Especial que cree y regule el MNP.

La Ley especificará los procedimientos de ingreso y las circunstancias especiales
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que limitarán tal derecho. El derecho de ingreso deberá ser accesible a toda per-

sona o grupo de personas.

—  Base constitucional: concepto de publicidad del proceso penal, garantías indivi-

duales de las personas detenidas.

—  La Ley Especial que cree el Consejo Nacional de Prevención especificará las moda-

lidades y procedimientos de acreditación de las organizaciones y personas que

realizarán visitas aplicando los formatos de registro, y elaborarán informes pre-

sentados al Consejo Nacional de Prevención. También preverá los programas de

capacitación y formación por parte del Consejo y con la colaboración de organi-

zaciones especializadas nacionales y/o internacionales.

—  La Ley Especial señalará las modalidades de ingreso y retiro de las organizaciones

y personas capacitadas y acreditadas para aplicar registros estandarizados. 

4.3 Sistema nacional de organismos públicos de protección

Las comisiones públicas de derechos humanos representan un actor importante y

de participación necesaria en el MNP. Los recursos de que disponen (humanos,

estructurales, profesionales, materiales, económicos), aunado a su experiencia pre-

via de atención a quejas y monitoreo de centros penitenciarios, y su conocimiento

de las políticas públicas y dependencias gubernamentales tanto del ámbito federal

como estatal, representan un capital importante. Asimismo, su cobertura nacional

y su calidad de organismos públicos de protección a los derechos humanos, debe

facilitar la labor del MNP a nivel nacional. También es de recordar que la prevención

de las violaciones a derechos humanos, incluyendo la tortura y otros tratos o penas

crueles, inhumanos o degradantes, es parte de su mandato constitucional. 

Sin embargo, el sistema público de protección a derechos humanos no ha logra-

do alcanzar plenamente sus objetivos y cumplir con sus responsabilidades y facul-

tades, en razón de factores diversos, de los que podemos señalar:

—  Pese a la autonomía estructural, jurídica y económica (autonomía formal) de las

comisiones, todavía no está garantizada la imparcialidad y autonomía funcional

de todas ellas. Sigue siendo común que comisiones actúen con parcialidad, reser-

va y reticencia frente a temáticas como la tortura, sea por temor a la confron-

tación con las autoridades, por exceso de burocracia y falta de eficacia operati-

va, incluso por afinidad y conveniencia política, etc. La tortura sigue siendo un

tema sumamente politizado y que limita el involucramiento de ciertas comisiones

en su denuncia. 

—  Por otro lado, existen todavía carencias, deficiencias y diferencias marcadas en el

trabajo y capacidades técnicas de detección y documentación de la tortura. El

proceso de capacitación de las comisiones en materia de tortura y de derecho
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internacional de los derechos humanos es relativamente reciente e influye en los

niveles en que se involucran y en los resultados frente a la problemática.

—  Las comisiones públicas cuentan con facultad para ingresar y documentar la

situación en las cárceles; en cambio, son limitadas sus posibilidades de ingreso sin

aviso en otro tipo de lugares de detención (sedes de policías y ministeriales, luga-

res de arraigo, etc.), dependiendo muchas veces de la voluntad de los titulares de

las dependencias. En este sentido, no existe un nivel homogéneo de accesibilidad

de las comisiones a los lugares de detención.6

—  Existen niveles diferenciados de relación entre comisiones públicas de dere-

chos humanos y organismos de la sociedad civil. Mientras en ciertas entidades,

pueden existir buenos niveles de colaboración y entendimiento, en otras exis-

te mala o nula colaboración; en ocasiones, la calidad de relación varía en fun-

ción de las personalidades y posturas de los titulares sobre determinados

temáticas o situaciones generales.

—  Las leyes y reglamentos que regulan actualmente su actuación no contemplan el

conjunto de acciones y principios previstos en el Protocolo Facultativo.

Lo anterior no resta importancia al papel de las comisiones públicas en la preven-

ción y combate a la tortura y tratos crueles. Su participación en el MNP es funda-

mental y representa una oportunidad para fortalecer y desarrollar sus capacida-

des de atención e involucrarse a fondo en la temática, así como de colaboración

con otros actores especializados. En este sentido, se propone incluir las comisio-

nes públicas de derechos humanos en el MNP, como uno de los tres actores prin-

cipales. Su intervención consistiría en: a) la recepción y tramitación de quejas por

tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; b) la realización

de visitas de monitoreo en cárceles y demás lugares de detención; c) la elaboración

de informes presentados al Consejo Nacional de Prevención; y d) las demás accio-

nes previstas en su mandato constitucional y leyes, relacionadas con la prevención

de la tortura.

De tal manera que se propone mantener y desarrollar las facultades y compe-

tencias de las comisiones, relacionadas con la temática de la prevención de la tortu-

ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, manteniendo la facul-

tad de la CNDH para vigilar los centros federales de detención y reclusión (incluyen-

do estaciones migratorias y otras instituciones federales) y la de las comisiones

estatales para vigilar los centros estatales y municipales.
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Base jurídica:

—  Artículo 102 constitucional.

—  Constituciones estatales.

—  Leyes y reglamentos de las comisiones públicas de derechos humanos; se realiza-

rán las reformas y modificaciones necesarias para garantizar acciones especiales

y necesarias no contempladas en su marco normativo actual (ingreso ilimitado a

lugares de detención, metodología de visitas de prevención, formación de perso-

nal asignado, procedimientos de visitas conjuntas con organismos civiles y perso-

nas acreditadas, así como con el Consejo Nacional de Prevención).

—  La Ley Especial que cree el MNP preverá la naturaleza de participación de las

comisiones de derechos humanos, los mecanismos de comunicación y presenta-

ción de información al Consejo Nacional de Prevención.
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CONVOCATORIA 

Emitida por la Secretaría de relaciones Exteriores 

para el proceso de selección del candidato mexicano 

al Subcomité para la Prevención Internacional 





CONVOCTORIA

Con la entrada en vigor del Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones

Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, inhumanos o degradantes,

el pasado 22 de junio de 2006, del que México forma parte desde el 11 de abril de

2005, se dio inicio al proceso para el establecimiento del Subcomité para la Preven-

ción de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, inhumanos o degradantes (Sub-

comité para la Prevención). Con ello, se invitó a todos los Estados Partes a someter

candidatos a considerar como posibles miembros de dicho Subcomité. 

En una primera etapa, el Subcomité para la Prevención será compuesto por 10

expertos que ejercerán su función a titulo personal y por un periodo de cuatro

años.

La Secretaría de Relaciones Exteriores convoca a los ciudadanos mexicanos que

cumplan con las características necesarias para llevar a cabo el mandato del Subco-

mité, a presentar su candidatura:

1. Mandato del Subcomité

El artículo 11 del Protocolo Facultativo establece el mandato de Subcomité para la

Prevención:

a)  Visitar los lugares de detención y hacer recomendaciones a los Estados Partes en

cuanto a la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

b)  asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesario, en la creación de

sus mecanismos nacionales de prevención;

c)  mantener un contacto directo, en caso necesario confidencial, con los mecanis-

mos nacionales de prevención y ofrecerles formación y asistencia técnica con

miras a fortalecer la protección de personas privadas de libertad contra la tortu-

ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

d)  hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes con miras a forta-

lecer la capacidad y el mandato de los mecanismos nacionales para la prevención

de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; y
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e)  cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los órganos y mecanis-

mos pertinentes de las Naciones Unidas así como con instituciones u organizacio-

nes internacionales, regionales y nacionales cuyo objeto sea fortalecer la protec-

ción de las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos

o degradantes.

2. Perfil del candidato

De conformidad con el artículo 5.2. del Protocolo Facultativo, los miembros del Sub-

comité deben ser personas de gran integridad moral y reconocida competencia en

la administración de justicia, en particular en las esferas del derecho penal, la admi-

nistración penitenciaria o policial, o en las diversas esferas de interés para el trata-

miento de personas privadas de su libertad.

Asimismo, el artículo 5.6. del Protocolo Facultativo especifica que los miembros

del Subcomité deben de ejercer sus funciones a titulo personal, actuar con inde-

pendencia e imparcialidad y estar disponibles para servir con eficacia al Subcomité.

Cabe resaltar que el Protocolo restringe la composición del Subcomité en función

de la distribución geográfica equitativa de los miembros del mismo, la representa-

ción de las diferentes formas de civilización y sistemas jurídicos de los Estados Par-

tes y en función de la necesidad de una representación equilibrada entre géneros,

sobre la base de los principios de igualdad y no discriminación.

Con estos objetivos en mente, se considera que las cualidades personales y pro-

fesionales del perfil idóneo son:

• Nivel universitario o conocimientos teóricos equivalentes en derecho interna-

cional, relaciones internacionales, medicina, psicología u otros requeridos por

el trabajo del Subcomité. Se apreciará una especialización en derecho penal,

penitenciario o victimólogia u otras especialidades que requiera el Subcomité. 

• Experiencia en el área de derechos humanos: para los candidatos con licencia-

tura, se requieren 8 años, 6 años si cuenta con maestría y 4 años si cuenta con

un doctorado. Dicha experiencia debe incluir un mínimo de tres años en el área

internacional y 5 en el área nacional.

• Amplio conocimiento en derecho internacional de los derechos humanos, prin-

cipalmente en materia de prevención contra la tortura. 

• Experiencia práctica: manejo y funcionamiento de centros de detención o pri-

vación de libertad, preferentemente en más de un país, así como la normativi-

dad comparada que los regula, y las normas internacionales respectivas; de

visitas a centros de detención; y documentación de prácticas en base a estu-

dios empíricos al respecto.
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• Conocimientos básicos en psicología y medicina de conformidad con lo estable-

cido en  el Protocolo de Estambul, para detectar la práctica de malos tratos o

tortura, así como para sustentar y analizar la investigación y documentación

de la tortura y  del tratamiento de víctimas de la tortura. 

• Particular habilidad para comunicar y relacionarse con autoridades guberna-

mentales, ONG’s y personas privadas de la libertad. 

• Aptitudes interpersonales para relacionarse y trabajar en ambientes y grupos

multidisciplinarios y pluriculturales.

• Se tomará en cuenta el reconocimiento a nivel nacional y/o internacional

adquirido por el/la candidato/a respecto a  su dedicación, nivel de compromi-

so y labores desarrolladas en el ámbito de la prevención de la tortura. 

3. Procedimiento de selección

Los candidatos deberán de enviar su curriculum vitae, con referencias de publica-

ciones sobre el tema si las hubiera, a las instalaciones de la Dirección General de

Derechos Humanos y Democracia de la Secretaría de Relaciones Exteriores ubicadas

en Plaza Juárez No. 20, Piso 14, Col. Centro Del. Cuauhtémoc, CP. 06010, México D.F.,

fax 91595619 o por correo electrónico a jsanson@sre.gob.mx a más tardar, el día

lunes 9 de octubre de 2006.

Posteriormente, la Secretaría de Relaciones Exteriores transmitirá a la Subcomi-

sión de Armonización de la Comisión Política Gubernamental la lista de candidatos

con los documentos pertinentes para su estudio y análisis.  

Si ningún candidato reúne las características del perfil, se podrá declarar desier-

ta la convocatoria.

Los candidatos que reúnan los requisitos serán convocados por la Subcomisión

de Armonización para una entrevista el día lunes 16 de octubre de 2006 en las ins-

talaciones de la Secretaría de Gobernación. 

Finalmente, la Subcomisión de Armonización enviará la recomendación a la

Secretaría de Relaciones Exteriores la cual informará en un plazo no mayor a 15 días

sobre la candidatura propuesta. 
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